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AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Vuestra Comisión de Hacienda, previo estudio y consideración del P. de la C. 3070, tiene el honor de recomendar a este Alto Cuerpo su aprobación sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3070 tiene el propósito de establecer el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2010”, a los fines de proveer alivios contributivos de 1.2 billones de dólares anuales a individuos y corporaciones para estimular la economía y la creación de empleos; para establecer disposiciones transitorias para la derogación del Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 1994; para otros fines. 

RESUMEN DE PONENCIAS
Para atender su responsabilidad y evaluación de la medida bajo estudio, la Comisión de Hacienda del Senado, celebró junto a la Comisión de Hacienda de la Cámara, 13 vistas públicas. La presentación inicial de la medida la realizó el Departamento de Hacienda y los miembros del Comité de Reforma Contributiva, junto al Banco Gubernamental de Fomento, Oficina de Gerencia y Presupuesto, Junta de Planificación y el Departamento de Desarrollo Económico y Comercio. Recibimos comentarios del Departamento de Justicia, Administración de Asuntos Energéticos, Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura, Asociación de Empleados Jubilados de la Universidad de Puerto Rico, Federación de Alcaldes y Asociación de Alcaldes. Además, participaron los Economistas: Gustavo Vélez, José Joaquín Villamil, Juan Lara, Vicente Feliciano, Ramón J. Cao García, José A. Herrero y Luis R. Benítez Hernández. Asimismo contamos con comentarios del Colegio de Contadores Públicos Autorizados, Asociación Profesional de Contadores, Comisionado de Instituciones Financieras, Asociación de Bancos, Mortgage Bankers Association, Oficina del Comisionado de Seguros, Corporación para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico, Asociación de Compañías de Seguros, Asociación de Industriales, Cámara de Comercio, Centro Unido de Detallistas, Asociación Productos de Puerto Rico, Asociación de Constructores de Hogares, Asociación Contratistas Generales, Asociación de Hoteles y Turismo, Coalición del Sector Privado, Fondos Unidos de Puerto Rico y Movimiento para el Alcance de Vida Independiente.
A continuación se resumen los comentarios y sugerencias presentados por las referidas entidades públicas y privadas:
Departamento de Hacienda
Comité de Reforma Contributiva, Banco Gubernamental de Fomento, Oficina de Gerencia y Presupuesto, Junta de Planificación y Departamento de Desarrollo Económico y Comercio

En febrero del 2010, el Gobernador de Puerto Rico, Honorable Luis G. Fortuño, estableció el Comité de  Reforma Contributiva, con la encomienda de diseñar una reforma contributiva que reduzca la carga contributiva a los ciudadanos, simplifique el sistema contributivo y aliente el desarrollo económico de Puerto Rico.  Esta reforma, además, serviría para fortalecer el crédito de Puerto Rico y continuar el progreso logrado en eliminar el déficit y mantener la salud fiscal del Gobierno, como pasos fundamentales para promover el desarrollo económico de Puerto Rico. 
Tras gran cantidad de esfuerzos y medidas para lograr la estabilización fiscal, Puerto Rico se encuentra en el proceso de reponerse de la recesión económica que comenzó en el año 2006. Se indica que con esta medida se cumple con la promesa hecha a la clase trabajadora, al implantar una reforma contributiva que sobrepasa a cualquier otra antes aprobada en lo abarcadora, justa, equitativa y progresista.  Esta reforma tiene el propósito de aliviar el bolsillo del puertorriqueño mediante tasas contributivas justas y el control de gastos gubernamentales.

La Reforma Contributiva que se presenta es el resultado de un esfuerzo multisectorial donde se consultaron un sinnúmero de entidades y se tomaron en consideración siete estudios preparados por reconocidos economistas puertorriqueños. 

Como bien indica la Exposición de Motivos de la presente pieza legislativa, en los años 90, Puerto Rico gozó de una situación económica sólida.  Fue entonces que se implantó una  reforma que representó alivios contributivos de $400 millones anuales; la Ley Núm. 120 de 31 de octubre de 1994, conocida como “Código de Rentas Internas de 1994”.  Posteriormente, y con el transcurso de los años, se fueron derogando beneficios creados al amparo del referido Código que beneficiaban a la clase trabajadora del país. Luego, se creó el impuesto general de ventas y uso. Asimismo, a partir del año fiscal 2001-2002, se observó un aumento descontrolado en los gastos del gobierno, lo que culminó en un déficit presupuestario heredado de $3,306 millones, un déficit en caja de $4,459 millones y $960 millones en cheques del gobierno emitidos sin fondos.  Así las cosas, en el año 2006 caímos en una profunda recesión económica.

Con el bienestar de nuestra gente como meta, nuestra Administración ha tomado las medidas necesarias para alcanzar la estabilización fiscal del gobierno y reencauzar nuestro desarrollo económico.  Así, por primera vez en ocho años, se ha mejorado la clasificación del crédito de Puerto Rico. De igual modo, se ha podido reducir el déficit más alto en Puerto Rico, de un 43.6% a un 10.9%.  Además, se han inyectado más de $3,750 millones a la economía de Puerto Rico y se han creado miles de nuevos empleos con el Modelo Estratégico para una Nueva Economía.

Con la ayuda de esta Asamblea Legislativa, se han hecho realidad varias iniciativas, convertidas ya en leyes, estas son: la Reforma de Permisos, la Ley de las Alianzas Público-Privadas, la ley de Estímulo al mercado de Propiedades Inmuebles, la Reforma de Salud, la Reforma Energética, y la Reforma Contributiva que hoy se encuentra en el proceso legislativo de su aprobación como la implantación exitosa de estas reformas e iniciativas claves. Puerto Rico está encaminado a todo vapor a la recuperación económica y continuaremos creando un ambiente que promueva la conversión del sector privado y el desarrollo económico.

No obstante, nuestro pueblo se mantenía a la espera de una medida que proveyera la justicia contributiva prometida. Como hemos repetido en innumerables ocasiones, un dólar en manos de los puertorriqueños rinde mucho más que un dólar en manos del Gobierno. Ante tal hecho, esta Asamblea Legislativa tiene ante sí la reforma contributiva más abarcadora, más equitativa, más justa y más progresista que jamás se haya adoptado en Puerto Rico.  Esta reforma valida nuestro indeleble compromiso de “aliviar el bolsillo del puertorriqueño mediante unas tasas contributivas justas y controlar los gastos gubernamentales”, para fomentar el crecimiento económico.

El 15 de noviembre del 2010, entró en vigor la Ley Núm. 171, que constituye el primer paso para el cumplimiento de esa promesa. Con dicha ley, otorgamos un crédito de 15% para los contribuyentes con ingresos hasta $40,000; un crédito de 10% para los contribuyentes con ingresos entre $40,001 y $100,000 ($150,000 casados); y un crédito de 7% para los contribuyentes con ingresos sobre $100,000. Igualmente, dispusimos un crédito de 7% para todos los negocios (corporaciones no-exentas) que paguen la totalidad del Bono de Navidad a todos sus empleados y un aumento de 7 a 10 años en el período de arrastre para reducir pérdidas operacionales entre 2005 y 2011.  Asimismo, dispusimos para que este diciembre no se hicieran deducciones algunas al Bono de Navidad ni del cheque por salario. Con esa primera fase de la reforma contributiva, le devolvimos a nuestros contribuyentes alivios totales de $240 millones, lo que equivale a un alivio promedio de $306 por contribuyente.

El proyecto bajo análisis constituye la segunda y última fase de la reforma contributiva que le prometiéramos al Pueblo de Puerto Rico. Con ésta, otorgamos un alivio promedio al bolsillo de los contribuyentes de sobre $1,200 millones anuales durante cada uno de los próximos seis (6) años (más de $1,500 anuales por cada contribuyente), lo que representa un impacto positivo tres (3) veces mayor que la reforma del 1994. Sin duda, esta legislación constituye el mayor alivio contributivo concedido en nuestra historia.

En síntesis, mediante este estatuto, se establece una reducción dramática en las tasas contributivas de todos los puertorriqueños y se estableció una política pública contributiva en beneficio de Puerto Rico. Con éste,  se reducen las contribuciones de individuos en un promedio de 50% y las de los negocios en un promedio de 30%, a través de un sistema contributivo justo y sencillo, que cuenta con medidas agresivas para combatir la evasión, provee incentivos al trabajo y alivios para nuestras personas de edad avanzada y fomenta el desarrollo económico y la creación agresiva de más empleos.

Este proyecto coloca la Carta de Derechos del Contribuyente donde corresponde, al principio del estatuto, porque es el ciudadano, no el gobierno, la piedra angular de la sociedad. Las medidas impositivas, por su parte, se dividen en seis subtítulos medulares, los cuales, a su vez, se dividen en capítulos, subcapítulos, partes y secciones.  El proyecto constituirá y se conocerá como el “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2010”.  Los subtítulos comprenden los temas que se mencionan a continuación:
A - Contribución sobre Ingresos

B - Caudales Relictos y Donaciones

C – Arbitrios

D – Impuesto sobre Ventas y Uso
E –Impuestos sobre Bebidas Alcohólicas

F - Disposiciones Administrativas, Intereses, Penalidades y Adiciones a la Contribución 

Debido al alto volumen de páginas de cada Subtítulo, a continuación se presenta una breve sinopsis del contenido de cada uno de éstos.

Subtitulo A:  Contribución sobre Ingresos

Individuos

En primer lugar, bajo este subtítulo se incluyen un sinnúmero de cambios que reducen dramáticamente las contribuciones de individuos. Por ejemplo, contribuyentes con ingreso bruto de menos de $20,000 NO pagarán contribuciones; esto comprende un 46% de los contribuyentes de Puerto Rico. 

Además, para todos los otros contribuyentes habrá reducciones sustanciales en las tasas contributivas. Esta reducción se logrará ampliando las escalas para que contribuyentes con cargas contributivas más altas al día de hoy tributen a una tasa contributiva más baja.  Es decir, el mismo ingreso pagará menos progresivamente al tributar a una tasa menor.  Asimismo, se elimina la sobretasa del cinco por ciento y la contribución especial sobre la propiedad inmueble que aplicaba para el Año Fiscal 2011-2012, impuestas por la Ley Núm. 7 de 9 de marzo de  2009. 

Cónsono con estas reducciones contributivas, también se elimina paulatinamente el Ajuste Gradual. Este cambio se hará en etapas, incrementando el ingreso mínimo que aplica para propósitos del ajuste gradual de $75,000 a $100,000 para el Año Contributivo 2011 y así, sucesivamente, a $200,000 en el 2012, a $300,000 en el 2013, a $500,000 en el 2014 y se elimina por completo en el Año Contributivo 2015. 

Igualmente, con miras a reducir contribuciones y a lograr un trato contributivo justo y equitativo para todos los contribuyentes, se eliminan los últimos reductos del “marriage penalty”, disponiendo que, en el caso de contribuyentes casados que rinden planilla separada, y casados que ambos trabajan y elijan el computo opcional de la contribución sobre ingresos, se eliminan los límites de 50% aplicables al tope del ingreso neto sujeto al ajuste gradual y al tope de ingreso sujeto a contribución básica alterna.  El tope aplicable en estos casos será el mismo tope aplicable a un contribuyente individual.

Además de las reducciones contributivas, otro propósito que persigue esta reforma contributiva es simplificar los procesos para nuestros contribuyentes. Por lo tanto, esta medida simplifica muchas disposiciones del Código para facilitar el cumplimiento con las leyes contributivas. Por ejemplo, se reducen de cinco a tres los estados personales  para propósitos de planillas contributivas
.  De igual modo,  sólo se permitirán ciertas deducciones, lo que permitirá que se elimine la segregación entre deducciones detalladas y deducciones adicionales.  

Las deducciones permitidas están atadas al interés apremiante del estado en el  bienestar y calidad de vida de nuestros ciudadanos.  El fin público que persiguen  cada una de las deducciones permisibles es promover que cada individuo compre su hogar (deducción por intereses hipotecarios); promover ciudadanos educados y con mejores expectativas para mejorar su empleo (deducción por intereses de préstamos estudiantiles); promover un retiro digno para nuestras personas de edad avanzada (deducción por contribuciones a planes de retiro); salvaguardar el bienestar de nuestro ciudadanos en el caso de gastos médicos extraordinarios (deducción por gastos médicos); y el reconocimiento de que las organizaciones sin fines de lucro proveen servicios importantes a ciudadanos que el gobierno no puede proveer o que no puede proveer tan eficientemente (deducción por donaciones).
No obstante la reducción en la cantidad de deducciones, se estará aumentando la exención personal.  Bajo la ley vigente, la exención personal es de $1,300 para solteros, $1,500 para casados que rinden planilla separada y $3,000 para casados que rinden planilla conjunta o jefes de familia. La misma se estará aumentando para el Año Contributivo 2011 a $3,500 por contribuyente (incluyendo contribuyente individual y casados que rinden separado).  En el caso de casados que rinden planilla conjunta, la exención será de $7,000 ($3,500 por contribuyente).  Según las tasas contributivas van disminuyendo, la exención personal disminuirá en los años contributivos subsiguientes ya que irá disminuyendo la carga contributiva a través de los años.

Además, se establece una deducción para contribuyentes cuya única fuente de ingresos consista en ingresos por concepto de compensación por servicios como empleado, servicios profesionales, negocio por cuenta propia, ganancia en la venta de propiedad, pensiones, o pensiones por razón de divorcio o separación (“alimony”). Para los años contributivos 2011, 2012, 2013 y 2014, la deducción será $9,350, $8,600, $6,850, y $4,600, respectivamente. En el caso de contribuyentes casados que ambos trabajen, cada cónyuge, en su carácter individual tendrá derecho a esta deducción.  Esta deducción estará disponible en su totalidad a contribuyentes cuyos ingresos no excedan $20,000, pero se irá reduciendo a razón de cincuenta centavos ($0.50) por cada dólar de ingresos en exceso de $20,000.

La deducción por dependientes se mantiene en $2,500 por dependiente.
 También se mantiene la deducción a los veteranos como una exención adicional.  Esta exención es de $1,500 por contribuyente que sea veterano.  

En el caso de los créditos, se mantiene y se aumenta el crédito por trabajo (“earned income tax credit”) y se aumenta el límite de ingresos, para fomentar el trabajo e impulsar nuestra economía.  Bajo la ley vigente, el crédito por trabajo es de un 3% del ingreso ganado hasta un máximo de $300.  Bajo esta medida, se aumentará la cantidad máxima del crédito por $50 (.5%) cada año hasta alcanzar un 6% del ingreso ganado en el Año Contributivo 2016 y un crédito máximo de $600. Al amparo del presente estado de derecho, 330,000 personas se benefician de este crédito. Con la aprobación de este proyecto, para el año 2016 se beneficiarán 547,000 personas. 

A su vez, se mantiene el crédito de $300 para aquellos pensionados cuya única fuente de ingresos proviene de pensión por servicios prestados si la cantidad recibida no excede de $4,800. A este crédito, se suma un nuevo crédito de $400 para personas mayores de 65 años cuyo ingreso bruto anual no exceda de $15,000, incluyendo ingreso no tributable como el beneficio de seguro social.

Otros cambios incluyen el aumento en los límites de aportación a planes de pensiones cualificados para fomentar los ahorros para el retiro. Para los años contributivos comenzados a partir del 1 de enero de 2011, 2012 y 2013, las cantidades límites serán de $10,000, $13,000 y $15,000, respectivamente.
Todos estos cambios reducen las contribuciones sobre ingreso de manera justa y equitativa, facilitan cumplimiento de los individuos con las leyes contributivas y fomentan actividades e intereses que prometen impulsar nuestra economía. Aún así, de éste no ser el caso para algún contribuyente en particular, se les permite a los individuos la opción de computar su contribución y rendir su planilla correspondiente al Año Contributivo 2011 y durante los 4 años contributivos siguientes a base de las disposiciones del Código de Rentas Internas de 1994, según enmendado.

Estas iniciativas proveerán un alivio promedio anual total de $1,000 millones en los próximos seis años.

Corporaciones

Cónsono con la reducción contributiva aplicable a individuos, este proyecto contempla la reducción sustancial en las contribuciones que pagan las corporaciones.  Bajo la ley actual, las corporaciones pagan una contribución fija de 20% más una contribución adicional (“surtax”) si el ingreso neto tributable excede de $25,000.  Esta contribución adicional fluctúa entre 5% a 19%, lo que resulta en que una corporación que genera $275,000 o más de ingreso neto tributable tribute a una tasa efectiva de 39% (41% cuando tomamos en consideración el ajuste gradual). Este nuevo código provee un alivio corporativo reduciendo las tasas de la contribución adicional y ampliando las escalas.  En consecuencia, una corporación que genere $750,000 o menos de ingreso neto tributable pagará, bajo este nuevo código, una contribución total de 20%. La contribución adicional aplica a corporaciones que generen más de $750,000 en ingreso neto tributable y sería como sigue: una contribución adicional de 5% si el ingreso neto tributable sujeto a contribución adicional es igual o menor de $1,750,000 y 10% en los demás casos. Esto resulta en una tasa combinada máxima de 30%, que es sustancialmente menor a la tasa combinada actual de 39%.

En cuanto al requisito de radicación de estados financieros con las planillas de contribución sobre ingresos, este proyecto contempla uniformar las reglas aplicables a los contribuyentes.  Bajo la ley actual, todas las corporaciones o sociedades, incluyendo compañías de seguros, con volumen de negocio de más de $3 millones están obligadas a radicar estados financieros auditados, mientras que las compañías o sociedades foráneas radican estados financieros auditados cuando su volumen de negocio excede $1 millón y las sociedades especiales y corporaciones de individuos radican estados financieros auditados cuando tienen volumen de negocio de más de $500,000.  

Todas estas reglas causan confusión y entorpecen el cumplimiento de los contribuyentes, por lo que se propone armonizar las reglas para todas las clases de negocios, incluyendo aquéllos de individuos que trabajen por cuenta propia. Se eliminó el requisito de someter estados financieros revisados a compañías con ventas brutas entre $1mm a $3mm. De manera opcional, se sustituyó para que aquellas compañías con más de $3mm puedan someter estados financieros auditados y quedan exentas de la retención del 7% por servicios prestados.  

En el ámbito de las reorganizaciones corporativas se enmiendan disposiciones para subsanar lagunas en la ley vigente. Por ejemplo, las disposiciones de reorganizaciones vigentes no son claras en cuanto al tratamiento de reorganizaciones divisivas. Este proyecto de ley incorpora una disposición equivalente a las reglas federales con el propósito de permitir reorganizaciones divisivas, en las que parte o la totalidad de los activos en un “spin-off”, “split-off” o “split-up” se transfieran a una o más corporaciones dentro de un mismo grupo controlado sin que la transferencia sea tributable. De este modo, si una transacción cae dentro de las disposiciones de reorganizaciones divisivas, los accionistas que reciban únicamente acciones no tendrán que reconocer ganancia o pérdida al respecto. También se uniforman las referencias a los términos “grupo controlado de corporaciones” y “persona relacionada” para eliminar la confusión que creaba tener varias definiciones del mismo término a través de todo el Código. 
En cuanto a las fuentes de ingreso se propone que el ingreso generado en la venta de propiedad mueble que no sea inventario por parte de un residente de Puerto Rico se considere ingreso de fuentes dentro de Puerto Rico y el ingreso de ventas de propiedad mueble de un no-residente de Puerto Rico, se considere ingreso de fuentes fuera de Puerto Rico. Además, se simplifican las reglas de fuente de ingreso relativas a transportación aérea o marítima, de modo que si el viaje comienza y termina en Puerto Rico, 100% del ingreso sea de fuentes en Puerto Rico, mientras que si el viaje es entre Puerto Rico y un punto fuera de Puerto Rico, 50% del ingreso constituya ingreso de fuentes en Puerto Rico.  

De igual modo, para facilitar el hacer negocios en Puerto Rico, este nuevo código atempera las disposiciones de sociedades con las disposiciones del código federal, disponiendo que las sociedades no tributen como entidades separadas de sus socios.  Por tal razón, se incorpora un nuevo capítulo de sociedades que provee las nuevas reglas de tributación para sociedades en Puerto Rico.
 Bajo éste, las sociedades no estarán sujetas a contribución sobre ingresos.  En consecuencia, sus socios tributarán en sus planillas su participación distribuible en los ingresos y gastos de la sociedad.  Así las cosas, el vehículo de sociedades especiales no será necesario dado que su tratamiento contributivo estará disponible a todo negocio que así se desee organizar.  Por lo tanto, no se permitirán elecciones de nuevas sociedades especiales para años contributivos comenzados después de 31 de diciembre de 2010.

Entre otras cosas, este proyecto también provee más flexibilidad a las compañías de responsabilidad limitada y establece el tratamiento contributivo para ciertos fideicomisos que evitará que, por las diferencias actuales entre el tratamiento para propósitos federales y locales, se crea un disloque en la tributación del fideicomitente.
Para hacer más fácil el proceso de recibo de planillas y permitir que los individuos puedan recibir sus informativas a tiempo para radicar sus planillas individuales, se establecen distintas fechas de radicación para la planilla de contribución sobre ingresos de las sociedades, sociedades especiales, compañías de responsabilidad limitada, corporaciones de individuos, fideicomisos y planes de pensiones.

Al ser una reforma contributiva integral, no pueden faltar medidas para evitar la evasión contributiva.  Cónsono con dicho objetivo, este proyecto contempla introducir medidas para obstaculizar abusos relacionados a las contribuciones retenidas.  Como parte de éstas, se establece un aumento a la retención de 7% a 10% sobre los pagos por servicios prestados.  Además, se dispone que los pagos por servicios prestados fuera de Puerto Rico están exentos de la retención del 10%, excepto que estarán sujetos a esta retención los pagos por servicios prestados por una persona relacionada que no cumpla con determinado requisito,
 independientemente que los servicios fueren prestados dentro o fuera de Puerto Rico.

En el caso de la deducción por depreciación, uso y mantenimiento de vehículos de motor, este proyecto propone permitir una deducción limitada basado en cargos por milla. El cargo por milla incluirá todos los gastos, tales como depreciación, mantenimiento y operación (gasolina, gomas, etc.).  Para ello, aplicarán excepciones en el caso de negocios de alquiler de vehículos de motor de pasajeros a corto plazo (“operating leases”) y negocios de transportación de pasajeros (limosinas, taxis).

Otra medida es la prohibición expresa para ciertos gastos que actualmente se  reclaman como gastos ordinarios y necesarios.  Sobre estos, los gastos relacionados a la posesión, operación y mantenimiento de botes, aviones y helicópteros y los gastos relacionados a la posesión, uso y mantenimiento de residencias fuera de Puerto Rico estarán expresamente prohibidos ya que se consideran gastos extravagantes y no son de la naturaleza de un gasto ordinario y necesario para la operación de un negocio.

Por otro lado, se ha identificado que las sociedades especiales y las corporaciones de individuos se prestan para muchos esquemas de evasión. Por esta razón, se enmiendan varias disposiciones aplicables a estas entidades para detener estos abusos.  Como ejemplo, se incluyen disposiciones para requerir que los accionistas o socios de estas entidades declaren una cantidad razonable como salario en sus planillas individuales que sea proporcional al ingreso de sus respectivas entidades. Por otra parte, también se limita el uso de las sociedades especiales a negocios de alquiler cuando únicamente se alquila a terceros (no si la propiedad es para uso personal ni si se le alquila a personas relacionadas).  Además, se dispone que el uso personal por más de 14 días durante el año causará la descalificación del negocio para operar como sociedad especial. 

Estas iniciativas proveerán un alivio promedio anual de $260 millones en los próximos seis años y un alivio de 30% en la carga contributiva para aumentar la creación de empleos y la capacidad de inversión.
Subtítulo B:  Caudal Relicto y Donaciones

Estas enmiendas propenden a reducir las contribuciones sobre los caudales relictos y donaciones, y a simplificar el cumplimiento con sus disposiciones, de forma tal que se cree un ambiente estable y atractivo al momento de invertir en Puerto Rico. Esto se logró mediante un conjunto de enmiendas tales como la reducción de las tasas contributivas a un 10% (en la actualidad) a tasa contributiva es escalonada y fluctúa entre 18% y 50%); un aumento sustancial en la exención fija para caudales relictos (de $400,000 a $1,000,000); y el aumento en varias deducciones, como lo son la deducción por gastos funerales (de $4,000 a $6,000), la deducción por honorarios de abogados, contadores, tasadores, agrimensores, partidores y de albaceazgo (de entre 1.5% y 3% a un 5% fijo del caudal relicto bruto) y la deducción por donaciones a hijos incapacitados (de $1,000 a $5,000).

También es importante mencionar que todos los residentes de Puerto Rico que estén en cumplimiento con todas sus obligaciones contributivas al momento de su muerte quedarán exentos de pagar la contribución sobre caudales relictos gracias a la creación de un nuevo crédito llamado el “Crédito al Contribuyente Responsable”. Dicho crédito busca premiar a todo residente de Puerto Rico que se encuentra en cumplimiento con sus obligaciones contributivas al momento de su muerte, siempre que el Administrador del caudal cumpla con los pagos, dentro de los términos establecidos en ley, de las obligaciones contributivas vencidas con posterioridad a la muerte del mismo. 

Para estos fines, la enmienda define el término “obligaciones contributivas” como todas las contribuciones impuestas por el Código de Rentas Internas, así como las contribuciones impuestas por la Ley Núm. 83 del 30 de agosto de 1991, según enmendada, conocida como  “Ley de Contribución Municipal sobre la Propiedad” y las contribuciones impuestas bajo la Ley Núm. 113 de 10 de julio de 1974, según enmendada, conocida como “Ley de Patentes Municipales”. Asimismo, dicho término también incluirá aquellas contribuciones que apliquen a una corporación o sociedad, cuando el causante posea más de un diez por ciento de las acciones (por valor o poder de voto) de dicha corporación o sociedad.
Otro cambio importante y cónsono con la política pública de este Gobierno de simplificar todos los trámites contributivos, es la simplificación en las disposiciones relacionadas con las fechas de radicación de las planillas de caudal relicto y donaciones. 

En cuanto a la planilla de caudal relicto, actualmente el Código concede un término de 270 días desde la fecha del fallecimiento del causante para radicar una planilla final. Bajo la enmienda propuesta, se establece un término de 9 meses, simplificando así el conteo de la fecha de vencimiento. 

Igualmente, en cuanto a la planilla de donaciones, la enmienda adelanta la fecha de vencimiento del 15 de abril del año siguiente al año natural en que se haya hecho la donación, al 31 de enero del mismo año. El propósito de esta enmienda es liberar las responsabilidades contributivas del día 15 de abril -fecha en que se radican la mayoría de planillas en el Departamento de Hacienda- y a su vez, permitirle al donatario informarle al Departamento de Hacienda la donación, antes del 28 de febrero, en aquellos casos en que el donante incumpla con su obligación.

Es importante añadir que las nuevas disposiciones contemplan la radicación electrónica de todas las declaraciones y planillas requeridas por dicho Subtítulo, el cual redundará en beneficios para el contribuyente pues se agilizarán la expedición de los relevos.  

Subtítulo C: Arbitrios

En cuanto a los arbitrios, en el área de los vehículos de motor, los mismos han sido reformados eliminando el concepto del precio sugerido de venta y estableciendo el arbitrio sobre la base real que constituye el “precio de venta al consumidor”.  Para estos fines, la base sobre la que recaerá el arbitrio es el precio de venta de dicho vehículo.  No obstante el cambio de base en tributación, se mantiene el sistema actual de declaración y pago de dicho vehículo en la introducción.

En cuanto a las embarcaciones y el equipo pesado, en aras de simplificar la fiscalización del sistema contributivo, no tributarán bajo las disposiciones del impuesto sobre ventas y uso (en adelante, “IVU”), sino que estarán sujetas a las disposiciones de arbitrios.  Sin embargo, el pago del arbitrio en el caso de distribuidores afianzados será pospuesto hasta el momento de la venta de dicha embarcación o equipo pesado, de manera que dicho comerciante no se verá afectado negativamente por el cambio a la tributación bajo arbitrios. El máximo a pagarse por arbitrios sobre embarcaciones será de $10,000, mientras que el máximo a pagarse por equipo pesado será de $25,000. Además, se establecen disposiciones transitorias para considerar como introducidas las embarcaciones y equipos pesados que se encontraban en inventario al momento de la efectividad del arbitrio.

A su vez, con igual propósito de simplificar aún más el proceso de renovación de las licencias de rentas internas, el nuevo Código elimina ciertas categorías de derechos a pagar estableciéndose sólo las clasificaciones necesarias.

Este proyecto también establece un nuevo arbitrio de 1% sobre el valor de la propiedad mueble adquirida de una persona relacionada. Este arbitrio sólo aplica a adquirientes que tengan entradas brutas derivadas de industrias o negocios en Puerto Rico mayores de $50,000,000 para cualquiera de los tres años contributivos anteriores. El arbitrio no aplica a materia prima y productos intermedios para manufactura, bebidas alcohólicas sujetas al arbitrio del Subcapítulo E ni a empresas con decretos de exención contributiva bajo las leyes de incentivos industriales. Las cantidades pagadas por concepto de este arbitrio podrán ser reclamadas como crédito contra la contribución sobre ingresos de la empresa que pago dicho arbitrio. Este crédito no es reembolsable ni transferible, pero puede ser arrastrado por un periodo de 10 años.
Subtítulo D: Impuesto sobre Ventas y Uso

Con el fin de fiscalizar el pago del IVU en la industria de espectáculos, se establece por ley la obligación de refrendar los boletos de espectáculos públicos sujetos al IVU. La obligación de refrendar existía desde antes de establecer el IVU. No obstante, al momento de eliminar el arbitrio general y establecer el IVU, no se establecieron las disposiciones de refrendo para el IVU. Así las cosas, las mismas se establecieron por vía reglamentaria. Sin embargo, al no ser de carácter estatutario, el Departamento de Hacienda carece de mecanismos para penalizar el incumplimiento con las disposiciones del refrendo. El establecimiento del refrendo en el nuevo Código le brindará al Departamento un mecanismo de fiscalización al impuesto sobre ventas en el área de espectáculos.

Por otra parte y para propósitos del IVU, el nuevo Código le provee al Secretario los poderes y facultades de fiscalización existentes bajo las leyes de arbitrio, las cuales al establecerse el IVU no fueron incluidas en la legislación.
Subtítulo E: Impuestos sobre Bebidas Alcohólicas
En el área de los arbitrios sobre las bebidas alcohólicas, este proyecto propone enmendar la sección impositiva para establecer que todos los espíritus destilados, ya sean destilados en Puerto Rico o importados, pagarán el impuesto aplicable utilizando como base los galones medida. 

Otro cambio importante que introduce este Subtítulo es la creación de nuevos tipos contributivos y la simplificación de los ya existentes. El propósito de estas enmiendas, es facilitar la fiscalización de los mismos, mientras a su vez se aumenta la capacidad productiva de ciertas industrias de menor producción o cuya producción envuelven costos especializados. Como resultado, lograremos crear estabilidad económica en dichas industrias, la cual redundará, a su vez, en un aumento paulatino de su responsabilidad con el fisco.
Como parte de estas enmiendas, se encuentra la creación de una tasa contributiva reducida de $12.09 por galón medida. Esta nueva tasa aplicará a los espíritus destilados que se obtengan a través de la fermentación y destilación de cualesquiera productos derivados de la caña de azúcar, los cuales: (a) hayan sido añejados por un tiempo igual o mayor de doce (12) meses; o (b) aquellos que hayan sido destilados artesanalmente. Para estos fines, el término “artesanalmente” se define como aquellos espíritus cuya producción anual para el año contributivo anterior es menor a 200,000 galones medida, los cuales cualificarán para una tasa contributiva reducida.
También, se consolidaron los tipos contributivos de vinos de mostos concentrados dentro de la categoría de vino subnormal y la consolidación de los vinos espumosos de mostos concentrados dentro de la categoría de vinos espumosos subnormales. Estas consolidaciones representarán una reducción sustancial en los impuestos que los fabricantes e importadores de vinos acostumbran pagar. 
El proyecto elimina la categoría de las cervezas que se vendan en envases que contengan cinco o más galones medidas, la cual estaba sujeta a una contribución de $4.42. Al eliminar dicha categoría, se facilita la fiscalización de dichos productos, quedando sujetos a un tipo contributivo reducido de $4.35 por galón medida. 
Por último, es meritorio destacar que se introdujeron dos cambios adicionales que promueven un sistema menos complejo, facilitándole no sólo a los contribuyentes el cumplimiento con las normas establecidas, sino que aumentan la eficiencia del Departamento de Hacienda al facilitar la fiscalización e implantación de las mismas. 

Primero, al igual que en el Subtitulo C, se consolidan varias categorías de licencias de rentas internas, las cuales se basaban generalmente en el volumen de ventas o volumen de producción del concesionario. Bajo las nuevas normas, se establecen unos cargos fijos, los cuales le permitirán al Departamento de Hacienda concentrarse en la fiscalización de corroborar que todo comerciante que se dedica a una actividad regulada esté debidamente autorizado y no a las funciones administrativas que conllevan la fiscalización de las distintas categorías.

Finalmente, el proyecto enmienda la sección de rotulación en los envases de bebidas alcohólicas. Actualmente, el Código de Rentas Internas requiere que toda bebida alcohólica que se venda libre de contribuciones sea identificada en la etiqueta o donde el Secretario determine con la frase “LIBRE DE IMPUESTO” o “TAX FREE”, salvo las cervezas, cuya frase deberá estar indicada en las cajas. Esto dificulta la fiscalización ya que se hace imposible diferenciar en una inspección de campo si las cervezas que está vendiendo un local fueron adquiridas, por ejemplo, de un mayorista o de una Tienda Militar libre de impuesto. Esto es así ya que la frase se encuentra impresa es en la caja de la cerveza y no en el envase de cerveza en sí. 

Es por esto que la enmienda que se introduce es a los efectos de requerir que todas las bebidas que se vendan en Puerto Rico contengan la frase de “Impuesto Pagado” o “TaxPaid” en su envase. La aludida acción ayudará al Departamento de Hacienda a diferenciar las bebidas alcohólicas vendidas localmente de aquellas vendidas libres de impuestos, atacando la evasión contributiva.
Subtítulo F: Disposiciones Administrativas, Intereses, Penalidades 

y Adiciones a la Contribución
Tan importante como que las leyes sean justas y equitativas es asegurar el cumplimiento de éstas. Por lo tanto, además de las medidas de reducción de contribuciones y simplificación del proceso, se incluyen en este proyecto medidas para mejorar la fiscalización y asegurar el cumplimiento con las leyes contributivas.

Con ese fin, se añaden disposiciones para incentivar las confidencias para informar de violaciones contributivas a Hacienda. Bajo estas disposiciones, se autoriza al Secretario a pagar a un confidente una retribución basada en la cantidad recaudada a raíz de la confidencia.

A su vez, se añaden sanciones y multas a los dueños de máquinas de entretenimiento para adultos y a los dueños, arrendatarios o titulares de los establecimientos comerciales donde las mismas se estén operando, cuando éstas se operen sin licencias de rentas internas, o cuando sean alteradas en violación a la Ley de Juegos de Azar, según enmendada. Por cada violación, se añade, además de cualesquiera otras sanciones criminales o civiles, una multa administrativa de $5,000 y la cancelación de todas las licencias otorgadas por el Departamento de Hacienda al dueño de la máquina de entretenimiento para adultos descrita o al dueño, arrendatario o titular del negocio en donde se esté operando dicha máquina de entretenimiento para adultos, tales como la licencia para el expendio de bebidas alcohólicas, venta de cigarrillos y cualquiera otra. En reincidencias, el Secretario podrá además cancelar o revocar permanentemente todas las licencias de rentas internas, permisos y/o marbetes emitidos a favor de dueño, arrendatario o titular del negocio en donde se esté operando dicha máquina de entretenimiento para adultos.

También se aumentan las multas por violaciones relacionadas a la falta de pago del arbitrio sobre bebidas alcohólicas y, por otro lado, se añaden las multas relacionadas a espectáculos públicos y el refrendo.

Por último, se aumentan las facultades del Secretario para que fiscalizar el IVU y así aumentar los recaudos del mismo. Al amparo de las nuevas facultades, se permite que el Secretario establezca mediante reglamento, carta circular, boletín informativo o cualquier determinación de carácter público, condiciones con respecto a la concesión de certificados de registro de comerciantes, certificados de exención del pago o retención del IVU; así como requerir la realización de aquellas inspecciones o fiscalizaciones periódicas o de otra índole a, entre otros, puntos de venta, localidades comerciales, furgones, contenedores, áreas de almacén y áreas de exhibición, con relación a partidas tributables.

Departamento de Justicia
El Departamento de Justicia expresa que apoya el P. de la C. 3070. Los comentarios se circunscriben, en esencia, a las áreas inherentes a su peritaje; específicamente a aquellas enmiendas al Código de Rentas Internas que tendrán impacto en el ordenamiento jurídico penal vigente, y en el procesamiento penal por delitos contributivos.
Capítulo I – Tasación y Cobro de Deficiencias

Subtítulo F. Disposiciones Administrativas, Procedimientos, Intereses, Penalidades y Adiciones a la Contribución

En la Sección 6010.02(a)(1)(B) se establece que el contribuyente podrá, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del depósito en el correo de la notificación de deficiencia, o dentro de la prórroga que a tal fin le conceda el Secretario, solicitar de éste, por escrito, reconsideración de dicha deficiencia y vista administrativa sobre la misma.  La prórroga a la que hace referencia dicha disposición no establece el momento dentro del cual puede ser solicitada, así como tampoco si la solicitud tiene el efecto de interrumpir el término dispuesto para solicitar la reconsideración de la deficiencia.  Es decir, si la prórroga se solicita dentro del término dispuesto para solicitar la reconsideración y no se recibe respuesta del Secretario dentro de dicho término, el contribuyente aun así se verá obligado a radicar su solicitud de reconsideración dentro del término de treinta (30) días o el término se detendrá hasta que el Secretario resuelva si concede o no la prórroga. A modo de ilustración, la Regla 6.6 de Procedimiento Civil establece que cualquier solicitud de prórroga deberá presentarse antes de expirar el plazo cuya prórroga se solicita y que el término de la prórroga comenzará a transcurrir al día siguiente del vencimiento del plazo cuya prórroga se solicita.  Se recomienda aclarar en la sección mencionada las interrogantes antes señaladas.

En la Sección 6010.02(a)(7)(A)(ii) se establece que será causa suficiente para que sea archivada la demanda objetando una determinación final de deficiencia, que el contribuyente no conteste las objeciones del Secretario a cualquier fianza hechas después de estar el caso en el Tribunal, o no comparezca a la vista en relación con cualquier fianza. Por consideraciones del debido proceso de ley, debe dársele la oportunidad al contribuyente de mostrar justa causa para dicha omisión o incomparecencia antes de recurrir a una acción tan drástica como archivar la demanda.

La Sección 6010.02(b)(2)(A) dispone que cuando un contribuyente solicite una apelación o certiorari del Tribunal Supremo de la sentencia del Tribunal de Apelaciones determinando una deficiencia, vendrá obligado a pagar la totalidad de la deficiencia así determinada dentro del término para solicitar la apelación o certiorari, y el incumplimiento de dicho requisito de pago, excepto como se dispone más adelante en los párrafos (3) y (4), privará al Tribunal Supremo de facultad para conocer de la solicitud de apelación o certiorari en sus méritos.  El párrafo (3) al que se hace referencia, en su inciso (A) dispone que en el caso de un contribuyente que solicitare una apelación o certiorari de una sentencia del Tribunal de Apelaciones determinando una deficiencia y no pudiere cumplir con el requisito del pago de la deficiencia, o sólo pudiere pagar parte de la deficiencia, el Tribunal de Apelaciones podrá ordenar, siempre que la solicitud de apelación o certiorari envuelva una cuestión sustancial y con sujeción a lo que más adelante se dispone, que la apelación o certiorari siga su curso hasta la disposición final de la misma en los méritos sin el pago total de dicha deficiencia.  

En primer lugar, sobre el hecho de que en ninguna parte se define lo que constituye una “cuestión sustancial”, aunque este término se repite en los párrafos (B), (C) y (D).  Por otro lado, en ningún lugar se exige al contribuyente notificar al Tribunal Supremo al radicar su solicitud de apelación o certiorari de una sentencia o resolución del Tribunal de Apelaciones que cumplió con el requisito del pago de la deficiencia total o parcialmente, condición indispensable para que el Tribunal Supremo pueda entender sobre el asunto.

De hecho, en los mencionados párrafos se establece que el contribuyente podrá presentar una solicitud de apelación o certiorari ante el Tribunal de Apelaciones. No queda claro si la verdadera intención del legislador es establecer que el contribuyente pueda presentar una solicitud de reconsideración ante dicho tribunal o si se refiere a la apelación o certiorari ante el Tribunal Supremo. El procedimiento de apelación y certiorari provisto por estos párrafos resulta altamente confuso.  Se recomienda que lo referente a las apelaciones y certioraris, de fianzas o deficiencias, tanto ante el Tribunal de Apelaciones como ante Tribunal Supremo sean redactadas de una forma más clara.
La Sección 6010.02(i) le permite al contribuyente solicitar al Secretario una prórroga para el pago de deficiencias. En dicha sección se dispone que de concederse la prórroga, el Secretario podrá requerir del contribuyente que preste fianza por aquella cantidad, no mayor del doble del monto de la deficiencia y con aquellos fiadores que el Secretario juzgue necesario. En primer lugar, entendemos que, en justicia, la fianza no debe ser mayor al importe de la deficiencia. Por otro lado, no debe dejarse al arbitrio del Secretario la determinación de qué fiador puede prestar la fianza requerida. La determinación del Secretario debe descansar en unos criterios mínimos y razonables con los que deben cumplir dichos fiadores, asunto que también puede atenderse mediante reglamentación, y no dejarse a su total discreción.

Capítulo 2 – Pagos en Exceso

Subcapítulo E – Reglas Generales Aplicables a Pagos en Exceso

La Sección 6025.01(a)(1) dispone como regla general que si una reclamación de crédito o reintegro de cualquier contribución impuesta por este Código sometida por un contribuyente fuere denegada en todo o en parte por el Secretario, éste deberá notificar de ello al contribuyente por correo certificado, y el contribuyente podrá recurrir contra dicha denegatoria ante el Tribunal de Primera Instancia, radicando demanda en la forma provista por ley dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del depósito en el correo de dicha notificación.  Añade la Sección 6025.01(a)(2) que la falta radicación de la demanda dentro del término aquí provisto privará al Tribunal de Primera Instancia de facultad para conocer del asunto. Finalmente, dispone la Sección 6025.01(a)(3) que no obstante lo dispuesto por la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, o cualquier otra ley que la sustituya o complemente, el contribuyente afectado por una denegatoria, en todo o en parte, de un crédito o reintegro de cualquier contribución impuesta por este Código, no tendrá derecho a solicitar vista informal ni ningún otro procedimiento administrativo ante el Secretario, constituyendo su único remedio recurrir ante el Tribunal de Primera Instancia en el término dispuesto. 

En su Exposición de motivos, la Ley Núm. 170 dispuso que:

El Estado Libre Asociado de Puerto Rico carece de un cuerpo de reglas que pauten y brinden uniformidad a dicho proceso decisional como los que existen al nivel federal, estatal y en la totalidad de las jurisdicciones extranjeras.  La ausencia de tal uniformidad produce inestabilidad y confusión a la ciudadanía que vive sujeta a reglamentaciones complejas y desconocidas. 

La medida sistematiza y crea un cuerpo uniforme de reglas mínimas que toda agencia deberá observar al formular reglas y reglamentos que definan los derechos y deberes legales de una clase particular de personas.  Contiene, además, otro cuerpo de normas distintas para gobernar las determinaciones de una agencia en procesos adjudicativos al emitir una orden o resolución que define los derechos y deberes legales de personas especificas. 

La legislación establece, además, un procedimiento uniforme de revisión judicial a la acción tomada por la agencia al adoptar un reglamento o al adjudicar un caso.  Dispone, además, para la utilización máxima de procedimientos informales antes de agotar la etapa formal decisional. 

Esta ley se inspira en el propósito de brindar a la ciudadanía servicios públicos de alta calidad, eficiencia, esmero, prontitud, y se aplicad e interpretará liberalmente para alcanzar dichos propósitos con el resguardo de las garantías básicas al debido procedimiento de ley.

Basada en de dicha Exposición de Motivos, la Ley Núm. 170 declaró como política del Estado Libre Asociado de Puerto Rico: 

…la solución informal de las controversias administrativas de manera que resulte innecesaria la solución formal de los asuntos sometidos ante la agencia.  Las agencias establecerán las reglas y procedimientos que permitan la solución informal de los asuntos sometidos ante su consideración sin menoscabar los derechos garantizados por esta Ley. Esta sección tiene el propósito de alentar, pero no requiere u obliga a una parte a someter y resolver una controversia a través de medios informales.

En términos particulares sobre los procedimientos adjudicativos de rentas internas, dispone la Sección 3.1 de la Ley Núm. 170 lo siguiente:

(a) Cuando por disposición de una ley, regla o reglamento o de esta ley una agencia deba adjudicar formalmente una controversia, los procedimientos deberán regirse por las disposiciones de este Capítulo. No estarán incluidos los procedimientos voluntarios de resolución de disputas establecidos por ley o por reglamentos. Los procedimientos relativos a los asuntos y actuaciones del Secretario de Hacienda con respecto a las leyes de rentas internas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico se regirán por las siguientes normas:

(1) Un funcionario designado por el Secretario de Hacienda realizará una determinación preliminar.

(2) El contribuyente no conforme con la determinación preliminar solicitará una vista informal que presidirá un funcionario distinto al que realizó la determinación preliminar. Este realizará la determinación final por delegación del Secretario de Hacienda.

[…]

Como se puede observar, la Ley Núm. 170 garantiza a todo contribuyente solicitar una vista informal sobre una adjudicación con respecto a las leyes de rentas internas del Departamento de Hacienda. Luego de celebrada dicha vista informal, la Ley Núm. 170 le garantiza al contribuyente el derecho a una vista formal sobre la adjudicación administrativa que impugne.  En dicho procedimiento adjudicativo formal debe salvaguardarse al contribuyente los siguientes derechos: a) derecho a una notificación oportuna de los cargos o querellas o reclamos en su contra; b) derecho a presentar evidencia; c) derecho a una adjudicación imparcial; y d) derecho a que la decisión sea basada en el expediente.

Por su parte, la Sección 4.1 de la referida legislación
 le garantiza el derecho al contribuyente de revisar la determinación final del Secretario mediante una demanda ante el Tribunal de Primera Instancia.

Esta medida pretende obviar el procedimiento adjudicativo informal o formal ante el Secretario en las reclamaciones de crédito o reintegro de cualquier contribución impuesta, en contra de la política pública enunciada por la Ley Núm. 170 antes mencionada. De esta forma se le priva al contribuyente de la revisión de una adjudicación eficiente y pronta sin la necesidad de recurrir al tribunal para vindicar sus derechos, con todos los gastos y percances que ello pueda conllevar. En términos prácticos, la medida desalentaría la impugnación de las decisiones administrativas del Secretario, particularmente cuando la cuantía de la reclamación envuelta sea menor que los costos que pueda representar llevar el litigio ante los tribunales del país.  En virtud de ello, recomendamos que se le garantice a todo contribuyente el derecho a revisar administrativamente la adjudicación de las reclamaciones de crédito o reintegro de cualquier contribución impuesta que le afecten y que no sea su único remedio recurrir ante el Tribunal de Primera Instancia como propone la medida y como dispone el Código de Rentas Internas vigente.   

Capítulo 3 – Intereses, Penalidades y Adiciones a la Contribución

En la Sección 6030.11 se establecen las penalidades a las que estará sujeta toda  persona obligada bajo cualquier Subtítulo del Código a pagar cualquier contribución o contribución estimada, a retener en el origen y pagar cualquier contribución, a rendir cualquier planilla o declaración, conservar cualquier constancia o documentos o suministrar cualquier información para los fines del cómputo, tasación o cobro de cualquier contribución o impuesto, que voluntariamente dejare de cumplir con dicha obligación. De entrada, las penalidades dispuestas mantienen la atemperación a las disposiciones de la Ley a la Ley Núm. 149 de 18 de junio de 2004, según enmendada, conocida como “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2004”.  Los delitos enumerados fluctúan entre menos graves hasta graves de tercer grado.  Aunque los años de reclusión  y las multas que conllevan la violación de los delitos estatuidos se ajustan a las definiciones del  Código Penal, observamos que contienen una pena adicional que nos parece un tanto subjetiva y difícil de establecer por lo que recomendamos que sea eliminada.  Se refieren a la pena de las “costas del proceso”.

Esta medida mantiene las penas aplicables bajo el Código de Rentas Internas vigente a las personas jurídicas. Sobre el particular, se menciona en la Sección 6030.11(e)(3) que “[a]demás de las penas establecidas en este Código, a las personas jurídicas que incurran en los delitos aquí tipificados, se le impondrán las penas establecidas por los Artículos 83 al 90 del Código Penal de Puerto Rico, ambos inclusive, en la medida que no sean incompatibles con las penas dispuestas por este Código.”  

Se propone eliminar la referencia a los Artículos 83 al 90 del Código Penal y mencionar únicamente que “se le impondrán las penas establecidas en el Código Penal…”.  De esta forma se asegura que no haya confusión en caso de que dichos Artículos sean reenumerados como parte de una enmienda posterior al Código Penal.

En la Sección 6030.17(c)(1) se dispone que toda persona que voluntariamente hiciere y suscribiere cualquier planilla, declaración, certificación, informe u otro documento que contuviere, o estuviere autenticado mediante una declaración escrita al efecto de que se rinde bajo las penalidades de perjurio, cuya planilla, declaración, certificación, informe, o documento ella no creyere ser ciertos y correctos en cuanto a todo hecho pertinente, incurrirá en delito grave de tercer grado. El delito, según redactado, contiene un elemento muy subjetivo difícil de probar por parte del Ministerio Público y que no contradice la voluntariedad de la acción delictiva.  Se sugiere que dicho delito de perjurio se redacte de la siguiente forma:

Toda persona que voluntariamente hiciere y suscribiere cualquier planilla, declaración, certificación, informe u otro documento que contuviere, o estuviere autenticado mediante una declaración escrita al efecto de que se rinde bajo las penalidades de perjurio, cuya planilla, declaración, certificación, informe, o documento no sea cierto y correcto en cuanto a todo hecho pertinente, incurrirá en delito grave de tercer grado.

Capítulo 4 – Disposiciones Especiales

Subcapítulo B – Arbitrios y Derechos de Licencia

En la Sección 6042.02 se pretende imponer una multa administrativa a todo contribuyente que no conserve por cinco (5) años los documentos requeridos para reclamar un crédito contributivo.  Debe reconocerse que dichos documentos podrían no estar disponibles por causas ajenas a la voluntad del contribuyente como casos de apropiaciones ilegales, desastres naturales, etc.  Debe hacerse una salvedad a tales efectos. Igual señalamiento aplica a la Sección 6042.22(b)(1). Estas circunstancias, no obstante, podrán tratarse mediante reglamentación al efecto.

Subcapítulo D – Caudales Relictos y Donaciones

En la Sección 6044.02 se dispone que “[t]oda persona que en violación de cualquier disposición del Subtítulo B, voluntariamente dispusiere o permitiere que se disponga de cualquier propiedad incluida o incluible en el caudal relicto bruto de un causante, además de  otras penalidades dispuestas en este Subtítulo, incurrirá en delito grave.”  Se observa, el delito no dispone la clasificación de la gravedad a la que está sujeta la persona, según el Código Penal.  Debe especificarse si dicha acción delictiva constituirá un delito grave de cuarto o tercer grado.

Subcapítulo E – Impuestos sobre Bebidas Alcohólicas

En términos similares, en la Sección 6045.04(b)(2) se dispone que “[d]e resultar convicta de delito grave, será castigada con una multa no menor de dos mil  (2,000) dólares, ni mayor de veinte mil (20,000) dólares o cárcel por un tiempo mínimo de un (1) año y máximo de tres (3) años. No se comprende si dicha referencia a la convicción por un delito grave se refiere, a su vez, al delito grave de cuarto grado que dispone la Sección 645.04(b)(1). De este ser el caso, sugerimos que en la Sección 645.04(b)(2) se haga referencia al delito grave de cuarto grado de la sección antes mencionada. De lo contrario, la Sección 645.04(b)(2) no se ajustaría al modelo de penas del Código Penal por lo que recomendamos que sea corregida.

Las penas dispuestas en la Sección 6045.04(c) y (d) tampoco se ajustan al modelo de penas del Código Penal. En términos generales, imponen multas mayores a las dispuestas por dicho Código por la comisión de un delito menos grave —hasta ocho mil (8,000) dólares—, cuyas multas no pueden exceder los cinco mil (5,000) dólares.  Como alternativa se sugiere que la multa no exceda los cinco mil (5,000) dólares o que las multas se impongan administrativamente y no como resultado de una convicción.

En la Sección 6045.04(f), sobre alambiques y edificios para destilerías no autorizados, se dispone que “[i]ncurrirá en delito grave menos grave…”, lo que es un claro error de redacción.

En la Sección 6045.04(g), sobre posesión de alambiques no inscritos, se dispone que la persona incurrirá en “delito menos grave por la primera infracción; y por la segunda y siguientes infracciones incurrirá en delito grave”.  Nuevamente, el delito no dispone la clasificación de la gravedad a la que está sujeta la persona, según el Código Penal. Debe especificarse si dicha acción delictiva constituirá un delito grave de cuarto o tercer grado.

Finalmente, la Sección 1021.04 dispone sobre la elección para tributar bajo las disposiciones del Código de Rentas Internas de 1004, según enmendado y actualmente vigente. Dicha sección otorga a todo contribuyente individual la opción de computar su contribución y rendir planilla para los años contributivos 2011 al 2015 a base de las disposiciones pertinentes al Código de Rentas Internas del 1994, según enmendado. Una vez se opta por rendir la planilla del año contributivo 2011 basándose en el Código del 1994 deberá hacerlo hasta el 2015. Sin embargo, el Capítulo 10 Sobre disposiciones complementarias deroga en parte el Código de Rentas Internas del 1994. Se sugiere que se verifique y asegure que las disposiciones del Código  del 1994 necesarias para radicar las planillas entre los años 2011 al 2015 se mantengan vigentes ya que no se debe radicar planillas fundamentándose en las disposiciones de una ley ya derogada. Además, el Capítulo 10, en varios de sus incisos, dispone que ciertos Subtítulos del Código del 1994 continuarán vigentes hasta el 1 de enero de 2011. Es de conocimiento general que dicha fecha ya pasó y si se mantiene el lenguaje de la medida que ahora nos ocupa, tal y como está redactado, habría disposiciones derogadas inmediatamente al entrar en vigor la misma.  Por tal razón, se recomienda enmendar las mencionadas secciones del Capítulo 10 para eliminar la fecha que se especifica en las disposiciones de la presente medida.

Administración de Asuntos Energéticos

Los comentarios provistos por la Administración de Asuntos Energéticos (AAE) se concentran en las disposiciones del Código relacionadas a la política pública energética de la Isla. En primer lugar, la AAE recomienda que la Sección 1052.03, inciso (i)(10) de la página 494 del P. de la C. 3070, lea como sigue:

(10) Certificación de que a toda vivienda con techo propio y privado se le haya instalado un calentador solar de agua que cumpla con las normas y especificaciones establecidos por la Administración de Asuntos Energéticos. 

La recomendación obedece a que los calentadores solares a venderse e instalarse en Puerto Rico, deben estar certificados por la AAE. Con ello procuramos mantener unos requisitos mínimos de seguridad y rendimiento para éste tipo de equipo y así velar por el interés público.  Véase el Reglamento Número 7796 de 19 de enero de 2010, conocido como Reglamento para la Certificación de Sistemas de Energía Renovable. 

De igual manera, durante los últimos años la AAE ha laborado en la evaluación y adopción de códigos de energía. Dichos códigos establecen los parámetros mínimos que se requerirán en la construcción de toda nueva edificación residencial y comercial en Puerto Rico de manera que sean más eficientes energéticamente hablando y así reducir el consumo energético. Como parte de dicha evaluación técnica, la AAE determinó que toda vivienda con techo propio, debe ser diseñada e instalada con un calentador solar de agua. El código de energía para el sector residencial, donde incluye la cláusula del calentador solar de agua mencionada anteriormente, forma parte del Reglamento 7965, Código de Construcción de Puerto Rico 2011, el cual se adoptó el 1 de enero de 2011. Aunque el código de energía para el sector residencial está vigente, su efectividad es escalonada dependiendo del tipo de estructura del que se trate. Para el sector residencial, su efectividad comenzará a partir del 1 de enero de 2016. La AAE apoya esta disposición por estar en armonía con lo establecido en el Reglamento 7965 respecto al uso e instalación de calentadores solares en residencias de nueva construcción y es cónsona con la política pública energética dirigida a reducir la dependencia en el petróleo.

De otra parte, se hace referencia a la Sección 3030.03 (Reintegro de Arbitrios sobre Vehículos Impulsados por Energía Alterna o Combinada). En particular, el inciso (2) al definir los vehículos eléctricos dispone que son:
“aquellos que utilizan energía eléctrica para propulsarse y que no producen ningún tipo de emisión al medio ambiente.”

Se recomienda que la definición de vehículo eléctrico se atempere al “Code of Federal Regulations”, 10 C.F.R. 474.2, el cual define al vehículo eléctrico como un vehículo que es propulsado por un motor eléctrico él cual trabaja con corriente provista por baterías recargables de almacenamiento u otros dispositivos portátiles de almacenamiento de energía eléctrica, siempre que: (1) la recarga de energía deberá proceder de una fuente fuera del vehículo, tales como el servicio de electricidad residencial; y (2) el vehículo deberá cumplir con todas las disposiciones de la definición de vehículo de emisiones cero que se encuentran en 40 C.F.R. 88.10494 (g).

Finalmente, se hace referencia a la Sección 4030.17, (Exención para Equipos Solares Eléctricos), la cual sugieren lea como sigue:

“Estarán exentos del impuesto sobre ventas y uso, los equipos de energía renovable sostenible o alterna utilizados para producir energía eléctrica, incluyendo sus accesorios y piezas, siempre que sean necesarios para que éstos puedan cumplir con tal propósito. Para cualificar para esta exención, el distribuidor o fabricante deberá presentar ante el Departamento una certificación declarando que el equipo de energía renovable sostenible o alterna o los accesorios y piezas para tales equipos, cumplen con las normas y especificaciones establecidos por la Administración de Asuntos Energéticos, así como una certificación declarando que el equipo solar eléctrico está garantizado por cinco (5) años o más.” (Énfasis suplido).

La enmienda previamente sugerida, está enmarcada en el principio de brindarle el mismo tratamiento a todos los equipos de energía renovable sostenible y/o energía renovable alterna, según definidos en la Ley Núm. 83 de 19 de julio de 2010, y no limitar tal tratamiento de exención a los equipos de energía solar exclusivamente. Además, se recomienda atemperar el nombre de la agencia a las disposiciones de la Ley Núm. 73 de 28 de mayo de 2008, donde se dispone que la Administración de Asuntos de Energía pasó a ser conocida oficialmente como la Administración de Asuntos Energéticos. 

Pensionados

1. Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura

Esta medida cumple con la promesa hecha a la clase trabajadora, de implantar una reforma contributiva que sobrepasa a cualquiera otra antes aprobada.  Esta reforma busca aliviar el bolsillo del trabajador puertorriqueño mediante tasas contributivas justas que premian el trabajo. Por décadas, el esfuerzo de nuestros trabajadores ha sido penalizado por unas tasas contributivas confiscatorias desalentando el ahorro, la inversión y como consecuencia, el desarrollo económico de Puerto Rico.

Este proyecto establece una reducción dramática en las tasas contributivas de todos los puertorriqueños con una política pública contributiva en beneficio de Puerto Rico.  Permitirá reducir las contribuciones de individuos en un promedio de 50% y la de los negocios de nuestros trabajadores en un promedio de 30%. Este nuevo modelo de sistema contributivo, justo y sencillo, se convierte en el motor principal para premiar el trabajo, el ahorro y la inversión de nuestros trabajadores.

En lo atinente a los participantes, los pensionados y las disposiciones de Ley de los Sistemas de Retiro que administramos; a saber: El Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno,
 Sistema de Retiro para la Judicatura
 y el Sistema de Retiro para Maestros,
 se refieren a las siguientes secciones: 1031.01.- Ingreso Bruto; 1031.02.- Exenciones del Ingreso Bruto; 1031.02.- Exenciones del Ingreso Bruto
; 1033.15.-  Deducciones Aplicables a Contribuyentes que sean Individuos; 1033.16.- Deducción Especial Ciertos para Individuos; 1033.19.-  Crédito de Corporaciones; 1052.02.- Crédito para Personas Mayores de Sesenta y Cinco (65) Años de Bajos Recursos; 1062.01.- Retención en Origen de la Contribución en el Caso de Salarios; 1062.11.- Retención en el Origen de la Contribución en el Caso de Corporaciones Extranjeras no Dedicadas a Industria o Negocio en Puerto Rico; 1081.02.- Cuenta de Retiro Individual; 1081.03.- Cuenta de Retiro Individual No Deducible
, 1092.01.- Contribución a Corporaciones Extranjeras; y Subtítulo B- Caudales Relictos y Donaciones 2010.02.-  Definiciones.

La Asociación expone, que luego de evaluar las disposiciones antes expuestas, específicamente las relacionadas a sus miembros, están de acuerdo con éstas según han sido redactadas por no afectar los beneficios de los participantes y pensionados o los fondos de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno, la Judicatura o de los Maestros.

Esta legislación mantiene la intención legislativa de perpetuar los incentivos contributivos necesarios atribuibles a los Sistemas de Retiro para conservar el talento laboral necesario en vías de salvaguardar la competitividad, eficiencia y efectividad del Sector Público. 

2. Asociación de Empleados Jubilados de la Universidad de Puerto Rico, INC.

La Asociación de Empleados Jubilados de la Universidad expone que en términos generales favorecen el proyecto y entiende que el mismo no afecta adversamente a los empleados jubilados de la Universidad de Puerto Rico, porque aunque elimina algunas de las exenciones en las tasas contributivas, los mismos son compensados con la reducción general que se propone.

 
Toda vez que el documento de referencia es sumamente extenso, les parece necesario continuar examinándolo a fondo, de manera que podamos justipreciar su alcance. Por tanto, se reservan el derecho a continuar emitiendo expresiones adicionales en relación al mismo.  

Municipios

1. Federación de Alcaldes

La Federación de Alcaldes expresa que en estos momentos no puede expresar su posición en torno a este proyecto, por ser sumamente técnico y voluminoso que requiere un análisis responsable. Sin embargo, recomiendan la siguiente enmienda al proyecto relacionada con la Moratoria de Créditos Contributivos: 


“Sección 1051.11-Moratoria de Créditos Contributivos

(a) …

(b) Créditos sujeto a la moratoria

(1)…

(2) 
Inciso (b) del Artículo 21 de la Ley Núm. 70 de 23 de junio de 1978, según enmendada, conocida como la “Ley de la Autoridad de Desperdicios Sólidos de Puerto Rico”; Esta moratoria no aplicara a cualquier persona natural o jurídica que realice inversiones de no menos de veinte (20) millones de dólares en facilidades de reducción, disposición y/o tratamientos de desperdicios sólidos según definidas en el inciso (g) del Articulo 21 de la Ley Núm. 70 de 23 de junio de 1978, según enmendada, conocida como la “Ley de la Autoridad de Desperdicios Sólidos de Puerto Rico” que sean utilizadas para la construcción de facilidades de reducción, disposición y/o tratamiento de desperdicios sólidos nuevas y que dicha inversión no haya sido financiada por terceros. El crédito será calculado según las disposiciones del Artículo 21 de la Ley Núm. 70 de 23 de junio de 1978, según enmendada, conocida como la “Ley de la Autoridad de Desperdicios sólidos de Puerto Rico” pero no podrá ser mayor de veinte millones de dólares.

 (3)…”
La Federación de Alcaldes de PR no avalará disposición alguna que contenga el P. de la C. 3070 que afecte negativamente las finanzas de los municipios.

2. Asociación de Alcaldes

La Asociación de Alcaldes indica que luego de examinar las disposiciones contenidas en el P de la C 3070 y ante la incertidumbre de los beneficios a otorgarse a los contribuyentes y la fuente de financiamiento de la Reforma Contributiva se ve obligada a concluir que no tiene los elementos suficientes para recomendar o no la aprobación de la medida.  

En términos generales, la parte expositiva del P de la C 3070 presenta los beneficios totales de la Reforma Contributiva como si estos fueran a otorgarse durante el presente año contributivo.  Sin embargo, al examinar la parte dispositiva del proyecto ven como la implantación de la llamada Reforma Contributiva se extiende por un periodo de sobre 4 años para alcanzar los beneficios. Ejemplo de esto es la alegación presentada en la página 4 de la medida, en la cual se menciona que los contribuyentes que ganen menos de $20,000 no pagarán contribución alguna cuando en la realidad para el año contributivo 2011 solo estarán exentos aquellos que ganen $6,500 o menos.  La exención a los contribuyentes con ingresos de $20,000 o menos será efectiva para el año 2016 siempre y cuando se den los supuestos contenidos en el proyecto, tales como que las finanzas del gobierno se hayan saneado y haya un control de gastos efectivo.  
Por otro lado, la mayoría de las deducciones concedidas por el Código vigente, tales como intereses hipotecarios, han sido limitadas o eliminadas, con algunas excepciones relacionadas principalmente con la edad del contribuyente. El efecto de posponer alivios contributivos y por otro lado eliminar deducciones de inmediato diluye los beneficios esperados por los contribuyentes.  El hecho que se permita al contribuyente elegir bajo cual Código habrá de rendir su planilla no beneficia en nada ya que dicha elección sería irrevocable por 4 años y el corriente, independientemente de cambios que un contribuyente pueda tener durante el mencionado periodo.

El sistema contributivo debe ser desarrollado de forma tal que este sea un método uniforme, justo y equitativo. El mismo debe facilitar la planificación financiera de manera que el contribuyente conozca de ante manos los efectos de sus decisiones.  Además, el limitar la elección del contribuyente a seleccionar a priori el Código que habrá de utilizar por los próximos 5 años impone una carga onerosa al individuo ya que este tendría que proyectar los ingresos y gastos para cada uno de estos años y así poder tomar una decisión informada.

Otro tema, que les preocupa es la eliminación de la deducción contributiva por pérdidas por causas fortuitas.  A pesar de que reconocen que muchas propiedades cuentan con seguros, no todos los contribuyentes pueden acceder a los mismos por los costos envueltos. La deducción existente en el Código vigente le permite al contribuyente tomar una deducción en su planilla, lo cual sirve de ayuda para conjugar parte de las pérdidas personales por situaciones anejas a su control.

Economistas
1. Gustavo Vélez

La implementación de una reforma contributiva es uno de los cambios estructurales que diversos economistas han reclamado en tiempos recientes como una prioridad de política pública para el desarrollo económico de Puerto Rico. La teoría económica es clara en cuanto a la importancia que tiene el sistema contributivo en los procesos económicos y el comportamiento de los agentes económicos. La forma en que el gobierno impone contribuciones además de determinar los ingresos fiscales del gobierno, incide sobre las conductas de consumo, de ahorro y de inversión. Igualmente, la estructura contributiva tiene un objetivo de re-distribuir los ingresos dentro de una economía.  

Como sector de la economía, el Gobierno influye considerablemente en la actividad económica del país. Éste, recauda impuestos del sector privado y realiza el gasto público, que a su vez generan producción, ingresos y pagos de transferencia. 

Los impuestos son el componente de mayor trascendencia de la política fiscal, ya que afectan directamente a toda la economía. En primer lugar, si se reducen los impuestos las personas tendrán más ingresos disponibles para gastar o ahorrar, y el gobierno menos ingreso para el gasto público. Si, por el contrario, se aumentan los impuestos, los individuos tendrán menos ingresos disponibles para consumir y ahorrar, y el gobierno tendrá más ingreso.  De igual forma ocurre con las corporaciones en cuyo caso si disminuyen las tasas contributivas mayor será el incentivo para invertir en bienes de capital.  La política fiscal es un instrumento que utilizan los gobiernos para fomentar el ahorro y la inversión estimulando de esta manera el crecimiento económico.

Todo este concepto macroeconómico se puede ilustrar fácilmente con la siguiente formula:

PNB = C + G + I + NX

En donde PNB es el Producto Nacional Bruto o la Demanda agregada, C representa el consumo personal, G, el gasto público, I, la Inversiones y NX, exportaciones netas.

Si el gobierno aumenta las tasas contributivas a individuos y corporaciones (dejando las exportaciones netas a términos constantes) entonces ocurre lo siguiente:

↓PNB = ↓C + ↑G + ↓I + NX

La demanda agregada se reduce debido a una reducción en el gasto personal y en la inversión. 
Si por el contrario, el Gobierno disminuye las tasas contributivas entonces ocurre lo siguiente:

↑PNB = ↑C + ↓G + ↑I + NX

La demanda agregada aumentaría debido a un incremento en el consumo personal y en las inversiones. De ésta manera se mitiga la posible reducción en el gasto público a consecuencia de las reducciones en las tasas contributivas.

Luego de haber explicado esto, se hace fácil entender que las actuales tasas contributivas a nivel de individuos y corporación, las cuales llegan a un máximo de 33% y 39% respectivamente afectan negativamente el crecimiento económico de Puerto Rico.  

Tasas contributivas a individuos

Se entiende que las nuevas tasas contributivas propuestas en el proyecto bajo análisis, significan un paso en la dirección correcta para hacer justicia social y contributiva en un sistema que históricamente ha penalizado el trabajo y el progreso económico. Las altas tasas contributivas a individuos del sistema vigente, solo han servido para fomentar la evasión contributiva, desalentar el trabajo y las actividades económicas informales. Igualmente, la gran cantidad de deducciones afectan la capacidad del gobierno para administrar el sistema contributivo y reduce el potencial de recaudos. Análisis anteriores apuntan a que la tasa efectiva del sistema contributivo a nivel agregado es de apenas 10%. Se entiende que la eliminación de deducciones contributivas en función de la reducción de tasas y ajustes en las escalas de ingreso es una medida correcta, desde el punto de vista de la simplificación del sistema y de reducir la responsabilidad contributiva del contribuyente promedio. Aunque se entiende el racional detrás de otorgar los beneficios contributivos a los contribuyentes de menor ingreso (justicia social y aumentar la tasa de participación), se entiende que desde el punto de vista de reactivación económica, era meritorio proveer alivios a los sectores con ingresos entre $60,000 y $150,000. La propia información del Departamento de Hacienda evidencia que aunque estos son menos contribuyentes, son lo que más aportan al fisco, y son los que más se han afectado por el aumento en el costo de vida y la entrada en vigor del IVU. Igualmente se recomienda evaluar la posibilidad de establecer 25% como la tasa máxima de individuos. Un estudio previamente realizado por Inteligencia Económica concluyó que si Puerto Rico logra reducir su tasa máxima corporativa e individual a 25%, se puede convertir en la jurisdicción con las tasas contributivas más bajas en todo el hemisferio y desde esa perspectiva atraer inversión y el capital humano necesario para promover el desarrollo económico de Puerto Rico. 
Tasas contributivas a corporaciones 

Un aspecto fundamental del Proyecto de la Cámara 3070, es la reducción en la tasa contributiva a las corporaciones regulares. La disparidad en el trato contributivo actual que reciben las corporaciones regulares vis-a-vis las corporaciones exentas es un tema fundamental dentro de la discusión sobre opciones de desarrollo económico de Puerto Rico. Mientras que las corporaciones regulares están expuestas una tasa contributiva de hasta 39% las corporaciones exentas tienen una tasa máxima de 7%. Nos parece como un paso de avance el que esta tasa sea reducida a 30%. Un estudio que realizó, Chris Edwards (2007) demuestra que en la mayoría de los países los recortes a las tasas contributivas a corporaciones coinciden con un incremento en los ingresos al fisco.  Para un grupo de 19 países, con economías avanzadas y con datos desde el 1965, se calculó la tasa contributiva corporativa reglamentaria y el promedio de los ingresos al fisco provenientes de las contribuciones corporativas como porción del GDP. La siguiente gráfica  muestra que la tasa promedio es de 40% o más antes de mediados de los 1980’s. Pero luego de este periodo, la reglamentación para reducir las tasa florecieron y se observa una reducción significativa en las tasas contributivas a corporaciones.
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Fuente: Chris Edwards, basado el datos de 19 países del OECD
La tasa promedio en los 19 países decreció de 45% en 1985 a 29% en 2005. Durante el mismo periodo, los ingresos al fisco provenientes de las tasas contributivas a corporaciones aumentaron de 2.6% a 3.7% del GDP.

Tasas contributivas más bajas promueven el desarrollo económico

Una razón que explica el por qué los ingresos al fisco incrementaron cuando las tasas contributivas a corporaciones se redujeron, es que muchos países ampliaron sus bases corporativas del impuesto a fines de los 1980’s, muchas veces reduciendo las deducciones de la depreciación. Pero desde entonces, la mayoría de los países no han ampliado sus bases corporativas. De hecho, el valor medio de las deducciones de depreciación a través de países mayores ha sido aproximadamente igual en 15 años. También, las tasas efectivas, que incluyen las características de la base imponible, se han caído con tasas reglamentarias en los últimos años. El factor principal que causa el aumento en ingresos al fisco sobre impuestos a las corporaciones  parece ser la respuesta del contribuyente a imposiciones reducidas. Las tasas más bajas generan respuestas más reales sobre la ganancia de los negocios incitando a informar las ganancias más altas. Algunas investigaciones han encontrado que las corporaciones son cada vez más sensibles a impuestos en la economía global a través de muchas dimensiones. La evidencia indica que los impuestos que influyen apreciablemente son: la ubicación de la inversión directa extranjera son el préstamo corporativo, los pagos del dividendo y “royalties”, y el desempeño de investigación y desarrollo tecnológico. 
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Fuente: Banco Mundial 

En momentos en que el gobierno promueve un nuevo enfoque promocional y tomando en cuenta que otros Países con los que Puerto Rico compite directamente tienen una tasa contributiva corporativa por debajo de 30%, el gobierno tiene que repensar la tasa contributiva corporativa propuesta en este proyecto. Por ejemplo la tasa contributiva corporativa promedio en América Latina es 28%. Si Puerto Rico quiere posicionarse como una verdadera alternativa para atraer inversión del exterior tiene que colocarse por debajo de sus competidores en la región. Además de la reducción en las tasas contributivas corporativas, hay que trabajar con urgencia en otros aspectos que actualmente lastiman la competitividad de la Isla, entre los que se encuentran, los altos costos operacionales, las excesivas regulaciones gubernamentales, la ausencia de un ecosistema empresarial y el deteriorado clima social. 
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Revisión de otros impuestos 

Aunque la propuesta reforma contributiva atiende aspectos fundamentales del actual sistema contributivo. Se entiende que se quedaron aspectos fundamentales de la estructura contributiva que no fueron atendidos y que ameritan ser evaluados para lograr una verdadera reforma integral. Por ejemplo, las contribuciones sobre la propiedad mueble e inmueble. En el caso de la propiedad mueble, se planteó anteriormente la necesidad de eliminar el componente del pago de contribuciones por inventario, por entender que afecta directamente la estructura de costos de las empresas y erosiona su viabilidad. De igual forma, algunos economistas han planteado la importancia de revisar la estructura de los impuestos a la propiedad inmueble con el objetivo de ampliar la base contributiva de este renglón y convertirla en una verdadera fuente de ingresos para los municipios. Esto permitiría reducir la dependencia de muchos municipios en el subsidio que otorga el gobierno central. Otro renglón que se quedo sin revisar fueron los arbitrios especiales, desde la perspectiva del impacto sobre los precios de algunos productos sujetos al arbitrio y al pago del impuesto de venta y uso. Se sugiere que una vez mejoren la situación fiscal y económica, se miren estos impuestos sean atemperados a la reformulación contributiva que persigue el gobierno. 

Impacto de la reforma contributiva sobre la economía

Se entiende que esta reforma contributiva tendrá un impacto en la economía. De hecho, la administración ha planteado que la reforma es un componente fundamental dentro de la estrategia para reactivar la economía, que en marzo de 2011 cumplirá cinco años en recesión. Sin en efecto esta reforma contributiva logra inyectar $1,200 millones en ingreso a los contribuyentes, vía los alivios contributivos, es importante que el gobierno pueda determinar los efectos macroeconómicos de estos alivios. Al Puerto Rico ser una economía altamente dependiente en las importaciones, la promoción del consumo no necesariamente crea las condiciones para estimular crecimiento económico. Si por el contrario, los alivios contributivos se enfocan hacia las corporaciones y logran estimular nueva producción, entonces el gobierno estaría en una mejor posición para alcanzar las metas de reactivación económica. 

Desde esta perspectiva se sugiere que se realicen simulaciones macroeconómicas con diferentes escenarios de inyección de alivios contributivos a los individuos y a las corporaciones. Esto es importante para la posible toma de decisiones con respecto al uso de los recursos fiscales para financiar la reforma contributiva propuesta. 

2. José Joaquín Villamil

Todo ejercicio de este tipo tiene que concebirse como un ejercicio de política económica que responda al contexto dentro del cual se desenvuelve nuestra economía, a su condición actual y prospectiva y los recursos disponibles para implantarla. Como escribiera Gregory Mankiw, “The standard theory of optimal taxation posits that a tax system should be chosen to maximize a social welfare function subject to a set of constraints.”

No se puede concebir una reforma contributiva únicamente como un ejercicio contable o legal. Muchas veces se olvida de ese requisito y lo que se produce es un documento que desde la perspectiva jurídica y contable es adecuado pero que deja al margen lo relacionado al desarrollo económico. Algo de eso ocurrió con la Ley Núm. 73 de 2008.

¿Cual es el contexto de nuestra economía? Se funciona dentro de una economía global en que reina la incertidumbre por los cambios que han ocurrido y que se aproximan. La economía de Estados Unidos aunque recuperándose lentamente de lo que ha sido una profunda recesión, lo hace de forma más lenta que lo esperado y envía señales que ponen en duda la permanencia de dicha recuperación. Los números de desempleo y la pobre creación de empleos en el último mes son reflejo de esto.

Pero en Puerto Rico hay que mirar más allá del desempeño económico de la economía de Estados Unidos. En las elecciones congresionales recientes hubo un cambio en la distribución de poder que apunta a cambios en la política económica con posibles impactos en nosotros. Aunque es poco probable, podría ocurrir una restricción en la reforma de salud que conllevara una reducción en los $600 millones anuales que hubiesen tocado a Puerto Rico por los próximos diez años. 

Más allá de lo que ocurre en Estados Unidos hay que tener en cuanta que, a la vez que hay mayor integración a nivel global, el centro de gravedad de la economía global se mueve inexorablemente hacia China, India y otros países de Asia. Este proceso de migración económica conlleva nuevos niveles de incertidumbre con los que Puerto Rico tiene que lidiar pues le generan nuevos riesgos para nuestra economía. Esto sugiere que hay que tomar decisiones de política económica que contribuyan a mitigar la situación descrita. Como señalara Assaf Razin y Joel Slemrod en un excelente libro del prestigioso National Bureau of Economic Research, que se incluye en las referencias, “A major challenge to policymakers faced with a more integrated world economy lies in the area of taxation”. Entre muchos otros aspectos se encuentra la creciente importancia del comercio electrónico y lo que implica para las autoridades fiscales.

En cuanto a nuestra condición económica, todos la conocen. Este año fiscal será el quinto año en que la economía se contrae. La economía, al cerrar el fiscal 2011 será alrededor de 11.0% más pequeña de lo que era al comenzar el fiscal 2007. Si se miran las cifras de desempleo, de participación laboral y de inversión todas reflejan la situación crítica que nos caracteriza. En cuanto a inversión, ésta ha disminuido de unos $6,500 millones a poco más de $4,400 millones en los últimos cinco años. 
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Se informa que se desarrolló una medida con el nombre de “brecha del desarrollo” que es la diferencia entre la relación consumo/PNB e Inversión/PNB. Se encontró que no sólo es en Puerto Rico donde es la mayor, sino que ha crecido en la medida que la inversión se ha reducido. Obviamente ninguna economía se desarrolla sin cerrar esta brecha. Para Singapur es 17.4%, para Estados Unidos es 53.5% y para Puerto Rico es 71.3%. En fin que nuestra economía es, como dirían en inglés, “consumption driven” en vez de estar impulsada por la producción. 
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El Economista ha escrito que en economías con las condiciones de la nuestra y por ser tan abiertas, el proceso de formular la política económica debe concebirse como uno de manejo de riesgo. En el caso de la reforma los riesgos surgen de varios puntos. En cuanto al exterior, evidentemente la forma como reaccionan nuestros competidores a la Ley 154 es un factor de riesgo. Internamente la reforma enfrenta varios riesgos. Uno de ellos es que el costo de la reforma resulte mayor de lo esperado y que la economía no responda con suficiente fuerza para generar los recursos fiscales necesarios. Esto podría generar condiciones fiscales muy difíciles de superar en dos o tres años. Hay que recordar que las reducciones en impuestos que puso en vigor el Presidente Bush, lejos de impulsar el crecimiento lo que hicieron fue crear una profunda crisis fiscal. Por lo tanto, se sugiere que se tome en consideración este riesgo y se preparen medidas que mitiguen el impacto de ocurrir lo que menciono como un riesgo.

Todo lo anterior sirve de marco de referencia a la preparación de la reforma. Lo primero que se desprende de lo anterior es que la reforma debe dar mayor énfasis a la inversión. Aumentar la inversión es clave, pues el camino al desarrollo sostenido no se logra estimulando el consumo. Por eso, uno de los asuntos que deben dilucidarse es si el peso contributivo recae en el consumo o en el ingreso. 

Como dijera Robert Carroll del Tax Foundation y se cita: 

“In evaluating how to go about reforming our tax system it is useful to start with a set of objectives. It is easy enough to agree on a broad set of principles such as a tax system that is simple, fair and pro-growth. But, as we begin to scratch the surface, to dig more deeply, a more complex and fundamental set of issues need be addressed. For example, should the tax system focus on taxing income or consumption, what constitutes a fair distribution of the tax burden, and to what extent should citizens be relieved of having to remit taxes to the government at all?”

Contestando la primera  de las preguntas de Carroll, no exagerar al decir que hay consenso entre los economistas que es mejor imponer contribuciones al consumo que al ingreso. El propio Carroll lo sugiere como también Mankiw, un conocido economista quien presidió el Consejo Asesor Económico de Bush padre y es hoy Catedrático de Harvard, y otros. El argumento que se esgrime en contra de esa opción es que el impuesto sobre el consumo es regresivo. Aunque puede serlo, hay maneras de resolver esa condición, como se ha hecho en países como Chile. 

Pero, además de los señalamientos de Carroll que se cita, la reforma contributiva debe incorporar medidas concretas que promuevan no sólo la inversión en términos agregados, sino también medidas dirigidas a propiciar la creación de empresas, particularmente aquellas que tienen especial relación con las corrientes emergentes en la economía. La Ley 73 de 2008 algo contiene al respecto pero no lo suficiente. De hecho, al formular esta reforma se debe aprovechar y revisar la Ley 73 cuya efectividad puede mejorar marcadamente, integrándose con el P. de la C. 3070.

Cuando se mira la reforma hay que entender que en Puerto Rico las empresas están afectadas por un conjunto de contribuciones además de las contribución sobre ingreso, algunas de las cuales son particularmente nocivas porque se pagan por adelantado, como es el caso con los arbitrios de construcción, o sencillamente se pagan independientemente de si la empresa genera ganancias, que es el caso con las patentes municipales y las contribuciones sobre la propiedad. Lo que el Banco Mundial llama el “Total Tax Rate” es algo que debemos considerar pues la reforma puede muy bien reducir algunos componentes del “TTR”, pero otras contribuciones pueden aumentar borrando el efecto de la reducción. En otras palabras, será necesario llegar a  acuerdos con los municipios para evitar esa eventualidad.

Aunque la atención se ha fijado en la reducción en tasas hay varios componentes de la medida que resultan ser muy interesantes y positivos. Se refiere al hecho de que las donaciones a entidades caritativas pueden descontarse en un 100%. Esto debe estimular un fortalecimiento del llamado Tercer Sector que es fundamental, pues se ha comprobado que el mismo sirve a unas 800,000 personas y que el costo evitado para el gobierno excede la pérdida de ingresos al fisco de una donación. 

Lo otro que resulta interesante es el aumento en el crédito por trabajo de $300 a $600. Una medida positiva que debe ayudar a estimular una mayor participación laboral. De hecho en el libro de Brookings Institution, la Dra. Enchautegui, hoy ayudante especial de la Secretaria del Trabajo federal, hizo un análisis de lo que haría falta para que una persona que recibe ayudas federales y locales entrara a la fuerza trabajadora. Los salarios promedio no eran suficientes y por eso el crédito es importante pues puede inclinar la balanza a favor del trabajo. Sin embargo, es esencial que se le de seguimiento a la utilización del crédito para determinar si es necesario introducir cambios, particularmente en a cantidad.

Una dimensión del tema contributivo que se ha olvidado en Puerto Rico es el costo de cumplir con lo requerido por el sistema contributivo. Un aspecto es la complejidad del sistema, particularmente si el TTR incluye un número elevado de contribuciones. De hecho, el Banco Mundial en su publicación Paying Taxes 2011 hace un análisis de este factor. Puerto Rico ocupa la posición #165 de 183 países en lo que al TTR se refiere. Lo que esto sugiere es la importancia de simplificar el sistema contributivo total. 

En general, la aprobación del P. de la C. 3070 es un primer paso muy importante. Hay mucho trabajo por delante para asegurar que se tendrá un sistema fiscal que, a la vez que genera los ingresos necesarios para el fisco, fomenta el desarrollo económico y la inversión, partiendo del contexto nuestro y de lo que a todas luces necesita nuestra economía. 

3. Juan Lara y Vicente Feliciano
El proyecto ante la consideración promueve los objetivos que debe perseguir una Reforma Contributiva y se espera que sirva para fortalecer las bases de la economía de Puerto Rico. Por esa razón se endosa. No se afirma que el proyecto constituya una Reforma Contributiva ideal, pero sí que encamina nuestro sistema contributivo en la dirección en la que debe moverse para que sirva mejor a nuestra economía.

A lo largo de muchos años, los estudiosos de la hacienda pública y la tributación han identificado los principios que deben gobernar a un buen sistema contributivo.  Estos son los siguientes:

1. Que levante recursos suficientes para el financiamiento adecuado de la gestión del Estado.

2. Que sea sencillo, transparente y conveniente, de manera que se haga fácil para el contribuyente cumplir con su obligación y para el estado fiscalizar dicho cumplimiento.
3. Que reduzca al mínimo las distorsiones causadas por los impuestos para minimizar la pérdida de eficiencia económica provocada por dichas distorsiones.

4. Que altere lo menos posible los precios establecidos libremente por el mercado, para no interferir indebidamente con la utilización óptima de los recursos económicos.

5. Que distribuya la carga contributiva de la manera más justa posible entre el universo de los contribuyentes.

Estos cinco principios de la buena tributación enumerados se pueden resumir en cinco palabras claves: suficiencia, simplicidad, eficiencia, neutralidad y equidad.

Como economistas, al evaluar el P. de la C. 3070 enfocan en cómo los cambios que se proponen acercan o alejan nuestro sistema contributivo de los principios enumerados. Se ha tenido el tiempo necesario para calcular si el nuevo sistema contributivo proveería los recursos necesarios para financiar sanamente los gastos necesarios del gobierno de Puerto Rico.  Sospechamos que no es así, ya que el proyecto se concentra en proveer alivios contributivos y no en generar nuevos recursos para el fisco. Sin embargo, se entiende que este asunto se atendería con otras medidas, incluyendo el arbitrio que se ha propuesto para corporaciones no residentes, el cual no es tema de esta comparecencia.

En cuanto al objetivo de simplificar el sistema, la reducción en las tasas contributivas y en el número de escalas de ingreso tributable, así como la eliminación de ciertas deducciones, deberán ayudar a simplificar sustancialmente la contribución sobre ingresos de los individuos.  Se entiende que éste es uno de los principales aciertos de esta legislación.

Otro atractivo de la propuesta es que la reducción de tasas que se proponen para las escalas de ingreso más bajas, combinadas con el aumento en el crédito por el ingreso devengado en el trabajo, deben aumentar la progresividad de la contribución sobre ingresos de las personas, lo cual tiende a mejorar la equidad del sistema en su totalidad.  Recuerdan que otros impuestos, como el IVU, tienden a ser regresivos, por lo cual es importante que la contribución sobre ingresos mantenga o incluso mejore su progresividad.

La reducción de tasas contributivas debe proveer un alivio muy necesario para las personas y las empresas; alivio que se hace más importante aún por el hecho de que los trabajadores y los negocios llevan ya más de cuatro años  sufriendo los efectos de una severa recesión.  La reducción de la carga contributiva es en sí misma una medida de justicia y equidad, ya que el alivio es, por definición, para los que pagan, y hace que se disminuya su desventaja frente a aquellos que evaden total o parcialmente el pago de contribuciones.

Pero la reducción de la carga contributiva tiene también un objetivo económico importante, que es estimular el trabajo y la inversión; las dos bases de cualquier economía sana. No se trata de que las medidas propuestas eliminen todos los obstáculos que militan contra el trabajo y la inversión en Puerto Rico, pero sí contribuyen a crear un sistema contributivo menos hostil que el que existe actualmente al desarrollo de las fuerzas productivas de las que depende el futuro de nuestra economía.

Se indica que el proyecto no cubre todo lo que una Reforma Contributiva integral debería cubrir. Por ejemplo, muchos sectores en la Isla hemos dicho repetidamente que nuestro sistema contributivo debe modificarse para que grave más el consumo y no se recargue tanto como ahora en los ingresos procedentes del trabajo y la inversión.  Esto conlleva, entre otras cosas, mejorar sustancialmente la fiscalización y el diseño del IVU, algo que al parecer se queda pendiente para una ronda futura de reformas.

También es necesario, en una Reforma Contributiva Integral, simplificar radicalmente el caleidoscopio de incentivos, créditos y tratos especiales en el área de las contribuciones sobre ingresos a las corporaciones.  No se sabe cuánto le cuestan al fisco estos tratos especiales, y, peor aún, no se sabe en la mayoría de los casos si dichos incentivos están produciendo los beneficios económicos que se supone que rindan y que son su justificación.  Las reformas que eventualmente se realicen en este ámbito deben servir no sólo para simplificar el sistema, sino también para hacerlo más justo (ya que no todas las empresas se benefician igualmente de tratos especiales) y para ampliar la base contributiva al eliminar desgravaciones que realmente no se justifican por sus efectos en la economía.

En lo que atañe a las corporaciones, conviene también señalar que puede ser que algunas corporaciones pequeñas y medianas no se beneficien realmente con esta reforma porque su tasa contributiva ya está alrededor de 25% o 20%.  En estos casos, no debemos olvidar que las empresas pequeñas y medianas necesitan otras cosas además del alivio contributivo, como es mejorar su acceso al financiamiento y aliviarles la carga que conlleva el cumplir con nuestro sistema de reglamentos y permisos.

Una pieza muy importante del sistema contributivo es la contribución sobre la propiedad. En una ronda futura de reformas habrá que abordar este asunto tan peliagudo, pero a la vez tan crítico para el establecimiento de un régimen fiscal equilibrado y justo. Cualquier cambio de fondo en los impuestos sobre la propiedad afectará la distribución de la carga contributiva total entre el universo de contribuyentes, por lo cual tiene que evaluarse en el contexto de la estructura completa de impuestos.  En otras palabras, cuando se reforme la contribución sobre la propiedad habrá que volver a mirar todas las otras piezas del sistema que se están modificando ahora en este proyecto 3070.

La Reforma Contributiva no es una solución para todos los problemas económicos de Puerto Rico.  Por ejemplo, no es un plan de reactivación económica para sacarnos de la recesión actual. Pero sí parece un buen paso en la dirección de fortalecer las bases de nuestra economía, lo cual es indispensable para viabilizar el desarrollo sostenido y sustentable de nuestra economía. 
4. Ramón J. Cao García, Ph.D.
Esta presentación pretende cubrir tres temas: (1) los fundamentos y hallazgos de un estudio de base que realicé, para el Comité de Reforma Contributiva, acerca de la distribución de la carga impositiva a las personas; (2) los resultados de otro estudio, también realizado para el CRC, acerca de los beneficios y costos sociales de los créditos tributarios concedidos por concepto de la Ley Núm. 212 del 29 de agosto de 2002, según enmendada, “Ley para la Revitalización de los Centros Urbanos”; y (3) algunos comentarios acerca del P de la C 3070 – Segunda Fase Reforma Contributiva.
Distribución de la Carga Impositiva a las Personas en Puerto Rico
Cualquier propuesta para reformar un sistema impositivo debe comenzar por evaluar al sistema vigente, incluyendo su estructura y sus efectos sobre la sociedad y la economía. Una mirada rápida al sistema tributario puertorriqueño indica que la carga impositiva total no es exagerada, al comparar la carga impositiva total como porcentaje del Producto Nacional Bruto (PNB) con los valores correspondientes a diferentes países para el año 2008. Como se observa en la Tabla 1, la carga tributaria total en Puerto Rico corresponde al  26.3% del PNB, la cual, no es sólo menor al promedio para todos los países considerados, sino que es la más baja de los países incluidos en la tabla.  Así que un problema con el sistema tributario puertorriqueño no es que hayan demasiados impuestos, sino que parece ser que la distribución de la carga impositiva no es la más adecuada.
Tabla 1

Comparación Internacional - Ingresos Tributarios como Porcentaje del Producto Int.  Bruto
Países Seleccionados - Año 2008

	País
	Ingresos Tributarios como Por Ciento del PIB

	Estados Unidos
	33.3

	Australia
	35.5

	Austria
	47.4

	Bélgica
	48.2

	Canadá
	39.9

	República Checa
	39.9

	Dinamarca
	52.9

	Finlandia
	51.9

	Francia
	49.6

	Alemania
	43.4

	Grecia
	40.4

	Hungría
	45.2

	Islandia
	47.1

	Irlanda
	34.0

	Italia
	45.9

	Japón
	35.0

	Corea del Sur
	35.7

	Luxemburgo
	40.7

	Holanda
	46.0

	Nueva Zelandia
	45.1

	Noruega
	60.5

	Polonia
	38.9

	Portugal
	44.1

	Eslovania
	31.7

	España
	38.2

	Suecia
	54.0

	Suiza
	33.7

	Reino Unido
	41.9

	Promedio
	42.9

	Puerto Rico*
	26.3

	*Para Puerto Rico la proporción se calculó con respecto al PNB, si se calcula con respecto al PIB sería 17.1%


Fuente: Tabla reproducida de Ramón J. Cao García, Juan Lara Fontánez y José J. Cao Alvira, Estudio para una Reforma Contributiva Integral en Puerto Rico. Estudio realizado para la Fundación del Colegio de Contadores Públicos Autorizados de Puerto Rico, 21 de septiembre de 2010, Tabla 9.1.

Para examinar la hipótesis propuesta en el párrafo anterior, la Tabla 2 presenta una comparación de la distribución porcentual de los ingresos tributarios de Puerto Rico, por categorías principales de impuestos, con las de países de Norteamérica y Europa Occidental. El año de comparación para Puerto Rico es 2008, mientras que, para los demás países, la información corresponde al 2006.  Al examinar la tabla se observa que, en el caso de Puerto Rico, los impuestos sobre ingresos y ganancias aportan el 41.1% del total de los ingresos tributarios. Esa proporción es mayor al promedio y solamente es superada por los Estados Unidos y Canadá. La proporción correspondiente al impuesto sobre ingresos de los individuos es 17.8% en el caso de Puerto Rico, lo cual es inferior al promedio, además de que es superada por la de todos los países considerados, con la excepción de Francia, lo cual se podría deber a que el ingreso personal per cápita en Puerto Rico es significantemente inferior al del resto de los países considerados. La situación es diferente en el caso de la tributación a las corporaciones, donde el porcentaje de los ingresos proveniente de este impuesto en el caso de Puerto Rico (16.7%) es sustancialmente mayor al promedio (9.7%) y supera al de todos los países en la tabla.

Al considerar los impuestos al Seguro Social, se encuentra que el porcentaje correspondiente en Puerto Rico con respecto al total de impuestos pagados con relación al PNB (32.9%) está por encima de la media. La proporción local es mayor a la de cinco de los países considerados, mientras que solamente tres registran proporciones mayores a la local. Aquí se ha de tomar en cuenta que las aportaciones locales al Seguro Social siguen las reglas federales de los Estados Unidos en cuanto a las normas para gravar el impuesto. Por lo que el impuesto que se grava localmente se diseñó para una economía con salarios promedios muy superiores a los locales. Dado que la incidencia de este impuesto es sobre el ingreso al trabajo, a instituirse en otros gravámenes, para compensar la carga que por este medio se impone al ingreso laboral.

Con respecto a los impuestos sobre bienes y servicios, se encuentra que la aportación de estos gravámenes al fisco es 16.5% en Puerto Rico, mientras que el promedio para todos los países es 24.8%.  Haciendo que la importancia relativa de estos impuestos en los ingresos fiscales en Puerto Rico sea significantemente inferior al promedio de los países considerados. Se encuentra que la aportación relativa del impuesto general al consumo es menor en Puerto Rico que las correspondientes para todos los países considerados, mientras que la aportación relativa de los impuestos sobre bienes y servicios específicos (arbitrios) es mayor a la promedio y a la de todos los países considerados. Resulta que puede ser conveniente revisar la estructura de la tributación al consumo, con la intención de reestructurar arbitrios específicos para disminuir su importancia relativa, a la vez que se aumenta la importancia relativa del impuesto general al consumo. Para esto último se puede revisar tanto la base como las tasas de este impuesto.

	
Tabla 2

	Comparación Internacional

	Distribución Porcentual de Ingresos Tributarios por Categorías Principales de Impuestos



	País
	Año
	Total
	Impuestos al Ingreso y a las Ganancias
	Aportaciones al Seguro Social
	Impuestos sobre bienes y servicios

	
	
	
	Total
	Individuos
	Corp
	Total
	Empleados
	Patronos
	Total
	Impuesto Gen al Consumo
	Impuestos Bienes y Servicios

	Estados Unidos:
	2006
	100.0
	48.5
	36.3
	12.3
	24.0
	10.5
	12.3
	16.5
	  7.7
	6.1

	Canada:
	2006
	100.0
	48.7
	36.7
	10.6
	14.6
	5.8
	8.3
	24.4
	14.2
	8.7

	Francia:
	2006
	100.0
	24.3
	17.5
	6.8
	36.8
	9.3
	24.8
	24.9
	16.9
	7.3

	Alemania:
	2006
	100.0
	30.3
	24.4
	5.9
	38.5
	16.9
	18.4
	28.4
	17.9
	9.4

	Italia:
	2006
	100.0
	32.8
	25.3
	8.0
	29.9
	5.4
	20.6
	26.0
	14.7
	8.8

	Holanda:
	2006
	100.0 
	27.5
	19.0
	8.6
	36.5
	17.5
	11.7
	31.2
	19.1
	9.1

	Suecia:
	2006
	100.0
	39.3
	31.7
	7.6
	25.6
	5.5
	19.9
	26.1
	18.8
	6.5

	Reino Unido
	2006
	100.0
	39.9
	29.1
	10.8
	18.2
	7.5
	10.1
	29.1
	18.2
	9.8

	Puerto Rico
	2008
	100.0
	41.1
	17.8
	16.7
	32.9
	13.6
	19.4
	16.5
	5.7
	10.8

	PROMEDIO
	 
	 
	36.9
	26.4
	9.7
	28.6
	10.2
	16.2
	24.8
	14.8
	8.5


Fuente: Tabla reproducida de Ramón J. Cao García, Juan Lara Fontánez y José J. Cao Alvira, Estudio para una Reforma Contributiva Integral en Puerto Rico. Estudio realizado para la Fundación del Colegio de Contadores Públicos Autorizados de Puerto Rico, 21 de septiembre de 2010, Tabla 9.2.

Esta sección de la presentación se basa, como se indicó, en un estudio preparado para el BGF acerca del tema.
 Ese informe dedica un capítulo para cada una de las categorías principales de impuestos: (1) Contribución sobre Ingresos de Individuos, (2) Contribución al Seguro Social, (3) Impuesto sobre las Ventas y Uso (IVU), y (4) Arbitrios Específicos. En cada capítulo se presenta la metodología empleada y los resultados acerca de cómo se distribuye la carga de cada categoría de impuestos entre niveles de ingreso. En cada uno de esos capítulos también se calcula y presenta una validación de los valores estimados en el capítulo para las recaudaciones del impuesto correspondiente con relación a las recaudaciones fiscales reportadas.

El análisis se centra en el año 2008, que es el más reciente disponible para la información estadística acerca de la distribución de la población por niveles de ingreso, así como para las estadísticas de ingresos fiscales. Para distribuir la carga impositiva por niveles de ingreso se evaluó la información de cuatro fuentes diferentes:

· Departamento de Hacienda, Informe de Planillas Cuadradas 2008.

· Departamento del Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico, Estudio de Ingresos y Gastos: Puerto Rico 2003.

· U.S. Bureau of the Census, Censo de Población: Puerto Rico 2000.
· U.S. Bureau of the Census, 2008 American Community Survey: Puerto Rico.
El estudio preparado para el BGF estimó dos distribuciones de la carga tributaria, una para los contribuyentes que radican planillas de contribución sobre ingreso, y otra para la población en general.  Esta presentación se ha de centrar en la distribución de la carga impositiva entre toda la población. 
Contribución sobre Ingresos de Individuos 

Como se puede apreciar en la Tabla 3 y en el Diagrama 1, la Contribución sobre Ingresos de Individuos tiende a ser progresiva, pero esa progresividad no es estable, ya que ella muestra regresividades en diversas escalas de ingreso. En el nivel de menor ingreso personal sucede que una parte sustancial de la población en esa escala recibe ingreso por concepto de beneficios de fuentes exentas (tales como, bienestar público y seguro social), por lo que la tasa efectiva promedio disminuye cuando se calcula con respecto a la totalidad del ingreso personal. En las siguientes dos escalas de ingreso, cuyo recorrido es de $10,000 a $25,000, se encuentra que la tasa efectiva o carga estimada del impuesto aumenta cuando se calcula con respecto al total del ingreso personal. Sin embargo, la tasa efectiva disminuye para la escala de ingreso entre $25,000 y $35,000, para después aumentar en la escala de $35,000 a $50,000 y disminuir en la de $50,000 a $75,000, después de lo cual el impuesto se torna progresivo hasta que el nivel de ingreso llega a $200,000, después del cual se vuelve regresiva. 

	Tabla 3

Distribución de la Carga Tributaria

Contribución sobre Ingresos de Individuos 2008



	Intervalos de Ingreso
	 

	Sobre
	 
	Hasta
	Tasa Efectiva

	 $                -   
	a
	$10,000 
	1.60%

	$10,000 
	a
	$15,000 
	2.93%

	$15,000 
	a
	$25,000 
	4.04%

	$25,000 
	a
	$35,000 
	3.81%

	$35,000 
	a
	$50,000 
	7.86%

	$50,000 
	a
	$75,000 
	6.23%

	$75,000 
	a
	$100,000 
	8.82%

	$100,000 
	a
	$150,000 
	9.87%

	$150,000 
	a
	$200,000 
	22.51%

	$200,000 
	 
	 
	20.93%

	Promedio
	
	
	7.47%


Fuente: Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga Impositiva por Niveles de
 Ingreso en Puerto Rico. 

Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 
11 de septiembre de 2010.

Tabla VI-1.
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Diagrama 1

El hallazgo más interesante al analizar la Contribución sobre Ingresos de Individuos es  que la progresividad del impuesto se erosiona en forma significante en diferentes escalas de la distribución del ingreso personal. Ello ocurre así porque la distribución de los ingresos exentos o sujetos a tratos tributarios preferenciales no es uniforme a través del recorrido de la función de ingreso social. Esto plantea un asunto que debe considerado con detenimiento al diseñar cualquier reforma en los impuestos, ya que una de las funciones de la tributación del ingreso personal es establecer progresividad en el sistema impositivo, para compensar la regresividad que introducen otros impuestos. La estructura actual de la Contribución sobre Ingresos de Individuos limita la capacidad del impuesto para cumplir con esta función.

Tributación sobre Nóminas – Seguro Social y Medicare
El siguiente impuesto a considerar es el de los gravámenes sobre nóminas. El análisis se concentra en al Seguro Social y a Medicare.
  Por ley, las contribuciones al Seguro Social y Medicare se distribuyen entre el patrono y el empleado. Sin embargo, en la teoría económica existe acuerdo unánime en cuanto a que la incidencia efectiva de los impuestos sobre nóminas recae totalmente sobre el empleado asalariado.
 En el análisis se supone, siguiendo a la teoría económica aceptada, que la incidencia o pago efectivo del impuesto recae totalmente sobre las personas que trabajan.

Para estimar la distribución de la carga tributaria del Seguro Social y Medicare para la población en general en el año 2008, se integró la información publicada en Departamento del Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico, Estudio de Ingresos y Gastos: Puerto Rico 2003 y del U.S. Bureau of the Census, 2008 American Community Survey: Puerto Rico, con el propósito de obtener estimados de la distribución de los salarios y otros ingresos tributables al Seguro Social y Medicare.


A continuación, en la Tabla 4 y en el Diagrama 2, se comparan  las distribuciones de la carga tributaria del impuesto sobre nóminas (Seguro Social y Medicare) para la distribución del ingreso para la población general. Al evaluar este impuesto se ha de recordar que grava solamente el ingreso del trabajo hasta un determinado nivel de ingreso, que se ajusta anualmente. El impuesto no grava los ingresos de transferencia ni los que proceden del capital.

	Tabla 4

	Distribución de la Carga Tributaria

	Seguro Social y Medicare 2008



	Intervalos de Ingreso
	Tasa Efectiva

	SOBRE
	 
	HASTA
	

	 
	
	$10,000 
	9.35%

	$10,000 
	a
	$15,000 
	15.08%

	$15,000 
	a
	$25,000 
	15.30%

	$25,000 
	a
	$35,000 
	12.14%

	$35,000 
	a
	$50,000 
	15.30%

	$50,000 
	a
	$75,000 
	9.75%

	$75,000 
	a
	$100,000 
	8.88%

	$100,000 
	a
	$150,000 
	5.46%

	$150,000 
	a
	$200,000 
	3.91%

	$200,000 
	 
	 
	3.91%

	Promedio
	
	
	10.65%


Fuente: Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga  Impositiva por Niveles de 
Ingreso en Puerto Rico. 

Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 
11 de septiembre de 2010.

Tabla VI-2.
Como se puede apreciar en la tabla y el diagrama, este impuesto tiende a ser progresivo para la escala más baja de ingreso, para después tornarse aproximadamente proporcional alrededor de la tasa estatutaria de 15.30%, para los niveles de ingreso entre $10,000 y $50,000.
 A partir del nivel de ingresos de $50,000, el impuesto se torna regresivo. Este resultado era de esperar, ya que el ingreso proveniente del capital o la propiedad – que está exento del pago de este impuesto – tiende a concentrarse en los mayores niveles de ingreso. En resumen, la incidencia de este impuesto tiende a ser proporcional para los niveles bajos y medios de ingreso, para tornarse regresiva en los niveles de ingresos más altos.
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Diagrama 2
Impuesto sobre las Ventas y Uso (IVU)
Para el análisis de este impuesto se supone que su incidencia efectiva recae sobre los consumidores.
 También se supone que todas las personas son consumidores, por lo que la distribución del ingreso de los consumidores corresponde a la de la población. Para determinar la base del impuesto por niveles de ingreso se procedió, en primer lugar, a estimar funciones de consumo separadas para los bienes y servicios gravados por el IVU estatal y por el municipal. Una vez estimado el valor  promedio esperado de consumo de bienes y servicios gravados por el IVU estatal y el IVU municipal para cada escala de ingreso, se multiplica el consumo gravado por 6 por ciento para obtener un estimado del gravamen del IVU estatal en cada escala
 y por 1 por ciento para estimar el gravamen correspondiente al IVU municipal. La Tabla 5 y el Diagrama 3 informan los resultados obtenidos para la distribución de la carga del IVU por niveles de ingreso.

	Tabla 5

Distribución de la Carga Tributaria

Impuesto sobre las Ventas y Uso Estatal y Municipal



	Intervalos de Ingreso
	Tasa Efectiva

	SOBRE
	 
	HASTA
	

	 $              -   
	$10,000 
	
	5.70%

	$10,000 
	$15,000 
	
	4.99%

	$15,000 
	$25,000 
	
	4.82%

	$25,000 
	$35,000 
	
	4.72%

	$35,000 
	$50,000 
	
	4.66%

	$50,000 
	$75,000 
	
	4.62%

	$75,000 
	$100,000 
	
	4.59%

	$100,000 
	$150,000 
	
	4.57%

	$150,000 
	$200,000 
	
	4.55%

	$200,000 
	 
	 
	4.52%

	Promedio
	 
	 
	4.55%


Fuente:  Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga  Impositiva por Niveles de 
Ingreso en Puerto Rico. 

Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 
11 de septiembre de 2010.

Tabla VI-3.
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Diagrama 3


La teoría económica indica que la incidencia de un impuesto general sobre las ventas corresponde a la un gravamen proporcional sobre el ingreso. Ahora bien, la conclusión de la teoría aplica a un impuesto sobre las ventas que grave a todos los bienes y servicios. Al eximir mercancías del pago del impuesto, ocurren desviaciones con respecto a esa regla general. En el caso de Puerto Rico, ocurren diversas exenciones, las cuales incluyen tanto bienes tangibles (alimentos no procesados, medicinas recetadas, equipos para incapacitados, etc.), como diversos servicios. Particularmente en el caso de los servicios, su demanda tiende  a ser elástica con respecto al ingreso, lo cual introduce regresividad en el impuesto. Así resulta que, como se observa en la tabla y en el diagrama, la incidencia del gravamen resulta ser ligeramente regresiva con respecto al ingreso personal, fluctuando las tasas efectivas entre 5.70% y 4.52%, con una tasa efectiva promedio de 4.55%.

Arbitrios específicos
Como procedimiento general, para determinar la base del impuesto por niveles de ingreso, tal como se hizo en el caso del IVU, para cada arbitrio se procedió, en primer lugar, a estimar funciones de consumo para los bienes y servicios gravados, para después proceder a estimar la tasa efectiva de cada impuesto estimando otra función al respecto. En aquellos casos en que es razonable suponer que la incidencia del arbitrio se comparte entre consumidores y productores, se distribuyó la incidencia de los recaudos mediante los coeficientes correspondientes que se derivan de la matriz de insumo-producto para Puerto Rico.

Al efectuar el análisis, como era de esperar, se encontró que en la mayoría de los casos los arbitrios individuales resultaron ser regresivos con respecto al ingreso personal. Sin embargo, se identificaron varios arbitrios cuyas tasas efectivas son progresivas. Los arbitrios cuyas tasas efectivas resultaron ser progresivas son los que se gravan sobre primas de seguros, habitaciones de hoteles y sobre apuestas en carreras de caballos y tragamonedas. Se observa que esas categorías corresponden a servicios que son del tipo de bienes superiores, esto es, que su elasticidad ingreso es mayor a uno, por lo que los gastos de consumo de las personas en estas mercancías tienden a crecer a una tasa mayor que el ingreso cuando éste aumenta. En promedio, la tasa efectiva conjunta de los arbitrios progresivos es 0.81%, por lo que esa característica de estos impuestos no tiene consecuencias de significación sobre la progresividad del sistema tributario. La Tabla 6 presenta un resumen de los resultados del análisis de la distribución de carga impositiva de los arbitrios para cada uno de los gravámenes, así como el total agregado. Por su parte, el Diagrama 4 reproduce gráficamente los resultados agregados para la distribución de la incidencia de los arbitrios.

	Tabla 6
Distribución de la Carga Tributaria de los Arbitrios



	Intervalos de Ingreso
	Tasas Efectivas
	TOTAL ARBITRIOS

	SOBRE
	HASTA
	Alcohol y Tabaco
	Gasolina
	Vehículos Motor
	Petróleo
	Seguros
	Tragamonedas e Hipódromo
	Hoteles
	Café y Azúcar
	Cemento y No Clasif.
	

	 
	$10,000 
	4.68%
	3.11%
	0.00%
	1.70%
	0.03%
	0.00%
	0.00%
	0.13%
	0.07%
	9.72%

	$10,000 
	$15,000 
	2.14%
	1.28%
	0.00%
	1.70%
	0.06%
	0.02%
	0.00%
	0.06%
	0.03%
	5.28%

	$15,000 
	$25,000 
	1.50%
	0.82%
	0.95%
	1.70%
	0.07%
	0.05%
	0.19%
	0.04%
	0.02%
	5.32%

	$25,000 
	$35,000 
	1.15%
	0.56%
	0.84%
	1.70%
	0.07%
	0.06%
	0.35%
	0.03%
	0.01%
	4.77%

	$35,000 
	$50,000 
	0.94%
	0.41%
	0.72%
	1.70%
	0.07%
	0.07%
	0.45%
	0.02%
	0.01%
	4.40%

	$50,000 
	$75,000 
	0.78%
	0.30%
	0.63%
	1.70%
	0.08%
	0.08%
	0.53%
	0.02%
	0.00%
	4.11%

	$75,000 
	$100,000 
	0.68%
	0.23%
	0.61%
	1.70%
	0.08%
	0.08%
	0.57%
	0.01%
	0.00%
	3.97%

	$100,000 
	$150,000 
	0.60%
	0.17%
	0.55%
	1.70%
	0.08%
	0.08%
	0.61%
	0.01%
	0.00%
	3.81%

	$150,000 
	$200,000 
	0.56%
	0.14%
	0.55%
	1.70%
	0.08%
	0.09%
	0.63%
	0.01%
	0.00%
	3.75%

	$200,000 
	 
	0.45%
	0.06%
	0.30%
	1.70%
	0.08%
	0.09%
	0.68%
	0.01%
	0.00%
	3.37%

	 Promedio 
	 
	1.35%
	0.71%
	0.64%
	1.70%
	0.08%
	0.09%
	0.65%
	0.01%
	0.01%
	5.23%


Fuente:
Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga Impositiva por Niveles de Ingreso en Puerto Rico. 
Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 11 de septiembre de 2010. Tabla VI-4.
Se observa que el efecto conjunto de los arbitrios es altamente regresivo, ya que las tasas efectivas fluctúan desde 9.72% del ingreso personal para la escala con el menor nivel de ingreso, hasta 3.37% para el nivel más alto de ingreso personal de $200,000 ó más.
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Diagrama 4
Distribución de la Carga Impositiva Total
Después de haber estimado la incidencia de los impuestos individuales por categorías, se procede a agregar esas distribuciones, de manera de obtener la distribución de la carga impositiva total por niveles de ingreso personal. Eso se lleva a cabo en la Tabla 7, mientras que el Diagrama 5 ilustra la distribución resultante.

Al analizar la distribución de las tasas efectivas se encuentra que, aunque la tendencia general es ligeramente progresiva, la distribución de las tasas tributarias efectivas – y, por ende, la carga de los impuestos – es irregular. La carga efectiva de los impuestos tiende a ser progresiva en los niveles más bajos de ingresos, esto es, entre los niveles de ingreso personal desde $0 hasta $25,000. Se torna regresiva para los ingresos entre $25,000 y $35,000, para volver a ser progresiva entre los niveles de ingreso de $35,000 a $50,000, registrando oscilaciones variadas después de ese punto de los $50,000. Es de significación el hecho de que las tasas efectivas promedio para las escalas de ingreso entre $50,000 y $150,000 resultan ser menores que las que se gravan a las personas con ingreso de $10,000 ó menos.

	Tabla 7

Distribución de la Carga Tributaria Total por Niveles de Ingreso Personal

	Intervalos de Ingreso
	Contribución sobre Ingresos Individuos
	Seguro Social
	IVU
	Arbitrios
	Carga Tributaria

Total

	SOBRE
	
	HASTA
	
	
	
	
	

	
	
	$10,000
	1.60%
	9.35%
	4.80%
	9.72%
	25.47%

	$10,000
	a
	$15,000
	2.93%
	15.08%
	4.21%
	5.28%
	27.51%

	$15,000
	a
	$25,000
	4.04%
	15.30%
	4.06%
	5.32%
	28.72%

	$25,000
	a
	$35,000
	3.81%
	12.14%
	3.98%
	4.77%
	24.70%

	$35,000
	a
	$50,000
	7.86%
	15.30%
	3.93%
	4.40%
	31.48%

	$50,000
	a
	$75,000
	6.23%
	9.75%
	3.89%
	4.11%
	23.98%

	$75,000
	a
	$100,000
	8.82%
	8.88%
	3.87%
	3.97%
	25.54%

	$100,000
	a
	$150,000
	9.87%
	5.46%
	3.85%
	3.81%
	22.98%

	$150,000
	a
	$200,000
	22.51%
	3.91%
	3.84%
	3.75%
	34.01%

	$200,000
	
	
	20.93%
	3.91%
	3.81%
	3.37%
	32.02%

	Promedio
	
	
	7.47%
	10.65%
	3.83%
	5.23%
	27.18%


Fuente:
Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga Impositiva por Niveles de Ingreso en Puerto Rico. Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 
11 de septiembre de 2010.
Tabla VI-6.
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Diagrama 5

Dado que el IVU y el efecto agregado de los arbitrios es regresivo, las oscilaciones y falta de patrón definido en la distribución de la carga tributaria por niveles de ingreso solamente pueden deberse a las exenciones y tratos tributarios preferenciales presentes en los impuestos sobre el ingreso personal y las nóminas. En consecuencia, resulta que la Contribución sobre Ingresos de Individuos no está cumpliendo adecuadamente su función de proveer progresividad al sistema tributario puertorriqueño, lo cual tiene efectos de inequidad en la distribución de la carga impositiva y de reducir la tasa de boyancia del sistema, donde esto último limita la habilidad de los impuestos para financiar adecuadamente la gestión del estado a través del tiempo.

Beneficios y Costos Sociales de Preferencias Tributarias
El segundo tema a tratar es el de los beneficios y costos sociales de las preferencias tributarias. Desde mediados del siglo XX, Puerto Rico utiliza la estrategia de conceder tratos tributarios preferenciales con el propósito de estimular la inversión y el crecimiento económico. Tal estrategia tuvo un éxito evidente durante unas tres décadas, pero esa historia de éxito cambió, ya que  la economía puertorriqueña registró una reducción drástica en su capacidad para el crecimiento económico, la cual se hace palpable durante la década de los años setenta del siglo XX.  Mientras la tasa de crecimiento anual promedio del Producto Bruto real fue 6.91% entre los años fiscales 1958 y 1968, ella fue tan solo 1.08% entre 1998 y 2008.  Ante la disminución en la tasa del crecimiento del crecimiento económico, el gobierno insular reacciona aumentando el empleo en el sector público, de 7.55% del empleo total en 1950 a 35.20% en 1990, tratando de compensar la incapacidad del sector privado para generar un número adecuado de empleos; y aumentando los incentivos y tratos tributarios preferenciales a las empresas, con el propósito de estimular la inversión privada y el crecimiento en la economía. Así resulta que la tasa tributaria efectiva sobre las ganancias de las corporaciones disminuye de 19.3% en el año fiscal 1972 a 7.1% en el 2008. A pesar del drástico aumento en los incentivos a la inversión, y de que no existe consenso en la literatura profesional acerca de la eficiencia de tales medidas, no parece que se hayan realizado estudios formales para evaluar los efectos de los incentivos tributarios sobre el estímulo a la inversión privada en la economía local. 

El estudio efectuado este año 2010 para la Fundación del Colegio de Contadores Públicos Autorizados acerca de Reforma Contributiva considera este asunto de forma agregada.
 Para ello se estableció y estimó una ecuación de los determinantes del cambio en la inversión privada en Puerto Rico. La variable de ese análisis que es de interés para el P. de la C. 3070 es la tasa tributaria efectiva sobre las ganancias de las corporaciones. Ella resultó no tener significación estadística. No cabe duda que este resultado sorprende, ya que es exactamente el opuesto a la intención para la concesión de incentivos a la inversión.  Esto plantea la necesidad urgente de revisar y revaluar las varias docenas de disposiciones que proveen incentivos o tratos tributarios preferentes a las empresas en Puerto Rico, pues parece ser que, en el agregado, tienden a promover que disminuya la tasa de inversión privada en la economía local.  Las razones para ello pueden ser múltiples.  Una es que se concede trato tributario preferente al ingreso pasivo, lo que estimula que se dirijan recursos a la especulación en lugar de a la inversión productiva; además de que el trato tributario preferencial a los dividendos, junto a otras disposiciones impositivas, aumenta los costos de la inversión para las empresas, lo que resulta en un estímulo negativo para la inversión privada.  Otra razón adicional es que algunos incentivos se dirigen hacia actividades de baja productividad, para mantenerlas operando, lo que promueve una asignación ineficiente de recursos en el sector privado, disminuyendo la productividad en la economía y, por ende, los estímulos para nueva inversión y crecimiento en la economía.  También sucede que hay incentivos que se dirigen a subsidiar el uso de insumos por las empresas, en lugar de la producción, lo que puede promover usos ineficientes de los recursos, así como producir estímulos negativos para la innovación y la inversión de capital.  Tampoco se puede descartar el hecho de que la multiplicidad de tratos tributarios preferenciales complica la estructura del sistema impositivo, lo cual aumenta los costos de cumplimiento para las empresas, creando estímulos negativos para la inversión.

En el segundo trimestre de este año, el CRC comisionó un estudio para establecer metodologías para la evaluación de los beneficios y costos sociales de créditos contributivos a las empresas. En ese estudio colaboramos Juan Lara, Vicente Feliciano y yo.
 El informe con los resultados del estudio se entregó al BGF en julio de 2010.  Posteriormente, el CRC comisionó para que se aplicara la metodología propuesta a la evaluación de la Ley Núm. 73 de 2008 y a la Ley Núm. 212 de 2002. Entiendo que la evaluación de la Ley Núm. 73 de 2008 la llevó a cabo el economista Vicente Feliciano, mientras que la de la Ley Núm. 212 de 2002 yo la realicé. A continuación presento los resultados del análisis de beneficio y costo social de esta última ley.

Ley Núm. 212 del 29 de agosto de 2002
La Ley Núm. 212 del 29 de agosto de 2002 consigna una política pública de repoblar, fortalecer y revitalizar los centros urbanos mediante el desarrollo y la ocupación de viviendas, la rehabilitación de las áreas comerciales y la construcción y reparación de estructuras. También establece como política pública la inversión prioritaria de las agencias del gobierno central y de los municipios en dichos centros urbanos y fomentar la inversión privada en el desarrollo de los Centros Urbanos de los Municipios. La Ley establece que para alcanzar sus propósitos es indispensable la participación del sector privado en la rehabilitación de los centros urbanos. Con tal propósito provee diversos incentivos o preferencias contributivas para estimular la inversión del sector privado.

La Ley Núm. 212 de 2002 ofrece múltiples preferencias tributarias para estimular la rehabilitación y desarrollo de los centros urbanos. A continuación se presenta un resumen de los mismos.

· 100% de exención sobre los intereses recibidos por personas naturales o entidades financieras por la concesión de préstamos privados para el financiamiento de proyectos de revitalización de centros urbanos;

· Crédito de 100% por inversiones extraordinarias en infraestructura de proyectos de revitalización de centros urbanos que incluyan componentes de viviendas de cualquier tipo;

· Crédito de 75% del costo del proyecto o mejora, incluyendo proyectos de viviendas, en un centro urbano. El crédito no reclamado en un año puede arrastrarse a años subsiguientes hasta un máximo de 10 años. El crédito en municipios con zonas históricas y el crédito con relación a propiedades localizadas dentro de las 4 calles alrededor de la plaza pública de todos los centros urbanos, será equivalente a 100%;

· Hasta 100% de exención del pago de patentes municipales de acuerdo  con lo dispuesto en las ordenanzas aprobadas por los respectivos gobiernos municipales;

· Se proveen beneficios adicionales por la creación de empleos;  deducción por transferencia de empleos; exclusión del ingreso bruto del 10% del ingreso recibido de la operación de estacionamientos; y utilización de depreciación acelerada, entre otros.

Esta legislación se convirtió en ley en agosto de 2002; sin embargo, su implementación se vio retrasada por diversos factores. En primer lugar, se requiere una delimitación del centro urbano, así como planes de área y de rehabilitación de los municipios, los cuales no están disponibles en la mayoría de los municipios, lo que crea trabas para la implementación de la ley.
 Municipios que tienen zonas históricas definidas, como San Juan, Ponce y otros, tuvieron una ventaja, ya que los beneficios de la Ley 212 se aplican a esas zonas. Otra limitación fue la controversia que se generó con el Reglamento adoptado por el Directorado de Urbanismo del DTOP, la cual terminó en los tribunales, que dictaron que la interpretación adecuada de la ley era la de los municipios y no la del Reglamento. Esta controversia legal resultó en retrasos en la concesión de beneficios bajo las disposiciones de esta legislación, de suerte que los primeros créditos contributivos no se aprobaron hasta el año 2007. Ley Núm. 7 de 2009, según enmendada por la Ley Núm. 37, estableció una moratoria en la concesión de beneficios bajo esta ley, limitando el monto de créditos a concederse de $40 millones anuales y un máximo de $15 millones por proyecto. Las dificultades señaladas en el párrafo anterior no impidieron que se iniciasen proyectos de construcción que reclamasen los beneficios de la Ley 212 antes del año 2007. 


La Tabla 8, a continuación informa los créditos contributivos otorgados anualmente por el Departamento de Hacienda bajo las disposiciones de la Ley 212 de 2002 hasta el 24 de septiembre de 2010.

	Tabla 8

	Créditos Contributivos Concedidos Anualmente bajo las Disposiciones de la Ley Núm. 212 de 2002

	 
	Año Fiscal
	Total

	 
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	

	 Crédito Contributivo Concedido 
	                 479,043 
	           63,505,525 
	      83,577,111 
	         115,661,122 
	         8,623,388 
	271,846,189

	Fuente. Departamento de Hacienda, Créditos Contributivos Concedidos por Ley 212 al 24 de septiembre de 2010.


Los $271.8 millones en créditos contributivos otorgados corresponden a una inversión total de $453.6 millones hasta el 24 de septiembre de 2010.  De esta forma resulta que los créditos otorgados corresponden, en promedio, al 59.9% del valor de la inversión total en los proyectos beneficiados.

	Tabla 9

	Inversión Total: Proyectos Promovidos por Ley 212



	Municipio
	Inversión Total
	Porcentaje del Total

	Caguas
	27,658,552.00
	6.1%

	Coamo
	1,167,276.33
	0.3%

	Guaynabo
	16,710,456.00
	3.7%

	Ponce
	56,410,657.98
	12.4%

	San Juan
	351,614,509.95
	77.5%

	Total
	453,561,452.26
	100.0%


Fuente: Departamento de Hacienda

La cantidad de créditos contributivos solicitados y pendientes de determinación por el Departamento de Hacienda excede por mucho el monto de los créditos ya otorgados. La información para las solicitudes pendientes es más limitada, ya que varias de ellas no tienen el expediente completo por diversas razones, incluyendo que el proyecto de construcción no se ha completado, por lo que no se ha establecido el valor de la inversión total y de los costos directos asociados al mismo. En la Tabla 10 se observa que la inversión total informada para los proyectos que han solicitado créditos contributivos por la Ley 212 y que han indicado el monto de la inversión total, asciende a $755.2 millones, lo cual implica que, en promedio, se puede esperar una emisión de $452.6 millones en créditos contributivos adicionales por este concepto, suponiendo que todos ellos cualifiquen para el crédito, pero sin incluir a aquellos solicitantes que no han informado la inversión total realizada en sus proyectos de construcción.

	Tabla 10

Inversión Total: Proyectos Pendientes  Ley 212



	Municipio
	Inversión Total
	Porcentaje del Total

	Bayamón
	47,740,008.00
	6.3%

	Caguas
	391,575,086.00
	51.9%

	Cataño
	5,000,000.00
	0.7%

	Camuy
	205,000.00
	0.0%

	Carolina
	2,347,000.00
	0.3%

	Coamo
	776,000.00
	0.1%

	Comerío
	6,683,351.00
	0.9%

	Fajardo
	8,743,660.55
	1.2%

	Guaynabo
	20,192,500.00
	2.7%

	Lajas
	6,594,000.00
	0.9%

	Ponce
	135,770,450.85
	18.0%

	San Germán
	184,744.00
	0.0%

	San Juan
	129,349,015.07
	17.1%

	Total
	755,160,815.47
	100.0%


Fuente: Departamento de Hacienda

Es claro que los incentivos provistos por la Ley Núm.212 de 2002 han resultado en un gran estímulo para la inversión en estructuras en centros urbanos, ya que el total de la inversión realizada y proyectada es de aproximadamente $1,208.7 millones. También es evidente que esa inversión conlleva un alto costo fiscal, puesto que el total de los créditos concedidos y proyectados asciende a $906.2 millones. Ese alto costo fiscal justifica que se evalúen los beneficios y costos sociales de esta ley.


Al efectuar esa evaluación se encontraron limitaciones en la información disponible, que no pudieron resolverse por la limitación del tiempo disponible para el análisis. En particular, la información en el Departamento de Hacienda no incluye el precio de venta o valor de la propiedad después de realizadas las obras por las cuales se concede o se solicita el crédito contributivo. En consecuencia, no es posible determinar el valor de mercado de los proyectos beneficiados, ni la ganancia del desarrollador, antes y después de los beneficios de la Ley Núm. 212 de 2002. En la información disponible al momento, tampoco se provee acerca de los beneficios tributarios de la Ley Núm. 212, adicionales al crédito contributivo. Es necesario examinar las planillas de declaración de Contribución sobre Ingresos de los beneficiados y de las instituciones que financiaron los proyectos para determinar el monto y el costo fiscal de esas deducciones y exenciones. Las limitaciones de tiempo impiden que el Departamento de Hacienda pueda proveer esa información para este análisis. Tampoco se tiene información acerca del costo fiscal para los gobiernos municipales por concepto de las exenciones en el pago de impuestos municipales.

Otro elemento de costo fiscal para el cual no se dispone de información es acerca de los beneficios tributarios concedidos por otras leyes a los que pueden acogerse los beneficiarios de las disposiciones de la Ley Núm. 212 de 2002.

Lo indicado en los párrafos anteriores plantea limitaciones al análisis y los estimados que se pueden efectuar en esta evaluación. En particular con respecto a que los costos fiscales que se puedan calcular en este informe han de estar subestimados.

El primer criterio de evaluación fue examinar si los efectos de estos créditos tributarios, al reducir el costo para los desarrolladores, resultaron en beneficios a los compradores, por la vía de precios de venta más bajos a los esperados en el mercado. Como indicador de ganancias en los negocios se recogió la información provista por el Municipio de Ponce para proyectos de construcción que solicitan beneficios de la Ley Núm. 212.
 De los proyectos indicados por el Municipio de Ponce, se seleccionaron aquellos que correspondieran a construcción de proyectos de viviendas multifamiliares (dos o más unidades de vivienda) y se parearon con la información del Departamento de Hacienda acerca de los créditos concedidos por concepto de la Ley Núm. 212. Los resultados se informan en la Tabla 11. En total se dispone de 22 proyectos completados entre marzo de 2006 y abril de 2009, que desarrollaron 170 unidades de vivienda. En total recibieron créditos contributivos por la cantidad de $19.5 millones dólares, lo que corresponde al 47% de los créditos concedidos por concepto de la Ley Núm. 212 en el Municipio de Ponce al 24 de septiembre de 2010. Los valores de inversión total sombreados en amarillo corresponden a casos donde no se dispone de la información acerca de la inversión total, sino solamente acerca de los costos directos del proyecto. En esos casos se estimó la inversión total dividiendo los costos directos entre la proporción promedio (estimada en 77.08%) de la inversión total a los costos directos. Para calcular el indicador correspondiente se utilizará la información en la tabla suponiendo diferentes precios o valores posibles para los proyectos de vivienda.


Como indicador de las ganancias promedio en la industria se utilizará la tasa de ganancias promedio en los Estados Unidos para los desarrolladores de unidades de viviendas multifamiliares, según ésta se calcula a base de la información del Censo Económico de 2007. La información estadística se resume en la Tabla 12 y la tasa de ganancias estimada es 28% del valor de la producción en el sector.

	Tabla 11

Datos Acerca de Proyectos de Vivienda Multifamiliares en Ponce Beneficiados por Ley 212

	# Archivo
	 Inversión Total 
	 Costos Directos   (Hard Costs) 
	Crédito Concedido
	Unidades de Vivienda
	Costo Promedio por Unidad (Sin Crédito)
	Fecha Terminación

	131
	2,782,468
	2,126,925
	2,126,925
	17
	163,675
	Nov., 2008

	88
	1,607,266
	1,382,514
	1,382,514
	8
	200,908
	Oct., 2006

	165
	1,922,353
	1,280,215
	1,280,215
	9
	213,595
	Junio, 2008

	20
	385,713
	381,902
	381,902
	2
	192,857
	Mayo, 2005

	154
	551,166
	424,839
	424,839
	2
	275,583
	Feb., 2009

	206
	311,894
	274,132
	274,132
	4
	77,974
	Julio, 2007

	14
	284,514
	155,298
	155,298
	4
	71,129
	Marzo, 2006

	250
	298,844
	113,592
	113,592
	5
	59,769
	Abril, 2009

	66
	3,726,490
	3,547,874
	3,547,874
	18
	207,027
	Octubre, 2006

	49
	2,904,427
	2,238,732
	2,238,732
	15
	193,628
	Marzo, 2007

	59
	2,743,161
	1,742,395
	1,742,395
	21
	130,627
	Nov., 2007

	10
	1,502,212
	1,157,905
	1,157,905
	6
	250,369
	Abril, 2007

	42
	953,257
	917,835
	917,835
	10
	95,326
	Nov., 2006

	54
	1,066,700
	822,212
	822,212
	8
	133,337
	Enero, 2007

	4
	811,603
	773,667
	773,667
	11
	73,782
	Julio, 2007

	94
	733,528
	654,160
	654,160
	4
	183,382
	Junio, 2006

	64
	551,166
	424,839
	424,839
	4
	137,792
	Febrero, 2009

	129
	440,025
	235,459
	235,456
	6
	73,338
	Enero, 2006

	150
	384,750
	346,275
	346,275
	6
	64,125
	Agosto, 2008

	99
	319,420
	273,228
	273,228
	6
	53,237
	Dic., 2007

	140
	100,231
	90,710
	90,710
	2
	50,116
	Octubre, 2006

	128
	129,733
	87,961
	87,961
	2
	64,867
	Sept., 2006

	Total
	24,510,921
	19,452,669
	19,452,666
	170
	
	

	Promedio
	
	
	
	
	144,182
	


	Tabla 12

Información Seleccionada de la Industria de la Construcción de Viviendas Multifamiliares en los Estados Unidos
	
	
	
	
	

	 
	 
	Value business done ($1,000)
	Selected costs ($1,000)
	
	
	
	
	

	236116
	New multifamily housing construction (except operative builders)
	34,063,481
	24,527,096
	
	
	
	
	

	Fuente: Negociado del Censo de los EU, 2007 Economic Census
	
	
	
	

	Release Date: 8/14/2009
	
	
	
	
	

	Sector 23: EC0723I1: Construction: Industry Series: Preliminary Detailed Statistics for Establishments: 2007 



Para realizar el análisis se supusieron diversos valores conservadores para los precios de venta de la vivienda. En primer lugar su supuso que se vendieron al costo antes de los créditos. Bajo este supuesto se encuentra que en todos los casos la tasa de ganancias con el crédito contributivo es sustancialmente mayor al promedio para la industria. La ganancia promedio para todos los proyectos es 384.6%, la cual excede en 13.7 veces el valor del indicador de la tasa promedio para la industria. A base de este resultado se concluye que, bajo el supuesto de que el precio promedio de venta es igual al costo promedio por unidad, los créditos contributivos de la Ley Núm. 212 no resultan en beneficios sociales para los compradores, sino en ganancias excesivas para los desarrolladores.

	Tabla 13

Estimado de la Tasa de Ganancia de los Proyectos - Supuesto: Precio de Venta = Costo Promedio por Unidad de Vivienda

	# Archivo
	Inversión Total
	Hard Costs
	Crédito Concedido
	Unidades Vivienda
	Costo Promedio por Unidad (Sin Crédito)
	Fecha Terminación
	Costo Promedio  Unidad ( Crédito)
	Tasa Ganancia (Crédito)

	131
	2,782,468
	2,126,925
	2,126,925
	17
	163,675
	Nov., 2008
	38,561
	324.5%

	88
	1,607,266
	1,382,514
	1,382,514
	8
	200,908
	Oct., 2006
	28,094
	615.1%

	165
	1,922,353
	1,280,215
	1,280,215
	9
	213,595
	Junio, 2008
	71,349
	199.4%

	20
	385,713
	381,902
	381,902
	2
	192,857
	Mayo, 2005
	1,906
	10021.0%

	154
	551,166
	424,839
	424,839
	2
	275,583
	Feb., 2009
	63,164
	336.3%

	206
	311,894
	274,132
	274,132
	4
	77,974
	Julio, 2007
	9,441
	725.9%

	14
	284,514
	155,298
	155,298
	4
	71,129
	Marzo, 2006
	32,304
	120.2%

	250
	298,844
	113,592
	113,592
	5
	59,769
	Abril, 2009
	37,050
	61.3%

	66
	3,726,490
	3,547,874
	3,547,874
	18
	207,027
	Octubre, 2006
	9,923
	1986.3%

	49
	2,904,427
	2,238,732
	2,238,732
	15
	193,628
	Marzo, 2007
	44,380
	336.3%

	59
	2,743,161
	1,742,395
	1,742,395
	21
	130,627
	Nov., 2007
	47,656
	174.1%

	10
	1,502,212
	1,157,905
	1,157,905
	6
	250,369
	Abril, 2007
	57,384
	336.3%

	42
	953,257
	917,835
	917,835
	10
	95,326
	Nov., 2006
	3,542
	2591.1%

	54
	1,066,700
	822,212
	822,212
	8
	133,337
	Enero, 2007
	30,561
	336.3%

	4
	811,603
	773,667
	773,667
	11
	73,782
	Julio, 2007
	3,449
	2039.4%

	94
	733,528
	654,160
	654,160
	4
	183,382
	Junio, 2006
	19,842
	824.2%

	64
	551,166
	424,839
	424,839
	4
	137,792
	Febrero, 2009
	31,582
	336.3%

	129
	440,025
	235,459
	235,456
	6
	73,338
	Enero, 2006
	34,095
	115.1%

	150
	384,750
	346,275
	346,275
	6
	64,125
	Agosto, 2008
	6,413
	900.0%

	99
	319,420
	273,228
	273,228
	6
	53,237
	Dic., 2007
	7,699
	591.5%

	140
	100,231
	90,710
	90,710
	2
	50,116
	Octubre, 2006
	4,761
	952.7%

	128
	129,733
	87,961
	87,961
	2
	64,867
	Sept., 2006
	20,886
	210.6%

	Total
	24,510,921
	19,452,669
	19,452,666
	170
	
	
	
	

	Promedio
	
	
	
	
	144,182
	
	29,754
	384.6%



El análisis se repitió suponiendo que las unidades se vendieron a un precio promedio de $90,000 y de $80,000. En ambos casos las simulaciones resultaron con ganancias de 202.5% y 168.9% respectivamente. Para que no ocurrieran ganancias excesivas, las unidades de vivienda debieron haberse vendido a un precio promedio de $38,085, para que los desarrolladores limitaran su ganancia al 28% de los costos después de los créditos, lo que no ocurrió. En consecuencia, parece ser que no se produjo el beneficio esperado de rebajas sustanciales en los precios de las viviendas para los compradores. Del análisis anterior parece concluirse que el beneficio directo neto de estos créditos es para los desarrolladores. Otro beneficio directo de esta preferencia tributaria es la revitalización de los centros urbanos. Para reconocer este beneficio se estableció que el valor crítico para la proporción beneficio a costo (B/C) fuese 0.85, en lugar de 1.00. 

Los beneficios indirectos se establecieron a base del empleo e ingreso directo e indirecto generado por la actividad de construcción. Los costos sociales directos se definieron a base del costo fiscal de los créditos, mientras que los costos indirectos se definieron como los resultantes de la pérdida de ingreso y empleo inducidos por la actividad económica en el sector gubernamental por la reducción en ingresos fiscales. Además, el documento Diseño de metodologías para evaluar beneficios y costos de las preferencias contributivas en Puerto Rico indica que la valorización numérica de la razón Beneficio a Costo (B/C) se debe ajustar para reconocer: (a) Distorsión del mercado de bienes raíces para lo cual recomienda que el valor crítico de la proporción B/C se aumente en 0.10, y (b) Distorsión en el mercado de crédito a favor de préstamos para proyectos favorecidos por esta medida y en contra de otros tipos de créditos recomendando que el valor crítico de la proporción B/C se aumente en 0.10.

La Tabla 14 resume los resultados del análisis y calcula la relación B/C de los créditos contributivos de la Ley Núm. 212 de 2002 concedidos hasta el 24 de septiembre de 2010.

	Tabla 14

	Tabla Resumen - Ley Núm. 212 de 2002

	Beneficios y Costos de los Créditos Concedidos

	 
	Beneficios
	Costos

	Directos
	349.6
	271.8

	Indirectos
	95.3
	437.0

	Total
	444.9
	708.8

	B/C
	 
	0.6277


A base de los resultados del análisis se concluye que los beneficios estimados son menores que los costos, ya que la relación B/C registra un valor de 0.6277. Para cualquier valor crítico razonable de B/C se tiene que concluir que la Ley Núm. 212 de 2002 no es socialmente conveniente.


El análisis concluye que los créditos contributivos provistos por la Ley Núm. 212 de 2002 no son socialmente convenientes, por lo que deben ser revisados. Esto no necesariamente significa que no se deban proveer estímulos para la rehabilitación de los centros urbanos. 


Otro asunto importante es que, por efecto de la Ley Núm. 7 de 2009, según enmendada por la Ley Núm. 37, los créditos contributivos provistos por la Ley Núm. 212 de 2002 no proveen estímulo alguno para nueva inversión de construcción en centros urbanos. Las solicitudes de créditos contributivos en trámite conllevan una inversión realizada o a realizar de no menos $755.2 millones. Dado que en promedio el crédito contributivo otorgado asciende al 59.9% de la inversión total, se puede estimar que total de no menos de $452.6 millones en créditos contributivos pendientes a ser otorgados. Aquí conviene recordar que la Ley Núm. 7 de 2009, según enmendada, establece límites a los créditos contributivos a ser concedidos anualmente por concepto de la Ley Núm. 212. Entre los límites está que no se concederá más de $15 millones en créditos a un proyecto y entre las solicitudes en proceso hay tres proyectos que exceden ese límite. Si se ajusta el monto de los créditos a ser concedidos por las disposiciones de la Ley Núm. 7 según enmendada y los valores de las inversiones de esos proyectos, se obtiene un valor ajustado de $236.5 millones para el monto de los créditos contributivos a concederse en el futuro por concepto de la Ley Núm. 212. Si se mantiene la limitación de no conceder más de $40 millones anuales en créditos contributivos por concepto de esta legislación, entonces, por aproximadamente los próximos 6 años se estarían concediendo créditos para las solicitudes ya radicadas. Es obvio que esta situación elimina los incentivos que puedan promover estos créditos para el desarrollo de nuevos  proyectos de construcción en los centros urbanos.

También se debe estudiar la posibilidad de revisar la estructura de incentivos para, en lugar de dar créditos contributivos por la inversión realizada, se concedan incentivos para garantizar que el desarrollador reciba una ganancia igual al promedio del mercado por la inversión realizada. Una estructura de incentivos de este tipo podría estimular a que el desarrollador reduzca precios de venta – que es un objetivo para la Ley Núm. 212 – ya que cualquier pérdida o reducción en ganancias sería compensada por el estado. En este contexto se debe evaluar si el mejor instrumento es el del crédito contributivo o el del subsidio directo. En el caso del subsidio directo, éste podría ser al desarrollador, al comprador o distribuirse entre ambos al momento de la venta de la propiedad. Se ha de notar que tal estructura crea estímulos para el desarrollador agilice las ventas de sus proyectos.

Algunos Comentarios acerca del P. de la C. 3070
 Esta Reforma Contributiva está predicada en ofrecer reducciones sustantivas en la carga impositiva para las personas y las empresas. Para financiar las rebajas propuestas en el P. de la C. 3070 se legisló la Ley Núm. 154 de 2010. Éste es un impuesto que amplía la base tributaria local, por la vía de aclarar la definición de fuente de ingreso de Puerto Rico y gravar un arbitrio en lugar de un impuesto sobre el ingreso. La opinión legal de Steptoe & Johnson, acerca de la capacidad que tengan las entidades gravadas  por el impuesto para acreditar su pago sobre los impuestos federales, es muy interesante y está muy bien documentada.  Aún persisten algunas dudas acerca de los efectos de este impuesto, así como acerca de la capacidad que tengan algunas corporaciones para tomarlo como crédito, éste no es el foro para discutir este asunto. Si este nuevo gravamen se logra imponer, entonces habrá una fuente sustancial de ingresos fiscales que deberá sobrepasar los estimados publicados de $1,000, $1,200 ó $1,400 millones para el primer año, donde aproximadamente la mitad de esa cantidad deberá recaudarse en este año fiscal 2011. La recaudación final por este concepto dependerá de cómo se redacte el reglamento que promulgue el Departamento de Hacienda para administrar este impuesto, pero es razonable estimar que sus recaudaciones excederán los $1,900 millones en el primer año. En consecuencia, los recaudos que deberían provenir de la Ley Núm. 154 de 2010 serían suficientes para financiar los alivios contributivos propuestos, si es que esos recaudos en efecto se materializan, lo que es bastante probable.

Las recaudaciones por concepto de este impuesto serán declinantes, tanto porque se diseñó para que su tasa impositiva disminuya a través del tiempo hasta desaparecer, como por el hecho de que su base declina a medida que vayan expirando las patentes que poseen las corporaciones para la manufactura de sus productos. De ahí la importancia de la disposición de que a la mitad de esta segunda fase de la Reforma Contributiva, desde el año 2014,  haya una prueba de cumplimiento para verificar que exista equilibrio entre los ingresos y gastos fiscales para que entren en vigor los siguientes alivios tributarios a los individuos, pues de otra forma estaríamos abocados a un nuevo ciclo de déficits estructurales en el presupuesto gubernamental.


Se recomienda que se destinen las recaudaciones en exceso a $1,400 millones que ocurran por concepto de la Ley Núm. 154 de 2010 a obras estratégicas de infraestructura. La recomendación se basa en dos razones: la primera es que en la Isla tenemos serios problemas infraestructurales, que coexisten con graves limitaciones financieras de las corporaciones públicas encargadas de atenderlos; la segunda es que las inversiones en infraestructura son un instrumento eficaz, mucho más eficaz que las preferencias tributarias, para estimular a la actividad económica y la inversión privada.


El P. de la C. 3070 también propone un nuevo impuesto: un arbitrio de 1% sobre las compras de corporaciones no exentas a empresas relacionadas en el exterior. Lo que la corporación pague por concepto de este arbitrio lo podrá tomar como un crédito contra la Contribución sobre Ingresos de la corporación que realice el pago. Este impuesto puede parecer simétrico con respecto al establecido por la Ley Núm. 154 de 2010, pero no lo es. En realidad su propósito parece ser controlar las transferencias de ganancias de corporaciones no exentas operando en Puerto Rico a corporaciones relacionadas en el exterior. Este impuesto podría ser eficaz en ese propósito si las transferencias de ganancias ocurren a través del mecanismo de precios de transferencia (“transfer pricing”) entre las corporaciones relacionadas. El problema, claro está, es que ése no es el único mecanismo disponible para la transferencia de ganancias, por lo que puede ocurrir que el nuevo impuesto no cumpla con su propósito. 

Pasando ahora a considerar los cambios propuestos en la Contribución sobre Ingresos de Individuos. La estrategia adoptada es la de reducir exenciones y deducciones al Ingreso Bruto, a la vez que se amplían las escalas del ingreso tributable y se aumenta el crédito al ingreso proveniente trabajo. Esta es una estrategia sensata, que es acorde con las propuestas de Reforma Contributiva de la Administración en el año 2005 y la de la Fundación del Colegio de Contadores Públicos Autorizados de este año 2010. Ambas propuestas resultaban en reducciones sustanciales en la obligación tributaria para los trabajadores y pensionados, por lo que la estrategia adoptada en el P. de la C. 3070 probablemente también resulte en reducciones sustanciales en la obligación contributiva de las personas. 
Otro asunto esencial para la promoción de la actividad económica es que las empresas estén adecuadamente capitalizadas. De hecho, la mayoría de las empresas que se han ido a la quiebra en estos años de recesión económica, son aquellas que no estaban adecuadamente capitalizadas, agravando así la recesión, directamente por la pérdida de producción y empleos, e indirectamente sobre sus efectos sobre los mercados financieros.

El éxito y la capacidad para la expansión de cualquier empresa dependen en gran medida de su nivel de capitalización. Mientras más capitalizada esté una empresa, mayor es su capacidad para realizar nuevas inversiones y para resistir efectivamente los períodos de recesión en la actividad económica. Sin embargo, nuestro sistema impositivo penaliza que las empresas se capitalicen adecuadamente.


El método más costo-efectivo para capitalizar cualquier empresa es retener ganancias. Eso está penalizado, o aún prohibido, bajo los regímenes de sociedades especiales, corporaciones de individuos, etc., que disfrutan de tratos impositivos preferenciales. Además, el trato preferencial al ingreso por concepto de dividendos, también penaliza que las corporaciones retengan sus ganancias para utilizar esos fondos para capitalizar la empresa y financiar sus inversiones. Éste es un asunto bastante estudiado en el contexto de los Estados Unidos, donde la conclusión es que los tratos preferenciales a los dividendos reducen la inversión productiva de las corporaciones.
 Más aún, la deducción por intereses pagados, que se justifica a base de que es un gasto en el que incurrió la empresa, promueve distorsiones en la toma de decisiones empresariales, ya que reduce el costo para financiar inversiones de capital mediante préstamos. Los medios que tienen las empresas para financiar sus gastos de inversión, además del crédito, es la retención de ganancias y la emisión de acciones. Ninguna de esas dos estrategias permite a la empresa tomar una deducción para determinar su ingreso tributable y así reducir su obligación contributiva. Como consecuencia, esta deducción aumenta, por razones puramente tributarias, la demanda por crédito en los mercados financieros, aumentando el costo del crédito y ofreciendo estímulos negativos a la capitalización de las empresas.


La situación es aún más contraria a la capitalización de las empresas cuando reconocemos los efectos la Contribución sobre la Propiedad Mueble. Las críticas a este impuesto usualmente se dirigen a que penaliza la acumulación de inventarios, lo cual aumenta los costos de operación de las empresas, particularmente en épocas de recesión, como la actual, cuando ocurren acumulaciones no planeadas de inventarios. Sin embargo el problema es mucho más serio que el asunto de los inventarios, toda vez que este impuesto penaliza la inversión en maquinaria y equipo. Si se supone un equipo que se deprecia linealmente a cinco años. Si la tasa del impuesto sobre la propiedad mueble es 6%, ello representa un gravamen de 18% sobre el valor de adquisición del equipo; si la tasa impositiva es 8%, entonces la tasa efectiva del impuesto es 24% sobre el costo del equipo; y si la tasa impositiva es 9%, entonces el gravamen resulta ser 27%. Es evidente que esas tasas penalizan la inversión productiva en maquinaria y equipo, lo cual limita la capacidad para el crecimiento de la economía.


En cuanto a las tasas impositivas a las corporaciones y sociedades, la Exposición de Motivos del P. de la C. 3070 declara: “Reducción en la tasa máxima de negocios de 39% a 30%, para promover la inversión y creación de empleos.” Tal declaración es absolutamente correcta para las grandes empresas, pero no para las corporaciones y sociedades cuyos ingresos no exceden $5,000,000 en un año fiscal. La regla actual es que: “una corporación o sociedad cuya totalidad de ingresos para un año contributivo no exceda cinco millones de dólares ($5,000,000), podrá optar por una contribución normal de 25% siempre y cuando mantenga un promedio de siete (7) empleados durante un año contributivo. […] En caso de que no cumpla con el requisito de empleos descrito anteriormente, podrá optar por una contribución de 30% sobre el ingreso neto sujeto a contribución normal. Las corporaciones y sociedades que hayan cumplido con los requisitos anteriores y opten por la tasa de 25% ó 30%, no estarán sujetas a la contribución adicional.”
 En consecuencia, el P. de la C. 3070 no parece ofrecer alivios o incentivos adicionales a las pequeñas empresas locales.

5. José A. Herrero

El P. de la C. 3070 Presenta la Reforma Contributiva 2010 que se expande por un periodo de siete años: 2010- 2011-2016. 

En la Reforma propuesta el número de incisos de la Sección 2.1, la cual tiene trece (13), en contrapunto con la Sección 2.2, la cual tiene sólo tres (3), NO implica que la Reforma tendrá o no un efecto de mejor o peor equidad y eficiencia del aparato contributivo. 
Sin embargo, existe un grado significativo de verosimilitud de que la Reforma no producirá los resultados benéficos esperados con la ejecución de la Sección 2.1 si no se anti-ejecuta la Sección 2.2.

Análisis del desenvolvimiento de la Contribución sobre Ingresos de Corporaciones Tributables. 

Consecuencias directas del mundo de tasas contributivas (relativamente) vs. Tasa contributivas bajas (relativamente)

El análisis que tanto el empresario como Hacienda hacen en la evaluación de incluir una deducción en la planilla simple: se mide cual es la cantidad de ingreso neto que ella implica que sería sometido el pago del impuesto y se valora así, a la tasa máxima aplicable.  Si ésta es alta el efecto sobre contribución es alto.  Hacienda hará el mismo análisis y, razonablemente, tratara de fiscalizar la ejecución de esta deducción.  De este “juego” surgirá necesariamente un pugilato en el que las dos partes insistirán en su porfía. 

A la tasa alta, por ejemplo 0.60, el empresario sabe que la NO inclusión de la cantidad monetaria que implica la deducción tiene un costo marginal o adicional no evitable de 60 centavos por cada dólar de ingreso neto adicional.  Nótese que la solución logia, razonable y posiblemente justa es que Hacienda reduzca la tasa por cual quiera de las razones obvias: onerosa, desproporcionada, ineficiente y comprometedora con relación a la posible decisión de invertir. Por cierto, si el empresario tuviera “confianza” en el presente y futuro desarrollo de su empresa, su nivel de porfía disminuirá.

Ahora bien, si la tasa fuera 0.05, es posible que el nivel de pugilato disminuyera pues el costo para el empresario sería de $0.05 por cada dólar de ingreso, en vez de $0.60 por cada dólar de ingreso. 

Una vez establecido este criterio de costo beneficio el tema de la posible eliminación de la deducción del empresario dispuesto a “comprarlas” y pagar por ellas $0.05 por cada dólar, gastado, en vez de $0.60 por cada dólar gastado. 

Debe añadirse que a tasa contributivas altas el fenómeno fraude, evasión y corrupción se derivan, fundamentalmente del incentivo fiscal que producen las tasas marginales altas. También, a tasas contributivas altas, las tasas contributivas preferenciales al 0.10 de impuesto a los ingresos “pasivos” perderá su ventaja competitiva, dándole paso a una inversión real en vez de una inversión financiera.   

Una vez establecido el régimen de tasa bajas el sistema impositivo se simplifica por varias razones: 

1. La disminución de las tasas contributivas implica la disminución de la importancia de las tasas preferentes o los ingresos pasivos.

2. La situación descrita anteriormente implica simultáneamente que es necesario resolver el problema aritmético de determinar una tasa contributiva que, al reducir las deducciones, produzca un resultado X de ingresos contributivos.

3. El resultado de la determinación de la tasa tiene que ser t1 t2 t3 donde t1 t2 t3 son tasas contributivas que deberán asignárseles una ponderación determinada por la distribución de planillas.

4. Es necesario, o al menos conveniente, que el valor de la tasa máxima que surja de este trabajo sea igual a la tasa contributiva máxima de la contribución del ingreso de las personas.

Un conjunto de corporaciones cuyo nivel de ingreso bruto es mayor o igual a $50 millones son empresas comerciales de gran escala; igualmente ocurre en el caso de instituciones financieras.

Asuntos a considerar con detenimiento en la forma del impuesto al ingreso de corporaciones tributables 


Las corporaciones exentas, al contribuir a tasa más bajas que las tributables, toman menos deducciones que las tributables.  Ello es así porque el costo del capital de las exentas es menor que el de las tributables y por ello, prefieren pagar más impuestos y no deducir a gastar en la deducción para deducirla. En este caso las empresas no deducen porque no gastan y ganan más y pagan poco y las tributables ganan más, deducen más y pagan menos contribuciones pero no en una cantidad igual al gasto.
6. Luis R. Benítez Hernández

El proyecto que nos compete pretende sustituir el Código de Rentas Internas Vigente. Lo más importante que se puede señalar sobre el P. de la C. 3070, es que todo Código de Rentas Internas debe establecer claramente los principios, criterios y parámetros que limiten la autoridad impositiva del estado, así como restringir la arbitrariedad que pueda ocurrir en la autoridad del estado para gravar impuestos, de manera que el sistema contributivo no sea un instrumento de los gobernantes para manipular a los gobernados, o a sectores sociales particulares. 

De igual forma, los objetivos sociales de los impuestos son múltiples, como el de las partidas de gasto gubernamental. Ambas cosas han de estar coordinadas y orientadas al logro del conjunto de objetivos que la sociedad haya adoptado en general y no los objetivos de un grupo en particular o plutocracia.  De aprobarse un nuevo Código de Rentas Internas, el mismo debe garantizar la eliminación de las disposiciones que promueven estímulos antagónicos, tales como incentivos al ahorro y al gasto, a la inversión productiva y a la especulación estéril.    

Contadores

1. Colegio de Contadores Públicos Autorizados

El Colegio de de Contadores Públicos Autorizados de Puerto Rico (Colegio de CPA) expone que sus comentarios se limitan al análisis técnico hecho a las disposiciones contenidas en el Nuevo Código y las recomendaciones en este particular que redundarían en beneficio de los contribuyentes así como para el desarrollo económico de nuestro País.  El Colegio de CPA no ha cesado de enfatizar la importancia de realizar una reforma contributiva y fiscal integrada, resultante de una evaluación profunda y abarcadora, en la cual se aprueben alivios contributivos tomando en consideración los principios de justicia y equidad. Recientemente, la Fundación del Colegio de CPA presentó una propuesta para una reforma contributiva integral con una inversión fiscal de alrededor de $377 millones de dólares. 

Para propósitos del análisis y de la presentación se desglosan las secciones del Nuevo Código por temas. A continuación los comentarios de las secciones:

Contribuciones Individuales

Los cambios más significativos en este área se pueden resumir en estas categorías: (i) reducción de las tasas contributivas efectivas mediante el aumento de renglones de ingreso; (ii) eliminación y modificación de varias  deducciones detalladas y adicionales incluyendo la deducción fija; (iii) la eliminación en la utilización de las pérdidas generadas por  sociedades especiales; (iv) nueva tributación aplicable a sociedades y compañías de responsabilidad limitadas ( “CRL”); y (v) la creación de una nueva canasta para que pérdidas de sociedades especiales, corporaciones de individuos, sociedades y CRL se combinen. 
1. La Sección 1031.01(b) establece los ingresos que serán excluidos de tributación. En el apartado (3) se excluye la compensación por lesiones o enfermedad. En la última oración del párrafo de este apartado se está legislando para dejar sin efecto la decisión del Tribunal Supremo de Puerto Rico en Francisco Orsini v. Secretario de Hacienda, 2009 TSPR 190. En Orsini el Tribunal Supremo interpretó que los pagos hechos por un patrono al despedir a un empleado sin justa causa son equiparables a compensación por daño personal y que por tal razón no deben de estar sujetos a tributación. Se recomienda que esta última sección sea eliminada y se mantenga vigente el estado de derecho actual en el cual este tipo de daños está excluido de tributación.

2. La Sección 1031.03 del Proyecto define el término  “ingreso bruto  ajustado”. Este término es utilizado para determinar la limitación de ciertas deducciones  detalladas para los individuos. De  la manera que se ha incluido esta definición, la misma está incorporada luego de las definiciones de ingreso bruto y exenciones del ingreso y antes de la definición de ingreso neto, todas principalmente aplicables a corporaciones. Excepto por lo indicado, no se entiende por qué se incluye esta definición en esta área en específico además que crea cierta confusión, máxime cuando este término, como regla general, no aplica en el ámbito corporativo. Esta definición debe ser removida de estas secciones e incorporada en la Sección 1010.01 donde se incluyen las definiciones del Proyecto. De esta manera, la definición será utilizada cuando se haga cualquier referencia a una limitación a base del “ingreso bruto ajustado” del contribuyente que sea un  individuo. 

3. En cuanto a la reducción de la tasa máxima, traemos a su atención que la tabla de contribución sobre ingresos que comienza el 1ro de enero del 2016 todavía mantiene la tasa máxima actual del 33%. Quizás lo más significativo es que esta reducción del 33% al 30% está predicada en que el Gobierno logre realizar unos parámetros económicos según están detallados en la Sección 6100.03 del Subtitulo F.  Cuando se revisa esta sección del Proyecto la misma está reservada, con lo cual los parámetros y criterios aún no están configurados. Se recomienda que los mismos sean establecidos e incluidos en el Proyecto previo a su  aprobación de modo que se sepa con exactitud cuáles son los parámetros y criterios a ser obtenidos por el Gobierno para que se pueda reducir la tasa a lo anunciado de un 30%. Esto daría mayores visos de transparencia a esta reducción en las tasas.

4.  En cuanto a las deducciones detalladas se presentan los siguientes comentarios:

a. Se apoya la eliminación de ciertas deducciones detalladas ya que sostiene uno de los conceptos que incorpora el Proyecto que es la simplificación en la determinación contributiva de los contribuyentes que son individuos. Sin embargo, y luego de evaluar las deducciones detalladas que se mantienen, hay ciertas recomendaciones de modo que se logre finalmente la justicia contributiva a todos los individuos.

b. Para poder reclamar los gastos médicos es necesario que los gastos que incurra el contribuyente excedan el 10% del ingreso bruto ajustado. Bajo el Código de 1994, el contribuyente puede reclamar 50% de los gastos que excedan el 3% del ingreso bruto ajustado. Esto quiere decir que si una persona tiene un ingreso bruto ajustado de $100,000 y sus gastos médicos válidos son de $12,000, bajo el Código de 1994 puede deducir  ($12,000 x 50% = $6,000 - $3,000 ($100,000 x 3%) = $3,000 deducibles). En ese mismo escenario bajo el Proyecto la deducción sería de $2,000 ($12,000 - $10,000 ($100,000 x 10%)). Este incremento, aunque importante, no es significativo y se propone que se modifique la cantidad que se pueda reclamar a aquella que excede el 7.5% del ingreso bruto ajustado. De este modo los contribuyentes estarían en una mejor posición ante unos gastos que en los últimos años representan una porción significativa del presupuesto del puertorriqueño. Según se establece en el Proyecto se incluyen como gastos médicos los medicamentos recetados. Se apoya esta medida ya que igual que lo explicado anteriormente le hace justicia al contribuyente.

c. En cuanto a la deducción por donativos apoyamos esta iniciativa, sin embargo, el Proyecto debe proveer una disposición en la cual se permita arrastrar las deducciones que excedan la cantidad máxima permitida de un 50% del ingreso bruto ajustado. Similar a otros períodos de arrastre se debe permitir un período de cinco (5) años en los excesos anuales. También debe aclararse que valor se le asignará al activo donado cuando el donativo no sea en efectivo.  Por ejemplo, ¿si una persona compra unas acciones en $1,000 y al momento de hacer el donativo las mismas valen $5,000, la base del donativo sería el costo original o el valor aumentado?  Hay que señalar que en el sistema federal cuando es propiedad a largo plazo se permite valorar la misma a su justo valor en el mercado.

d. En cuanto a la deducción por intereses hipotecarios la deducción estará limitada al treinta por ciento (30%) del ingreso bruto ajustado y éste a su vez será ajustado para aumentar el mismo por las exclusiones del ingreso según establecido en la Sección 1031.01 (b), pagos de pensión alimentaria a menores y el ingreso exento de tributación según descrito en la Sección 1031.02. Se recomienda que esta sección sea atemperada a la Ley 171 de 15 de noviembre de 2010.
e. En cuanto a las deducciones relacionadas al ahorro, tales como las aportaciones a cuentas de retiro individual, Sección 1033.15 (a)(8),  ahorros educativos, Sección 1033.15 (a)(9), las mismas deberían de proveer una disposición para que aumente dichas deducciones en proporción o tomando en consideración el incremento del costo de vida, y/o cualquier otro índice (“indexing”) tal y como se ha realizado en  Estados Unidos. De esta manera los contribuyentes podrían aumentar sus aportaciones tomando en consideración los incrementos anuales debido a la inflación, costo de vida y/o cualquier otro factor. Además, que el máximo permitido para ahorros educativos ($500) no guarda relación a los costos que incurren los puertorriqueños en la educación post-secundaria de sus dependientes. Esta deducción debe  incrementarse a cinco mil dólares ($5,000) similar a la deducción de cuentas de retiro individual, esto ciertamente sujeto a la revisión económica del costo asociado con la misma. 

f. En cuanto a los ahorros para educación post-secundaria de los dependientes se debería evaluar los programas que exitosamente han aprobado a nivel federal y por otros Estados de la Unión con el cual los padres compran por adelantado los créditos universitarios que en el futuro estarán tomando sus dependientes. Estos planes son conocidos como Planes 529 en referencia  a la sección del Código Federal que aplica. La compra de tales beneficios se realiza al costo actual, sin embargo se considerará como un crédito al momento en que el dependiente entre en el sistema universitario en el futuro y no se requiere tributación en el futuro por el aumento en el costo de los créditos ya adquiridos. De esta forma el contribuyente estaría pagando en el futuro la educación de sus dependientes descontado al precio de hoy o del momento que compra el crédito universitario. 

5. En cuanto a las disposiciones aplicables a las pérdidas de sociedades especiales, se presentan las siguientes recomendaciones. 

a. Según establecido en el Proyecto, los socios de sociedades especiales no podrán reclamar pérdidas en este tipo de estructura contributiva para reducir el cincuenta por ciento (50%) de sus otros ingresos. Estas disposiciones entraran en vigor el 1ro de enero de 2011 aún cuando el Proyecto no haya sido aprobado. Prospectivamente las pérdidas de sociedades especiales se podrán reclamar para reducir ingresos generados por otras sociedades especiales o en sociedades que no constituyan sociedades especiales. Cualquier exceso se podrá llevar para reducir el ingreso generado por inversiones que tenga el individuo en corporaciones de individuos sujeto a las limitaciones actuales del Código de 1994. 

Respecto a esta limitación, hay que tomar en consideración que muchos individuos y corporaciones han realizado este tipo de planificación desde hace años. Lo más justo y equitativo, es que las pérdidas acumuladas por sociedades especiales para años terminados hasta el 31 de diciembre de 2010 mantengan el mismo estado actual por el período de seis años que durará la reforma contributiva y que termina el 31 de diciembre del 2016. Durante este período los contribuyentes que han planificado a través de esta estructura podrán compensar las pérdidas acumuladas al 31 de diciembre del 2010 para reducir el ingreso que generen.

b. Se observa que en cuanto a la determinación de la base de los socios que hayan invertido en sociedades especiales que se dediquen al turismo no se les está concediendo el incremento en la asignación de las obligaciones que tenga el negocio turístico. Recientemente mediante la Ley de Desarrollo Turístico (Núm. 74 de 2010), se legisló para permitir de nuevo este incremento. Se recomienda permitir dicho incremento para los negocios turísticos. La razón es simple, en la venta de este tipo de participaciones en varios proyectos turísticos se le ha representado a los inversionistas que pueden incrementar dicha base por la asignación de las obligaciones de la sociedad. Cambiar las reglas de juego una vez se ha hecho la inversión no es recomendable para el Gobierno ya que estaría erosionando la credibilidad que necesitan los inversionistas.

6. La Sección 1033.20 del Proyecto establece un nuevo concepto en el cual las deducciones detalladas que se le permiten al individuo sean reducidas por aquella parte de dichas deducciones que sean atribuibles a los ingresos exentos según la Sección 1031.01 y los sujetos a tasas preferenciales según establece la Sección 1032.02.

Se debe eliminar esta asignación la cual va dirigida a reducir las deducciones detalladas a las que tiene derecho el individuo. Las razones para esta recomendación son las siguientes: (i) existe en el Proyecto al igual que en el Código de 1994 disposiciones para que se le asignen deducciones específicas al ingreso exento. Por ejemplo si un contribuyente obtiene financiamiento para adquirir valores que producen ingresos exentos de tributación, según establecido, no puede reclamar el gasto de financiamiento (ver Sección 1033.07 del Proyecto para determinación de Partidas No Deducibles);(ii) esta nueva asignación va en contra del concepto de simplificar las disposiciones contributivas, en realidad va a crear más complejidad al requerirle a estos contribuyentes realizar los cómputos para dicha reducción; (iii) la Ley 7 del 9 de marzo del 2009 impuso un mínimo de tributación al ingreso exento; y (iv) va a persuadir que individuos inviertan en este tipo de inversión que genera ingresos exentos  o sujetos a tasas preferenciales con lo cual se puede ver afectado el desarrollo económico que persiguen estas inversiones. Esto es así ya que al limitarle las deducciones a las que tendría derecho se reduce el rendimiento efectivo de estas inversiones. 

Esta recomendación debe de ser evaluada en conjunto con la Sección 1031.05 del Proyecto que define cuál será el “ingreso neto” de un contribuyente individual. En la Secciones 1031.05 (a) (1) y (3) se debe eliminar la frase que indica que las deducciones detalladas sean reducidas por el ingreso exento definido en la Sección 1031.02 e ingreso sujeto a tasa preferenciales de la Sección 1032.01.  En el lenguaje de estas dos disposiciones se debe eliminar la  referencia a “reducido por los gastos atribuibles a dichos ingresos,” (en relación a la Sección 1031.02) y “reducidos por los gastos atribuibles a estos ingresos” (en relación a la Sección 1032.01).

7. La Sección 1031.02(a) (26) provee una exención del ingreso bruto a aquella compensación hecha a un investigador o científico elegible en ciertas circunstancias.  Se aplaude esta disposición en la medida en que pretende atraer a Puerto Rico científicos de alto calibre para que hagan investigación en la Isla.  Sin embargo, en la manera en que está redactada la disposición, sólo se beneficiarían un número ínfimo de científicos y se perdería el propósito principal de la medida que es  atraer capital humano altamente capacitado para hacer investigación en Puerto Rico.  Debe revisarse el lenguaje de los requisitos que tienen que cumplir los científicos para acogerse a este beneficio.     

8. En cuanto a los créditos reembolsables recomendamos que el crédito establecido en la Sección 1052.01 sea identificado de manera tal que evite confusiones a los contribuyentes individuales. El término “Earned Income Credit” que se utiliza a nivel federal puede traer confusión a nivel local.  

9. El Proyecto en la Sección 1021.04 establece que los contribuyentes pueden acogerse al sistema contributivo actual por un periodo de cinco años. Se le debe dar la oportunidad a que los contribuyentes puedan seleccionar en cada año de ese periodo si deciden o no mantenerse bajo dicha regla. Requerirle al contribuyente que haga una elección por un periodo de cinco años es irrazonable ya que en ese momento no se cuenta con la información financiera para hacer una debida elección. La elección anual será irrevocable para dicho año.

Contribuciones Corporativas (Secciones 1031, 1032, 1033 y 1034 del Proyecto)

Luego de revisar las disposiciones aplicables a la tributación corporativa tenemos ciertas recomendaciones. La preocupación es que en esta área se adopten medidas específicas que aplican al sistema corporativo en Estados Unidos. Aunque resulta indudable que dicho sistema es uno excelente por lo completo del estatuto es también un hecho indubitado que es un sistema mucho más complejo que el nuestro. Conceptualmente estas disposiciones tienen un fin específico en Estados Unidos, sin embargo al adoptar este tipo de legislación foránea hay que tomar en consideración la realidad económica y comercial de Puerto Rico.

A. Comentarios generales aplicables a la tributación corporativa (Secciones 1022, 1023, 1031, 1032, 1033, 1051):

1. En la Sección 1022.01 del Proyecto se impone la contribución normal a las corporaciones. En el inciso (b) de dicha Sección se define las organizaciones que no deben de ser consideradas como corporaciones. A esta lista se deben  incluir las compañías de responsabilidad limitada (“CRL”) que han elegido ser tratadas como sociedades. Estas entidades como regla general se consideran como corporaciones bajo la definición que provee la Sección 1011(a) del Proyecto. Como puede verse en la Ley de Corporaciones de 2009 dichas entidades pueden tributar como corporaciones, como sociedades especiales o como corporaciones de individuos.  Ahora, bajo el Proyecto se añade la opción a  éstas para que puedan elegir ser tratadas como sociedades.

2. La Sección 1022.02 del Proyecto impone la contribución adicional a las corporaciones. En el inciso (c) provee que cuando exista un grupo controlado de corporaciones, para determinar cuál será la tasa marginal a la que va a tributar cada entidad en el grupo se tomará en  consideración el “ingreso neto combinado” de todas las corporaciones. Debe aclararse qué es lo que se persigue con esta combinación. Una de las interpretaciones que se le puede dar es que si existen dos entidades, una con $1 millón dólares de ingreso neto y la otra con igual ingreso neto, ambas tributarán a la tasa máxima marginal del diez por ciento (10%). En este ejemplo ambas entidades tributarían al 10%, la tasa marginal más alta aún cuando luego de restarle el crédito de $750,000, que dispone la Sección 1033.19 (b), ambas entidades podrían  tributar a un tasa marginal de cinco por ciento (5%).

En este caso la determinación correcta debe ser combinar los ingresos netos de las dos entidades, o sea $2 millones, restarle el crédito de $750,000 según establecido en la Sección 1033.19 (b) y el restante, o sea, $1,250,000 debería de tributar al cinco por ciento (5%).

Como se puede apreciar al no ser claro el texto de esta sección, se puede llegar a ambas determinaciones lo cual no es el objetivo que se pretende. En el texto de esta sección debe establecerse claramente cómo se aplicará la tasa marginal y el crédito en situaciones que exista un grupo controlado.

3. La Sección 1022.04 establece el procedimiento de la contribución mínima alternativa a las corporaciones. En el inciso (a) (6) establece que el ingreso neto sujeto a tributación será incrementado por la deducción de gastos por servicios prestados fuera de Puerto Rico por una entidad relacionada a la entidad que está sujeta a tributación en Puerto Rico. Esta disposición fue incluida en la Ley 7 que se aprobó el año pasado. Sin embargo, según aprobada por la Ley 7 la misma se establecía por un período específico de tres años que terminaba en el 2011.  

El propósito temporero por el cual se enmendó esta sección bajo la Ley 7, no debe convertirse en una disposición permanente para propósitos de determinar la contribución alternativa mínima de las corporaciones. El Secretario de Hacienda cuenta con los mecanismos para  auditar y reclasificar las transacciones entre afiliados si entiende que las mismas no se han ejecutado con un propósito válido de negocios o si el único propósito es reducir el pago de las contribuciones. Imponerle este gravamen a la entidad que está realizando negocios en Puerto Rico es oneroso si en realidad la entidad afiliada realizó estos servicios a favor de la entidad local. 

Como recomendación, si se quiere tributar transacciones entre afiliadas al estilo de Estados Unidos, el Secretario de Hacienda puede preparar reglamentación que atienda estas transacciones y que se le asigne a una división que atienda las transacciones entre afiliadas tal y como se hace en Estados Unidos.

4. Sección 1022.05 del Proyecto. Esta disposición es la actual Sección 1102 que provee una penalidad a las corporaciones que indebidamente acumulen sobrante o beneficios. Aún cuando el texto de la Sección es idéntica a la del Código de 1994 actual, es meritorio que la misma se derogue. Las razones son las siguientes: (i) la realidad es que a través de esta disposición se puede lograr erróneamente que las corporaciones no estén debidamente capitalizadas y surjan los problemas que hemos visto en Puerto Rico y Estados Unidos en relación a entidades pobremente capitalizadas (si bien es cierto que la disposición provee para ciertas excepciones en su aplicación, la realidad es que la aplicación no ha sido consistente); (ii) el propósito de esta disposición se remonta a los años en los que la tasa máxima marginal a los individuos era de un cincuenta por ciento (50%) con lo cual se trataba de evitar la distribución corporativa (iii) en la actualidad los dividendos están sujetos a una tasa preferencial del diez por ciento (10%), lo cual es totalmente diferente a cuando se aprobó la disposición de ley por lo que podemos razonablemente inferir que en la actualidad la distribución de dividendos corporativos no está predicada en consideraciones contributivas como era el caso cuando dicha disposición se legisló originalmente; (iv) al igual que la disposición discutida anteriormente el Secretario de Hacienda cuenta con los mecanismos para enfrentar estos problemas; y (v) la penalidad que impone es excesiva, cincuenta por ciento de las ganancias acumuladas. En el foro federal la penalidad es la contribución que hubiera sido causada por el dividendo, que en nuestro caso sería de 10% sobre las utilidades excesivas sin distribuir.

Por otro lado, la situación económica por la que hemos atravesado los pasados cinco (5) años nos ha demostrado que las empresas que cuentan con suficiente capital acumulado son las que han podido sobrevivir y resistir el embate del período de contracción económica. Si se forza a distribuir el capital acumulado se abonaría al fracaso o cierre de estas empresas. 

5. La Sección 1023.06 impone la tasa preferencial en los dividendos distribuidos por ciertas corporaciones (generalmente corporaciones domésticas).  

a. Desde el 1ro de enero de 2011 las sociedades no tributarán y todo el ingreso de la sociedad será asignado a sus socios los cuales serán responsables de la tributación. Existen un sin número de sociedades que hasta la nueva vigencia son consideradas como corporaciones para propósitos del Código de 1994. En esta disposición no se presenta qué va a suceder con las utilidades y beneficios que estas entidades han acumulado al 31 de diciembre del 2010. Es imprescindible una regla clara que alerte a los contribuyentes acerca de lo que va ha suceder con estas utilidades acumuladas. 

b. En el inciso (c) de esta sección, aún cuando no fue modificado por el Proyecto se sugiere aclarar que el término “distribución elegible”, el cual debe de ser definido como el procedente de “utilidades y beneficios”, se debe eliminar la referencia a “utilidades y beneficios acumulados”.  El problema estriba en que en la medida que existan utilidades y beneficios corrientes se le debe dar el beneficio a la distribución. Limitarlo a las utilidades y beneficios acumulados trae el problema que una corporación que tiene pérdidas acumuladas al principio del año no puede distribuir un dividendo sujeto a la tasa preferencial aún cuando durante el año corriente tenga utilidades.

c. En el inciso (h) (3) aún se mantienen referencias a  “un socio en cualquier sociedad o empresa común”, éste será la persona responsable de realizar la retención del diez por ciento (10%). Ya las sociedades no estarán sujetas a tributación, por lo tanto, ya los socios no estarán sujetos a que se les retenga la tasa especial. De acogerse nuestro primer planteamiento en esta sección, la referencia a socio administrador debe de mantenerse en relación a utilidades y beneficios acumulados al 31 de diciembre del 2010. 

6. La Sección 1031.05 del Proyecto define el término “ingreso neto” para todos los contribuyentes. Es apropiado que se defina este término para los contribuyentes individuales y los corporativos. En cuanto a los contribuyentes corporativos la definición debe ser “ingreso neto de una corporación es el ingreso bruto computado de acuerdo a la Sección 1031.01 menos las exenciones provistas en la Sección 1033.02 y las deducciones que permite la Sección 1033.01”. 

7. En relación a la deducción permitida por donativos, existe una discrepancia entre la limitación impuesta por la Sección 1033.01 que detalla los gastos de industria o negocio y la Sección 1033.10 que permite la deducción. En la Sección 1033.01 se hace referencia a que las donaciones corporativas estarán sujetas a una limitación del 5%. Sin embargo, la disposición que provee el mecanismo para la determinación hace referencia a que esta limitación se incrementó a un diez por ciento (10%) del ingreso neto de la corporación. Se deben armonizar ambas disposiciones para que lean correctamente que la limitación que se impone es en relación al diez por ciento (10%) del ingreso neto de la corporación.

8. La Sección 1033.14 del Proyecto permite la deducción por pérdidas y, específicamente, las pérdidas de capital. Existe un error en la referencia la cual de mantenerse como está redactada abriría una brecha para que estas pérdidas no tengan limitación real. Según redactado, la Sección 1033.05 indica que las pérdidas de capital de una corporación estarán limitadas sólo hasta lo dispuesto en la Sección 1033.01. La Sección 1033.01 define los gastos de industria o negocio. La referencia debe de ir dirigida a la Sección 1034.01 la cual limita las pérdidas de capital a las ganancias de capital.

9. La Sección 1033.07(a) (3)  provee las disposiciones relacionadas a los gastos de depreciación incurridos en relación a ciertos vehículos de motor utilizados en la industria o negocio. Esta disposición modifica la deducción por depreciación actual por una deducción que tomará en consideración una tarifa fija por cada milla utilizada con relación al auto. 

Debe mantenerse la deducción actual por depreciación. Como primer criterio, ya en el 1994 se limitó significativamente el valor a ser utilizado para depreciar los autos. Como está actualmente sólo se puede depreciar $25,000 del valor sin importar cuánto es el costo del auto. En cuanto a la vida útil el propio Código de 1994 provee 3 años en el caso de autos utilizados por personas que utilizan  el auto para la actividad de ventas y 5 años a las demás actividades. Como segundo criterio, el mecanismo propuesto es más complicado que el actual. Requiere que el Secretario de Hacienda emita Reglamentación  para establecer la tarifa por milla utilizada además de los criterios de mantenimiento de récords de contabilidad para sostener la deducción. Como tercer criterio, la tarifa por milla incluye costo de reparaciones, mantenimiento y gasolina. Distinto a Estados Unidos donde se utiliza un criterio como el propuesto, en Puerto Rico se tendría que aumentar la tarifa por milla ya que estos costos tienden a ser mayores aquí que los mismos costos en Estados Unidos.

Se debería también eliminar la disposición de la Sección 1033.07, relacionado a las partidas no deducibles, de modo que se permita la deducción por la pérdida realizada en la disposición de vehículos de motor sujeto a las disposiciones que actualmente aplican.

10. La Sección 1033.09 dispone la deducción por contribuciones a planes de retiro cualificado para empleados. En su inciso (a)(5) impone una penalidad por contribuciones a los planes por aportaciones en exceso a lo permitido. Del modo que se propone, la penalidad debería de ser pagada por el patrono cuando radique su planilla de contribución sobre ingresos corporativa. Sin embargo, la determinación de las aportaciones no deducibles en la mayoría de las situaciones se determina cuando el Fideicomiso donde el patrono realiza la aportación prepara su planilla.  Esta planilla se radica el último día del séptimo mes después del cierre del año contributivo del Plan. De mantenerse esta disposición, la misma debe ser computada y pagada con la planilla del Fideicomiso en la fecha de radicación indicada.

11. La Sección 1033.11 provee una deducción adicional de $400 a aquellos patronos que emplean personas severamente impedidas (según se define este término en el estatuto). Esta sección no tiene cambios de la sección actual del Código de 1994. Se recomienda que la deducción sea incrementada ya que la misma contiene una serie de requisitos que hacen poco atractivo que un patrono decida emplear una persona severamente impedida por la deducción adicional que se establece.

12. La Sección 1033.14 establece los criterios para que las corporaciones reclamen una deducción por pérdidas arrastradas de años anteriores. Esta sección incorpora el concepto de que la pérdida arrastrada debe de ser ajustada por todos los ingresos exentos que se haya generado en el año de la pérdida. Como está actualmente la deducción solamente hay que ajustarla por los intereses exentos. Debe mantenerse la nueva Sección con los criterios actuales de modo que la pérdida sea ajustada únicamente por los intereses exentos. La razón es que ya en otras disposiciones del Proyecto se incluyen disposiciones para ajustar las pérdidas operacionales por ingreso excluido de tributación. Por ejemplo la Sección que provee para la exclusión del ingreso por cancelación de deudas cuando un contribuyente está acogido a una disposición del Código Federal de Quiebras (ver la Sección 1031.01 (b)(9) del Proyecto). Como segundo criterio algunas partidas de ingreso exento tienen un fin específico. Por ejemplo las cantidades pagadas por un seguro de vida en el ámbito corporativo ofrecen una exención para que la corporación pueda sustituir un empleado clave. Ajustar una pérdida en dicho año iría en contra del propósito fundamental de la exención.

13. La Sección 1033.19 incorpora los “créditos de las corporaciones”. Se recomienda que el título de esta disposición sea modificado a “deducciones adicionales por dividendos y otras partidas”. Si se analiza el propósito u objetivo de esta Sección se podrá concluir que lo que se logra es una deducción que se establece desde un ochenta y cinco por ciento (85%) hasta un cien por ciento (100%) por los dividendos de otras entidades que están sujetas a tributación en Puerto Rico, de este modo se evita la triple tributación sobre el mismo ingreso. Por lo tanto la referencia a un crédito parece errónea.

14. En cuanto a los créditos que se le permiten  a las corporaciones, se recomienda que el crédito provisto por la Sección 1051.01 por contribuciones pagadas al extranjero puedan ser arrastrados si no pudiera ser utilizado en el año en que se genera. Actualmente la disposición que concede estos créditos no provee el arrastre de un año en que se incurran a años subsiguientes. La sección propuesta tampoco lo considera. Debe permitirse el arrastre del crédito por contribuciones pagadas al extranjero de modo que no pueda representar un costo contributivo adicional contributivo al no poder reclamarse en un año futuro. Hay que recalcar que muchas entidades que operan en la Isla también operan en Estados Unidos.  El utilizar un arrastre similar al federal permitiría una mejor coordinación entre ambos sistemas fiscales. 

B. Comentarios aplicables a las ganancias y pérdidas según provisto en la Sección 1034  
1. La Sección 1034.03 dispone como se establecerá la base de la propiedad de un contribuyente para propósitos de determinar la ganancia o pérdida en la disposición de la misma. La Sección 1034.03 (a)(5) dispone como se va a determinar la base en la propiedad trasmitida por muerte. En el caso de propiedad localizada en Puerto Rico que ha estado sujeta a la exclusión y la exención que permiten las Secciones 2034.02 y 2024.04, el Proyecto dispone que la base será la misma que en poder del causante. Para propósitos de determinar la ganancia esta sección dispone que la exención fija que dispone la Sección 2023.08 podrá incrementar la base de esta propiedad. De la manera que está redactado en el Proyecto el incremento deberá prorratearse entre todos los activos localizados en Puerto Rico. 

Como está establecido, actualmente esta regla de prorrateo aplica en aquellos casos donde los herederos no le han asignado el incremento a propiedades particulares. Si se mantiene este lenguaje en esta sección del Proyecto se le quita la flexibilidad que se tiene para determinar qué activos los herederos van a poder incrementar. Por tal razón, esta disposición debe de ser modificada de modo que establezca que los herederos puedan determinar las propiedades que estarán sujetas a dicho incremento. En ausencia de una elección específica entonces debe de aplicar la regla del prorrateo propuesta.

2. La Sección 1034.04 provee las disposiciones para determinar cuándo una ganancia realizada en la disposición de propiedad debe de ser reconocida. 

La Sección 1034.04 (b)(5) provee las situaciones en que la transferencia de propiedad que se cede o transfiere a una corporación controlada estará exenta del reconocimiento de ganancia. El párrafo (C) introduce unas situaciones en las cuales las permutas de propiedad estarán sujetas a reconocimiento de ganancia. Si se analiza el lenguaje propuesto se puede llegar a la conclusión que el objetivo de esta nueva disposición ya está establecido en la propia Sección 1034.03 (p) del Proyecto. Se recomienda evaluar dicha disposición ya que del modo que ha sido redactada tiende crear confusión en cuanto al objetivo que quiere lograr.

3. La Sección 1034.04 (g) del Proyecto establece cuándo una transacción cualifica como una reorganización corporativa de modo que los accionistas y las corporaciones envueltos no tengan que reconocer ninguna ganancia cuando son realizadas. En el caso específico de transacciones que envuelvan la transferencia de activos por acciones y específicamente en relación a las reorganizaciones Tipo C se aclara el concepto de lo que representa la transferencia de “sustancialmente toda la propiedad” de la corporación que es parte de una reorganización. Según dispone esta Sección para que exista la transferencia de sustancialmente todos los activos se tiene que transferir por lo menos el ochenta por ciento (80%) de los activos valorados a base de su justo valor en el mercado. 

Respecto a esta disposición, se recomienda: (i) el porcentaje del ochenta por ciento (80%) está establecido en el Código de Rentas Internas Federal, el mismo recoge lo que había sido establecido antes de codificarlo, a través de la jurisprudencia. Sin embargo la jurisprudencia en algunas situaciones ha determinado que la transferencia de sesenta y siete por ciento (67%) de las propiedades cumple con este requisito. Debe proveerse en el texto del estatuto para que los contribuyentes puedan, a base de hechos y circunstancias específicas, demostrar que aún cuando sea un porcentaje menor pueda cualificar como la transferencia sustancial de todas las propiedades; y (ii) como segunda recomendación, creemos prudente que el cumplimiento con éstos porcentajes sea certificado por un Contador Público Autorizado en Puerto Rico. De esta manera se pone en manos de un profesional con experiencia la certificación de cumplimiento en esta área.

4. En relación a ciertas reorganizaciones divisivas que permite la Secciones 1034.03 (b)(3) y (4) en conjunto con la Sección 1034.03 (g)(1)(D) establece una serie de requisitos en la Sección 1034.03 (g)(2)(G) que son sumamente onerosos en este tipo de reorganización. El nuevo texto de esta Sección proviene del Código de Rentas Internas el cual responde a la realidad económica y financiera que aplica en Estados Unidos. La realidad es que la situación local es diferente. Debe revaluarse el contenido de esta sección de modo que reduzca los requisitos ya que no responden a la realidad local. En el caso de reorganizaciones de pequeñas y medianas empresas al igual que otras empresas locales, estas disposiciones van a prevenir que este tipo de organizaciones se reorganice por todos los nuevos requisitos que se están estableciendo lo que redundaría en perjuicio para éstas.  

5. Para evitar el reconocimiento de la ganancia en las reorganizaciones se establecen los requisitos de que no exista cambio de control de las entidades involucradas en la reorganización. Como regla general la Sección 1034.03 (h) establece control como la posesión de más del ochenta por ciento  (80%) de las acciones con derecho a voto y de cualesquiera de otras acciones. Se observa que para propósitos de la definición de control en el caso específico de las reorganizaciones Tipo C se reduce el requisito de control a sólo cincuenta por ciento (50%). Estas disposiciones de control deben mantenerse constantes en el ochenta por ciento (80%). De este modo se mantiene la uniformidad y no se crean mayores complejidades en un área extremadamente técnica del Nuevo Código.

6. Las Secciones 1034.03 (p) y (q) proveen las reglas de cuándo una distribución de propiedad apreciada en una distribución regular o en liquidación deben de ser tributadas por la corporación que realiza dicha distribución. Como excepción a esta regla se eximen de tributación las distribuciones que realizan las sociedades especiales y las corporaciones de individuos. Deben incluirse en la excepción a las sociedades y a las compañías de responsabilidad limitada que eligen tributar como sociedades. Estas son entidades conducto que no tributan igual que las sociedades especiales y las corporaciones de individuos.

7. La Sección 1034.03 (t) establece los nuevos requisitos que se imponen en ciertas transacciones para que cualifiquen como reorganizaciones exentas. Específicamente se establece como reorganización exenta la transacción denominada como “spin off” el cual no está establecido en Puerto Rico. En este tipo de reorganización la corporación que transfiere activos a una nueva entidad a cambio de acciones de dicha entidad que representen control según indicado anteriormente. En el “spin off” la corporación que recibe las acciones puede distribuir las mismas a sus accionistas sin que esto constituya una distribución tributable. La incorporación de este tipo de reorganización es beneficiosa. Sin embargo, como parte de la incorporación de esta nueva modalidad de reorganización se establecen ciertos requisitos que posiblemente hagan inoperante este tipo de transacción.

Se recomienda evaluar el lenguaje de esta nueva disposición de modo que se eliminen ciertos requisitos tales como el requisito establecido en la Sección 1034.03 (s)(2) que establece que ambas corporaciones hayan mantenido la explotación de la industria o negocio durante los últimos cinco años que terminan con la permuta. Este tipo de requisito no se acomoda a la realidad económica en Puerto Rico. En la medida que se mantenga hará inoperante la disposición.      
Contribuciones Internacionales (Sección 1035)

Las disposiciones en este tema van dirigidas a la determinación de la fuente del ingreso generado por los contribuyentes. Estas disposiciones determinan si ciertas partidas del ingreso representan ingreso de fuentes de o fuera de Puerto Rico. Esta determinación es importante en la medida que el Gobierno de Puerto Rico sólo puede imponer contribuciones a los individuos y entidades no residentes sobre el ingreso de fuentes de Puerto Rico el cual se determina a base de estas disposiciones. Los cambios en esta sección van dirigidos a la determinación de la fuente del ingreso relacionado a la propiedad mueble.

En cuanto a la venta o permuta de la propiedad mueble, la Sección 1035.03 del Proyecto  propone lo siguiente: “cualquier ganancia, beneficio o ingreso derivado de la venta o permuta de propiedad mueble, (1) por una persona residente de Puerto Rico constituirá ingreso de fuentes en Puerto Rico, y (2) por una persona que no sea residente de Puerto Rico constituirá ingreso de fuentes fuera de Puerto Rico”.

En relación a esta determinación, distinto a Estados Unidos, donde aplica la misma regla de determinación de ingreso, la tributación en Puerto Rico es a base de residencia y no de ciudadanía. En Estados Unidos la tributación sigue la ciudadanía, por lo tanto un ciudadano está sujeto a tributar aún cuando la fuente de la venta de propiedad mueble no se considere de fuentes de Estados Unidos.  En Puerto Rico se podría dar el caso de residentes que mueven su residencia de Puerto Rico al extranjero y cualquier venta posterior estaría excluida de tributación ya que a esta persona se le consideraría un no residente y la fuente del ingreso no sería de fuentes de Puerto Rico.

En relación a la venta de propiedad considerada como inventario del contribuyente la nueva disposición provee una excepción a la regla general de residencia. Según se establece “esta sección (relacionada a la residencia) no aplicará, y la fuente de cualquier ganancia, beneficio o ingreso derivado de su venta o permuta se determinará a tenor con las Secciones 1035.04 y 1035.05”.

El ingreso proveniente de la venta del inventario del contribuyente se asignará a fuentes de Puerto Rico o fuentes no de Puerto Rico de acuerdo a las normas y reglamentos que se emitan por el Secretario de Hacienda. Dada la importancia que supone el inventario como activo de cualquier entidad, se recomienda que sea el Proyecto (y no los reglamentos a ser emitidos) el que contenga los parámetros y guías para determinar la fuente de ingreso en la venta del mismo. 

Sin embargo, con respecto a las ventas de productos manufacturados en Puerto Rico por un residente de Puerto Rico para una parte relacionada no residente en Puerto Rico, deben seguir las nuevas reglas establecidas en la Ley 154 de 25 de octubre de  2010 (relativo a los ingresos efectivamente conectados). En este sentido, el Nuevo Código adopta todas las normas contenidas en la Ley 154.

La sección también provee una excepción en la venta de bienes (propiedad del contribuyente) que han estado sujetos a depreciación. En estos casos la determinación de ganancias se realizará basándose en una fórmula que le atribuye a  Puerto Rico la parte de la ganancia igual a la proporción de la depreciación sufrida (o que vaya a sufrir) y deducida para determinar el ingreso neto tributable en Puerto Rico. En la medida en que la propiedad ha sido (o sea) depreciada parcial o totalmente fuera de Puerto Rico, cualquier ganancia o pérdida será atribuida a fuentes no en Puerto Rico basada en la misma proporción.

Se entiende el objetivo de esta disposición, pero debemos de señalar que en la medida que se trate de corporaciones foráneas que en algún momento han sido residentes de Puerto Rico y que después de un tiempo deciden descontinuar operaciones en Puerto Rico la determinación propuesta podría no tener ningún impacto ya que operacionalmente estas entidades no estarían reportando dicho ingreso en Puerto Rico y el Secretario de Hacienda no tendría ninguna disposición disponible para imponerle una retención en el origen, máxime si la propiedad ha sido transferida fuera de Puerto Rico y se le transfiere a una persona no residente.

Además, esta disposición hace mucho más compleja la determinación de la fuente de ingreso en la venta de propiedad depreciable, puesto que habría que llevar constancia de la depreciación tomada o por tomar en una y otra jurisdicción.  Esto no es cónsono con una de las metas principales del Nuevo Código que es disminuir la complejidad en la aplicación del mismo.  

Finalmente, en cuanto a los activos intangibles sujetos a amortización, la nueva disposición de determinación de fuente sigue los mismos criterios que lo relacionado a la venta de propiedad que ha estado sujeta a depreciación en Puerto Rico. Existen dos excepciones relacionadas a la venta de la plusvalía y a otros intangibles. En relación a la plusvalía la fuente de cualquier ganancia o pérdida en la venta o disposición de la plusvalía se determinará en referencia a la jurisdicción donde se desarrolló la plusvalía. 

En cuanto a otros intangibles cualquier ganancia o pérdida se determinará a base de la residencia del vendedor. Una excepción a esta regla se aplicará a las ventas de intangibles para los que el precio de compra está condicionado a la productividad, uso o disposición de dichos intangibles. En estos casos cualquier ganancia, beneficio o ingreso se determinará en la misma forma que si dichos pagos constituyeran rentas, cánones o regalías (“royalties”).”

Cuestiones Administrativas

A. Radicación de Informativas y de Planillas

1. La Sección 1060.03 del Proyecto requiere la radicación de informes en relación al pago de intereses. Se impone el requisito de información cuando el pago es de $50. Actualmente en el Código de 1994 se requiere la informativa cuando la cantidad es de $500. Se propone mantener en los $500 como establece el Código de 1994. Además, solicitar en dicha informativa el número de seguro social o de identificación patronal.  En el caso del número de cuenta, hay casos que no existen porque el que paga los intereses no es una institución financiera y no tiene dichos requisitos formales. Además, como corrección miscelánea, hacer una referencia al inciso (a) en vez de (e) para referirse al párrafo. 

2. Las Secciones 1061.03 y 1061.04 requieren la radicación de planillas a las  sociedades y las compañías de responsabilidad limitada, respectivamente. Estos dos tipos de organización son nuevas entidades conducto (“conduit” o passthrough”). A través de estas secciones se les está requiriendo la radicación de estas planillas el quinceavo (15) día del tercer mes siguiente al cierre de año contributivo. Se recomienda que la radicación sea requerida al quinceavo (15) día del cuarto mes después del cierre del año contributivo, requisito similar al de sociedades especiales y corporaciones de individuos actualmente. Esto, para mantener uniformidad en las radicaciones. Además, muchas de estas entidades incluyen estados financieros auditados con la planilla. Es poco probable que con dos (2) meses y medio se logren realizar estos trabajos.

3. Las Secciones 1061.06, 1061.07, 1061.08 y 1061.09 del Proyecto requieren la radicación de planillas a sociedades especiales, corporación de individuos, compañías inscritas de inversión y las sucesiones y fideicomisos. Al igual que en el caso de sociedades y compañías de responsabilidad limitada se les está imponiendo el requisito de radicar al  quinceavo (15) día del tercer mes luego del cierre del año contributivo. Por las mismas razones expuestas anteriormente, se recomienda que la fecha de radicación sea el quinceavo (15) día del cuarto mes luego de cerrar el año contributivo. 

4. La Sección 1061.05 impone el requisito de radicación a entidades sin fines de lucro, exceptuando a las iglesias. Se recomienda requerir a estas entidades hacer la radicación de este tipo de planilla únicamente para informar el ingreso comercial no relacionado.

5. La Sección 1063.07 impone un nuevo requisito a las instituciones financieras de informar cualquier transacción de extensión de crédito. Esa disposición fue aprobada bajo la Ley 171. Entendemos que el requisito debería de modificarse de modo que siga los parámetros incluidos en la Ley 171. Existe la preocupación de tener que radicar la informativa cada vez que se radica una solicitud de crédito. La informativa debería ser requerida cuando se apruebe la extensión de crédito. La fecha de requisición de esta planilla debería ser modificada. Se solicita que cualquier extensión de crédito después del 30 de septiembre de 2010 sea notificada. Se debería considerar otra fecha luego de la aprobación del Proyecto, o requerirla tal y como establece la Ley 171.

B. Requisitos de Estado Financieros  (Sección 1061.15)

En cuanto a esta sección hay inquietudes conceptuales con el lenguaje propuesto en el Proyecto. Primeramente, se considera que la intención legislativa debe expresarse claramente en la medida, a fin de que todo aspecto relacionado a los estados financieros conste en el texto sin ambigüedad y que no se preste a confusión sobre el propósito que persigue el Proyecto. En particular, la Sección 1061.15(a)(3), establece que todo grupo de entidades relacionadas, según definido en la Sección 1010.05, compuesto por entidades que estén dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico someterá estados financieros en forma de estados consolidados como si fuera una sola entidad y que junto con dichos estados someterán un anejo de consolidación también sujeto a auditoría o revisión según sea el caso, donde se presenten en columnas la situación financiera de la compañía matriz y cada una de las subsidiarias. Si el párrafo anterior tuviese que interpretarse como que cada entidad dentro del grupo consolidado ha de ser auditada separadamente, se debe señalar que las Normas de Auditoria Generalmente Aceptadas en Estados Unidos y en Puerto Rico (“US GAAS”, por sus siglas en inglés) no proveen mecanismos para un estado consolidado en esas bases. Ahora bien, los “US GAAS”, sí proveen para un estado financiero consolidado donde se auditan todas las entidades del grupo consolidado dentro de los parámetros de una auditoria en consolidación.  Por otra parte, la preparación de los estados financieros auditados debe atemperarse para la inclusión de las normas internacionales de contabilidad cuando éstas sean finalmente adoptadas por la Junta de Contabilidad de Puerto Rico. Debe aclararse el espíritu y lo que se persigue con esta disposición. 

C. Retenciones (Sección 1062)

1. La Sección 1062.03(a) sobre la retención en el origen sobre pagos por servicios prestados aumenta de 7% a 10%. Debería mantenerse la tasa de un 7% en la retención de los servicios. Esto, porque la retención del 7% ha sido efectiva, incrementarlo a un 10% podría significar que más contribuyentes tengan créditos y/o reintegros debido a esta retención. En momentos de una difícil situación económica es aconsejable que no se afecte más el flujo de los contribuyentes y de las empresas que se dedican a realizar servicios en Puerto Rico.
2. La Sección 1062.03 (b)(14) le impone una retención de un 10% a los servicios realizados fuera de Puerto Rico por una corporación afiliada no residente. Esta disposición debe ser eliminada. Las razones para esta solicitud están basadas en que no hay una disposición que tribute este tipo de actividad, por lo tanto, se está ante una retención que tendría que ser devuelta al contribuyente ya que no existe base estatutaria para la imposición. Aún existiendo una base estatuaria, la misma podría estar infringiendo disposiciones constitucionales, ya que el poder constitucional para imponer contribuciones descansa en que haya unos contactos mínimos dentro de la jurisdicción que impone la contribución. En este caso no existen dichos contactos mínimos, por lo tanto, un tribunal con jurisdicción a nivel local o federal podría declarar esta cláusula inconstitucional bajo la Constitución del Estado Libre Asociado o la Constitución Federal.
   

3. La Sección 1062.04 del Proyecto propone el Pago Estimado de la Contribución sobre Ingresos Atribuibles a la Participación Distribuible de un Socio Residente o de un Socio Ciudadano Americano No Residente en una Sociedad Especial. En cuanto a la obligación de retener esta sección dispone que “El socio en quien se haya delegado la administración de la sociedad especial o cualesquiera otras personas a quienes se les haya delegado la obligación de entregar a los socios el informe descrito en el párrafo (2) de la Sección 1061.06, deberá determinar y remitir una cantidad igual a: (1) el treinta y tres (33) por ciento del monto estimado de la participación distribuible en el ingreso de la sociedad especial de un socio que sea un individuo residente, ciudadano americano no residente, una sucesión o un fideicomiso residente de Puerto Rico, y en el caso de corporación doméstica o extranjera residente una cantidad igual al treinta (30) por ciento.”  

El cambio propuesto reduce la retención a pagar por las corporaciones domésticas o extranjeras residentes de 39% a 30%. Sin embargo, en relación a los individuos mantiene el requisito de un 33% de retención aún cuando comenzando el 1ro de enero de 2016 la tasa máxima marginal individual se reduce a un treinta por ciento (30%). Se debe establecer este tipo de lenguaje en esta disposición de modo que quede establecido desde su aprobación la reducción de la tasa de retención.

4. La Secciones 1062.05(a), 1062.06 (a), y 1062.07(a) requieren el pago de estimadas en el caso de corporaciones de individuos, de compañías de responsabilidad limitadas y sociedades, respectivamente. Se debe de aclarar en cuanto al requisito de pago, esta Sección también hace referencia al treinta tres por ciento (33%). Al igual que la Sección 1062.04 debe hacerse referencia a la reducción al treinta por ciento (30%) para los años comenzados con posterioridad al 31 de diciembre de 2015. En las compañías de responsabilidad limitada que se mencionan en la Sección 1062.06 (a) debe aclararse que este requisito se debe de imponer cuando la compañía de responsabilidad limitada hace una elección para ser tratada como una sociedad bajo la Sección 1010 (a)(3).

5. Las Secciones 1062.05 (b), 1062.06 (b) y 1062.07 (b), aplicables a corporaciones de individuos, compañías de responsabilidad limitada y sociedades,  requieren que en el caso de estas entidades se “rendirá una planilla y pagará la contribución determinada de acuerdo con el apartado (a) no más tarde del decimoquinto (15to.) día del cuarto (4to.), sexto (6to.), noveno (9no.) y duodécimo (12mo.) mes del año contributivo de dicha compañía. Dicha planilla será rendida al Secretario y contendrá aquella información y será hecha en la forma que el Secretario establezca mediante reglamento al efecto.  Cualquier balance dejado de pagar al cierre del año económico de la compañía de responsabilidad limitada, debe ser pagado no más tarde del decimoquinto (15to.) día del cuarto (4to.) mes siguiente al cierre del año contributivo, junto con la radicación de la planilla requerida bajo la Sección 1061.04(a) o la solicitud de prórroga correspondiente. 

a. Se debería de considerar un relevo de la retención a los accionistas, miembros de la CRL y socios que poseen inversiones en otras entidades conducto tales como otras CRL, sociedades especiales, corporaciones de individuos y las nuevas sociedades. Por ejemplo, un individuo que tenga una pérdida arrastrada de $1 millón que le reportó una CRL en el año 2013 está generando $100,000 de ganancia, la CRL está obligada a retenerle $33,000 ($100,000 x 33%) aún cuando la pérdida a arrastrar de la misma CRL le va a eliminar en su totalidad la ganancia. Debería existir un mecanismo en el cual este miembro de la CRL pueda relevar a la entidad de la responsabilidad de retener de modo que no se cree una indebida retención de $33,000 que tendría que ser reembolsada o acreditada al miembro de esta CRL.

b. Se debe eliminar el requisito de pago de cualquier balance adeudado del pago de la contribución estimada con la radicación de la planilla de las corporaciones de individuo, CRL y sociedades. Existen varios factores para la recomendación. Primero, la planilla que radica es una planilla informativa en la cual le reporta a sus miembros su proporción en el ingreso distribuible.  Segundo, en el régimen actual no se le requiere a una sociedad especial o corporación de individuos que haga este pago debido a que el individuo o corporación, según sea el caso, está obligado a pagar cualquier contribución con la radicación de su planilla.  Tercero, este régimen sigue el concepto de pago de estimada individual y corporativa en el cual no se exige este tipo de pago una vez han vencido los plazos para pagar la estimada.

D. Métodos de Contabilidad

La Sección 1040.06 del Proyecto introduce serias limitaciones al uso del método de contrato terminado. En el apartado (a) se provee una regla en cuanto a que método se puede utilizar aparentemente limitándolo al método usado para estados financieros pero luego proveyendo como alternativa métodos aprobados por el Secretario. El lenguaje no es tan claro y no informa los factores a ser considerados para tal concesión lo que podría hacer el procedimiento uno arbitrario.

Eliminar el método de contrato terminado puede poner a los contratistas en una posición muy difícil dado que sabemos que ellos tienen una gran porción de sus ganancias atadas en cuentas por cobrar de desarrolladores. Parece que el método de contrato terminado es razonable y se debe de mantener en la ley como alternativa a los contratistas. Tampoco se debe requerir que aquellos contratistas que lo usaron en el pasado tengan que reconocer el ingreso diferido mediante dicho método.

Entidades Conducto (Capitulo 11-Otros Contribuyentes Especiales) 

A. Corporaciones de Individuos (Capitulo 11, Subcapítulo E- Seccion1115)

1. En relación a las corporaciones de individuos, debe incrementarse el número de accionistas de setenta y cinco (75) a cien (100). La recomendación va dirigida a que en Estados Unidos se permiten hasta cien accionistas y a que haya uniformidad entre las dos jurisdicciones.

2. En la Sección 1010 (a)(3) del Proyecto, y relacionado a la definición de una compañía de responsabilidad limitada, se debe aclarar que este tipo de organización puede hacer también una elección como corporación de individuos bajo las disposiciones del Subcapítulo E (Corporaciones de Individuos).

3. Se recomienda permitir que las corporaciones de individuos (corporación de individuos subsidiaria) puedan ser poseídas por otras corporaciones de individuos (Corporaciones de Individuos matriz) siempre y cuando estas últimas sean poseídas por individuos. Este concepto está ya establecido en relación a las sociedades especiales. La recomendación está sostenida en que este tipo de estructura le daría mayor flexibilidad a las corporaciones de individuos.  Además permitiría la coordinación con corporaciones de individuos de Estados Unidos donde esto ya se permite mediante la creación de la figura de los QSSS (“Qualified Subchapter S Subsidiaries”).

4. En cuanto a la Sección 1053.08 del Proyecto la cual concede un crédito por las contribuciones retenidas, se debe permitir una dispensa para que cuando existan circunstancias extraordinarias, el accionista/dueño en dicha entidad pague lo realmente adeudado.  
B. Sociedades Especiales (Capitulo 11 Subcapítulo D-Sección 1114)

1. La eliminación de las opciones bajo este Capítulo 11, Subcapítulo B, deberían ser efectivas luego de la aprobación del Proyecto. Como sugerencia se podría mantener las elecciones efectivas hasta el 31 de diciembre de 2011.

2.  En cuanto a la disponibilidad de las pérdidas a los socios, favor referirse a las recomendaciones realizadas en cuanto a los individuos.

3. En cuanto a la Sección 1062.04 del Proyecto, la cual requiere que el socio administrador retenga trimestralmente un treinta y tres por ciento del ingreso a ser distribuido a los socios, debe incorporarse un relevo en el cual el socio pueda tomar la responsabilidad individualmente por el pago de esta estimada. La razón es que el socio está en una mejor posición para determinar su situación contributiva sobre todo si tiene más inversiones en otras entidades conducto como lo serían las sociedades, compañías de responsabilidad limitada y corporaciones de individuo. Según se establece en el Proyecto, el ingreso y pérdidas de todas estas entidades conducto se consolidará para propósitos de determinar los ingresos o pérdidas.

C. Sociedades

1. Se adopta la figura de la sociedad  (“partnership”) como entidad conducto donde la misma no paga contribuciones y las contribuciones tienen que ser pagadas directamente por los socios de dicha entidad.  Esta iniciativa es una forma más flexible para hacer negocios en Puerto Rico y le da consistencia a la figura jurídica que es entidad conducto en otras jurisdicciones.

2. En la parte de definiciones se indica que una entidad que es una compañía de responsabilidad limitada (también conocida como un “CRL”) que ha hecho una elección de entidad conducto en Estados Unidos será siempre entidad conducto para fines locales. Dicha Sección debería incluir lenguaje para permitir al inversionista continuar tratando la compañía de responsabilidad limitada como una corporación si esa es su decisión para fines locales a pesar de la elección en Estados Unidos.

3. En la Sección 1070.01 (c) del Proyecto se hace referencia a cuando en un matrimonio ambos cónyuges son socios de una sociedad.  El lenguaje de dicha Sección no reconoce la situación donde hay una sociedad legal de gananciales, que es probablemente lo más común en Puerto Rico, y permite que ocurran transacciones comerciales entre ambos cónyuges, lo cual no permite el Código Civil de Puerto.

4. En la Sección 1070.01 del Proyecto se menciona que cualquier socio no residente se entenderá que está haciendo negocios en Puerto Rico por el hecho de ser dueño de este tipo de entidad.  Este requisito complicaría la radicación en Puerto Rico y que el mismo no es consistente con posiciones tomadas en el pasado donde expresamente se disponía que la titularidad en una entidad conducto no causaba que dicha persona estuviera haciendo negocios en Puerto Rico.  Esto pudiera resultar en que dicho inversionista esté sujeto a radicar y quizás hasta pagar otras contribuciones en la Isla.

5. La Sección 1071.03 del Proyecto menciona que el ingreso de la sociedad será computado como si fuera de un individuo. Debería ajustarse dicha referencia para que dicho ingreso neto se compute como si fuera una empresa dedicada a una actividad comercial.

6. En la Sección 1071.06 del Proyecto se adopta el concepto de año del interés mayoritario. Este concepto complicaría innecesariamente la situación de estas sociedades en Puerto Rico. Debe mantenerse la regla existente para las sociedades especiales donde se puede usar cualquier año siempre y cuando no cause un diferimiento irrazonable del ingreso.

7. La Sección 1071.08 del Proyecto dispone que cuando cambie la titularidad en una sociedad en más de 50% dentro de un año se entienda que se ha cerrado el año de la sociedad. Aunque dicho requisito hace sentido cuando se trata de una sociedad pura, no es tan importante y por lo tanto no debería ser mandatorio cuando la sociedad sea una CRL que ha hecho una elección al respecto.

8. En la Sección 1072.01 del Proyecto, la cual no tiene contraparte a nivel federal, no está claro cuál es el fin que se persigue por dicha disposición. Se hace referencia a sociedades inversionistas cuando dicha entidad se supone se crea para estar dedicada a una industria o negocio para fines contributivos.  Finalmente se hace una referencia en la Sección 1072.01 a la propiedad depreciada flexiblemente, pero no se hace comentario alguno cuando es propiedad sujeta a depreciación acelerada.

9. En la Sección 1073.07 del Proyecto se debería usar de forma consistente el término ingreso neto antes de la contribución ya que en el texto se utiliza otro término refiriéndose a la misma figura. Además, no es claro el tratamiento de socios corporativos no residentes en cuanto a si están sujetos a retención en su origen en su participación distribuible. En la Sección 1062.11(a) se dice que la participación distribuible de una corporación no residente no estará sujeta a retención alguna.  Esto no es consistente con la Sección 1446 del Código Federal que si impone retención en ese tipo de situación. En la medida que la contribución impuesta es de 29%, Sección 1092.01 (a)(1)(A)(i) del Proyecto, debería hacerse una retención a tenor con dicha imposición.

Compensación Diferida

1. La Sección 1081.01 (b)(1)(B) establece que para tributar como ganancia de capital se debe de tener al menos diez por ciento (10%) de los activos del Plan en inversiones localizadas en Puerto Rico. Esta disposición establece que esta determinación se realizará con el promedio del balance diario de las inversiones del Fideicomiso. El Código de 1994 dispone que dicha determinación se realice al fin de año. La recomendación es que la determinación se haga trimestralmente cuando el administrador del plan posee la información relacionada a las inversiones. El requisito del promedio del balance diario es oneroso. Por otro lado, requerirlo trimestralmente evita lo que se está haciendo en estos momentos que es determinarlo al final del año.

2. La Sección 1081.01 (b)(2)(B) impone un requisito de deducir y retener en distribuciones parciales. Se quiere evitar que los beneficiarios eviten la retención solicitando distribuciones parciales en varios años. Debería de imponerse la retención solamente cuando se exceden las cantidades exentas que aplican a los planes de retiro ($11,000 y $15,000 dependiendo de la edad del beneficiario).

3. La Sección 1081.01 (e)(2)(B)(v) establece que para propósitos de los retiros el beneficiario los puede retirar al cumplir la edad de 59 años y medio. Se debe uniformar para que estos retiros comiencen cuando se cumplan los 60 años.

4. La Sección 1081 (e)(3)(E)(iii) define lo que se va a considerar como empleado altamente remunerados. Una de sus definiciones incluye “un oficial”, sin embargo no existe tal definición en esta Sección o en la Sección 1010 del Nuevo Código. Debe incluirse una definición de “oficial” para que quede claramente establecido quienes son los oficiales para propósitos de esta definición.

5. La Sección 1081 (e)(7)(C)  establece las cantidades adicionales que pueden hacer aquellos beneficiarios que cumplan 50 años de edad durante el año del Plan. Del modo que está redactada la sección, no es clara la intención que persigue. Dicha sección debería contener una cantidad específica para el año 2011 y otra para los años subsiguientes.

6. La Sección 1081 (g)(4)(B) establece la edad de 59 años y medio para pagar los beneficios. Al igual que en la recomendación anterior se debe uniformar esta edad a 60 años.  

Entidades Sin Fines de Lucro (Capitulo 11, Subcapítulo A y B-Secciones 1101 y 1102)

A. Limitación de la exención a ciertas entidades que bajo el Código de Rentas Internas de 1994, según enmendado, mantenían exención total

Según establecido en la Sección 1101.01 (a)(6) del Proyecto se limita la exención a aquellas organizaciones de fines no pecuniarios que proveen viviendas para alquiler de viviendas a familias de ingresos bajos o moderados. Esta Sección limita el beneficio a que la organización haya solicitado una exención contributiva al amparo de esta sección previo al 1ro de enero de 2011 y, además, que hayan sido declaradas como exentas de tributación por el Secretario a esta fecha. Todo tiende a indicar que estas organizaciones no podrán solicitar la exención bajo la Sección 1101.01 del Proyecto con posterioridad al 1ro de enero de 2011. El Colegio no endosa esta disposición que limita la exención a estas entidades.

En cuanto a ciertas organizaciones exentas bajo el Código de 1994, la Sección 1101.01 (a)(9) del Proyecto también limita la exención a ciertas organizaciones. Similar a las limitaciones impuestas a las organizaciones que se dedican a actividades de arrendamiento para personas de escasos recursos, el Proyecto requiere que las estas organizaciones hayan obtenido la exención al 1ro de enero de 2011 para poder disfrutar la exención que provee esta sección.

En cuanto a los requisitos para las organizaciones o entidades que se dediquen a fomentar y desarrollar el deporte, según identificadas en el inciso (2) anterior,  se le requiere a la organización que incluya con la planilla de Organización sin Fines de Lucro los estados financieros auditados por un contador público autorizado con licencia para ejercer en Puerto Rico. Según redactada esta disposición, la organización exenta tiene que incluir los estado auditados por un CPA sin un mínimo de ingresos. Deben requerirse los estados financieros una vez estas entidades excedan cierta cantidad de entradas brutas. En la práctica existen un sin número de pequeñas organizaciones que están brindando estas actividades en las distintas comunidades de Puerto Rico y cuyas entradas no son significativas. Requerirle la preparación y radicación de estados financieros podría ser oneroso para estas organizaciones. 

Además, la Sección 1101.01 (a)(9) (A)(ii) establece que ciertas actividades realizadas por las organizaciones que fomentan y desarrollan el deporte sean consideradas tributables. Actividades relacionadas al pago de jugadores profesionales o semi-profesionales, ingresos de taquillas, ventas de refrigerios, auspicios privados o transacciones no dedicadas al desarrollo del deporte, serán tributables y deberá mantenerse dentro de una entidad tributable separada. No se entiende el porqué imponerle tributación a estas actividades las cuales son cónsonas con la propia exención provista a estas organizaciones y cuyo único propósito es fomentar y desarrollar el deporte en Puerto Rico.

B. Requisitos impuestos por el Proyecto en cuanto a las operaciones de las organizaciones exentas

 La Sección 1101.01 (d) del Proyecto impone nuevos requisitos operacionales a las organizaciones sin fines de lucro. Según se establece en esta sección las operaciones de la organización declarada exenta deberán ser regidas por una junta de directores compuesta por no menos de tres (3) miembros, de los cuales menos del cincuenta (50) por ciento podrán ser miembros del núcleo familiar de la persona que establezca, o sea uno de los principales oficiales ejecutivos de la organización o que ocupe el cargo de presidente de la junta de directores. 

El término “núcleo familiar” incluye, pero no se limita a, madre, padre, hermano o hermana (de doble vínculo o vínculo sencillo), cónyuge, hijo o hija (natural o por adopción), suegro o suegra, abuelos, tíos (por consanguineidad o afinidad), primos hasta el quinto grado (por consanguineidad o afinidad), y a cualquier persona que viva bajo el mismo techo de la persona que organiza o sea uno de los principales oficiales ejecutivos de la organización o que ocupe el cargo de presidente de su junta de directores.

La limitación impuesta por esta sección va en detrimento de la operación de una organización sin fines de lucro. Existen mecanismos en el propio Código de 1994 para aprobar la exención contributiva a estas organizaciones y con posterioridad la fiscalización a los individuos que administran la misma. Por tanto, nos parece que no es necesario el tener que legislar en este asunto por haber mecanismos suficientes en ley para atender esta situación.

C. Disposiciones relacionadas a la tributación del Ingreso Comercial de Ciertas Organizaciones Exentas (Sección 1102.01)

1. De no infringir los aspectos constitucionales, endosamos esta disposición siempre y cuando se imponga de manera uniforme a todas las iglesias. 

2. Resulta necesario para imponer la contribución que se requiera la radicación de una planilla de contribución en la cual se informe únicamente el ingreso no relacionado.

Arbitrios

1. La Sección 3010.01 del Proyecto modifica la definición de "Precio Sugerido de Venta al Consumidor" por “Precio de Venta al Consumidor”. Este último significa aquel precio por el cual el vehículo es vendido al detal al consumidor independientemente de que dicho vehículo sea vendido al detal por un vendedor distinto al distribuidor o traficante autorizado que introdujo el automóvil, excluyendo el arbitrio. También se estipula que si el precio de venta finalmente es mayor que el sugerido por el cual se estimó el arbitrio, deberá pagarse por la diferencia. No obstante, si fuera al contrario no se provee para reintegro o crédito.

2. El uso del “Black Book” para autos nuevos no es conveniente porque no es tan preciso como en el caso de vehículos usados. En los estudios que se hicieron para las enmiendas del 1991 cuando se eliminó la disposición del peso y caballaje, se consideró el “Black Book” para autos nuevos y se descartó.  
3. La Sección 3080.01 del Proyecto propone un arbitrio adicional del uno por ciento (1%) en las compras de propiedad mueble adquirida de una persona relacionada. Este arbitrio adicional es impuesto cuando el adquiriente de propiedad mueble tenga entradas brutas derivadas de la explotación de industrias o negocios en Puerto Rico de mayor de cincuenta millones (50,000,000) de dólares para cualquiera de los tres años contributivos anteriores. 

Esta disposición introduce un nuevo arbitrio sobre la Compra de Cierta Propiedad Mueble. El arbitrio se impondrá  y cobrará por la adquisición de propiedad mueble de una persona relacionada igual al 1% del valor de dicha propiedad, si quien adquiere de dicha propiedad tiene ingresos brutos de $50 millones o más. Este arbitrio es acreditable contra la contribución sobre ingreso, y puede arrastrarse por diez (10) años. El Precio de Venta para propósitos de IVU incluye los arbitrios impuestos por el Código. Este arbitrio estaría encareciendo los productos a los consumidores. 

De ser mantenida esta imposición, la misma no debería aplicarse a artículos que ya pagan arbitrio. Además, debería establecerse un mecanismo de relevo para este arbitrio cuando el contribuyente pueda demostrar, a satisfacción del Secretario, que el arbitrio es oneroso. 

Caudales Relictos y Herencias

1. La Sección 2022.01 establece que el producto de la póliza de seguro de vida es parte del caudal. En cuanto a esto el Tribunal Supremo de Puerto Rico, In Re: Barlucea Cordovés, 155 D.P.R. 284 (2001), interpretó que los seguros de vida no son parte del caudal hereditario del causante, por lo tanto el causante podía designar cualquier persona como beneficiario de la misma. Se debería armonizar esta disposición del Proyecto con la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

2. La Sección 2022.02 (b)(2) establece cómo se van a valorar las acciones de corporaciones que no se venden en bolsa de valores no reconocidas. Dicha sección requiere la certificación por un Contador Público Autorizado, sin embargo no se aclara qué tipo de certificación debe de emitir el Contador Público Autorizado. Además, debería de indicarse que el Contador Público Autorizado a que se refiere esta sección es uno con licencia emitida en Puerto Rico.

3. La misma Sección 2022.02(c) requiere que los otros bienes se valoren de acuerdo a los principios generales establecidos en la práctica de la valoración. Se debería ser más específico en qué profesionales están capacitados para realizar la valoración.

4. La Sección 2024.04 establece un crédito para el contribuyente responsable, sin embargo el análisis de la misma nos lleva a la conclusión de que el contribuyente responsable podría salir perjudicado cuando tiene propiedad sustancial localizada fuera de Puerto Rico. Del modo que está redactado este contribuyente estaría pagando contribuciones en el extranjero y no podría aumentar su base de la propiedad en Puerto Rico. Se debe evaluar, de modo que se evite una inequidad en la propiedad que tributa. La definición de contribuyente responsable debe de proveer una cláusula de causa razonable cuando la responsabilidad por dicha deuda no recaiga directamente en el contribuyente.

5. La Sección 2041.03 provee una exclusión en cuanto a las donaciones tributables de $10,000. En Puerto Rico residen ciudadanos americanos que han nacido en Estados Unidos o fuera de Puerto Rico. Estos ciudadanos están sujetos a tributación sobre sus donaciones en Estados Unidos pero tienen una exclusión en Estados Unidos de hasta $13,000 en las donaciones tributables. Debe uniformarse la deducción en Puerto Rico a $13,000.

Disposiciones Administrativas (Subtitulo F)

1. La Sección 6041.11 (b)(1) enmienda las penalidades por dejar de rendir ciertas declaraciones informativas. Según establecido en legislación reciente (Ley 171) se modificó esta penalidad para que la misma estableciera la penalidad en $500 sin incluir el factor de que fuese dicha cantidad  ($500 por informativa) o el diez por ciento (10%) del ingreso dejado de informar. La razón para la eliminación del diez por ciento del ingreso no informado es que esta cantidad podría resultar onerosa en muchas circunstancias. La legislación final aprobada a través de la Ley 171 eliminó la referencia al diez por ciento (10%) propuesto. Debe eliminarse del cómputo de esta penalidad la posibilidad de que sea diez por ciento de lo no informado.

2.  La Sección 6051.15 añadió la facultad al Secretario de Hacienda para que autorice pagar las cantidades que estime necesarias para detectar la subestimación e insuficiencia de contribuciones al igual que para encausar en los Tribunales las personas culpables de violaciones al Proyecto. Se recomienda esta enmienda ya que se quiere evitar el abuso que se podría dar por los confidentes de no tener conocimiento personal (aún cuando se requiere la divulgación a través de una declaración jurada).

3. La Sección 6071.03 (a)(5) del Proyecto establece una nueva penalidad a los especialistas en preparación de planillas de contribución sobre ingresos. Endosamos esta Sección y la penalidad que impone a los preparadores, pero es pertinente que el lenguaje incluya una incorporación a que la penalidad sea impuesta cuando el acto intencional del especialista resulte en intentar derrotar o evadir la contribución.      

4. La Sección 6080.03 impone un requisito de contabilidad separada y depósito para ciertas transacciones. Debe proveerse un procedimiento administrativo previo a la obligación del contribuyente para mantener las cuentas separadas. A tales efectos, se debe establecer la celebración de una vista administrativa previa para que el contribuyente tenga la oportunidad de argumentar y presentar su posición al respecto. 

2. Asociación Profesional de Contadores

La Asociación Profesional  de Contadores, Inc., a través de la Junta de Directores, apoya el Nuevo Código de Rentas Internas de PR con las siguientes excepciones: que la Sección 1061.15 se corrija y atempere con las  leyes ya vigentes de la Nueva Ley de Corporación (Ley 164 del 16 de diciembre de 2009) y la Ley de Incentivos para el Desarrollo de Pequeñas Empresas (PYMES) Ley 147 de agosto de 2008 ) donde se requiera un estado financiero auditado por un Contador Público Autorizado cuando el volumen de venta anual  exceda los $3 millones, permitiéndole al Pequeño y Mediano Comerciante tener la opción de decidir y/o elegir si desea que un Contador Público Autorizado le prepare un Estado Financiero ya sea compilado, revisado  o auditado por un CPA cuando su volumen de ventas sea menor o igual a los tres millones de dólares.

La Asociación Profesional de Contadores, Inc., solicita que el Proyecto sea enmendado o corregido haciendo justicia a las Pequeñas y Medianas Empresas; segmento importante, especialmente en esta crisis económica por la que atraviesa Puerto Rico y el mundo entero permitiendo que se eleve el requisito de presentación de Estados Financieros Auditados por un Contador Público Autorizado, cuando el volumen de ventas anual sobre pase $3 millones.

 Además, se solicita que el Capítulo 7-Disposiciones Relacionadas a Especialistas en Planillas, Declaraciones o reclamaciones de reintegro y a representantes contributarios, Subcapítulo A-Regulación de las disposiciones relacionadas a especialistas en planillas, Declaraciones o Reclamaciones de reintegro, Sección 6071.01- Creación de registro de especialistas y requisitos para ejercer como especialistas en Planillas o Declaraciones, (A) un abogado o un Contador Público Autorizado que tenga vigor su licencia para practicar su profesión, se considerará que cumple con los requisitos de educación o entrenamiento que pueda ser exigido por el secretario para ser incluido en el Registro de Especialistas. Se solicita, incluir en esta clasificación a los socios de la APC, Inc. que está incorporada y en funcionamiento desde el año 1978, es patrocinador del Departamento de Hacienda, donde se imparte a sus socios y público en general los requisitos para especialistas de planillas, además recalco que es la única Asociación que  requiere a todos sus socios, una educación  en temas contributivos y relacionados a su profesión  de 24 horas créditos anuales,  como requisito de renovar su membrecía a la misma  establecido en sus reglamentos y códigos de ética.  Esto es así  aunque no está colegiada ni regulada por las leyes en estos aspectos.  Estos socios son  a su vez  especialistas en Planillas, según lo establece el Código vigente, y podría limitar a Contadores Públicos Autorizados y Abogados a solamente ellos representar a los contribuyentes. 

Al considerar que los miembros de la APC, Inc. se incluyan en el listado de especialistas no sujetos a presentar evidencia de su educación, aunque no tuvieran una licencia para ejercer como contadores,  aseguraría al fisco que todo  especialista obtenga una educación continua adecuada y de calidad, permitiendo a las Agencias Gubernamentales tener la información adecuada y correcta.  Permitiría además que los especialistas, no sólo sean especialistas en planillas, sino  profesionales  educados y preparados para acelerar y agilizar la implementación de los requisitos fiscales, ya que en estos momentos hay muchos especialistas en planillas que se limitan  a rendir sus servicios durante el periodo contributivo anual  y ahí dan por terminada su función.  Al permitir que los socios de la APC, Inc. formen parte de este grupo, aseguran que todo especialista sea contador,  graduado con Bachillerato en Contabilidad  y con la educación anual necesaria para ejercer responsablemente su profesión. De esta forma pueden contribuir con una implementación fiscal responsable, como se pretende hacer con este nuevo Código de Rentas Internas. 

Sector de la Banca
1. Comisionado de Instituciones Financieras
Las obligaciones y deberes de la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras (la “OCIF”) están definidos en la Ley Número 4 de 11 de octubre de 1985, según enmendada, conocida como “Ley de la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras”, (la “Ley Núm. 4”)
 y las diferentes leyes que administra esta agencia.  

La Ley Núm. 4 le impone a la OCIF la responsabilidad primordial de fiscalizar y supervisar las instituciones financieras que operen o hagan negocios en Puerto Rico.  A su vez, descrito a grandes rasgos, las diferentes leyes que administra la OCIF le imponen a ésta la obligación de proteger a los depositantes, en el caso de las instituciones depositarias, proteger a los inversionistas, proteger al cliente de las diversas instituciones financieras y velar por el cumplimiento de los requisitos específicos dispuestos por cada ley.  La misión de la OCIF es reglamentar, supervisar y fiscalizar el sistema financiero de Puerto Rico para propiciar el desarrollo socioeconómico del país; asegurar su solvencia, solidez y competitividad mundial; y salvaguardar el interés público.

Se coincide con la postura expresada por las Agencias Fiscales a los efectos de que la reducción en las tasas contributivas propuestas por el P. de la C. 3070 debe redundar en beneficio de Puerto Rico. La simplificación de categorías y la reforma procesal propuesta en los antedichos proyectos de ley agilizarán y facilitarán el cumplimiento con las leyes contributivas. 

En lo que concierne a la mayoría de las instituciones financieras que se organizan como corporaciones en Puerto Rico, la reducción de la tasa máxima contributiva de un 41% al 30% debe redundar en una mayor actividad financiera con los resultados atractivos que ello conlleva para el desarrollo de nuestro sector financiero. Se entiende que este proyecto de ley en nada afecta o limita nuestras facultades como supervisores y fiscalizadores del sistema financiero de Puerto Rico.  

La OCIF ha seguido con detenimiento el desarrollo del proceso legislativo del P. de la C. 3070 y está consciente de los planteamientos adelantados y enmiendas sugeridas por los diferentes sectores de nuestra economía. Se entiende que las Honorables Comisiones de Hacienda de la Cámara de Representantes y del Senado, podrán aquilatar aquellos planteamientos que sean meritorios, haciendo las enmiendas necesarias en su momento.  Sin embargo, la OCIF entiende que lo fundamental en estos momentos es darle curso a estas medidas porque las mismas redundan en beneficio del pueblo de Puerto Rico. Se apoya y recomienda la aprobación del P. de la C. 3070.
2. Asociación de Bancos de Puerto Rico

La Asociación de Bancos de Puerto Rico (Asociación) representa los ocho bancos comerciales que luego de la consolidación financiera que ocurrió el 30 de abril de 2010, tiene activos por $82,008 millones, préstamos por $51,000 millones, capital de $7,200 millones y ofrecen servicios financieros a más de dos millones de consumidores individuales y corporativos en Puerto Rico.  Además, emplean a más de 18,000 personas con salarios y beneficios marginales superiores a muchos de los otros sectores de la economía.  

Antes de entrar en consideraciones específicas es importante mencionar que la Ley 323 de 15 de septiembre de 2004, "Ley Para Establecer los Principios y Objetivos para una Reforma Contributiva", estableció un marco conceptual sobre los objetivos y principios que deben estar presentes en una reforma contributiva. A tales efectos dispuso que los principios básicos que deben regir la reforma contributiva que se lleve a cabo son:

· debe ser diseñado para premiar el empleo y no castigar el trabajo; debe ser un sistema que no agrave injustamente a la fuerza trabajadora;

· debe ser equitativo, encaminado a expandir la base contributiva de manera que más puertorriqueños aporten menos, que logre combatir efectivamente la evasión contributiva y reducir al máximo la economía subterránea e informal;

· debe proveer los recursos necesarios para brindar los servicios al pueblo y a la vez debe ser cónsono con la política pública de incentivos al desarrollo económico. Los incentivos contributivos deben ir dirigidos a un solo propósito: desarrollo económico y creación de empleos permanentes;

· debe fomentar el ahorro e incentivar la inversión local principalmente aquella que estimule el desarrollo económico;

· debe ser competitivo desde el punto de vista global y debe estar a la vanguardia de los retos que nos trae la apertura de los mercados internacionales, incluyendo la nueva tecnología.

La Asociación de Bancos de Puerto Rico se ha expresado en innumerables ocasiones en contra de que se cambien las reglas de juego constantemente, ya que tal práctica afecta la imagen de Puerto Rico y nuestra capacidad de atraer capital. Por años, la percepción de muchos inversionistas era que a Puerto Rico había que aplicarle las mismas reservas de “riesgo político” o “riesgo país” que se le aplican a jurisdicciones con sistemas políticos inestables. Con mucho esfuerzo de persuasión se logró cambiar esa percepción, hasta lograr que se le quitara a la Isla la etiqueta de “riesgo jurisdiccional”. Sin embargo, en los últimos años se han presentado una serie de medidas que han afectado la manera que los inversionistas ven a Puerto Rico y por ende nuestra capacidad de atraer capital e inversión.  Los países tienen que proteger su reputación como jurisdicciones confiables y competitivas para hacer negocios.  Actualmente, nuestro sistema contributivo distorsionado y el gasto gubernamental excesivo son una carga para la economía del país, en lugar de ser instrumentos para fortalecer la competitividad y la productividad.

Los bancos de Puerto Rico, al igual que las empresas manufactureras y muchas otras, están integrados a la economía global.  La globalización conlleva el que los bancos tienen que competir con muchas otras entidades en Estados Unidos y en el Mundo entero para conseguir fondos y capital. La dificultad de aumentar la base de capital conlleva inevitablemente un límite al crecimiento de las operaciones bancarias, lo cual se traduce en una menor capacidad de financiar la actividad de las empresas y los consumidores en la Isla.  La economía entera se frena cuando se frena el crecimiento del sector bancario. En Puerto Rico, por cada dólar ($1) de capital en la banca comercial hay ocho dólares ($8) de préstamos bancarios colocados en la economía.  Por lo tanto, por cada dólar menos de crecimiento en el capital de los bancos, la Isla pierde ocho dólares de crédito destinado a impulsar la actividad de negocios.

En Puerto Rico la tasa máxima de contribuciones sobre ingreso en el sector corporativo no exento había sido tradicionalmente de 39%. Sin embargo, durante los últimos años la tendencia en Puerto Rico, contrario a lo que ocurre a nivel internacional, ha sido de aumentar la tasa máxima de contribución sobre ingresos en el sector corporativo no exento. Así por ejemplo, la Ley 41 de 1 de agosto de 2005, impuso un 2.5% de contribución sobre ingresos adicional a las corporaciones (incluyendo a los bancos) elevando la tasa máxima de contribuciones sobre ingresos de 39% a 41.5%. El año siguiente, la Ley 89 de 13 de mayo de 2006, impuso una contribución especial adicional de 2% solo para los bancos en Puerto Rico, elevando así la tasa máxima de contribuciones de los bancos de 41.5% a 43.5%. Finalmente, la Ley 98 de 16 de mayo de 2006, impuso una contribución especial adicional por adelantado de 5% para todas las corporaciones con ingreso bruto mayor de $10,000,000.  

A nivel internacional, por ejemplo en la Unión Europea la tendencia de los últimos diez años ha sido la reducción en las tasas de contribución sobre ingresos corporativas y la concentración en la fiscalización de impuestos de base amplia, como el impuesto sobre las ventas y uso.  Un estudio del Banco Mundial “Paying Taxes The Global Picture”, provee hallazgos y comentarios relevantes que deben considerarse para evaluar aquellas reformas contributivas que cada país debe considerar dentro de su legislación vigente para alcanzar un alto nivel de competitividad, que redunde en una atracción más positiva de aquellas corporaciones que buscan sistemas tributarios más atractivos para hacer sus inversiones. El estudio enfoca en la necesidad de los gobiernos de asegurar la efectividad de los sistemas contributivos que se implementan y en recalcar en las compañías los beneficios de hacer más transparente el cumplimiento con las regulaciones contributivas. Indica el Estudio del Banco Mundial que “[t]he effectiveness of a tax system relies on well-informed policy decision-making and the ability of businesses to comply with legislation.”
  “Tax regimes with relatively high marginal rates and which include a number of exemptions and allowances tend to be less economically efficient in relation to encouraging employment, saving and investment. Such regimes generally also impose higher tax compliance and administration costs. … Burdensome tax systems can be a deterrent and can lead to tax evasion.”
  “Transparency is key. Governments need to be accountable for how taxes are spent.  Businesses will potentially be more willing to pay taxes if they can see the benefits of improved public services and infrastructure.”
  “[T]he evidence clearly suggests that it would be short sighted for the tax reform agenda for government to focus only on corporate income taxes.  To do so ignores the fact that there are many other business taxes which together (and often even in isolation) represent significant components of the total tax contribution.  Focusing solely on corporate income tax can lose sight of the value that the country gets from the multiplier effect of the wider tax contribution.”

Explican los títulos de las medidas, que las mismas tienen la intención de proveer alivios contributivos de 1.2 billones de dólares anuales a individuos y corporaciones mediante la reducción de las tasas contributivas de los individuos y corporaciones, para estimular la economía y la creación de empleos. Ciertamente, la Asociación favorece que se siga la tendencia mundial de reducir las tasas contributivas, pero reconoce que las medidas son extremadamente abarcadoras y el tiempo para examinarlas no ha sido suficiente. Por lo cual, la Asociación debe asegurarse que las propuestas presentadas a la Asamblea Legislativa en las que las instituciones financieras participen, se aprueben utilizando parámetros que no afecten la seguridad y estabilidad de las instituciones financieras.

Con esto en mente, hemos analizado de manera preliminar las disposiciones de esta medida y presentamos los siguientes comentarios iniciales. 
Primero: 

En las disposiciones relativas al cómputo de las pérdidas netas operacionales del Código de 1994 se provee un ajuste por el monto de los intereses exentos de contribución. Dicho ajuste corresponde al concepto de pérdida económica.

El concepto de pérdida económica estuvo presente en las leyes contributivas de los Estados Unidos anteriores a 1954, que es de donde proviene nuestra ley de contribuciones. Bajo el concepto de pérdida económica la cantidad permitida como deducción de pérdida neta operacional no correspondía a la pérdida del ingreso tributable. Las leyes contributivas requerían, como requiere nuestro Código del 1994 y del 2010, al contribuyente realizar ciertos ajustes para limitar la deducción a la "pérdida económica" solamente. Por ejemplo, un contribuyente tuvo un ingreso bruto de $50,000 y deducciones de $75,000, y recibió de interés totalmente exento de $10,000 durante el año. La pérdida de ingreso neto tributable fue de $25,000, pero la pérdida económica fue de $10,000 menos, debido al ajuste de los intereses exentos de impuestos. Por lo tanto, la pérdida neta operacional del año fue de sólo $15,000 dólares. La pérdida no fue el exceso de las deducciones sobre los ingresos totales, sino que se vio reducida por el importe de los intereses exentos que normalmente se excluyen del cálculo del ingreso neto tributable.
En 1954, el Congreso de los Estados Unidos se dio cuenta de la inequidad del concepto de "pérdida económica" y adoptó el concepto de "ingreso tributable". A tales efectos se eliminó el ajuste de los intereses exentos del cómputo de las pérdidas netas operacionales.
Escuchar

Leer fonéticamente

 

Diccionario - Ver diccionario detallado
Segundo:

Las reglas aplicables a las entidades bancarias internacionales y a los aseguradores internacionales reconocen la exención de los ingresos de actividades elegibles, incluyendo el ingreso derivado de la liquidación o disolución de las operaciones en Puerto Rico. Sin embargo, a diferencia del lenguaje correspondiente a dicha exención que se refleja en las disposiciones de aseguradores internacionales (Sección 1031.02(a)(23), el lenguaje aplicable a las entidades bancarias internacionales no contiene una referencia a la exención del ingreso derivado de la liquidación o disolución de las operaciones en Puerto Rico, lo que hace necesario estar pidiendo determinaciones contributivas al Departamento de Hacienda para aclarar dicha exención.

Tercero:   

Recientemente se aprobó la Ley 171 de noviembre de 2010, proveyó ciertas limitaciones a la deducción de intereses hipotecarios. 

Cuarto: 

En el P. de la C. 3070 se permite que los individuos puedan elegir por el término de cinco años seguir tributando bajo las reglas del Código del 1994. 
Quinto:

En el P. de la C. 3070 se provee para una nueva retención de 10% sobre los servicios que ofrece una entidad fuera de Puerto Rico a su afiliada en Puerto Rico. Entendemos que la retención de contribución de 10% sobre servicios prestados fuera de Puerto Rico constituye una extensión de la facultad de imponer contribuciones, ya que se está manteniendo la regla en la Sección 1035.02(a)(3) de que la fuente del ingreso de servicios prestados fuera de Puerto Rico es de fuera de Puerto Rico. Además, en la Sección 1022.04(a)(6) no se permite para propósitos del cómputo de la contribución alternativa mínima de una corporación la deducción por pagos de servicios prestados fuera de Puerto Rico. Por lo que entendemos, que la retención del 10% sobre los servicios que se ofrecen fuera de Puerto Rico se debe eliminar, ya que este asunto ya está cubierto por el ajuste a la contribución alternativa mínima.

Sexto:

En reuniones con el Secretario de Hacienda, se acordó que los embargos de salarios notificados por el Departamento de Hacienda no se aplicarían de manera continua, debido a lo difícil que administrativamente constituía aplicar dichos embargos y la inequidad del mismo. Por lo que, recomendamos que se enmiende el lenguaje de la Sección 6061.01(c)(2), para eliminar la naturaleza continua de los mismos.

La Asociación sugiere que se atiendan las preocupaciones y comentarios antes expuestos, para luego favorecer la aprobación del P. de la C. 3070. 
3. Asociación de Banqueros Hipotecarios
La Asociación de Banqueros Hipotecarios refiere el análisis, observaciones y recomendaciones del Proyecto de la Cámara 3070, enfatizando principalmente en los temas que más nos conciernen: léase, las medidas que afectan la industria hipotecaria y al consumidor [entre otras: deducciones hipotecarias, deducciones especiales, contribuciones sobre inmuebles (CRIM). 

Están totalmente de acuerdo en que las actuales tasas contributivas aplicables a individuos y a corporaciones, las cuales llegan a un máximo de 33% y 39%, respectivamente, afectan negativamente el crecimiento económico de Puerto Rico. Entienden que las nuevas tasas contributivas propuestas en los  proyectos de referencia, significan un paso en la dirección correcta para hacer justicia social y contributiva, colocando más dinero en el bolsillo del ciudadano y persiguiendo la capitalización de las empresas; lo cual redundará en beneficios para el consumidor y para todos los sectores económicos, incluyendo la industria hipotecaria, ya que al reducir las tasas contributivas se estimula el trabajo y  la inversión, y a la vez se aumenta la capacidad adquisitiva del aspirante a tener un hogar propio.

Industria de la construcción/industria hipotecaria

Relacionado estrechamente a la industria hipotecaria, está el componente de la construcción de viviendas, uno de los principales elementos de la inversión en la economía de Puerto Rico. 

Según los datos oficiales más recientes de la Junta de Planificación de Puerto Rico, en el 2009 la inversión en viviendas fue de 12.8 por ciento de la inversión total del País, lo que quiere decir que de cada dólar invertido en Puerto Rico casi 13 centavos fueron inversiones de familias y la industria de la vivienda en la creación de nuevas viviendas, en el peor año de la recesión económica actual. Este dato resalta la gran importancia de la industria de la vivienda y por ende, la industria hipotecaria, en la economía de Puerto Rico, ya que además de la relación directa antes planteada, está el efecto multiplicador que tiene en la economía la construcción de viviendas, la que requiere movilizar productos, recursos y servicios de muchas otras industrias. De esta forma la industria de la vivienda también contribuye al erario (recaudos de arbitrios de construcción, patentes municipales, pago de sellos al Colegio de Ingenieros y Agrimensores y otros); y a la estabilidad económica en general. 
La recuperación de la industria de la construcción de viviendas (industria relacionada y codependiente de la industria hipotecaria), que se entiende será uno de los efectos positivos de la propuesta Reforma Contributiva, al mejorar las posibilidades de inversión del ciudadano y las industrias, ayudará a crear miles de empleos y representará millones de dólares adicionales en inversión e ingreso para la economía de Puerto Rico. Sin embargo, hay que ser cautelosos en las medidas que se toman, principalmente las que pueden tener efectos negativos en la mente del potencial comprador de vivienda, tanto primaria como secundaria.

Créditos contributivos a favor de la construcción de viviendas y la industria hipotecaria 

A la luz de lo antes expuesto, se entiende que los créditos contributivos a favor de la construcción de vivienda de interés social y por inversión en infraestructura, generarán  más empleos y actividad económica; por lo cual, se oponen al apoyo que le brindan al Proyecto de referencia (P. de la C. 3070) a las moratorias propuestas por las siguientes leyes: 

a)  Ley 140 de 4 de octubre de 2001, conocida como “Ley de Créditos Contributivos por Inversión en la Nueva Construcción o Rehabilitación de Viviendas de Interés Social” (véase Sección 1051.11 del P. de la C. 3070, en adelante “el Proyecto”). Esta moratoria deja desprovistas a diversas empresas e inversionistas del crédito contributivo por inversión en construcción o rehabilitación de vivienda de interés social.

b) Incisos (a) y (b) del Artículo 4 de la Ley 98 de 10 de agosto de 2001, según enmendada, conocida como “Ley de Créditos Contributivos por Inversión en Infraestructura de Vivienda” (véase la Sección 1051.11 del Proyecto que establece y mantiene esta moratoria). Esta moratoria priva de compensación mínima a las empresas que usualmente hacen inversiones y aportaciones significativas en tan importante renglón como lo es la infraestructura de la vivienda.
Deducciones hipotecarias

La Mortgage Bankers Association está en desacuerdo  con que se limiten las deducciones hipotecarias.

La Ley 132 del 2 de septiembre de 2010 fue creada para incentivar la compra de nueva construcción. Nos preocupa el hecho de que la limitación en la deducción de intereses hipotecarios desincentive la compra de segundos hogares al contribuyente que motivado por dicha ley no compre por la posibilidad de perder la deducción de intereses. A esos efectos y en aras de no afectar la venta de segundos hogares, proponemos que se considere permitir la deducción de hasta un 10% adicional en intereses hipotecarios al comprador de un segundo hogar. 

De esta forma evitaríamos ir en contra de incentivar el desarrollo de la economía en lo que respecta a segundas propiedades.

Contribuciones sobre propiedad  inmueble

En otros asuntos, aunque la propuesta Reforma Contributiva atiende aspectos fundamentales del actual sistema contributivo, hay otros conceptos que se deben atender, tales como, las contribuciones sobre la propiedad  inmueble. 

La Asociación se opone a que se elimine la deducción del pago de las contribuciones sobre la residencia principal de la planilla de Contribución Sobre Ingresos; esto a nuestro mejor entender seria doble tributación a favor del Gobierno, además de constituir otro aliciente negativo para la tenencia de hogar propio en Puerto Rico. Como se conoce, últimamente los municipios han estado aumentando las tasas contributivas de la propiedad inmueble, lo cual ha constituido otro golpe al bolsillo de la clase media trabajadora, pues estos son los dueños de las casas que tributan al CRIM.

Sociedades Especiales

El vehículo de la sociedad especial ha servido para que muchos inversionistas canalicen importantes inversiones en la compra de bienes raíces, la industria de la construcción, turismo, agricultura, la industria del cine y otros. Este asunto no debe ser tema de limitación, sino de fiscalización adecuada para evitar el uso abusivo de este magnífico vehículo que tan bien ha servido para canalizar muchas e importantes inversiones para el desarrollo de nuestra economía.  

Conclusión

La Mortgage Bankers Association of P. R. (MBA), favorece la aprobación del P. de la C. 3070, en la medida que representan y persiguen, como norte, hacer justicia social y contributiva al Pueblo de Puerto Rico, colocando más dinero en el bolsillo del ciudadano y proponiendo la capitalización de las empresas;  siempre que se tomen en cuenta y consideren las recomendaciones y oposiciones a secciones particulares de los mismos, arriba detalladas, las cuales entendemos redundarán en los mayores beneficios contributivos posibles para el consumidor y la industria hipotecaria de Puerto Rico.

Sector de Seguros
1. Oficina del Comisionado de Seguros

El Proyecto de la Cámara 3070 tiene el propósito de establecer el Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2010, con el fin de proveer a todos los contribuyentes alivios contributivos estimados en $1.2 billones anuales como estímulo económico e incentivo para la creación de empleos; establecer disposiciones transitorias para la derogación del Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 1994, entre otros fines. Este Proyecto responde al firme compromiso del Gobierno de proveer un “alivio al bolsillo del puertorriqueño” por medio de un sistema contributivo justo, equitativo y sencillo que permita proyectar nuestra economía hacia un mayor crecimiento económico. 

De particular interés para la industria de seguros, las disposiciones contenidas en el Subcapítulo A del Capítulo 11 de este Proyecto establecen el esquema contributivo sobre ingresos que será de aplicación para las compañías de seguros. Al respecto, las Secciones 1111.01, 1111.04 y 1111.07 de este Proyecto, disponen que los aseguradores de vida domésticos, los aseguradores de vida extranjeros y los aseguradores, que no sean de vida ni compañías mutuas, tendrán una obligación contributiva, por concepto del ingreso neto sujeto a contribución normal y adicional, al mismo tipo de contribución impuesto para las corporaciones regulares bajo las Secciones 1022.01(b) y 1022.02(b) de dicho proyecto. Mientras que el cómputo para determinar el ingreso neto sujeto a contribución normal y adicional será determinado según los criterios establecidos para cada clase de asegurador en el Subcapítulo A del Capítulo 11.               

De esta manera, se contempla conceder un alivio contributivo a los aseguradores de vida domésticos, los aseguradores de vida extranjeros y los aseguradores, que no sean de vida ni compañías mutuas, al tributar bajo una tasa contributiva uniforme de 20% sobre el ingreso neto sujeto a contribución normal, según establecido en la Sección 1022.01(b) del Proyecto. Por otra parte, para efectos de computar el ingreso neto sujeto a contribución adicional, se amplía la base contributiva y se aumenta el crédito contra el ingreso neto, conforme a los parámetros establecidos en las Secciones 1022.02(b) y 1033.19 del Proyecto, respectivamente. 

Como indicado anteriormente, las compañías de seguros de vida extranjeras, bajo la Sección 1111.04 del Proyecto tendrán una obligación contributiva sobre el ingreso neto sujeto a contribución normal y adicional basado en el mismo tipo de contribución que el propuesto para las compañías de seguro de vida domésticas. Sin embargo, aquellas compañías de seguros de vida extranjeras, que estén a su vez sujetas a la contribución alternativa mínima para corporaciones, tendrán a su favor una reducción de 22% a 20% en el por ciento de contribución mínima tentativa tributable, según dispuesto en la Sección 1022.03 del Proyecto.

En cuanto al cómputo del ingreso neto de las compañías de seguros, que no sean de vida ni compañías mutuas, estás podrán reducir del ingreso bruto aquellas deducciones admisibles bajo el apartado (d) de la Sección 1111.07 del Proyecto. De ser éste un asegurador extranjero, podrá reducir del ingreso bruto las deducciones admitidas bajo la antes mencionada sección hasta el límite que sea permitido para las corporaciones extranjeras. Sobre el contenido del subsiguiente apartado (f) de dicha sección, es preciso señalar que, al parecer, por error su texto hace referencia a las disposiciones bajo el Subcapítulo I del Código de Rentas Internas de 1994, en lugar de adoptar las disposiciones del Capítulo 9 correspondiente a las corporaciones extranjeras en la presente medida legislativa. Se sugiere tomar en consideración tal observación. 

Además de los alivios contributivos antes mencionados, bajo la Sección 1111.08 del Proyecto, las compañías de seguros, que no sean de vida ni compañías mutuas, podrán beneficiarse de un aumento de siete (7) a diez (10) años en el periodo máximo de arrastre de deducción por pérdida neta en las operaciones, incurridas entre los años contributivos del 31 de diciembre de 2004 hasta el 31 de diciembre de 2012. La pérdida neta en las operaciones incurrida fuera del referido periodo podrá ser arrastrada por un periodo máximo de siete (7) años siguientes al año contributivo de haber sido reclamada dicha deducción, a tenor con los requisitos establecidos en la Sección 1033.14 del Proyecto.     

Por virtud de la Sección 1111.12 del Proyecto, se contempla eximir a los aseguradores internacionales de la aplicación de las disposiciones contenidas el Subcapítulo A del Capítulo 11 del Proyecto para las compañías de seguros. Tal disposición es cónsona con el interés de este Gobierno encaminado a fomentar la capacidad competitiva de la industria de seguros de Puerto Rico por medio del desarrollo de un mercado de negocios que estimule las inversiones a nivel internacional. Las disposiciones que regulan la actividad económica de dicho sector aparecen contenidas en el Capítulo 61 del Código de Seguros de Puerto Rico sobre Aseguradores y Reaseguradores Internacionales, 26 L.P.R.A. sec. 4305.          

A tales efectos, se hace la observación que el inciso f(4) de la Sección 1092.02 del Proyecto erróneamente refiere la definición del término asegurador internacional  al Art. 61.040(4) del Código de Seguros de Puerto Rico, en  lugar de aludir al Art.61.020(4) del referido estatuto, cuyo contenido establece la definición en cuestión. Igualmente, se entiende que la Sección 1111.12 del Proyecto, en lugar de hacer referencia al Subcapítulo G, debería expresar Subcapítulo A, puesto que éste último corresponde al tipo de contribución aplicable a las compañías de seguros bajo la presente legislación.    

En resumen, consideran que resulta sumamente necesaria la aprobación del sistema contributivo propuesto en el presente Proyecto para posibilitar una mayor actividad económica en el país. Como es conocido, nuestra economía ha experimentado un periodo de contracción por los pasados años. Dicho periodo ha sido atribuible, entre otros factores, a la pérdida de capacidad de crecimiento de la economía local. Las medidas fiscales tomadas en el pasado, lejos de incentivar nuestra economía, han desacelerado las posibilidades de una pronta recuperación económica.      

Ante este escenario, coinciden en que urge la necesidad de reformar el sistema contributivo vigente mediante el establecimiento de una política fiscal que estimule  la actividad económica en beneficio de la economía en general. El establecimiento de un sistema contributivo mucho más justo e equitativo, dentro del marco amplio de las expectativas de progreso y crecimiento económico proyectadas por este Gobierno, servirá de estímulo para generar una mayor actividad económica entre los diversos sectores económicos del país. En el caso particular de la industria de seguros, consideramos el sistema contributivo propuesto para dicho sector será de gran provecho para dotar de una mayor vitalidad la economía del país.  

Expresan que hay que tener presente que la industria de seguros a lo largo de su trayectoria ha constituido un contribuyente y empleador cada vez más importante en beneficio de la economía del país. Según el informe anual presentado por la Oficina del Comisionado de Seguros, para el año 2009 había un total de 5,952 licencias de productores en vigor a nombre de individuos. A esta partida debe añadírsele otros 365 productores y representantes autorizados organizados como personas jurídicas. Mientras que la contribución de la industria de seguros por concepto de primas suscritas se estima que representó el 10.2% del Producto Interno Bruto del país.  

Teniendo en cuenta el interés encomiable de este Gobierno en proveer un alivio contributivo a todos los contribuyentes mediante el establecimiento de un sistema contributivo justo, sencillo y equitativo, la Oficina apoya y recomienda la aprobación de este Proyecto. Confian que los alivios contributivos propuestos servirán de estímulo para lograr alcanzar una pronta recuperación económica y  proyectar la economía del país hacia niveles de mayor capacidad competitiva,  inversión y creación de empleos.  
2. Corporación para la Supervisión y Seguro de Cooperativas  (COSSEC)

La Corporación Pública para la Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (en adelante, “COSSEC”) expresa que examinado el Proyecto de la Cámara Núm. 3070, entiende que su aprobación e implementación no afectará la continuidad de los beneficios que hasta hoy ha disfrutado el Movimiento Cooperativo en Puerto Rico. Por otro lado, ven que el mismo a su vez viabilizará mayores oportunidades de desarrollo y fortalecimiento para dicho Movimiento. Estas oportunidades serán el resultado obligado de las sabias medidas contempladas en el Proyecto encaminadas a dejar más recursos en las manos del pueblo trabajador.  Este sector hace décadas está deseoso y necesitado de justicia económica especialmente al presente cuando las circunstancias económicas locales e internacionales no son las mejores.

Por todo lo anterior, COSSEC endosa el Proyecto de la Cámara Núm. 3070. 
3. Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico (ACODESE)
La Asociación de Compañías de Seguros de Puerto Rico, Inc. (ACODESE), expresa que en cuanto a las medidas impositivas de este proyecto, han concentrado su análisis en el Subtítulo A, sobre contribuciones sobre ingresos, específicamente a corporaciones. 
Cónsono con la reducción contributiva aplicable a individuos, este proyecto contempla una reducción sustancial en las contribuciones que pagan las corporaciones.  Bajo la ley actual, las corporaciones pagan una contribución fija de veinte (20) por ciento, más una contribución adicional (“surtax”) si el ingreso neto tributable excede de veinticinco mil dólares ($25,000.00).  Esta contribución adicional fluctúa entre cinco (5) y diecinueve (19) por ciento, lo que resulta en que una corporación que genera doscientos setenta y cinco mil dólares ($275,000.00) o más de ingreso neto tributable, tribute a una tasa efectiva de treinta y nueve (39) por ciento, cuarenta y un (41) por ciento si se toma en consideración el ajuste gradual.  Estas nuevas enmiendas redundan en una reducción de las tasas de contribución adicional y en una ampliación de las escalas.  Por su parte, la contribución adicional aplica a corporaciones que generen más de setecientos cincuenta mil dólares ($750,000.00) en ingreso neto tributable y sería como sigue: una contribución adicional de cinco (5) por ciento, si el ingreso neto tributable sujeto a contribución adicional es igual o menor de un millón setecientos cincuenta mil dólares ($1,750,000.00) y diez (10) por ciento en los demás casos.  El resultado es una tasa combinada máxima de treinta (30) por ciento, que es sustancialmente menor a la tasa combinada actual de treinta y nueve (39) por ciento.  

En cuanto al requisito de radicación de estados financieros con planillas de contribución sobre ingresos, el proyecto de ley contempla uniformar las reglas aplicables a los contribuyentes.  Bajo la ley actual, todas las corporaciones o sociedades, incluyendo compañías de seguros, con volumen de negocio de más de tres millones de dólares ($3,000,000.00), están obligadas a radicar estados financieros auditados.  Las compañías o sociedades foráneas radican estados financieros auditados cuando su volumen de negocio excede de un millón de dólares ($1,000,000.00), mientras que las sociedades especiales y corporaciones de individuos radican estados financieros auditados cuando tienen un volumen de negocio de más de quinientos mil dólares ($500,000.00).    

Todas estas reglas causan confusión y pueden incluso entorpecer el cumplimiento de los contribuyentes; por lo que, endosamos la propuesta de armonizar las reglas y que éstas sean de aplicación para todas las clases de negocios, incluyendo aquéllos de individuos que trabajen por cuenta propia.  Esta medida propone el requisito de estados financieros auditados para entidades cuyo volumen de negocio exceda los tres millones de dólares ($3,000,000.00) y estados financieros revisados cuando el volumen de negocio fluctúe de entre uno y tres millones de dólares ($1,000,000.00 y $3,000,000.00).  

En el ámbito de las reorganizaciones corporativas, se enmiendan disposiciones para subsanar lagunas existentes en la ley actual.  Por ejemplo, las disposiciones de reorganizaciones vigentes no son claras en cuanto al tratamiento de reorganizaciones divisivas. Sobre ese particular, el P. de la C. 3070, incorpora una disposición equivalente a las reglas federales con el propósito de permitir reorganizaciones divisivas, en las que parte o la totalidad de los activos de un “spin-off”, “split-off” o “splits-up”, se transfieren a una o más corporaciones dentro de un mismo grupo controlado sin que dicha transferencia sea tributable.  De este modo, si una transacción cae dentro de las disposiciones de reorganizaciones divisivas, los accionistas que reciban únicamente acciones, no tendrán que reconocer ganancia o pérdida al respecto.  

En cuanto a las fuentes de ingreso, se propone que el ingreso generado en la venta de una propiedad mueble, que no sea inventario por parte de un residente de Puerto Rico, se considere ingreso de fuentes dentro de Puerto Rico y el ingreso de venta de propiedad mueble de un no-residente de Puerto Rico, se considere ingreso de fuentes fuera de Puerto Rico.  

De igual modo, para facilitar el hacer negocios en Puerto Rico, con las enmiendas propuestas se atemperan las disposiciones de sociedades con lo establecido en el código federal, disponiendo que las sociedades no tributen como entidades separadas de sus socios.  Por tal razón, se incorpora un nuevo capítulo de sociedades que provee las nuevas reglas de tributación para sociedades en Puerto Rico (Capítulo 7, Subcapítulo A).  Bajo éste, las sociedades no estarán sujetas a contribución sobre ingreso, en cambio, sus socios tributarán en sus planillas su participación distribuible en los ingresos y gastos de la sociedad. Así las cosas, el vehículo de sociedades especiales no será necesario dado que su tratamiento contributivo estará disponible a todo negocio que así desee organizarse.    

Entre otras cosas, este proyecto también provee más flexibilidad a las compañías de responsabilidad limitada y establece el tratamiento contributivo para ciertos fideicomisos, con lo cual se espera evitar que, por las diferencias actuales entre el tratamiento para propósitos federales y locales, se cree un disloque en la tributación del fideicomitente.   

Otra enmienda propuesta por el P. de la C. 3070 y que entienden es favorable, es el establecimiento de fechas de radicación distintas para las planillas individuales, de las sociedades, sociedades especiales, compañías de responsabilidad limitada, corporaciones de individuos, fideicomisos y planes de pensiones.  Esto hará más fácil, ágil y rápido el proceso de radicación y recibo de planillas.    

En el caso de la deducción por depreciación, uso y mantenimiento de vehículos de motor, este proyecto propone permitir una deducción limitada basada en cargos por milla. El cargo por milla incluirá todos los gastos, tales como depreciación, mantenimiento y operación (gasolina, gomas, etc.).  Para ello, aplicarán excepciones en el caso de negocios de alquiler de vehículos de motor de pasajeros a corto plazo (“operating leases”) y negocios de transportación de pasajeros (limosinas, taxis).  

Por otro lado, según expresa el P. de la C. 3070 se ha identificado que las sociedades especiales y las corporaciones de individuo se prestan para elaborados esquemas de evasión.  Por esta razón, se enmiendan varias disposiciones aplicables a estas entidades para, en consecuencia, detener dichos abusos. A modo de ejemplo, reseñamos el requerimiento de que los accionistas o socios de estas entidades declaren una cantidad razonable como salario en sus planillas individuales que sea proporcional al ingreso de sus respectivas entidades.  

ACODESE endosa en líneas generales el P. de la C. 3070. No obstante, consideran necesario resaltar ciertos aspectos de la medida que se deben evaluar en el proceso legislativo. 

En la sección 1022.01 del P. de la C. 3070, se trata lo relativo a la contribución normal a las corporaciones, estableciéndose en el inciso (b) las organizaciones que no deben ser consideradas corporaciones.  Recomendamos que en ese inciso se añadan las compañías de responsabilidad limitada que han elegido ser tratadas como sociedades.  Estas entidades se consideran, como regla general, como corporaciones bajo la definición de la Sección 1011(2) del P. de la C. 3070.  Bajo la Ley de Corporaciones, las mismas pueden tributar como corporaciones, como sociedades especiales o como corporaciones de individuos.  Bajo los términos de este P. de la C. 3070, se da la opción para que éstas sean tratadas como sociedades. De modo que, a los fines de ser consistentes, se deben incorporar las compañías de responsabilidad limitada que han elegido ser tratadas como sociedades. 

Por su parte, bajo la sección 1022.02 del P. de la C. 3070 se impone una contribución adicional a las corporaciones.  De conformidad con el inciso (c) propuesto, en el caso de un grupo controlado de corporaciones, la tasa marginal a la que va a tributar cada entidad del grupo, será en función del “ingreso neto combinado” de todas las corporaciones. Es necesario aclarar cómo se determinaría la combinación.  Una manera de entender esta propuesta es considerar que, en el caso de dos entidades, con un ingreso neto de $1 millón cada una, ambas tributarían a razón de la tasa máxima marginal de diez (10) por ciento, aún después de restar el crédito de $750,000 que dispone la Sección 1033.19 (b). Sin embargo, consideran que lo más correcto sería combinar el ingreso neto de ambas entidades ($2 millones) y restarle el crédito de $750,000, con el resultado de que el restante, esto es un millón doscientos cincuenta mil dólares ($1,250,000.00) se tributaría a un cinco (5) por ciento.  Dado el hecho de que el lenguaje propuesto deja el espacio para ambas interpretaciones, recomiendan que se aclare la intención y se establezca expresamente cómo se aplicará la tasa marginal y el crédito en aquellas situaciones en que exista un grupo controlado. 

En cuanto a la Sección 1022.04, que dispone el procedimiento de la contribución mínima alternativa para corporaciones, en el inciso (a) (6), dispone para que el ingreso neto sujeto a tributación sea incrementado por la deducción de gastos por servicios prestados fuera de Puerto Rico por una entidad relacionada a la entidad que tributa en Puerto Rico.  Esta medida se incorporó en la Ley Núm. 7 de 2009, en la cual se especificó que se establecía un período específico que terminaba en tres años.  Esta medida tenía, a nuestro juicio, una justificación en vista de la emergencia en la que se suscitó la Ley Núm. 7 y el carácter temporero de sus disposiciones. Sin embargo, consideran que el Secretario de Hacienda cuenta con los mecanismos para auditar y reclasificar las transacciones entre entidades relacionadas si concluye que las mismas se realizaron con el solo propósito de reducir las contribuciones y sin una justificación real de negocios.  La medida propuesta resulta muy onerosa e injusta para la compañía local si en efecto la entidad afiliada realizó los servicios a favor de la entidad local.  Si la intención del P. de la C. 3070 es adoptar el modelo federal de tributación sobre transacciones entre afiliadas, entonces el Secretario de Hacienda deberá adoptar una reglamentación abarcadora que atienda las situaciones y particularidades de estas transacciones y se debe capacitar al personal del Departamento de Hacienda para atender estos casos, tal y como se manejan los mismos en los Estados Unidos.  

Según la propuesta sección 1023.06 que impone una tasa preferencial en los dividendos distribuidos por ciertas corporaciones, desde el 1ro de enero de 2011, las sociedades no tributarán y todo el ingreso de la sociedad será asignado a los socios, quienes serán los responsables de tributar. Debe considerarse que actualmente en el país existen sociedades que hasta que el P. de la C. 3070 no esté convertido en ley, se consideran como corporaciones para los fines del Código de Rentas Internas de 1994. No se contempla en la medida propuesta el tratamiento que aplicará entonces a las utilidades y beneficios que estas entidades han acumulado al 31 de diciembre de 2010.  Es fundamental que los contribuyentes puedan contar con una regla clara sobre el tratamiento de esas utilidades acumuladas. El texto propuesto no incluye una disposición transitoria para estos casos. 

Sobre los gastos de depreciación incurridos en relación a ciertos vehículos de motor utilizados en la industria o negocio, en la sección 1033.07 (a) (3) del P. de la C. 3070 se propone una modificación a la regla actual de deducción por depreciación, sustituyéndola por una cantidad fija por cada milla utilizada con relación al auto.  En el Código de Rentas Internas de 1994 se limitó significativamente el valor a ser utilizado para la deducción permitida por esta depreciación, estableciéndose un tope de veinticinco mil dólares ($25,000.00) del valor del auto sin importar el costo del vehículo.  En cuanto a la vida útil del auto, la regla lo limita a tres años en el caso de autos utilizados por personas que destinan el auto para actividad de ventas y a cinco años, para los demás fines de negocio.  Si se consideran estas limitaciones al valor de depreciación, entonces no tiene sentido el reducir la deducción a una cantidad fija por milla utilizada.  De optarse por esa fórmula de deducción fija por milla, deberá entonces existir una reglamentación adecuada y razonable por parte del Secretario de Hacienda para fijar la tarifa por milla utilizada además de los criterios de mantenimiento de récords de contabilidad para justificar la deducción. Otro criterio es que la tarifa por milla incluye costo de reparaciones, mantenimiento y gasolina.  Es importante que esta tarifa se atempere a los costos de Puerto Rico, los cuales tienden a ser mayores que los de Estados Unidos.  

En la medida en que el Proyecto de la Cámara 3070 puede redundar en iniciativas que conlleven unos verdaderos ahorros para el contribuyente que ha venido asumiendo la mayor carga impositiva por años, mientras que a su vez podría incentivar el desarrollo económico del país, lo cual será beneficioso para todos, ACODESE no se opone a la aprobación de esta medida y expone las recomendaciones antes expuestas.  
Sectores Industrial y Comercial
1. Asociación de Industriales
La Asociación de Industriales de Puerto Rico (AIPR) expone que los cambios más sobresalientes en el P. de la C. 3070 en el área de fuente de ingreso pueden resumirse en tres:
1.  La ausencia de reglas en cuanto al ingreso realmente relacionado a la explotación de una industria en Puerto Rico;
2. Nuevas reglas en el caso de la venta o permuta de propiedad mueble; y
3. La modificación de las reglas de fuente de ingreso en el caso de transportación.

Sección 1035.05 ‑ Reglas Especiales Relacionadas a Ingreso Realmente Relacionado
La Sección 1035.05 del propuesto Código de Rentas Internas, en lugar de utilizar las disposiciones de la actual Sección 1123 del Código de 1994, establece que para propósitos de determinar el ingreso, ganancia, o pérdida que será tratada como realmente relacionada con la explotación de una industria dentro de Puerto Rico, aplicarán las reglas de dicha sección, según enmendada.  Las más recientes enmiendas a la Sección 1123 del Código de 1994 fueron, como todos deben conocer, la Ley 154 del 25 de octubre de 2010 y la Ley 157 del 28 de octubre de 2010.

La Ley 154 de 25 de octubre de 2011 presentó un “arbitrio temporero” que duraría solamente hasta el 2016 a empresas multinacionales. La Asociación indica que desde la aprobación de la Ley Núm. 154 las empresas afectadas están reteniendo a sus afiliadas el arbitrio especial de 4% que va a financiar esta reforma contributiva. La manufactura ha sido el sector que mayor beneficio le ha traído a nuestra economía durante las últimas cuatro décadas. Como ejemplo, mencionamos cinco razones fundamentales:

· Cambió nuestra economía de una agraria y tecnológicamente atrasada a una industrial y de avanzada.
· Solidificó la clase media en Puerto Rico.
· Creó cientos de empresas locales que actualmente le suplen  al sector de la manufactura en Puerto Rico y en el resto del mundo.
·  Produjo un recurso humano diestro en alta tecnología y unos gerentes industriales de clase mundial que pusieron a Puerto Rico entre los países líderes de competitividad.
· Llegamos a tener 170,000 empleos de manufactura, con los mejores beneficios y los salarios más competitivos.
Sección 1035.03: Venta o Permuta de Propiedad Mueble
El P de la C 3070 intenta incorporar reglas similares a las que se encuentran en los apartados (a) al (e) de la Sección 865 del Código de Rentas Internas Federal (CRIF), aunque sin copiar el mismo de la misma manera en que aparecen en dichos apartados del CRIF. Dicha diferencia en texto produce resultados distintos en el caso de individuos residentes de Puerto Rico o personas dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico a los que se producen bajo el CRIF en la misma situación.

En la Sección 1035.03(a)(1) se utiliza un concepto de "persona residente de Puerto Rico" que no queda definido por el Código. Se recomienda que en su lugar se utilicen las frases “individuo residente” y “corporación doméstica y corporación dedicada a industria o negocios en Puerto Rico”.
El lenguaje del proyecto, requiere, además, una aclaración en los párrafos (c)(1) y (c)(2), relacionados a propiedad sujeta a depreciación, y (d)(4)(A) y (d)(4)(B) relacionados a propiedad intangible. En ambos casos se establece una proporción para determinar el ingreso de fuentes dentro de Puerto Rico y luego se introduce una oración traducida en forma distinta a como lee el CRIF, que da la impresión de que el remanente del ingreso (i.e., aquel que no se determinó como de fuentes dentro de Puerto Rico bajo la primera regla), se determinaría conforme a las reglas de residencia. De ser ese el caso, en el caso de individuos residentes o personas dedicadas a industria o negocio en Puerto Rico (término correcto) la totalidad del ingreso generado por concepto de la venta de estos tipos de propiedad sería considerado como de fuentes dentro de Puerto Rico independientemente del resultado de la fórmula allí dispuesta.

Sección 1035.06 ‑ Reglas Especiales en el Caso de Ingreso de Transportación
El proyecto de ley establece una nueva regla para determinar la fuente del ingreso de transportación que comience o termine en Puerto Rico.  Sección 1035.06.  Esta regla es similar a la que establece la Sección 863(c)(2) del CRIF.  Exponen que esta enmienda afectará la industria de la transportación interestatal e internacional pues pretende imponer contribución sobre ingresos sobre actividades que no ocurren dentro de la jurisdicción de Puerto Rico.  Aparentemente, el propósito de esta propuesta es atraer a Puerto Rico ingreso que bajo las reglas vigentes no se considera de fuentes dentro de Puerto Rico. Bajo el CRIF, las empresas domésticas ya tributan sobre su ingreso mundial por lo que son indiferentes a la fuente del ingreso. Sin embargo, la única función de la Sección 863(c)(1) y (2) del CRIF es la de segregar aquel ingreso de fuente extranjera para propósitos de determinar si hay una limitación en el crédito compensatorio contra la responsabilidad tributaria federal por contribuciones originadas y pagadas en el extranjero (“foreign tax credit limitation”). Como la industria aérea opera con márgenes bajos y es cíclica, el Congreso optó por incorporar una norma que prácticamente asegurara que no surgieran limitaciones en el uso de  los créditos.  En otras palabras, es una norma cuyo propósito fue favorecer a la industria de la transportación doméstica y evitar la doble tributación. 

Arbitrio de 1% en compra de propiedad mueble a relacionados

El Capítulo 8 bajo el nuevo Subcapítulo C de Arbitrios establece un nuevo arbitrio sobre las compras de cierta propiedad.  El nuevo arbitrio es de 1%.  Este nuevo arbitrio se impone en la adquisición de “propiedad mueble” de una persona relacionada, según se define en la Sección 1010.05(b) del nuevo Código. Conforme se estipula en el Código propuesto, el arbitrio aplica a personas que están adquiriendo la propiedad si tiene entradas brutas de más de $50 millones (según se define en la Sección 1123(h)(6) del Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 1994). La Asociación de Industriales no favorece este arbitrio y sugiere su eliminación.  Las imposiciones de tributos como éste aumentan los costos de hacer negocio en Puerto Rico y son disuasivos para posibles inversionistas.  

Retención por Servicios Prestados 

La Sección 1062.03 aumenta de 7% a 10% la retención por servicios prestados y hace extensiva la retención a pagos por servicios prestados entre personas relacionadas  aunque los servicios hayan sido prestados fuera de Puerto Rico. La Asociación de Industriales indica que la imposición de la retención del 10% a pagos por servicios prestados por afiliadas fuera de Puerto Rico no va de la mano con la imposición de tributos a entidades extranjeras siguiendo las reglas de fuente de ingreso.  Como regla general, en el caso de entidades extranjeras el Código tributa ingresos generados de fuentes de Puerto Rico y el ingreso por servicios prestados fuera de Puerto Rico no constituye ingreso de fuentes de Puerto Rico. La AIPR sugiere que se deje esta retención como establecida en el Código actual.  

Sección 1051.07 ‑ Crédito por Compra de Productos Manufacturados en Puerto Rico

La disposición propuesta combina los créditos de las secciones 1040C, 1040D y 1040E al cubrir tanto la compra para consumo local como la compra para exportación. Se observa que el crédito queda sujeto a la moratoria de la Sección 1051.11 (antes 1040M del Código de 1994), ampliándose así la moratoria a dos créditos originalmente no contemplados por tal disposición.  

La AIPR indica que no hay disposición de efectividad transitoria que atienda la combinación y sujeción a moratoria de estos créditos. Por tanto, según redactado, es posible que contribuyentes hayan realizado compras de productos manufacturados en Puerto Rico, tanto para consumo local como para exportación contando con la disponibilidad de estos créditos y el efecto de esta enmienda sea privarlos del mismo.  Se recomienda incluir un lenguaje en la Sección 1051.11(b)(1) a efectos que tal moratoria no tendrá el efecto de limitar el disfrute de créditos que de otro modo y a no ser por la aprobación de este nuevo Código, hubiesen estado disponibles a un contribuyente para años contributivos comenzados luego del 31 de diciembre de 2010 y terminados antes del 1 de enero de 2012, conforme a las Secciones 1040C y 1040D del Código de 1994, por haber tal contribuyente realizado las compras que tales créditos promueven.

Además el efecto de incluir una disposición de nivel base de compras, como la que se encuentra en la Sección 1051.07(c)(1) y (c)(2) es, en vez de fomentar un incremento en las compras a negocios en Puerto Rico, se convierte en un disuasivo con el efecto de descontinuar tales compras. Esto por el impacto súbito en que la limitación entra en vigor. Para ilustrar, veamos un ejemplo: si un negocio compra determinado producto a un costo total anual entre $800,000 y $1,200,000 el requerir que las únicas compras que cualifiquen para el crédito sean aquellas en exceso del promedio establecido en el párrafo (c)(2), digamos $1,000,000 restaría toda efectividad de este crédito en un año en el cual el negocio comprador, por cualquier circunstancia tuviese que limitar sus compras a digamos, $800,000. Si bien esto limita el costo de tal crédito al Estado, el impacto en costo de adquisición, puede privar al manufacturero local de realizar ventas de $800,000 en un año.

Si bien el Gobierno reconoce que, como cuestión de política pública es necesario subsidiar algunas actividades de venta de productos manufacturados en Puerto Rico, se recomienda determinar alguna fórmula que no tenga un impacto tan drástico como la pérdida total del crédito en casos como el indicado, sino algún tipo de ajuste que, sin incentivar la compra en cantidades menores al promedio, sea útil para mantener la promoción de la manufactura local.

En el caso de la transferencia del crédito, la Sección 1051.07(e) tiene el efecto de limitar la misma, excepto en el caso del "crédito por exportación". No obstante, al haber combinado todas las actividades que generan crédito bajo la misma, es la Sección 1051.07(a) la que genera el crédito y no existe tal distinción. Para evitar la complejidad de llevar contabilidad separada para el mismo crédito, se recomienda que, en términos generales, el crédito sea transferible a cualquier entidad afiliada o entidad bajo el mismo grupo de control que la que genera el crédito.

Según redactado, los negocios que se encuentran dentro de un grupo de control con un negocio de manufactura cubierto bajo las leyes de incentivos y adquieren productos manufacturados en Puerto Rico para exportación, cualifican para la generación del crédito. Esto quiere decir que los propios negocios, que fueron convertidos en sujetos de tributación bajo las reglas de fuente de ingreso en la Sección 1123 del Código del 1994 y como consecuencia, algunos sujetos al arbitrio de la Sección 2101 del mismo Código, cualifican para la generación de este crédito.  Naturalmente, estos negocios han entendido que, igual que la reglamentación aprobada el 29 de diciembre pasado, se trata de una medida para aliviar la carga extrema de un tributo mal concebido y han computado sus obligaciones contributivas contando con esta partida. Se recomienda aclarar esta disposición.

Sección 1051.11 ‑ Moratoria de Créditos Contributivos

Las disposiciones de esta sección quedan sustancialmente iguales a las de la Sección 1040M del Código de 1994. La moratoria tuvo el impacto de detener algunas de las actividades objeto de los créditos en espera de mayor certeza en cuanto a la posterior disponibilidad de los mismos. Toda vez que algunos de estos créditos no son concedidos bajo el Código, sino bajo leyes especiales, se solicita que el Gobierno dé indicaciones claras de su política pública en cuanto a estas actividades, para proveer certeza para futuras inversiones. Por ejemplo, en caso que la política del Gobierno sea derogar o sustancialmente enmendar la Ley 212 efectivo a años contributivos comenzados luego del 31 de diciembre de 2012, deben así indicarlo.

Finalmente, se menciona la ausencia del crédito contributivo por adquisición e instalación de equipo solar antes establecido en la Sección 1040J del Código de 1994.  Se reconoce que esta administración ha dado gran énfasis a los asuntos energéticos y ha tratado de dar coherencia a su política energética mediante la aprobación de la Ley 83 del 2010. No obstante, si verdaderamente se quiere tener un mercado de consumo industrial de productos que reduzcan el consumo energético generado por la quema de combustible fósil, dentro de las realidades tecnológicas actuales, hará falta tener algún mecanismo que brinde sentido económico a estas decisiones de inversión que tienen gran sentido en términos de responsabilidad social.

PYMES

La Sección 1033.07 elimina los beneficios contributivos introducidos por la Ley 147 del 1 de agosto del 2008, mejor conocida “Ley de Incentivos para el Desarrollo de las Pequeñas Empresas de Puerto Rico”, en cuanto a las deducciones para deducir el costo total del equipo de sistemas de computadoras y su instalación en el año de la adquisición e instalación del mismo y utilizar una vida útil de dos años para equipo de transportación terrestre excepto automóviles y equipo de conservación ambiental.  Esta deducción, que en efecto es una aceleración de una deducción y que por lo tanto puede ayudar a pequeños negocios a financiar la adquisición de equipos, no debe eliminarse. Una deducción similar existe bajo el Código de Rentas Internas Federal y la AIPR entiende que el gobierno debe seguir apoyando a las Pymes en Puerto Rico.

Sección 1033.07(a)(3) - Deducción por Depreciación de Automóviles

Esta sección altera la deducción admitida bajo el Código de Rentas Internas de 1994, según enmendado, por concepto de depreciación de automóvil para sustituir la referida deducción por una deducción por uso, mantenimiento y reparación de automóvil computada a base de una tarifa fija por milla utilizada. Este método impondría a los contribuyentes una carga mayor al aumentar la necesidad de mantener registros contributivos necesarios que puedan sustentar el uso por milla de cada vehículo. Además, deja en las manos del Secretario de Hacienda el determinar el monto de la tarifa aplicable por milla por año contributivo sin que se señalen las guías que deberá seguir o las limitaciones que deberán regir dichas tarifas. Esto último es de particular importancia, toda vez que dicha tarifa debe incluir el costo del uso del vehículo así como el costo de su mantenimiento. 

Para que dicha tarifa sea razonable debería considerar las particularidades relacionadas al uso de un automóvil en Puerto Rico, como por ejemplo: el alto costo de los vehículos y sus piezas en Puerto Rico, el estado precario en que se encuentran nuestras carreteras y el costo de la gasolina, entre otros, lo que resultaría en una tarea complicada que debe realizarse de año en año.  Es importante señalar que las tarifas adoptadas a nivel federal para estos fines resultan inaplicables a la realidad y a las condiciones particulares de Puerto Rico, por lo que el Secretario deberá adoptar tarifas distintas sin que el Proyecto defina los parámetros para ello.  

El método vigente resulta ser uno más sencillo y de fácil corroboración pues se limita en esencia a un cálculo matemático.  Por tanto, se sugiere que se mantenga el método para calcular la depreciación de vehículos de motor y los gastos de mantenimiento relacionados, según dispuestos en el Código vigente.  Lo anterior, debe ir de la mano de una revisión para que se atempere el límite existente de $25,000 por automóvil y se aumente al valor presente de los automóviles. Además, debe modificarse la Sección 1033.17(c), de manera que se permita la deducción por una pérdida realizada en la venta de un automóvil.

Sección 1033.01.- Gastos de la Industria o Negocio

Se sugiere que se revise el lenguaje incluido en el inciso (b)(2) de esta sección, titulada “Donativos de Corporaciones y Sociedades para Fines Caritativos”, donde se hace referencia a la limitación de la referida deducción como de 5%, para que se armonice con la limitación a la misma deducción, según autorizada y ahora aumentada por la Sección 1033.10 de un 10%.

Fideicomisos de Empleado

Se indica que el imponer requisitos adicionales para mantener la calificación de planes en transacciones de este tipo reduce las posibilidades de que planes de retiro se adquieran y/o se mantengan en operación por los patronos. 

Prueba de exención

La Sección 1081.01(13) indica que para los años contributivos comenzados a partir del 1 de enero de 2012, todo fideicomiso que reclame exención tendrá que solicitar y obtener una determinación administrativa del Secretario a tales efectos. Dicha solicitud se deberá rendir no más tarde del último día para rendir la planilla de contribución sobre ingresos del patrono que mantiene o auspicia el plan del cual el fideicomiso es parte, incluyendo cualquier prórroga, para el año contributivo del patrono durante el cual el plan comenzó a cubrir participantes residentes en Puerto Rico. Las determinaciones administrativas respecto a la exención de un fideicomiso estarán en vigor por aquel período que el Secretario determine mediante reglamento, carta circular o determinaciones administrativas de carácter general. 

Indican que se debe identificar si se establecerá un sistema de solicitud de determinaciones administrativas por ciclos parecido al implementado por el IRS. Por último, si se establecerá dicho sistema por ciclos, se debe solicitar que se elimine el requisito administrativo impuesto motu proprio por el Departamento de Hacienda de la necesidad de presentar para su consideración las enmiendas realizadas a los planes dado a que el plan en su totalidad se revisará eventualmente. 

Agrupación de Patronos 

La Sección 1081.01(a)(14) provee que todos los empleados de todas las corporaciones, sociedades u otras personas que sean miembros de un grupo controlado de corporaciones o sociedades, según definido en la Sección 1010.04, o de un grupo afiliado de servicios, según definido en dicho párrafo, deben ser considerados como empleados de un mismo patrono.

Se solicita aclarar en qué circunstancias aplicará este requisito de agrupación. Actualmente, la agrupación para propósitos de pruebas de discrimen es opcional y entendemos que se debe mantener así. El carácter opcional de la agrupación para casos de pruebas de discrimen ayuda a mantener al ambiente propicio para que empresas de este tipo continúen ofreciendo estos beneficios en Puerto Rico. De mantenerse este requisito, se debería hacerse solamente para planes Keogh.

Tributación del Beneficiario

En cuanto a la tasa preferencial del 10%, para que ésta aplique a distribuciones totales, se requiere que el fideicomiso esté organizado bajo las leyes de Puerto Rico y que al menos un 10% del total de los activos atribuibles a los participantes residentes de Puerto Rico computado a base del promedio del balance diario de las inversiones del fideicomiso durante el año del plan durante el cual se realiza la distribución y cada uno de los dos años del plan precedentes a la fecha de la distribución, han estado invertidos en compañías inscritas de inversión organizadas bajo las leyes de Puerto Rico o cualquier otra propiedad que califique como propiedad localizada en Puerto Rico.

El requisito de computar la cantidad a base del promedio del balance diario es muy oneroso para administradores de planes, máxime cuando más abajo se le impone una obligación al patrono que certifique que se ha cumplido con este requisito de inversión a la hora de la distribución. Esto resultará en desalentar este tipo de inversión, lo que crea un efecto contrario a lo perseguido por la legislación. Se sugieres que el requisito se cambie a que la determinación se haga al menos trimestralmente y que se elimine el requisito de certificación al patrono ya que estos casi nunca poseen y/o controlan este tipo de información.

En cuanto a los “rollovers”, se añaden los “rollover parciales” pero no aclara si los “rollover” indirectos (e.g., aquellos que el participante puede realizar dentro de 60 días de haber recibido la distribución) requieren el que se obtenga y pague aquella cantidad retenida por concepto de contribución sobre ingreso para que se constituya el mismo. Tampoco indica si un “rollover” puede ocurrir en caso que haya una distribución donde anteriormente se incumplió con el repago de un préstamo.

Se incorpora un nuevo requisito de retención a toda persona, cualquiera que sea la capacidad en que actúe, que efectúe distribuciones que no sean distribuciones totales o préstamos a participantes, pagaderas con respecto a cualquier participante o beneficiario, tales como distribuciones parciales efectuadas después de la separación del servicio del participante y retiros efectuados antes de la separación del servicio. En estos casos se deberá deducir y retener de dichas distribuciones una cantidad igual al 10% del monto de las mismas en exceso de las cantidades aportadas por el participante al plan que hayan sido tributadas por éste. Se solicita aclarar esta disposición para considerar las cantidades de exclusión anual dispuestas por la Sección 1031.02(a)(13) del Código.

Limitación de aportaciones luego de distribuciones por caso de extrema emergencia económica

Aún cuando el nuevo Código no provee para lo mismo, el reglamento actual limita la aportación a planes por un período de 12 meses luego de una distribución por caso de extrema emergencia económica. Además, la cantidad que se puede diferir el año próximo a la distribución por causa de extrema emergencia económica se limita al tope anual menos la cantidad que se había diferido el año en que se realizó la distribución. Se sugiere que se limite la veda para la aportación a 6 meses luego de dicha distribución y se elimine el segundo requisito expresado arriba. De esta manera se acerca aún más la administración de estas distribuciones a como se realiza en los Estados Unidos provocando el que planes de patronos americanos que operan en Puerto Rico estén en mejor posición de ofrecer estas alternativas en sus planes. 

Imposición de contribución en caso de aportaciones excesivas

La Sección 1081.01(e)(6)(D) dispone que si un plan no corrige (mediante distribuciones u otro método que el Secretario disponga mediante reglamento, carta circular o determinación administrativa) las aportaciones excesivas no más tarde del último día que se tenga para rendir la planilla de contribución sobre ingresos del patrono que mantiene o auspicia el plan del cual el fideicomiso es parte, incluyendo cualquier prórroga, para el año contributivo del patrono durante el cual las aportaciones excesivas fueron hechas, se impondrá a dicho patrono una contribución igual al 10% de las aportaciones excesivas no corregidas.

Se recomienda aclarar que con la imposición de esta nueva penalidad se elimina la penalidad existente de la descalificación del plan cuando se mantienen invertidas aportaciones excesivas. También se debe sugerir el que se implemente en Puerto Rico un método administrativo de corrección de errores para planes calificados parecido al “Employee Plans Compliance Resolution System” federal.

Plan Flexible de Beneficios

La Sección 1032.06 del nuevo Código provee para la creación y administración de planes flexibles de beneficios. La misma no permite el que empleados puedan pagar parte de los beneficios calificados bajo dicha Sección con dinero exento de tributación. Dado al fin perseguido por esta Sección y otras que excluyen de tributación los beneficios calificados ofrecidos bajo un plan flexible de beneficios, se debería enmendar la misma para permitir que no se tribute el dinero utilizado por los empleados para cumplimentar el pago de los beneficios ofrecidos por patronos bajo estos planes. 

Tasas Contributivas

El P de la C 3070 propone una reducción en las tasas contributivas tanto a nivel corporativo como las  individuales.  En el caso de las corporaciones la reducción es inmediata, i.e., efectiva para los años contributivos comenzados después del 1 de enero de 2011.  La tasa máxima se reduce de 39% a 30%.  Esta reducción es beneficiosa para fomentar la inversión en las corporaciones y por lo tanto se favorece. 

Contribución Alternativa Mínima para Corporaciones (Sección 1022.04)
En el inciso (a)(6) se establece que el ingreso neto sujeto a tributación será incrementado por la deducción de gastos por servicios prestados fuera de Puerto Rico por una entidad relacionada. Esta disposición fue introducida en la Ley 7 de manera temporera, i.e., por un periodo de tres años. El proyecto de ley introduce esta disposición como permanente para propósitos de determinar la contribución alternativa mínima de las corporaciones. La intención de la medida es regular los precios de transferencia entre compañías afiliadas. Imponerle este gravamen a la entidad que está realizando negocios en Puerto Rico es oneroso si los cargos hechos reflejan la realidad económica de los servicios prestados. El Departamento de Hacienda debe adoptar aquella reglamentación que sea necesaria para atender las reglas de precio de transferencia entre compañías afiliadas y crear una división dentro del Departamento para atender estas transacciones.

Estados Financieros
La Sección 1061.15 del propuesto Código establece los requisitos para la radicación de estados financieros revisados y auditados. En general, establece la necesidad de estados revisados cuando el ingreso bruto de la entidad es entre $1,000,000.00 y $2,999,999.00, y estados auditados cuando el ingreso bruto es de $3 millones o más, preparados a base de los principios de contabilidad generalmente aceptados (GAAP) de EU.

La AIPR entiende que el requisito de estados financieros consolidados es oneroso y realmente no existe base para su necesidad.  En la medida que no existan planillas consolidadas no debe existir el requisito de estados consolidados con los requisitos descritos en esta Sección.  En el caso de las corporaciones foráneas se les debe permitir someter estados financieros para las operaciones de Puerto Rico únicamente. Además, se indica que se debe permitir la preparación de los estados financieros siguiendo las normas internacionales de contabilidad (International Financial Reporting Standards “IFRS”).  Debe clarificarse la parte relacionada al requisito de someter estados financieros de forma consolidada para que conste en el texto, sin ambigüedad, y que no se preste a confusión sobre el propósito que persigue el Proyecto. Debemos señalar que las Normas de Auditoria Generalmente Aceptadas en Estados Unidos y en Puerto Rico ("US GAAS", por sus siglas en inglés) no proveen mecanismos para un estado consolidado en según sugiere el proyecto de ley. 
2.  Cámara de Comercio de Puerto Rico
La Cámara de Comercio de Puerto Rico (CCPR) endosa y avala el proyecto de referencia. A pesar de ello indican que este gobierno debe asegurarse de que los alivios contributivos propuestos tanto a individuos como a comerciantes estén debidamente financiados, sin afectarse el desarrollo económico de Puerto Rico. Por otro lado, considerar el que los recaudos que se logren para financiar la Reforma y/o con la reforma se diluyan tratando de sostener las agencias gubernamentales que no son necesarias para el buen funcionamiento de nuestro País. 
A continuación se resumen los comentarios de la CCPR.

A. Individuos
a. Tasas - La Sección 1021.01 del Proyecto (Sección 1011 del Código) establece que a partir del año contributivo 2012, las tasas contributivas aplicables a los individuos se irán reduciendo. Según la exposición de motivos la tasa máxima debería ser un 30%. Sin embargo, el proyecto mantiene la tasa máxima en un 33%. Se debe corregir para establecer la reducción en tasa propuesta. 
b. Penalidad por casado - La Sección 1021.02 (Sección 1011(b) del Código permite ahora que, en el caso de casados que viven juntos y rinden planilla por separado y casados que radican planillas conjunta y elijen el cómputo opcional,  los niveles de ingreso para propósitos de la contribución básica alterna se determinen por separado como si fuesen un contribuyente individual.  La CCPR entiende que este es un aspecto positivo de esta reforma propuesta.  

c. Reducción de Categorías de estado Personal y Eliminación de Ciertas Deducciones– El propuesto Código reduce la cantidad de estados civiles sobre los cuales se rinde una planilla y elimina ciertas deducciones con el aparente propósito de simplificar el cumplimiento y ofrecer beneficios contributivos a través de créditos y reducciones en las tasas.  Sin embargo, entre las deducciones eliminadas se encuentra la deducción por pérdidas por causas fortuitas. Esta deducción permite a un ciudadano que perdió sus bienes por causa fortuita según especificada en el código y su reglamentación tomar una deducción que le ayudan a sobreponerse de pérdidas personales por eventos que están fuera de su control.  Actualmente, para acogerse a esta deducción existen ciertos controles y requisitos que hay que cumplir por lo que no se presta para que se use indiscriminadamente ni sea motivo de abuso.  Es obvio que la causa fortuita no está disponible para todos los contribuyentes y mucho menos todos los años por lo que no debería representar un menoscabo recurrente al fisco.  Por lo anterior, se sugiere enmendar el proyecto a los fines de permitir que se quede como deducción la pérdida por Causa Fortuita. 

1. Aportaciones a Entidades Benéficas - La Sección 1033.15 versa sobre Deducciones Aplicables a Contribuyentes que Sean Individuos. En cuanto a la deducción por donaciones para fines caritativos y otras aportaciones se cambian y aumentan los límites de las donaciones dependiendo a la entidad a la cual se efectúa la aportación.   Se permite una deducción del 100% de la donación aunque el límite será un cincuenta (50%) del Ingreso Bruto Ajustado del contribuyente. La CCPR favorece esta enmienda por ser una que permite al contribuyente actos de caridad sabiendo que estos pueden ser deducidos de su planilla en el futuro.  

2. Gastos Médicos - La deducción por gastos por asistencia médica fue modificada para que se tome como deducción aquellos gastos que excedan el diez (10%) por ciento del ingreso bruto ajustado.  Se incluyen como gastos admisibles las medicinas recetadas, gastos incurridos en la compra de cualquier equipo de asistencia tecnológica para personas con impedimentos, tratamientos especializados o enfermedad crónica. En cuanto a este tema la CCPR entiende que Gastos Médicos no deben considerarse un gasto ordinario. Tomando en cuenta lo anterior se sugiere la posibilidad de disminuir el porciento en lugar de aquella que excede el 10 % a aquella que exceda el 7.5% del ingreso bruto ajustado.  La situación económica actual no permite que los contribuyentes tengan ahorros sustanciales que les permitan asumir estos costos, en muchas ocasiones no planificados.  Se sugiere incluir la prima de seguro pagada como parte de estos Gastos.
3. Limitación sobre deducciones - La Sección 1033.20, que habla sobre deducciones aplicables a contribuyentes que sean individuos- establece una limitación de lo deducible al computarse el Ingreso Neto.  Esta nueva sección bajo el Código propuesto indica que al computarse el ingreso neto sujeto a contribución regular de un individuo, no se admitirán como deducciones bajo la 1033.15 aquella porción atribuible a ingresos sujetos a tasas preferenciales.  

Se hace difícil determinar cuáles deducciones de la Sección 1033.15 podrían ser aplicables a ciertos ingresos sujetos a tasas preferenciales. La forma en que está redactada podría tener un efecto negativo en los contribuyentes ya que el propósito es reducir la cantidad de deducciones aplicables al ingreso sujeto a contribución normal.  En la mayoría de los casos los ingresos sujetos a tasas preferenciales son ingresos pasivos en los que por lo general no se incurren  gastos que cualifiquen como deducciones.  De la misma manera no se ve la relación que pueda haber entre el desembolso de gastos personales de otra manera deducibles (como intereses hipotecarios)  y la generaron de ingresos pasivos como para que tenga que limitarse su deducción.  Se sugiere eliminar esta limitación.

d. Computo opcional por código 1994 - La Sección 1021.04 del proyecto concede a los individuos la opción de computar su contribución y radicar la planilla bajo las disposiciones del Código Vigente del 1994 para los años 2011 al 2015.  La elección se hará con la planilla del año 2011 y será final e irrevocable para los próximos cuatro años.  La CCPR entiende que la opción debe ser anual si el propósito es proveerles un beneficio a contribuyentes que por su perfil pudieran salir perjudicados o no beneficiados con el Código propuesto. La determinación contributiva es anual y las circunstancias pueden cambiar de año en año. A menos que exista otro propósito que no sea ofrecer el mayor beneficio a los contribuyentes, esta elección deber ser anual. 

e. Gastos/ingresos exentos o preferenciales - La sección 1031.01 (b) establece cuales ingresos serán excluidos de tributación.  El proyecto tal cual está redactado, excluye la compensación por lesiones o enfermedad. Es importante mencionar que en este inciso el proyecto pretende dejar sin efecto la decisión del Tribunal Supremo en Orsini vs. Depto de Hacienda, 2009 TSPR 190.  En dicho caso el Tribunal Supremo estableció que los pagos realizados por un patrono al despedir a un empleado sin justa causa son equitativos a una compensación por daño personal y por tal razón no deben estar sujetos a tributación.  La CCPR mantener el estado de Derecho vigente en el cual este tipo de compensación está excluida de tributación.  

B. Corporaciones y Sociedades
a.  Tasas y renglones contributivos – El Código propuesto reduce la tasa máxima aplicable a corporaciones y sociedades de 39% a 30%.  Nos parece muy acertado esta iniciativa para permitir que comercios puedan generar más capital del resultado de sus operaciones que le permita invertir y así se promueva la generación de empleos. Sin embargo, tenemos unas observaciones sobre la manera en que el Código establece el cómputo de la contribución.  

La Sección 1022.01 establece la contribución normal a las corporaciones y la Sección 1022.02 establece una contribución adicional a las corporaciones. Es necesario indicar que la consolidación de ingresos netos de los miembros de un grupo controlado para la determinación de la contribución adicional puede redundar en que se vuelva inoperante el crédito de $750,000 provisto para estos efectos. Además, pudiera resultar en una imposición onerosa a pequeñas y medianas compañías por ser miembros de un grupo controlado. 
Por otro lado, el nuevo código elimina la contribución de recuperación (“recapture”) de 5%, lo cual es muy positivo para el desarrollo económico de nuestros comerciantes.  

b. Requisito de Estado Financiero -  La Sección 1061.15 del propuesto código establece los requisitos para la radicación de estados financieros revisados y auditados. En general, establece la necesidad de estados revisados cuando el ingreso bruto de la entidad es entre $1,000,000.00 y $2,999,999.00, y estados auditados cuando el ingreso bruto es de $3 millones o más, preparados a base de los principios de contabilidad generalmente aceptados (GAAP) de EU.

La CCPR entiende que el requisito de estados financieros consolidados es oneroso y no se puede precisar su necesidad. En la medida que no existan planillas consolidadas no debe existir el requisito de estados consolidados con los requisitos descritos en esta Sección.  En el caso de las corporaciones foráneas se les debe permitir someter estados financieros para las operaciones de PR únicamente.  De igual manera, en el caso de las sucursales, la opción de someter información consolidada es confusa.  Asimismo, se debe permitir la preparación de los estados financieros siguiendo las normas internacionales de contabilidad (International Financial Reporting “IFRS”). 

c. Reorganizaciones divisivas - Con relación a este tema el Proyecto propuesto en la Sección 1034.03 establece una serie de requisitos son en extremo onerosos que impiden que en la práctica se logre este tipo de reorganización divisiva.  Aparenta ser que el texto incluido en el proyecto se trajo del Código de Rentas Internas Federal y que en la realidad puertorriqueña no tiene cabida.  La CCPR recomienda se analice este esta sección a los fines de atemperarla a la realidad local de Puerto Rico.   

d. Grupo Controlado y Persona Relacionada - La Sección 1022.04 del propuesto código integra las disposiciones transitorias introducidas por la Ley 7 y 37 de 2009 en cuanto a la no deducibilidad de los servicios prestados por compañías afiliadas cuando dichos pagos no estén sujetos a tributación en Puerto Rico en el cálculo de la contribución alternativa mínima y las incluye como provisiones permanentes en el propuesto Código según el P de la C 3070.

La inclusión permanente del ajuste por concepto de gastos pagados por servicios prestados por compañías afiliadas debe eliminarse. Tanto el Código vigente como el propuesto contienen disposiciones que le permiten al Secretario de Hacienda hacer las debidas intervenciones para fiscalizar los percibidos abusos.  Disposiciones de esta naturaleza tienden a castigar o penalizar entidades en fiel cumplimiento de sus obligaciones por el hecho de que algunas comentan abusos.  La recomendación es a los efectos de que se provean los recursos necesarios al Departamento de Hacienda para ejercer la debida fiscalización en esta área y no penalizar a “justos por pecadores”. 

e. Regla de Fuente de Ingreso - La Sección 1035.06 define el tratamiento de ingresos de transportación marítima y aérea, incluyendo los cruceros para efectos de determinar su fuente. Si la transportación comienza y termina en Puerto Rico se tratara como derivado 100% de fuentes de Puerto Rico. En el caso de que la transportación comienza o termina en Puerto Rico se reconocerá el 50% del ingreso como fuentes de Puerto Rico. Hay una regla especial en el caso de los cruceros: Si estos cruceros son administrados por corporaciones o sociedades extranjeras el ingreso se considerara de fuera de PR.

Existen casos en que el mismo viaje que comienza en Puerto Rico podría tener dos destinos y aun así se determinaría que 50% del ingreso seria de fuentes de Puerto Rico.  Además, esta regla de fuente de ingreso podría afectar a negocios extranjeros cuyas reglas de fuente de ingreso sean incompatibles con las de Puerto Rico. Esto tendría el potencial de crear doble tributación a estas empresas.  Nótese que Puerto Rico no es parte de los tratados contributivos de los Estados Unidos ni tampoco tiene tratados con países extranjeros. Dada la localización geográfica de Puerto Rico esta regla del 50% atribuye un porciento alto a fuentes de Puerto Rico a pesar de que la transportación mayormente se lleve a cabo fuera de las aguas territoriales de Puerto Rico

f. Tributación de Sociedades y LLC - La Sección 1010.01 contiene la definición de compañías de responsabilidad limitada y establece que las mismas tributarán en la misma forma que las corporaciones a menos que elijan ser tratadas como sociedades.  Sin embargo, aquellas  compañías de responsabilidad limitada que para propósitos de un país extranjero sean tratadas como sociedades (esto es, que los ingresos y gastos se atribuya a sus miembros) se tratarán como una sociedad para propósitos de Puerto Rico. Esto no aplica, sin embargo, a compañías de responsabilidad limitada cubiertas bajo un decreto de exención contributiva bajo las disposiciones de la Ley 73 del 28 de mayo de 2008 o cualquier ley análoga anterior a la fecha de efectividad del PC 3070.  Es importante señalar que esta Sección, de hecho las secciones que afectan las LLC’s, sociedades regulares y sociedades regulares operando como sucursales para propósitos de “Branch Profit Tax” no incluyen unas reglas de transición.  No se establece que pasará con las entidades que hoy tributan como corporaciones y por virtud de esta sección tengan que tributar como sociedad. Es importante que dichas reglas se establezcan para tener certeza sobre el tratamiento que recibirán utilidades y beneficios, sobrepagos o créditos, y otros atributos contributivos, entre otras cosas. Asimismo, la CCPR sugiere que a las existentes se les debe permitir elegir su “status” como una especie de “Grandfather’s Clause”

La CCPR sugiere eliminar la parte de la ley que dispone que "todo socio de una sociedad que este dedicada a industria o negocio en PR se considerará que está dedicado a industria o negocio en PR con respecto a su participación distribuible en el ingreso, ganancia, pérdida, deducción o crédito de la sociedad".  El hecho de ser socio en una sociedad no es equivalente a estar dedicado a industria o negocio. La tributación a socios extranjeros mediante retención parece cónsona  con los principios de tributación del Código en general y de otras jurisdicciones que invierten en Puerto Rico.  

g. Retención por servicios prestados - La Sección 1062.03 aumenta de 7% a 10% la retención por servicios prestados y hace extensiva la retención a pagos por servicios prestados entre personas relacionadas  aunque los servicios hayan sido prestados fuera de Puerto Rico. Se señala que la imposición de la retención del 10% a pagos por servicios prestados por afiliadas fuera de Puerto Rico no va de la mano con la imposición de tributos a entidades extranjeras siguiendo las reglas de fuente de ingreso. Como regla general, en el caso de entidades extranjeras el Código tributa ingresos generados de fuentes de Puerto Rico y el ingreso por servicios prestados fuera de Puerto Rico no constituye ingreso de fuentes de Puerto Rico. De esta manera, esta retención resulta impropia. Por último la CCPR sugiere que se deje esta retención como establecida en el Código actual.  
h. Depreciación vehículos (autos, Botes, y helicópteros) - La Sección 1033 añade y modifica la deducción de los gastos por concepto de uso de vehículos de motor que estén relacionados con la explotación de una industria o negocio, conforme a los límites establecidos en la Sección 1033.07(a) (3). Esta sección, elimina la deducción por depreciación de automóviles y la sustituye por una tarifa estándar por milla de uso. Esto aplicaría también al arrendamiento de automóviles.     

En términos simples, este Código propone que se utilice el método de millaje para reclamar los gastos relacionados a vehículos en lugar de como se había estado haciendo hasta ahora, a saber, depreciar un costo de hasta $25,000 por 3 o 5 años, dependiendo de si el contribuyente es un vendedor o no más los gastos de operación y mantenimiento, limitados al porcentaje usado para la explotación de una industria o negocio.  
Este cambio que se propone afecta al contribuyente de la siguiente forma: A) El mantenimiento de record de millaje resulta ser más oneroso para la persona o entidad según esta propuesta. B) No se tiene un panorama claro de como se va a fiscalizar este método.  C)
La transportación pública en Puerto Rico no es confiable para hacer negocios. Esto hace que los negocios o sus empleados tengan que incurrir en la compra o alquiler de vehículos aun cuando las distancias a recorrer sean cortas.  En estos casos, que son muchos, este nuevo sistema afecta muy adversamente.  D) Según la intención del ejecutivo, uno de los pilares de esta reforma es promover la simplicidad en la radicación y pago de planillas y contribuciones.  

Dado que en algunos casos se ha utilizado como referencia las disposiciones federales para el establecimiento de nuevas disposiciones en el Código propuesto, es menester señalar que los contribuyentes en Estados Unidos tienen tres alternativas para la deducción de gastos de automóviles. Estas son la depreciación por MACRS (Modified Accelerated Cost Recovery System), el millaje o el gasto real por recibos. De manera que aun en Estados Unidos se permite la deducción por depreciación de vehículos.  

i. Limitación al uso de sociedades especiales - En cuanto a la deducción por pérdidas de una Sociedad o Sociedad Especial, la sección 1033.02 del propuesto Código establece unas limitaciones adicionales a las existentes. En general, el propuesto Código en su Sección 1033.02(e) limita el uso de pérdidas en sociedades especiales a que se utilicen o reclamen contra ingresos de otras sociedades especiales o corporaciones de individuo que posea el mismo contribuyente. La CCPR no está de acuerdo con esta disposición.  El uso de las perdidas de sociedades especiales esta actualmente limitado a la base contributiva del socio y nunca en exceso del 50% del ingreso en el caso de los individuos. Estas limitaciones nos parecen razonables y permiten al empresario recobrar de alguna manera parte del capital invertido que por alguna razón se pueda perder.  Por tal razón, se sugiere el régimen según existente.

j. Crédito por compra de productos PR (se computará a base del crecimiento) - La sección 1040D del Código de rentas internas provee para un crédito por compras de productos manufacturados en PR que sean  exportados. Este crédito es regresivo comenzando con un 10% de las ventas hasta $ 50, 000,000 hasta 6% para venta en exceso de $150,000,000. Esta sección no establece una cantidad base, o sea, que el crédito aplica a todas las compras para la exportación, sin que exista o se establezca una base por las compras en los años anteriores.

Sin embargo, la Sección 1051.07 (c) establece que el cómputo de este crédito se determinará utilizando el exceso de las compras realizadas en el año sobre el promedio de dichas compras durante los tres años de menor cuantía dentro de los cinco años anteriores. Esta base que establece la Sección 1051.07 (c) NO existe bajo la Sección 1040D actual en lo que respecta al crédito por compras para la exportación de productos manufacturados en PR.

La medida, según contemplada, tiene como resultado el eliminar el crédito en las ventas que actualmente realizan las empresas manufactureras de PR a las empresas que están realizando estas compras para vender los productos en sus tiendas en los EU.  Lo que resultaría en que se reducirán sustancialmente las compras de estos productos. Por otro lado, la legislación según redactada sólo podrá ser utilizada en la práctica por empresas que no han hecho compras en el pasado y que no tienen una base sobre la cual aplicar el crédito.

La CCPR sugiere que se elimine la base sobre la cual el crédito no aplicaría y se utilicen las tasas progresivas enmendadas como sigue:

Hasta $15,000,000


 

  10%


En exceso de $15,000,000 hasta $30,000,000 
  15%


En exceso de $30,000,000                      
 
  25%

Se sugiere se revisen las tablas como arriba indicado para que resulten en un incentivo para fomentar estas compras.

k. PYMES - La Sección 1033.07 elimina los beneficios contributivos introducidos por la Ley 147 del 1 de agosto del 2008, mejor conocida “Ley de Incentivos para el Desarrollo de las Pequeñas Empresas de Puerto Rico”, en cuanto a las deducciones para deducir el costo total del equipo de sistemas de computadoras y su instalación en el año de la adquisición e instalación del mismo y utilizar una vida útil de dos años para equipo de transportación terrestre excepto automóviles y equipo de conservación ambiental. La CCPR no avala este cambio.  
Conforme la exposición de motivos de la Ley 147 arriba mencionada, “el desarrollo de una política pública a favor de las Pymes tiene una mayor relevancia ante la actual coyuntura económica. La intensificación de la competencia por parte de las llamadas mega-tiendas, el alza en los costos operacionales, y las presiones contributivas generadas por la entrada en vigor del Impuesto de Venta y Uso, sin alivios contributivos, obligan a revisar los actuales enfoques hacia las Pymes locales”. Continúa estableciendo que se entiende necesario habilitar una política pública que incluya un nuevo tratamiento contributivo a las PYMES y provea los incentivos necesarios para su fortalecimiento. La CCPR coincide con lo antes expuesto y sugiere que consideren eliminar este cambio que afecta adversamente a las PYMES que no debe tener un impacto significativo en el fisco.

l. Deducciones - En la Sección 1033.10 sobre Donativos para fines caritativos y otras aportaciones por corporaciones se aumenta la limitación en la  donación a diez (10%) del ingreso neto del contribuyente sin los beneficios de la deducción.  Este cambio parece positivo para el comerciante y para las entidades privadas que hacen labor social ya que aumenta el incentivo para hacer aportaciones caritativas  relevando al gobierno de alguna parte de esta carga.

La Sección 1033.14 nos habla sobre Deducción por Pérdida Neta en Operaciones.  Esta sección incluye la enmienda efectuada a la Sección 1124 del Código de Rentas Internas del 1994, por la Ley 171 del 2010 en la cual se extiende a 10 años el periodo de arrastre para las pérdidas netas en operaciones que sean incurridas en años contributivos comenzados después del 31 de diciembre de 2004 y antes del 31 de diciembre del 2012. Luego de este término el periodo de arrastre regresa a ser 7 años.  La CCPR sugiere que se considere dejar permanentemente en 10 años este periodo de arrastre.
C. Arbitrios

a. Vehículos de motor - El Código propuesto establece un cambio sustancial en este inciso ya que permite a los comerciantes vendedores de autos pagar el arbitrio por la venta de dicho vehículo conforme el precio de venta y no del precio sugerido de venta. Esto permite que el concesionario y el comprador del vehículo puedan tener una negociación más transparente a la hora de llegar al precio final.  La Sección 3010.01 del Proyecto es la que establece lo anterior.  Indica el artículo que si el precio de Venta es mayor al sugerido debe pagarse por la diferencia.  Es menester señalar que  el proyecto indica en la Sección 3010.01(a)(11)(A)(iv) que si el precio de venta es inferior al precio sugerido no hay derecho a crédito ni a reintegro.  La CCPR sugiere revisar lo anterior a los fines de poder hacer justicia y cumplir con el propósito de esta reforma para que sea una justa y equitativa.  
b. Embarcaciones y equipo pesado - En el caso de embarcaciones y equipo pesado, “maquinaria y grandes herramientas”, en la actualidad esos artículos no están sujetos a arbitrios, pero están sujetos al IVU sin límite.  Dado el costo sustancial de los equipos pesados y grandes herramientas el que se le imponga un arbitrio del 7% sujeto a un tope de $25,000, resulta favorable. Por otro lado, en el caso de embarcaciones, en la actualidad, éstas también están sujetas al IVU sin máximo alguno.  Al incorporarse en las disposiciones de arbitrios e imponérsele un 7% de arbitrio con un tope de $10,000, se favorece y reduce la imposición contributiva sobre las embarcaciones que son artículos de lujo.  La CCPR sugiere que tal vez se deba establecer ambos límites en el máximo de $10,000.00 tanto para el caso de embarcaciones como de equipo pesado.  

c. Arbitrio de 1% en compra de propiedad mueble a relacionados - El Capítulo 8 bajo el nuevo Subcapítulo C de Arbitrios establece un nuevo arbitrio sobre las compras de cierta propiedad. El nuevo arbitrio es de 1% y es además del impuesto de venta y uso. Este nuevo arbitrio se impone en la adquisición de “propiedad mueble” de una persona relacionada, según se define en la Sección 1010.05(b) del nuevo Código. Por otro lado, se establece el pago de este arbitrio como un crédito no reembolsable contra la contribución sobre ingresos que podrá ser arrastrado por 10 años.

Las imposiciones de tributos aumentan los costos de hacer negocio y ahuyentan a potenciales inversionistas. Al final de la cadena, es el consumidor el que termina pagando por estos tributos adicionales.  Por ello, se sugiere que este tipo de tributo se fortalezcan los recursos de fiscalización del Departamento de Hacienda especialmente en lo concerniente a precios de transferencia.

D. IVU

La Sección 4010, antes 2301, nos habla sobre la propiedad Mueble Tangible que propone excluir algunos muebles del pago del IVU (como automóviles, propulsores, ómnibus y camiones). La CCPR sugiere que se confirme que el “gas propano” no esté sujeto también a arbitrios especiales ya que esto puede aumentar los costos de negocios significativamente, especialmente en los establecimientos de comida.

En la Sección 4020 del propuesto código antes 2403 se establece que la fuente de la venta de servicios tributables, excepto servicios de telecomunicaciones, televisión por cable o satélite y arrendamiento de propiedad mueble tangible será la localización donde se “presten” los servicios.  La CCPR entiende que esto no debe cambiar la normativa, sin embargo se trae a su atención por si requiere un análisis en términos de que se persiga algo diferente con el cambio propuesto.  Asimismo se sugiere que se tome en consideración aclarar y establecer que esta disposición no es extensible para determinar en qué municipio se prestan los servicios. La CCPR entiende que dicha determinación debe ser hecha a base de las localidades comerciales.
a. Refrendar boletos - El Nuevo Código añade una nueva definición de “refrendo” como “la autorización emitida por el Secretario a un promotor para la venta y el cobro de derechos de admisión a un espectáculo público, luego de recibida la declaración escrita requerida a esos efectos” y los requisitos para ello.

b. Disposiciones sobre fiscalización - La Sección 4041.02 faculta al Secretario a promulgar requisitos para la Planilla Mensual de Impuestos sobre Ventas y Uso mediante reglamento, carta circular o determinación administrativa.

Lo anterior es causa de gran preocupación para la CCPR.  Visto de forma general estas facultades al Secretario pudieran atentar contra el Debido Proceso de Ley.  Para evitar lo anterior, la CCPR sugiere que se requiera un periodo de comentarios y recomendaciones previo a la aprobación de cualquier cambio que se proponga por el Secretario,  aún si es por carta circular o determinación administrativa de Hacienda.  Debe, imponerse un requisito que cualquier cambio a tales efectos deberá notificarse con no menos de 90 días de antelación.  

E. Bebidas Alcohólicas

a. Tax Free - El Nuevo Código propuesto requiere que toda etiqueta o marbete de bebida alcohólica, productos de malta y cervezas que no sea vendida libre de impuesto en Puerto Rico incluya la frase “Impuesto Pagado” o “Tax Paid” dentro de 180 días de aprobación del mismo.  
A la CCPR le preocupa entonces cómo sería la mecánica para los espíritus y para las latas de cervezas?  Cabe preguntarnos entonces si en el caso de botellas, tiene que ser parte de la etiqueta principal o puede ser una etiqueta separada (similar a la utilizada actualmente para el “TAX FREE”).  Esto aumentaría el costo de hacer negocios en Puerto Rico.  De ser así, se sugiere revisar esta enmienda a los fines de evitar impacto significativo en los comerciantes.  
F. Disposiciones adicionales, Intereses, Etc.

a. Máquinas de entretenimiento - En cuanto a las licencias para máquinas operadoras con monedas, el Artículo 3050.02(d) establece unas exclusiones de gravamen que no se justifican.  Las exclusiones de gravámenes lo que resultan es en la evasión contributiva. En la medida que existan estas exenciones, el contribuyente hará lo indecible por tratar de cualificarla bajo las mismas y evadir el pago del arbitrio aplicable.  La única exención que debería permanecer es el de las máquinas tragamonedas en las salas de juego de los hoteles de turismo.

La CCPR entiende que el sistema contributivo y sus mecanismos de cumplimiento deben simplificarse y ampliar la base. Esto requeriría un estudio de las exenciones, deducciones y créditos contributivos existentes, sin olvidar que muchos de estos beneficios tienen como propósito válido el suplementar las diversas leyes de incentivos económicos cuyo propósito es impulsar la economía. Los incentivos al desarrollo estratégico de nuestra economía concebidos en el MENE son primordiales en la valoración y desarrollo de la innovación, fundamental para la prospectiva preservación y generación de nuevos empleos. Es fundamental que al empresario se le facilite la transformación de sus empresas para competir en el ámbito global.  

Es menester que el Nuevo Sistema Impositivo que se cree sea justo y propicie la actividad económica. El nuevo Código debería, entre otras cosas: (1) Permitir la consolidación de planillas y/o permitir la retrotracción de pérdidas de operaciones; (2) Permitir el “direct expensing” de adquisiciones de activos fijos tal y como en EEUU; (3) Establecer un Tribunal de Contribuciones, o algo parecido, que permita la adjudicación eficiente de casos donde contadores públicos autorizados y abogados puedan representar a sus clientes; (4) Eliminar o reducir la magnitud de los arbitrios especiales sobre vehículos de motor, licores y otros.  (5) Establecer un crédito por empleo para los patronos parecido al sugerido en los siguientes proyectos: P. de la C. 3528, P. de la C. 3641 de 2007, P. de la C. 791 y P. del S. 403 de 2009.  

Como es sabido, el sector privado ha abogado por una Reforma Contributiva por años ya que consideran que es muy necesaria para ser competitivos. Pero más importante aún, representa una gran oportunidad para el desarrollo del ser emprendedor y el empresarismo en PR.   Es por ello que este Gobierno cuenta con el apoyo de la CCPR  en todo lo que podamos aportar a este proceso conforme a las normas que nos rigen.  

3.   Centro Unido de Detallistas
El Centro Unido de Detallistas (CUD) indica que el proyecto ante nuestra consideración tiene una intención loable en aras de redistribuir la carga contributiva para los diversos sectores del país. Más allá, la propia medida apercibe que para que las escalas de ingreso continúen hasta el año contributivo 2016 el Gobierno de Puerto Rico debe alcanzar varias medidas de recaudación de ingresos, ahorros y control de gastos.  Lo expuesto hace de la reforma presentada una prácticamente temporera por lo que no se garantiza con certeza la continuidad de los alivios propuestos.  De igual forma, existen múltiples ajustes de impacto en el alivio contributivo propuesto que dependen de dicha continuidad.  
A continuación se presentan los cambios introducidos en el Proyecto que más afectan a los pequeños y medianos empresarios por categorías: 
I. Contribución sobre Ingresos de Individuos (DBA)

Tasas de Contribución Regular sobre Ingresos de Individuos - La Sección 1021.01 del PROYECTO, propone cambiar las escalas contributivas a las cuales están sujetos los individuos incrementándolas progresivamente a través de los próximos seis años contributivos. Durante los primeros años bajo el Código de 2010, entiéndase 2011 al 2013, el aumento en las escalas será automático, beneficiando así a la inmensa mayoría de los trabajadores y aquellos pequeños y medianos empresarios que llevan sus negocios sin estructura corporativa. Mientras, el aumento en años posteriores, entiéndase del 2014 al 2016, dependerá de los resultados de los esfuerzos fiscales y de recaudación del Gobierno de Puerto Rico.
El CUD indica que la medida no especifica cuales son las medidas que el Gobierno de Puerto Rico debe alcanzar para que se complete la reducción de la tasa máxima y el incremento en las escalas contributivas para el año 2016.  Se exhorta a que estos parámetros queden establecidos desde la aprobación de este Proyecto para desde este momento fijar un norte que tanto el Gobierno de Puerto Rico así como los ciudadanos puedan seguir y aspirar a alcanzar. Lo expuesto hace de la reforma presentada una prácticamente temporera por lo que no se garantiza con certeza la continuidad de los alivios propuestos.  De igual forma, existen múltiples ajustes de impacto en el alivio contributivo propuesto que dependen de dicha continuidad.  
El CUD está totalmente de acuerdo con la adopción de medidas que reduzcan la carga contributiva de los contribuyentes.  Sin lugar a duda, la ampliación de las escalas contributivas junto a la eventual reducción de la tasa máxima contributiva de un 33% a un 30% va a la par con el mensaje del Gobernador de dejar más dinero en el bolsillo de todos los contribuyentes.  Sin embargo, es de medular consideración el hecho de que el proyecto de ley tal cual presentado omite atender u ofrecer alivios significativos y particulares a los miles de pequeños comercios y micro empresas organizadas como DBA.  Este renglón constituye un porciento significativo de pequeños comercios que actualmente atraviesan por uno de sus peores momentos económicos.

Ajuste Gradual - La Sección 1021.01 del PROYECTO propone una eliminación paulatina al ingreso, sujeto al Ajuste Gradual hasta su eventual desaparición de nuestro sistema contributivo.  Como saben, el Ajuste Gradual busca eliminar gradualmente el beneficio de tributar ciertas cantidades de ingreso a tasas menores. Esto tiene el resultado de que las personas con ingreso sujeto a contribución sobre cierta cantidad, tributarán todo su ingreso a la tasa máxima de 33%.

El CUD favorece esta propuesta al representar, con la eventual desaparición del Ajuste Gradual, otro ahorro contributivo para los contribuyentes. No obstante, se destaca que gran parte de los cambios a dicho ajuste gradual no son certeros puesto que dependen de la capacidad del Estado en alcanzar ciertas recaudaciones de ingresos, ahorros y control de gastos  los cuales no han sido definidos en este Proyecto.

Estados Financieros - La Sección 1061.15 del Proyecto propone imponer la obligación a todo comerciante, sin importar su estructura de negocios, que tenga un volumen de negocios igual o mayor de un millón de dólares de acompañar, junto a su planilla de contribución sobre ingresos, estados financieros. Si el volumen es mayor a $1 millón pero menor de $3 millones los estados presentados deberán ser revisados por un Contador Público Autorizado a ejercer la práctica en Puerto Rico (en adelante “CPA”).  Si el volumen de negocio sobrepasa los tres millones de dólares, los estados presentados deberán estar auditados por un CPA.
Es importante comparar dicho requisito con las disposiciones de la Ley General de Corporaciones de 2009, según enmendada, lo cual ya fue objeto de discusión, análisis y varias enmiendas para llegar al requisito vigente. En específico, dicha Ley requiere que aquellas corporaciones con un volumen de negocios mayor de $1 millón pero menor de $3 millones sometan junto al informe anual un estado de situación financiera preparado por una persona que tenga conocimientos generales de contabilidad, y no revisado por un CPA; y que aquellas corporaciones con un volumen de negocios igual o mayor de $3 millones sometan un estado de situación financiera auditado por un CPA junto a dicho informe anual.
El requisito de la  Sección 1061.15 del Proyecto impone una carga adicional por vez primera a los DBAs y pequeños comercios del país, los cuales no estarían de otro modo obligados a contratar a un CPA para que revise o audite sus estados financieros.  Definitivamente este requisito más que un alivio, representa una carga adicional que anteriormente no era requerida y que solo beneficia a un sector comercial del país.   

II. Contribución sobre Ingresos de Corporaciones

Tasas Contributivas - La Sección 1022.01 del Proyecto mantendría la tasa contributiva normal del 20% para toda corporación según existe actualmente. Los cambios introducidos por el Proyecto se encuentran en la Sección 1022.02. La misma propone simplificar la contribución adicional al establecer sólo dos escalas de tributación adicional. Para propósitos de la contribución adicional, las corporaciones se dividirían entre aquellas corporaciones con Ingreso Neto Sujeto a Contribución Adicional no mayor de $1,750,000 y aquellas con Ingreso Neto Sujeto a Contribución Adicional mayor a esta cantidad.  

Las primeras estarían sujetas a una contribución adicional de 5% mientras que las segundas estarían sujetas a una contribución adicional del 10%. Al tomar en cuenta la deducción para alcanzar el ingreso neto sujeto a contribución adicional, el Proyecto crea tres escalas contributivas para las corporaciones según su ingreso neto:
A- Hasta $750,000 -  20%

B- De $750,001 a $2,500,000 - 25% sobre el exceso de $750,000

C- De $2,500,001 en adelante - 30% sobre el exceso de $2,500,000

En lo referente al CUD, se entiende que el esquema propuesto, es un abandono a la política pública esbozada en la exposición de motivos de la Ley Núm. 147 de 1 de agosto de 2008, mejor conocida como la “Ley de Incentivos para el Desarrollo de las Pequeñas Empresas de Puerto Rico” (en adelante “Ley 147”). Bajo esta Ley, los pequeños y medianos empresarios podían escoger tributar su ingreso neto a una tasa especial del 20% si empleaban a 7 empleados o más y del 25% si empleaban a menos de 7 empleados. Lo propuesto en este inciso no representa un alivio a los pequeños y medianos empresarios por lo que estas tasas ya habían sido otorgadas por la Ley 147.  
Aún cuando representa un alivio contributivo a alguna de las empresas a la cual representa el CUD, se entiende que el alivio no toma en cuenta las necesidades especiales de un gran número de pequeños y medianos empresarios. Al no dar tratamiento preferencial al pequeño y mediano comerciante de capital local, es importante fomentar la inversión local y el crecimiento de las pequeñas y medianas empresas, pilares de la economía de nuestro país. 

III. Derechos de Licencia
La Sección 3050.01 del Proyecto propone simplificar el sistema de derechos a pagar por licencias al eliminar las categorías existentes dentro de cada tipo de traficante. Además, como resultado de la eliminación de categorías, algunos traficantes tendrán una carga menor a la hora de renovar o adquirir sus licencias. El CUD apoya esta medida al representar un alivio a sus miembros que, como parte de sus negocios, venden artículos que requieren de licencias. En adición, recomienda la transferencia de las licencias, debidamente expedidas y vigentes, a los herederos o persona adquiriente del negocio en aquellos casos de fallecimiento del dueño original.  De esta forma se evita la duplicidad de esfuerzos y gestiones de parte de los herederos o adquiriente del negocio que pretenden la continuidad de el mismo tipo de negocio para lo cual ya se otorgaron las licencias correspondientes.
IV.  Impuesto sobre Ventas y Uso (IVU)
Fiscalización y facultades del Secretario - El Proyecto provee, como mecanismo de fiscalización, el que agentes de rentas internas estén facultados a hacer compras en establecimientos para verificar el cobro del IVU y la entrega de recibo de compra. Estos agentes podrán luego rescindir la transacción y solicitar la devolución del dinero.  Aquellos comerciantes que se nieguen a recibir la mercancía de vuelta y devolver el dinero se exponen a una multa administrativa.
Aún cuando el CUD está de acuerdo en que una fiscalización efectiva del IVU es necesaria, les preocupa el que no se establezca por ley los controles necesarios para que los comerciantes puedan verificar la veracidad del proceso. Se debe dar al menos unos parámetros a seguir a la hora de llevar a cabo estas compras y las respectivas devoluciones. 
V. Penalidades y Multas Administrativas
Poderes del Secretario – El CUD reconoce que las sanciones o penalidades tienen un objetivo de disuadir el incumplimiento con la responsabilidad contributiva. Sin embargo, esta herramienta debe ser utilizada con razonabilidad en aras de no atentar contra la estabilidad de un negocio. Sobre todo cuando se trata de temas novedosos y complejos como muchos de los que intenta cambiar el Proyecto.

El Secretario tendrá la facultad, hasta el 30 de junio de 2011, para reducir, condonar o eximir del pago de varios recargos y penalidades establecidas por el PC3070 en casos meritorios. Esta facultad puede ser prorrogada por un año adicional por la Asamblea Legislativa a solicitud del Secretario.

El CUD favorece el que la imposición de multas, recargos y penalidades no continúe siendo un acto mecánico como ocurre en muchas ocasiones y entendemos que esto puede ser la base para incentivar el cumplimiento de muchos contribuyentes con su responsabilidad contributiva. Es la recomendación del CUD que este sea un poder permanente del Secretario para darle mayor flexibilidad al sistema de multas administrativas y penalidades y reconocer así que cada contribuyente puede tener las circunstancias meritorias por las cuales merezca la eliminación de multas y penalidades o la reducción de la misma en aquellos casos que amerite y donde el comercio corrija en tiempo razonable cualquier error.

Además, se recomienda que dentro de dicha prerrogativa se otorgue al Secretario la facultad de considerar el volumen de negocio del infractor, su trayectoria de cumplimiento, entre otros, para establecer un sistema de degradación de penalidades y sanciones, que a la vez que cumpla el objetivo de disuadir de actos u omisiones contrarias a la ley, no tenga el efecto de impactar irrazonablemente a un pequeño comercio ante algún acto involuntario. 
4. Asociación Productos de Puerto Rico
En términos generales la Asociación Productos de Puerto Rico endosa la medida.  No obstante, presenta varias sugerencias, las cuales entienden son de crucial importancia para los miembros de la Asociación.

Crédito por la compra de productos manufacturados en Puerto Rico para la exportación.  Sección 1051.07.


En primer lugar, señalan la preocupación sobre la virtual eliminación de los créditos por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para la exportación.  O sea, por las enmiendas que se le hacen a las disposiciones de dicho crédito contenidas en la Sección 1040D del Código de Rentas Internas de 1994, según enmendado.


La Sección 1051.07 agrupa bajo una sola sección los créditos de las Secciones 1040C-Créditos por compra productos manufacturados en Puerto Rico por un negocio de manufactura, 1040D-Créditos por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para exportación y 1040E-Créditos por compra productos manufacturados en Puerto Rico para venta y consumo local.  Al incorporar los tres créditos bajo una misma sección, se limitan los tres tipos de créditos al exceso de las compras de productos manufacturados en Puerto Rico sobre el promedio de las compras de productos elegibles manufacturados en Puerto Rico para los tres de los cinco años contributivos anteriores que reflejen las compras menores. Asimismo, se establece una tabla progresiva para determinar la cantidad del crédito comenzando en 5% en compras hasta $50,000,000 y alcanzando 25% en compras en exceso de $200,000,000.  


Bajo las Secciones 1040C  y 1040E no existía una tabla progresiva para computar el crédito. Por otro lado, bajo la Sección 1040D-Créditos por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para la exportación existía una tabla regresiva. El crédito comenzaba en 10% en compras hasta $50,000,000 y se reducía a 6% en compras en exceso de $100,000,000.


Se expone que el crédito de la Sección 1040D-Créditos por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para exportación, fue establecido con el propósito de ayudar a las empresas manufactureras locales a levantar mercados para sus productos en el extranjero y poder colocarse en posición de competir a nivel global.  Es por esto que se concede un crédito a aquellas empresas que compren los productos de los manufactureros locales para ser exportados. El único beneficio que disfrutan los manufactureros locales de este crédito, es un incremento en sus ventas.  

En el caso del crédito por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para exportación no se debe limitar el crédito al exceso de las compras sobre el promedio de tres de los cinco años contributivos anteriores que reflejen las compras menores.  O sea, no debe imponérsele un volumen de compra base para propósitos del crédito por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para exportación.


La medida, según contemplada en lo referente al crédito por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para la exportación, tiene como resultado el eliminar el crédito en las ventas que actualmente realizan las empresas manufactureras de Puerto Rico a las empresas que están realizando estas compras para vender los productos fuera de Puerto Rico.  Lo que resultaría en que se reducirían sustancialmente las compras de estos productos en perjuicio de la industria manufacturera puertorriqueña.  


La Asociación Productos de Puerto Rico sugiere, que en lo relacionado al crédito por compra de productos manufacturados en Puerto Rico para exportación, se elimine la base en el nivel de compras sobre la cual el crédito no aplicaría y se utilicen las tasas progresivas enmendadas como sigue:


Hasta $15,000,000





10%


En exceso de $15,000,000 hasta $30,000,000

15%


En exceso de $30,000,000




25%

La tasa anterior está más a tono con la realidad económica de las transacciones que se llevan a cabo en la actualidad en lo relacionado con las compras de productos manufacturados en Puerto Rico para la exportación.  Por lo que se sugiere se revisen las tablas según indicado para que verdaderamente resulte en un incentivo para fomentar estas compras.  

Tratamiento contributivo para compensación por despidos.


En cuanto a la Sección 1031.01(b)-Gastos-Ingresos exentos o preferenciales, se sugiere que en el caso de pagos a empleados por despido, justificado o injustificado, que no excedan de una cantidad que podría establecerse en o alrededor de $50,000 queden exento de tributación.  En el caso de cantidades que excedan dicha cantidad, se sugiere establecer una tasa contributiva preferencial, digamos, de un 10%.  Después de todo, el empleado se ha quedado sin empleo y se le ha ocasionado daños por lo que el estado debería de reconocer dicha situación.

Retención sobre el pago a entidades afiliadas por servicios prestados fuera de Puerto Rico.


En cuanto a la Sección 1062.03, donde se le da permanencia y se aumenta de 7% a 10%, la retención por servicios prestados por una entidad afiliada fuera de Puerto Rico, se sugiere que se elimine dicha retención.  Si los servicios son prestados fuera de Puerto Rico, el ingreso realizado por la afiliada no está sujeto a contribución por no ser ingreso de fuentes de Puerto Rico conforme las disposiciones existentes del Código y las disposiciones que se establecen en el proyecto de Reforma Contributiva.

Depreciación de Vehículos


En cuanto a la Sección 1033 de la Reforma, en lo que se refiere a la depreciación de vehículos, se sugiere que la fiscalización y la implementación de la propuesta deducción basada exclusivamente en el millaje se complicaría sustancialmente.  Peor aún, no se establece cómo se va a computar la depreciación por millaje, ¿a qué cantidad por milla?

Ajuste en la base para computar ganancia en la disposición de propiedad recibida por manda, legado o herencia.  Sección 1034.02(a)(5)(c)

En cuanto a las disposiciones relativas a la determinación de la ganancia y pérdida en la venta de propiedad, en los casos de propiedad recibida por manda, legado o herencia a partir del 31 de diciembre de 2010, debemos señalar que el P de la C 3070 podría, en muchas circunstancias, ser desfavorable al compararlo con el Código de Rentas Internas de 1994.  El Código de Rentas Internas de 1994 provee que en cuanto a la propiedad localizada en Puerto Rico que se reciba por manda, legado o herencia, se puede aumentar su base por la cantidad de $400,000, y además, en el caso de una propiedad que constituya la residencia principal del causante y el predio donde radique la estructura hasta el máximo de una cuerda se puede aumentar su base hasta el valor en el mercado a la fecha del fallecimiento del causante sin límite de cantidad alguna.  Por lo tanto, un caudal que posea una residencia que fue adquirida muchos años antes y cuya base en poder del causante sea $200,000 pero cuyo valor en el mercado es de $1,100,000, y posea otras propiedades cuya base sea de $200,000 y cuyo valor en el mercado es de $600,000, podrá aumentar la base bajo el Código actual por $1,300,000 ($900,000 en la residencia y $400,000 en otras propiedades). Bajo la Reforma, asumiendo que toda la propiedad del caudal sea propiedad localizada en Puerto Rico, porque si tiene propiedad localizada fuera de Puerto Rico la situación es peor, solamente podrá aumentar la base en $1,000,000 (monto de la exención fija).  Esto resulta ser $300,000 menos que bajo el Código actual y aún bajo la Reforma en casos de personas fallecidas antes del 31 de diciembre de 2010.


A tenor con lo anterior y para corregir este resultado adverso bajo el P de la C 3070 comparado con el Código de Rentas Internas de 1994, se sugiere considerar mantener el ajuste en base en el caso de aquella propiedad que constituya la residencia principal del causante.  
5. Asociación de Constructores de Hogares

La Asociación de Constructores de Hogares indica, que en términos generales, esta Reforma Contributiva atiende uno de los aspectos más importantes de toda reforma  contributiva: colocar más dinero en el bolsillo del ciudadano y capitalizar las empresas, mediante una reducción significativa de las tasas aplicables a individuos y corporaciones. En ese sentido, respaldan la reforma propuesta, y refieren sus recomendaciones para que esta legislación sea un instrumento eficaz para nueva inversión y creación de empleos en la industria de la construcción y vivienda. 

Los créditos contributivos, a favor de la construcción de vivienda de interés social y por inversión en infraestructura,   son instrumentos eficaces para generar nueva actividad económica y nuevos empleos. No obstante, la legislación propuesta reitera la moratoria de créditos contributivos relacionados al sector de vivienda, que tienen un impacto positivo en la economía y que son meritorios. Ejemplo de ellos es la moratoria a la siguiente disposición de ley: 
Sección 1051.11

“(7)
Inciso (A) del Artículo 3 de la Ley Núm. 140 de 4 de octubre de 2001, según conocida como la “Ley de Créditos Contributivos por Inversión en la Nueva Construcción o Rehabilitación de Viviendas de Interés Social”, excepto aquellos créditos concedidos o pendientes de aprobación final sobre proyectos de vivienda de interés social para venta o alquiler o instalaciones para personas de edad avanzada que cumplan con los siguientes requisitos: (1) que tengan un certificado de cualificación y (2) que tengan una cantidad de créditos reservados”.

La moratoria propuesta y vigente a dicha Ley Núm. 140, limita el crédito a quien lo haya obtenido, o sea, que tenga un certificado de cualificación y (2) que tenga una cantidad de créditos reservados. Esto deja fuera a las empresas bonafide que interesen hacer una inversión futura en construcción de vivienda de interés social que no hayan sido cualificadas y que no tengan ya créditos reservados. Por ende, se sugiere dejar sin efecto la  moratoria a dicha Ley y que se establezca un período de evaluación de costo efectividad de la misma para el fisco y la economía local, luego del cual esta Asamblea Legislativa determine si la extiende, la modifica o se deroga, basado en el análisis efectuado. Lo que no debe suceder es continuar fijando moratorias por el alegado impacto fiscal de ciertas leyes, sin completar un análisis económico adecuado de las leyes impactadas y privando a sectores productivos de herramientas de inversión y creación de empleos.  
Por otro lado, cabe citar la Sección 1051.11, que establece y mantiene en moratoria la siguiente disposición de ley:  
“(8)
Incisos (a) y (b) del Artículo 4 de la Ley 98 de 10 de agosto de 2001, según enmendada, conocida como la Ley de Créditos Contributivos por Inversión en Infraestructura de Vivienda”.
La moratoria a dicha Ley Núm. 98, priva de compensación mínima a las empresas que usualmente hacen inversiones y aportaciones significativas a la infraestructura vinculada al desarrollo de vivienda. Típicamente las corporaciones públicas y agencias no sólo solicitan al desarrollador de vivienda que supla las necesidades de vivienda creadas en su propio proyecto de vivienda, sino que se exige infraestructura adicional conocida como obras extramuro, que implica crear infraestructura más allá del entorno del proyecto autorizado, para servir a las necesidades de las comunidades adyacentes o proveer infraestructura al acervo de capital de estas corporaciones públicas. 
Se sugiere dejar sin efecto moratoria la establecida a la Ley Núm. 98, por lo menos para permitir y conceder, por un término específico, créditos en proyectos de vivienda de interés social y de clase  media por la inversión en infraestructura de vivienda, según los términos de la Ley 98. Se sugiere que ese mismo término de vigencia de dichos créditos sea utilizado para evaluar la costo efectividad de la Ley Núm. 98, de manera que se puedan mejorar y revisar sus disposiciones de la manera más prudente y razonable.           

En este momento es importante tener en cuenta es que el desarrollo formal de vivienda es parte de  una industria con una dinámica muy particular de negocios, muy distinta a otros sectores o negocios de la economía local. Toda empresa que inicia una inversión y asume obligaciones para el desarrollo de vivienda, asume un riesgo que se inicia con la compra del terreno, la obtención de los permisos correspondientes, que continua con los movimientos de tierra, los estudios de suelo, la construcción de la infraestructura necesaria y la edificación de la residencia per se. La mencionada dinámica es parte de un proyecto visto como un todo y para cual se obtuvo un financiamiento interino a través de la institución financiera que corresponda. En esa inversión y riesgo, las ventas de la  primera gran parte de las unidades de un proyecto, son el mero comienzo del repago de una deuda asumida por el desarrollador. No es sino hasta que se ha vendido un gran por ciento del total de unidades, que se ha podido cubrir la totalidad de los costos y no es sino hasta la etapa final de las ventas un proyecto, que se puede determinar con certeza el monto, si alguno, de las ganancias de un proyecto. En estos momentos, esa expectativa de ganancia pudiera ser más incierta ante los elevados costos  gubernamentales y no gubernamentales de construcción y ante el nivel bajo de absorción de los inventarios.  
 
En otro tema, se recomienda adicionar al inciso (g) de la sección b del capítulo 3, como exclusión del ingreso bruto,  hipotecas originadas para proveer financiamiento permanente para la construcción o adquisición de vivienda de ingresos moderados, que pudiera incluir las viviendas hasta un 80% del límite vigente del Federal Housing Administration (FHA). Lo anterior proveería más incentivos a las instituciones financieras para promover la construcción de más unidades de vivienda asequibles para la familia asalariada y atendería la gran necesidad de vivienda en la población trabajadora de Puerto Rico.   

Por otro lado, se recomienda que se revisen y evalúen con detenimiento las disposiciones aplicables a las sociedades especiales, recogidas en el SUBCAPITULO, Sección 1114.01 y subsiguientes. Según se ha entendido en el sistema contributivo, la sociedad especial es una sociedad que recibe un tratamiento particular desde el punto de vista contributivo.  Una entidad organizada como sociedad especial queda relevada de tributar sus ingresos, debido a que las ganancias de la entidad son tributadas por los socios, según su participación en la misma. Es decir, cada miembro será responsable de tributar las ganancias individualmente en su planilla de acuerdo a su por ciento de interés propietario en la sociedad.  De igual forma, cada socio tiene la oportunidad de deducir en su planilla individual las pérdidas atribuibles a la sociedad. La deducción de dichas pérdidas está sujeta a limitaciones establecidas por ley. 
Los mencionados elementos de la sociedad especial, quedan sin efecto en esta legislación, con lo cual se desvirtúa la figura de la sociedad especial y se priva a la construcción y otros sectores económicos altamente productivos, de una herramienta atractiva y razonable para tributar por sus actividades económicas e ingresos.  En virtud de ello, se recomienda que se restituyan estos dos elementos esenciales a la figura o entidad conocida como sociedad especial: la tributación transferida de la sociedad a sus socios y la facultad de aplicar las pérdidas de la sociedad a la planilla del individuo o de otras entidades corporativas. 
Al mismo tiempo, existen aspectos de la medida, que se aprobaron en la primera fase de esta Reforma Contributiva, que requieren enmiendas. En lo que respecta al propuesto apartado (aa) (B) (i) de la Sección 1023, el límite propuesto a las deducciones hipotecarias tendrá un efecto desalentador sobre la confianza y la percepción del mercado de potenciales compradores de vivienda. El mercado actual  no tiene margen para absorber una ninguna señal  negativa como esta, independientemente del nivel de ingreso del potencial comprador o del segmento del mercado que estemos impactando. 
A la vez, en lo que respecta a la Sección 1158.- Planilla informativa sobre transacciones de extensión de crédito, se entiende que solamente debe requerirse una planilla informativa del lugar, fecha, otorgantes y datos generales de la transacción, de forma que  se cumpla con el requisito de la notificación adecuada al Estado de tal transacción. En ese sentido, no se hace necesaria la exigencia de tanta información que representa de facto una auditoría en su origen, que puede resultar desalentadora para muchos compradores u otorgantes de este tipo de transacciones, lo que añade otra dificultad más al complejo proceso de cualificación del comprador y representa un requisito que no exigen otras jurisdicciones que compiten con Puerto Rico en el mercado de bienes raíces. 
6. Asociación de Contratistas Generales de América

La Asociación de Contratistas Generales de América exponen los comentarios y recomendaciones en torno a varios asuntos medulares para la industria de la construcción contenidos en la propuesta reforma contributiva. En esencia, enfocan la discusión sobre las Secciones 1033.02 (e) y 1040.06 del propuesto Código de Rentas Internas de 2010.

Deducción de la Pérdidas de Sociedades Especiales 
Las enmiendas propuestas en el Proyecto de Ley establecen que a partir del 1 de enero de 2011 las pérdidas incurridas por las sociedades especiales
 dedicadas a la industria de construcción  no podrán ser utilizadas por sus socios contra sus  ingresos de otras fuentes. El nuevo Código lo que propone es que dichas pérdidas sean utilizadas contra ingresos de otras sociedades especiales o  sociedades que no sean sociedades especiales. Pero esto sólo beneficia al que tenga más de una sociedad.

Por muchos años las sociedades especiales han sido el vehículo y la estructura contributiva que ha permitido el desarrollo y creación de las compañías de construcción en Puerto Rico.  Esto es debido a que esta estructura contributiva le permite reclamar una deducción de las pérdidas incurridas, sujeto a ciertas limitaciones,  en las planillas de los socios. Es importante mencionar que uso de las pérdidas está  limitado al 50% del ingreso o el capital aportado lo que sea menor.  En otras palabras,  el socio sólo podrá reclamar pérdidas hasta el monto de su capital aportado.  

Debido a la situación actual en la industria de construcción muchas sociedades especiales han acumulado pérdidas significativas y estas compañías dentro de su planificación contributiva pensaban recuperar parte de estas pérdidas utilizando las mismas contra otros ingresos de sus socios
.  

Basado en lo antes mencionado, se recomienda que las disposiciones de las sociedades especiales relacionadas a la deducción de las pérdidas se mantengan igual a estatuto actual. Sin embargo, lo más justo sería establecer un periodo de transición de por lo menos 5 a 6 años en el cual se le permita al socio de una sociedad especial tomar como deducción las pérdidas que tenía acumuladas al 31 de diciembre de 2010.      

Métodos de Contabilidad 

La Sección 1040.06 del  Proyecto, establece unos cambios significativos y limitaciones en el uso de Contrato Terminado para proyectos a largo plazo.  Específicamente el apartado (a) de dicha Sección provee que el ingreso proveniente de contratos a largo plazo se determinará utilizando el mismo método  requerido por dicho contribuyente para prepararlos en sus estados financieros bajo los principios generalmente aceptados de contabilidad. 

Por lo tanto, se elimina el método de contrato terminado para reportar las ganancias de las sociedades especiales dedicadas a la industria de construcción.  Esto implicaría para el contratista el tener que financiar el pago de contribuciones ya que no estaría recibiendo el retenido hasta tanto y cuanto se complete la obra. Por otro lado, el método de Contrato Terminado, es un método razonable para la industria de construcción donde existen tantos riesgos  y donde el contratista no tiene certeza de su ganancia hasta que el proyecto sea terminado y aceptado por el dueño de la obra.  Por lo tanto, se recomienda mantener dicho método para los contratistas.

Finalmente, se expone que la medida bajo estudio resulta medular para asegurar un clima de negocios confiable en beneficio de la economía. Como se ha afirmado, la teoría económica es clara en cuanto a la importancia que tiene el sistema contributivo en los procesos económicos y el comportamiento de los agentes económicos. La forma en que el gobierno impone contribuciones además de determinar los ingresos fiscales del gobierno, incide sobre las conductas de consumo, de ahorro y de inversión. 

La industria de la construcción ha tenido un destacado y fundamental rol en el desarrollo socioeconómico de Puerto Rico. El esfuerzo de la diversidad del capital humano que labora en esta industria ha viabilizado la palpable transformación de nuestro País hacia uno moderno. La construcción tiene que considerarse en la política pública como una de las actividades económicas a ser promovidas en los esfuerzos por asegurar el desarrollo económico del País, crear empleos y mejorar la calidad de vida del pueblo puertorriqueño.
7. Asociación de Hoteles y Turismo

La Asociación de Hoteles y Turismo indica que la adopción de un nuevo Código de Rentas Internas es una de las acciones gubernamentales de mayor trascendencia dado el impacto que el mismo tiene sobre el desarrollo económico y sobre las finanzas de los individuos. El Código propuesto sugiere un alivio contributivo a los individuos. Se entiende que esta medida es justa toda vez que ofrece un respiro a las personas quienes han visto reducir su poder adquisitivo durante los pasados años. 

Se proponen reducciones graduales en las tasas contributivas aplicables a los individuos e inclusive, se atiende una de las controversias que más se ha discutido en los pasados años. La comúnmente llamada penalidad de casados. Según dispuesto, el nivel de ingreso para propósitos de la contribución básica alterna de personas casadas que viven juntos y rinden planillas por separado y de casados que rinden en conjunto y opten por el cómputo opcional,  se determinará por separado como si se tratase de contribuyentes individuales. 
Sobre el tema de las sociedades especiales, indican que el Código propuesto dispone que al determinarse la base de aquellos socios que inviertan en sociedades especiales dedicadas al turismo, no se concederá el incremento en la asignación de obligaciones que tenga el negocio dedicado a dicha actividad. Se advierte que la Ley Núm. 74, Ley de Desarrollo Turístico de Puerto Rico de 2010, reconoce dicho incremento y es la legislación que actualmente rige todas las nuevas solicitudes de decretos en materia de turismo, inclusive, aquellas solicitudes radicadas bajo la anterior Ley de Desarrollo Turístico de 1993 y que aún se encuentran bajo evaluación. Cambiar las reglas de juego en este momento afectaría la credibilidad del Gobierno ante inversionistas que han decidido ser parte del desarrollo económico del país mediante el desarrollo de proyectos de turismo. 

Respecto a las Reglas de Fuentes de Ingresos específicamente lo relacionado a la transportación; el impacto que la regla puede tener  sobre el sector de los cruceros requiere un análisis profundo ya que la misma puede ser incompatible con las reglas de fuentes de ingresos de negocios extranjeros. El Gobierno de Puerto Rico ha invertido grandes recursos y esfuerzos para potenciar el desarrollo de este sector y colocar a la Isla como un jugador importante en la industria de cruceros. 

Sobre la aplicación del impuesto de venta y uso a las embarcaciones, se sugiere evaluar el lenguaje contenido en el propuesto Código a la luz de lo establecido en la nueva Ley de Desarrollo Turístico antes señalada. Dicha Ley concede un trato especial a aquellas embarcaciones certificadas como de turismo náutico y a embarcaciones de matrícula extranjera o certificadas por la Guardia Costanera. Las disposiciones contenidas en la mencionada Ley buscan potenciar el desarrollo de un mercado turístico de gran potencial para el país. Es importante asegurar que el Código bajo análisis no afecte los logros alcanzados en este renglón. 

Por último, se favorece la imposición de multas y penalidades a personas que son dueños de máquinas de entretenimiento para adultos sin licencias, al igual que a los arrendatarios o titulares de los establecimientos comerciales donde operen. Es de todos conocidos la posición con respecto a este tema y el interés en que se erradique la operación ilegal de estos artefactos. Máxime cuando recientemente se legisló una variación temporal a la formula de distribución de recaudos de máquinas tragamonedas de forma tal que el Gobierno obtuviera una fuente adicional de ingresos para sus arcas. 

8. Coalición del Sector Privado

La Coalición del Sector Privado respalda todo esfuerzo por llevar a cabo una reforma contributiva en Puerto Rico que ayude a adelantar los propósitos de lograr una economía fuerte y robusta que pueda competir de tú a tú con las de otras jurisdicciones.  

La economía de Puerto Rico se ha visto afectada significativamente desde finales del 2005.  Uno de los aspectos más preocupantes ha sido la divergencia en crecimiento entre Puerto Rico y los Estados Unidos. Desde el 1992 la divergencia más significativa fue en el año 2001, cuando la isla creció el PNB a un 1.7% y en los Estados Unidos la economía creció al 3.7%, una diferencia de 2%. Entre el 2008 y el 2010 la divergencia entre Puerto Rico y los Estados Unidos ha sido de 3.2%, 1.3% y 6.6%. 
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Esta divergencia se capta con mayor profundidad cuando se mira el crecimiento por período del Producto Nacional Bruto real en Puerto Rico desde la década de los 80s. El promedio anual de crecimiento en la década de los 80s fue de 1.8%, en los 90s de 2.8% y desde el 2000 hasta el 2010, un -0.2%; un decrecimiento en comparación a países competitivos de la región y del mundo.
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Para lograr el crecimiento económico necesario para que Puerto Rico vuelva a prosperar hay que tomar acciones concretas en las que se establezcan herramientas atractivas y certeras para la inversión. Ante la difícil situación económica que atraviesa la Isla, se hace patentemente necesario el desarrollo de estrategias que fortalezcan la competitividad de Puerto Rico ante otras jurisdicciones. Sólo esas acciones permiten competir y alcanzar los niveles que hubo en el pasado.  Entre dichas acciones certeras que hay que tomar se encuentra la de reformar el sistema contributivo y fiscal puertorriqueño.  La meta de cualquier proceso de reforma contributiva debe ser el del Puerto Rico que todos soñamos.
La reforma que se apruebe debe redundar en una cultura social enfocada en el desarrollo económico. Todo lo que incluya la misma debe perseguir una economía diversificada, con altos niveles de productividad y con un sector empresarial local competitivo, innovador y con una verdadera capacidad de exportación, que se alcancen altos niveles de empleos bien remunerados y estables en el sector no gubernamental y que Puerto Rico pueda insertarse en la economía global de manera efectiva, con estructuras gubernamentales flexibles y adaptadas a los requisitos de la misma.  

El actual sistema contributivo de nuestra isla se ha convertido en uno de los mayores obstáculos para nuestro crecimiento y desarrollo económico. Un análisis somero de las tasas contributivas corporativas en otras jurisdicciones del mundo y del crecimiento y desarrollo económico disfrutado por dichas jurisdicciones es suficiente para entender cual es una de las desventajas competitivas más grandes de Puerto Rico ante el mundo para atraer inversión de capital.



La siguiente gráfica demuestra las tasas contributivas aplicables a las corporaciones en 7 jurisdicciones incluyendo a Puerto Rico. De igual forma se demuestra el "ranking" competitivo global de las mismas jurisdicciones. Como se puede observar Puerto Rico no es tan solo la jurisdicción con una de las mayores tasas contributivas corporativas sino que a su vez es de las peores en competitividad corporativa global (países desarrollados).  La tasa máxima contributiva de Puerto Rico  limita nuestra capacidad competitiva ante el mundo y nos sentencia a una economía que languidece en comparación con las de otras partes del mundo.
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Aunque el Gobierno de Puerto Rico haya reconocido la importancia de este renglón para nuestra competitividad y nuestro desarrollo económico se entiende que hay que ser proactivos y contundentes en este renglón para contrarrestar el estancamiento económico y de inversión en el que nos encontramos hace años.  Si bien una tasa contributiva máxima menor al treinta y nueve por ciento actual representa una reducción que acogemos positivamente, entendemos que si de verdad queremos ser competitivos y atraer la inversión necesaria para la creación de los empleos que nuestra gente necesita es necesario reducir la tasa contributiva máxima a no más de un veinticinco por ciento.  

Aunque se respalda cualquier reducción en las tasas contributivas que se imponen a los individuos y a las corporaciones es positiva y tiene el potencial de generar algún grado de actividad económica, la reducción contributiva necesaria para verdaderamente sacar a Puerto Rico del atolladero económico en el que se encuentra y estimular inversión tanto local como extranjera tiene que ser realmente revolucionaria deben ser tasas contributivas máximas de un 255 tanto para corporaciones no-exentas  como para individuos. Es importante tomar esto en cuenta y buscar alternativas para poner a Puerto Rico en el mapa de la competencia global.



En esta ocasión, es importante crear un nuevo Código de Rentas Internas para implantar conceptos noveles que resulten en el desarrollo económico sostenible que tanto Puerto Rico necesita. 
Por ejemplo, la posibilidad de establecer a Puerto Rico como un centro financiero internacional con el fin de atraer capital que actualmente no llega a nuestras costas. De igual forma, se debe analizar la concesión de créditos y tasas contributivas sumamente agresivas para científicos e inventores con el fin de desarrollar a Puerto Rico como un centro de Estudio y Desarrollo (Research and Development) que pueda mover la economía futura de Puerto Rico por muchas generaciones. De igual modo se debe crear la “Ley de Fondos de Capital Privado” a fin de promover la formación en Puerto Rico de fondos de capital de inversión, orientados hacia inversiones en compañías que no tienen acceso a los mercados de capital públicos, y así fomentar el desarrollo en Puerto Rico de capital privado. 

Sector Social
1. Fondos Unidos de Puerto Rico

Fondos Unidos de Puerto Rico presenta su posición en cuanto a los cambios principales presentados en el Código 2010, en específico en lo que concierne a la deducibilidad de donativos caritativos y definición de entidades benéficas que cualifican para recibir estas donaciones. Señalan que están totalmente de acuerdo con lo propuesto en el Código 2010 en términos de ampliar la deducción de donativos caritativos tanto para individuos como para las corporaciones.

Fondos Unidos está de acuerdo con estimular las donaciones a organizaciones sin fines de lucro a través de mejores incentivos contributivos y de simplificar la forma para determinar dicho incentivo. La literatura económica sobre cómo los individuos responden a los incentivos para donar (Feldestein, Martin, and Lawrence Lindsey, Simulating Nonlinear Tax Rules and Nondstand Behavior: An Application to the Tax Treatment of Charitable Contributions, en Behavioral Simulation Methods in Tax Policy Analysis, University of Chicago Press (1983)), sugiere que aumentar la deducción máxima permitida por las donaciones, puede provocar un aumento en las donaciones por una cantidad mayor que el ingreso dejado de recibir por el Departamento de Hacienda. Es decir, aumentar el límite máximo puede ser una manera costo-efectiva para que los contribuyentes paguen por los servicios adicionales que proveen las organizaciones benéficas en vez de aumentar las donaciones directas por parte del Gobierno.

Un estudio publicado por The Urban Institute en enero de 2010 (Boris, Elizabeth, Joseph Cordes, Mauricio Soto, and Eric Toder, An Analysis of Potential Tax Incentives to Increase Charitable Giving in Puerto Rico), apoya la hipótesis de que las políticas que subsidian donaciones inducen un aumento en las mismas. Basado a su vez en un estudio del año 2005 (Peloza, John and Piers Steel, The Price Elasticities of Charitable Contributions: A Meta-Analysis, Journal of Public Policy and Marketing 24(2)), el referido estudio concluye que al proveer una deducción sobre los impuestos que paga quién hace la donación, se reduce efectivamente el precio de dicha donación.  Por ejemplo, el costo a un contribuyente que tributa a la tasa marginal de treinta y tres por ciento (33%) bajo el Código 1994 es 90 centavos ($1 – 33% x 33%).  Sin embargo, una vez aprobado el Código 2010 el costo será de sólo 67 centavos por cada dólar adicional que se dona a una entidad benéfica ($1 – 33¢).  Ese mismo estudio concluye que la elasticidad de precio del donante – especialmente para los donantes de ingresos altos – es tan alta que las donaciones adicionales inducidas por el subsidio sobrepasan la pérdida de ingreso para el Gobierno.  Esto hace que el subsidio sea “eficiente al erario” ya que le cuesta menos al Gobierno incentivar contribuciones privadas a través de una deducción sobre ingresos que lo que le costaría dar la misma cantidad a una organización benéfica a través de una donación directa, o atender los problemas sociales que la organización sin fines de lucro buscan prevenir o mitigar.

Según el mencionado estudio publicado por The Urban Institute, la cantidad de contribuyentes en Puerto Rico que reclaman deducciones detalladas es pequeña, comparada con los Estados Unidos. Esto es, en parte, resultado de los incentivos limitados que actualmente provee el Código de 2004 y la complejidad para reclamarlos.  De hecho, señala el estudio que menos del diez por ciento (10%) de los individuos que optan por deducciones detalladas en Puerto Rico reclaman deducciones por donativos hechos a organizaciones sin fines de lucro, comparado con cerca del noventa por ciento (90%) en el caso del resto de los Estados Unidos.  No obstante, el estudio reflejó que el promedio de las deducciones de aquéllos que las reclaman en Puerto Rico es más alto que en las jurisdicciones estatales de los Estados Unidos.

Estudios recientes han demostrado que una gran mayoría de las donaciones a organizaciones sin fin de lucro en los Estados Unidos provienen de los individuos, y no de las corporaciones.  En su informe anual del año 2010, Giving USA Foundation reveló que el 75% de todas las donaciones caritativas en los Estados Unidos durante el año 2009, provinieron de individuos, lo que incluye aquéllos que las reclamaron como una deducción detallada en su planilla de contribución sobre ingresos y aquéllos que no lo hicieron.

En fin, existen muchas razones para promover las donaciones privadas a las instituciones sin fines de lucro cualificadas. De una parte, se estimula la actividad económica, en la medida que estas organizaciones son el sector con mayor potencial de creación de empleos en Puerto Rico, a la vez que genera una actividad económica indirecta sustancial, que le produce recaudos adicionales al Gobierno. De otra, se fomenta el voluntarismo, se promueve el compromiso comunitario, y se le permite a los donantes individuales tener la opción de decidir cómo y en qué se invierte su dinero.

Para poder cumplir con estos objetivos y mantener un servicio de calidad, las organizaciones sin fines de lucro enfrentan a diario el reto de presentar una mayor y más diversificada oferta de servicios para beneficio de su población servida, y en última instancia, para beneficio de Puerto Rico. En ese sentido, el Gobierno debe ofrecer al Tercer Sector, y a sus constituyentes, mayores oportunidades de desarrollo y crecimiento, de manera que se fortalezca su contribución a la solución de nuestros problemas sociales, a la vez que continúa aportando significativamente en la creación de nuevos empleos en Puerto Rico.

Es imperativo cambiar la relación entre el Tercer Sector y el Gobierno para que éste último se convierta en un facilitador del crecimiento y desarrollo de las organizaciones sin fines de lucro,  y así desarrollar un modelo de colaboración y asociación entre el sector privado, el sector público y el Tercer Sector para transformar nuestra sociedad de abajo hacia arriba. Los problemas y situaciones que afectan nuestras comunidades y sociedad no pueden ser resueltos desde una oficina o una iniciativa gubernamental exclusivamente. La proximidad y conocimiento de nuestras comunidades es clave para identificar los males que afectan nuestra sociedad y que continuamente deterioran nuestros valores. El Tercer Sector junto con los diferentes componentes de la comunidad (Gobierno, organizaciones sin fines de lucro (“OSFL”), Iglesias, Empresas Privadas e Individuos) es el mejor instrumento de transformación social en Puerto Rico. Las organizaciones sin fines de lucro tienen la capacidad, el compromiso, el conocimiento, y el acceso a las comunidades que más necesitan servicios sociales y de apoyo, por lo que su solidez fiscal es una prioridad y un reto que debemos asumir.

El Código 2010 provee para que cada dólar de aportación para fines caritativos sea deducible para los individuos hasta un máximo de 50% del ingreso bruto ajustado del contribuyente.  Ver sección 1033.15(a)(3) del Código 2010.

Anteriormente, bajo el Código 1994, sólo el 33% de los donativos, o el exceso del 3% del ingreso bruto ajustado, lo que fuera mayor era deducible y solamente si el contribuyente decidía acogerse a las deducciones detalladas en vez de a la deducción fija opcional. Para las corporaciones, la deducción se aumenta de una cantidad que no exceda el 5% del ingreso neto sujeto a tributación antes de esta deducción a un 10%.  Se señala que la sección 1033.01 se debe conformar a la 1033.10, ya que la primera, por omisión, hace referencia a la antigua limitación de 5%.

Fondos Unidos favorece estos cambios y sugieren dos adicionales para hacer todavía más atractivo el donar.  Uno sería que se le permita a los individuos, al igual que lo puedan hacer las corporaciones, el arrastre por un período de cinco (5) años de cualquier cantidad en exceso del 50% del ingreso bruto ajustado; y segundo, que los individuos puedan reclamar en un año contributivo las donaciones cualificadas efectivamente desembolsadas en o antes del 15 de abril del siguiente año, fecha de radicación de la planilla de contribución sobre ingresos. Este último beneficio también lo disfrutan en este momento las corporaciones que reflejan sus ingresos y gastos bajo el método de contabilidad de acumulación (“accrual”, en inglés).

Finalmente, se favorecen los nuevos requisitos operacionales impuestos por la sección 1101.1(d) del Código 2010 a las organizaciones sin fines de lucro ya que le dan más transparencia a dichas organizaciones y ayudan a que el donante se sienta más seguro de que su aportación va a ser debidamente canalizada para los propósitos caritativos intencionados. Esta Sección propone que las operaciones de la organización sin fines de lucro sean regidas por una junta de directores de por lo menos tres (3) miembros, de los cuales menos del 50% podrán ser miembros del núcleo familiar de la persona que establezca, o sea uno de los oficiales principales de la organización o que ocupe la silla de presidente de la junta de directores.

2. Movimiento para el Alcance de Vida Independiente (MAVI)

El Movimiento para el Alcance de Vida Independiente (MAVI) indica que en relación a la deducción de hasta el 100% de las aportaciones a instituciones caritativas y sin fines de lucro que brinden servicios directos a la comunidad desde el primer dólar y hasta el 50% del ingreso bruto ajustado, lo que redunda en un mejor bienestar y calidad de vida para las poblaciones en desventaja residentes de Puerto Rico.  Además, aporta al altruismo y sensibilidad en general. El MAVI apoya la aprobación a esta deducción.  

ANÁLISIS DE LA MEDIDA
Esta Administración estableció entre sus compromisos implantar una reforma que reduzca la carga contributiva a los ciudadanos, simplifique el sistema contributivo y aliente el desarrollo económico de Puerto Rico.  Una reforma, además, que sirva para fortalecer el crédito de Puerto Rico y continuar el progreso logrado en eliminar el déficit y mantener la salud fiscal del Gobierno, como pasos fundamentales para promover el desarrollo económico de Puerto Rico.  
El 15 de noviembre del 2010, entró en vigor la Ley Núm. 171, que constituye el primer paso para el cumplimiento de la referida promesa. Con dicha ley, se otorgó un crédito de 15% para los contribuyentes con ingresos hasta $40,000; un crédito de 10% para los contribuyentes con ingresos entre $40,001 y $100,000 ($150,000 casados); y un crédito de 7% para los contribuyentes con ingresos sobre $100,000. Igualmente, se dispuso un crédito de 7% para todos los negocios (corporaciones no-exentas) que paguen la totalidad del Bono de Navidad a los empleados y un aumento de 7 a 10 años en el período de arrastre para reducir pérdidas operacionales entre 2005 y 2011.  Asimismo, se dispuso para que en diciembre 2010 no se hicieran deducciones algunas al Bono de Navidad ni del cheque por salario. Con esa primera fase de la reforma contributiva, se devuelve a los contribuyentes alivios totales de $240 millones, lo que equivale a un alivio promedio de $306 por contribuyente.

El proyecto bajo estudio, P. de la C. 3070, constituye la segunda y última fase de la reforma contributiva que se prometió al Pueblo de Puerto Rico. Con ésta, se otorga un alivio promedio al bolsillo de los contribuyentes de sobre $1,200 millones anuales durante cada uno de los próximos seis (6) años (más de $1,500 anuales por cada contribuyente), lo que representa un impacto positivo tres (3) veces mayor que la reforma del 1994.  

En síntesis, con esta medida se establece una reducción dramática en las tasas contributivas de todos los puertorriqueños y establece una política pública contributiva en beneficio de Puerto Rico.  Con ésta, se reducen las contribuciones de individuos en un promedio de 50% y las de los negocios en un promedio de 30%, a través de un sistema contributivo justo y sencillo, que cuenta con medidas agresivas para combatir la evasión, provee incentivos al trabajo y alivios para nuestras personas de edad avanzada y fomenta el desarrollo económico y la creación agresiva de más empleos. Con esta medida, el P. de la C. 3070, se cumple con la promesa hecha a la clase trabajadora, al implantar una reforma contributiva que sobrepasa a cualquier otra antes aprobada en lo abarcadora, justa, equitativa y progresista.  
Debemos indicar que el proceso legislativo del P. de la C. 3070 y cuyo equivalente es el P. del S. 1909, se realizó en coordinación con la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes. Realizamos 13 vistas públicas en conjunto donde hubo participación del sector público, del privado, y del Tercer Sector. Durante el referido proceso recibimos y evaluamos 31 memoriales explicativos sobre la medida.

Concluido el análisis de ambos Cuerpos, el cual se compartió con el Comité de Reforma Contributiva que representa al Ejecutivo; debemos indicar que se acogieron varias enmiendas a la medida. Las mismas se realizaron por la Cámara de Representantes, quien tiene la responsabilidad de aprobar la medida en primera instancia. Siendo así, la Comisión de Hacienda del Senado procede a recomendar la aprobación del P. de la C. 3070 sin enmiendas.

 Debemos destacar los siguientes aspectos de la Reforma Contributiva, según fue enmendada en el P. de la C. 3070:
Subtítulo A- Contribución sobre Ingresos 
Individuos
Reducción en las contribuciones sobre ingresos a los individuos: La medida bajo estudio propone continuar con la reducción en las contribuciones sobre ingresos a los individuos. Esta reducción se logrará ampliando las escalas para que contribuyentes con cargas contributivas más altas tributen a una tasa contributiva más baja. Es decir, el mismo ingreso pagará menos progresivamente al tributar a una tasa menor, según se expone a continuación:
Año 2011

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$5,000 
	0% 

	$5,001-$22,000 
	7%  del exceso de $5,000

	$22,001-$40,000 
	 $1,190 más el 14% del exceso de $22,000

	$40,001-$60,000 
	$3,710 más el  25% del exceso de $40,000

	$60,001 + 
	$8,710 más el  33% del exceso de $60,000


Año 2012

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$6,500 
	0% 

	$6,501-$23,000 
	7%  del exceso de $6,500

	$23,001-$41,300 
	$1,155 más el 14% del exceso de $23,000

	$41,301-$61,300 
	$3,717 más el  25% del exceso de $41,300

	$61,301 + 
	$8,717 más el  33% del exceso de $61,300


Año 2013

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$9,000 
	0% 

	$9,001-$25,000 
	7%  del exceso de $9,000

	$25,001-$41,500 
	$1,120 más el 14% del exceso de $25,000

	$41,501-$61,500 
	$3,430 más el  25% del exceso de $41,500

	$61,501 + 
	$8,430 más el  33% del exceso de $61,500


Año 2014

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$12,000 
	0% 

	$12,001-$26,000 
	7%  del exceso de $12,000

	$26,001-$42,750 
	$980 más el 14% del exceso de $26,000

	$42,751-$62,750 
	$3,325 más el  25% del exceso de $42,750

	$62,751 + 
	$8,325 más el  33% del exceso de $62,750


Año 2015

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$16,500 
	0% 

	$16,501-$26,500 
	7%  del exceso de $16,500

	$26,501-$47,250 
	$700 más el 14% del exceso de $26,500

	$47,251-$67,250 
	$3,605 más el  25% del exceso de $47,250

	$67,251 + 
	$8,605 más el  33% del exceso de $67,250



Año 2016

	Ingreso Neto 
	Tasa Contributiva 

	$0-$16,500 
	0% 

	$16,501-$26,500 
	7%  del exceso de $16,500

	$26,501-$66,500 
	$700 más el 14% del exceso de $26,500

	$66,501-$121,500 
	$6,300 más el  25% del exceso de $66,500

	$121,501 + 
	$20,050 más el  30% del exceso de $121,500


Se simplifican las categorías de estado personal: Se reducen a tres las categorías aplicables a individuos para determinar el estado personal para propósitos de planillas contributivas. 
· Bajo el Código actual, existen cinco estados civiles para propósitos de planillas contributivas: soltero, jefe de familia (no casado con 1 dependiente), casado rindiendo conjunto, casado rindiendo separado, casado que no vive con su cónyuge. 
· En el código propuesto, estas opciones se reducirán a tres para simplificar el Código: casados que rinden planilla conjuntos (continúa la opción de casados que ambos trabajan y rinden conjunto, computar su contribución bajo el método opcional utilizando el anejo de la planilla), casado rindiendo separado y contribuyente individual - consolida soltero, jefe de familia, y casado que no vive con su cónyuge. 

Eliminación paulatina del Ajuste Gradual: Se elimina el ajuste gradual que aplica a individuos por completo en el año 2015. Este cambio se hará gradualmente, incrementando el ingreso mínimo que aplica para propósitos del ajuste gradual de $75,000 a $100,000 para el año contributivo 2011 y  continúa incrementándolo a $200,000 en el 2012, a $300,000 en e1 2013, a $500,00 en el 2014 y lo elimina por completo en el año contributivo 2015. 

Eliminación del "marriage penalty" en contribuyentes casados que rindan separado: En el caso de contribuyentes casados que rinden planilla separada y donde ambos trabajan y elijan el computo opcional de la contribución sobre ingresos, se eliminan los límites de 50% aplicables al tope del ingreso neto sujeto al ajuste gradual y al tope de ingreso sujeto a contribución básica alterna. El tope aplicable en estos casos será el mismo tope aplicable a un contribuyente individual. De igual forma, estos contribuyentes tendrán derecho a los mismos créditos a los que tienen derecho los contribuyentes individuales. 
Crédito por trabajo (earn income credit): Para fomentar el trabajo y el que individuos desempleados se unan a la fuerza laboral, se aumenta el crédito por trabajo. Bajo la ley vigente, el crédito por trabajo es de 3% del ingreso ganado hasta un máximo de $300 el cual se aumentará por .5% cada año (con un aumento en la cantidad máxima del crédito de $50 cada año), hasta alcanzar un 6% del ingreso ganado en el año contributivo 2016 y un crédito máximo de $600. Además, se incrementa el límite de ingresos de $20,000 a $35,000. En la actualidad se benefician 330,000 personas, cantidad que se incrementaría por 217,000 personas adicionales para el 2016.
Crédito a pensionados de bajos recursos y personas mayores de 65 años: Se mantiene el crédito de $300 para aquellos pensionados cuya única fuente de ingresos proviene de pensión por servicios prestados si la cantidad recibida no excede de $4,800. A este crédito se suma un nuevo crédito de $400 para personas mayores de 65 años cuyo ingreso bruto (incluyendo ingreso no tributable como el beneficio de seguro social y otras partidas excluidas bajo la Sección 1031.01(b)) no exceda de $15,000. Se estima que en Puerto Rico existen 529,755 personas con más de 65 años de edad, de las cuales 440,864 cuentan con un ingreso de menos de $15,000.
Deducciones aplicables a individuos: Para simplificar el sistema contributivo y permitir deducciones únicamente en aquellos casos donde la actividad o el interés que se está indirectamente subsidiando mediante deducciones representen un interés apremiante del estado, como es el caso de promover que cada individuo compre su hogar (deducción por intereses hipotecarios); promover ciudadanos educados y con prospectos de mejorar su empleo (deducción por intereses estudiantiles); promover un retiro digno para nuestros envejecientes (deducción por contribuciones a planes de retiro); salvaguardar el bienestar de nuestro ciudadanos en el caso de gastos médicos extraordinarios (deducción por gastos médicos); y el reconocimiento de que las organizaciones sin fines de lucro proveen servicios importantes a ciudadanos que el gobierno no puede proveer o que no puede proveer tan eficientemente (deducción por donaciones), el nuevo Código provee una serie de cambios a las deducciones que hasta ahora han estado disponibles para los individuos. A continuación se provee un detalle de dichos cambios por categoría: 

1. Deducción Fija y Deducciones Detalladas: Para las planillas de contribución sobre ingresos de individuos para los años contributivos 2011 en adelante, se elimina la deducción fija. Se eliminan también la mayor parte de las deducciones detalladas y deducciones adicionales y se elimina la segregación entre deducciones detalladas y deducciones adicionales. En lugar de escoger entre la deducción fija o detallada más las deducciones adicionales, todo individuo podrá reclamar en su planilla cualquiera de las siguientes deducciones: 

a. Deducción por intereses pagados o acumulados sobre propiedad residencial - El término propiedad residencial incluye la residencia principal del contribuyente y una segunda residencia que este localizada en Puerto Rico. Esta deducción estará limitada al 30% del ingreso bruto ajustado del contribuyente pero modificado por ciertas partidas. Para propósitos de la limitación, el ingreso bruto ajustado será aumentado por las exclusiones del ingreso bruto incluidas en la sección 1031.01 (b), 1o que recibe un contribuyente por concepto de pensión alimenticia a menores y las partidas de ingreso exento según la Sección 1031.02. La limitación del 30% del ingreso no aplicara a contribuyentes mayores de 65 años. En el caso de contribuyentes que hayan tenido una reducción significativa en los ingresos, el límite del 30% tomara en consideración el ingreso bruto ajustado de los 3 años contributivos anteriores y el límite será 1o mayor de: 30% del ingreso bruto ajustado del año corriente o el 30% del ingreso bruto ajustado del promedio de los 3 años. 

b. Donativos para fines caritativos y otras aportaciones - El proyecto provee para que cada dólar de aportación para fines caritativos sea deducible hasta un tope máximo de 50% del ingreso bruto ajustado del contribuyente, y se permitirá la deducción de donaciones desde el primer dólar. 
c. Deducción por gastos médicos - Se propone una deducción por gastos médicos en exceso del 6% del ingreso bruto ajustado. Esta deducción incluye gastos por concepto de pago de prima de planes médicos, deducibles a doctores, laboratorios, hospitales y equipo de asistencia tecnológica para personas con impedimentos o para tratamiento especializado o enfermedad crónica. Además, se consideran gastos médicos los pagos por compra de medicamentos recetados. Bajo el código actual los medicamentos no se pueden reclamar como un gasto médico. 
d. Intereses pagados sobre préstamos estudiantiles a nivel universitario - Esta deducción permanece igual al código actual, donde se admite un 100% de deducción sobre los intereses acumulados o pagados de préstamos estudiantiles.
e. Aportaciones a determinados sistemas de pensiones o retiro en el caso de empleados gubernamentales - Bajo la ley vigente esta es una deducción adicional. Bajo el Código propuesto sería una de las deducciones admisibles. 
f. Ahorros de Retiro, Aportaciones a cuentas de retiro individual -  Se mantiene la cantidad máxima de $5,000 por cónyuge o contribuyente. Además se elimina la limitación en la deducción por aportaciones a cuentas IRA en el caso de individuos asalariados que participan de un sistema de retiro quilificado (los llamados planes 401-k). Todo individuo que aporte una cuenta IRA podrá tomar como deducción lo aportado hasta un máximo de $5,000. 
g. Aportación a IRA Educativa - Se mantiene esta deducción con un tope máximo de aportación de $500 por menor. 
h. Aportaciones a Cuentas de Ahorro de Salud ("Health Savings Accounts") - se enmiendan las disposiciones relativas a las cuentas de ahorro de salud para permitir mayor flexibilidad y fomentar que los individuos con planes médicos de deducibles altos puedan hacer aportaciones a una cuenta de ahorro de salud para costear los deducibles médicos y que dichas aportaciones sean deducibles de su planilla. Se concede una deducción máxima anual de $3,100 en el caso de un contribuyente individual y $6,200 en el caso de casados.
i. Se adiciona nuevamente las pérdidas por causas fortuitas.

2. Deducción adicional para ciertos individuos: Se establece una deducción para contribuyentes cuya única fuente de ingresos consista en ingresos por concepto de: compensación por servicios como empleado, servicios profesionales, negocio por cuenta propia, ganancia en la venta de propiedad, pensiones, o pensiones por razón de divorcio o separación ("alimony") y el total de ingresos recibidos no exceda de $20,000. Esta deducción será como presenta la siguiente tabla: 

	Año Contributivo
	La deducción será de:

	Para años comenzados después del 31 de diciembre de 2010 y antes del 1 de enero de 2012
	$9,350

	Para años comenzados después del 31 de diciembre de 2011 y  antes del 1 de enero de 2013
	$7,850

	Para años comenzados después del 31 de diciembre de 2012 Y antes del 1 de enero de 2014
	$5,350

	Para años comenzados después del 31 de diciembre de 2013 y antes del 1 de enero de 2015
	$2,350


En el caso de contribuyentes casados donde ambos trabajen, cada cónyuge, en su carácter individual tendrá derecho a esta deducción. Esta deducción se irá reduciendo a razón de cincuenta centavos ($0.50) por cada dólar de ingresos en exceso de $20,000.

3. Exención Personal: Para contrarrestar la eliminación de otras deducciones existentes hoy día, se aumenta la exención personal. Bajo la ley vigente, la exención personal es de $1,300 para solteros o casados que no viven con cónyuge, $1,500 para casados que rinden por separado; $3,000 para casados que rinden conjuntos o jefe de familia. La misma se estará aumentando para el año contributivo 2011 a $3,500 por contribuyente (incluyendo contribuyente individual y casados que rinden separado). En el caso de casados que rinden planilla conjunta la exención será de $7,000 ($3,500 por contribuyente). 
Además de la exención personal, se mantiene la deducción a los veteranos, pero como una exención adicional. Esta exención es de $1,500 por contribuyente que sea veterano. En el caso de casados que rindan planilla conjunta, si ambos fueren veteranos la exención personal adicional será de tres mil (3,000) dólares. 

La deducción por dependientes se mantiene en $2,500 por dependiente. Se establece una regla especial en el caso de padres separados o divorciados con derecho a custodia compartida. En estos casos la deducción por dependiente será dividida a la mitad entre ambos padres. 

4. Otros cambios: 

· Se aumentan los límites de aportación a planes de pensiones cualificados. Los límites por aportaciones a planes de pensiones cualificados será como sigue:

	Año contributivo comenzados partir del
	Cantidad

	1 de enero de 2011
	$10,000

	1 de enero de 2012
	$13,000

	1 de enero de 2013
	$15,000


· En el caso de empleados del gobierno federal aplicará el límite dispuesto por el Código de Rentas Internas Federal de 1986, según enmendado. 

· Se mantiene en 7%  la retención en el origen de contribución sobre ingresos sobre pagos por servicios prestados por individuos. 

· Se permite a los individuos la opción de computar su contribución y rendir su planilla correspondiente al año contributivo 2011 y durante los 4 años contributivos siguientes, a base de las disposiciones del Código de Rentas Internas de 1994, según enmendado. Se le otorga igual tratamiento a las corporaciones y sociedades

· Se elimina la sobretasa de 5%.

· Se elimina la contribución especial sobre la propiedad para el año fiscal 2011-2012.
Corporaciones
	ACTUAL

	Contribución Adicional basado en ingreso neto sujeto a contribuciones

	DE
	HASTA
	TASA MARGINAL

	0
	100,000
	25%

	100,001
	150,000
	35%

	150,001
	200,000
	36%

	200,001
	250,000
	37%

	250,001
	300,000
	38%

	300,000
	-
	39%

	Ajuste gradual sobre $500,000
	41%

	REFORMA

	Contribución Adicional basado en ingreso neto sujeto a contribuciones

	DE
	HASTA
	TASA MARGINAL

	0
	750,000
	20%

	750,001
	2,500,000
	25%

	2,500,001
	-
	30%

	No ajuste gradual


1. La tasa efectiva se reduce de 34% a 26%.
La reforma mejora la competitividad de Puerto Rico cuando nos comparamos con otros países. De la posición número 29 que ocupamos en la actualidad, se pasaría a la posición 14.

2. A partir del año contributivo del 2014, se establece una tasa fija para la Contribución Adicional de un 5%.

3. Se consolidan todos los créditos en una sola sección y se requiere que 30% o más del valor añadido sea en Puerto Rico.

4. El crédito se computará a base del incremento sobre el promedio de las compras elegibles realizadas por el negocio para 3 de los 10 años contributivos anteriores, excluyendo  los 7 años en que el monto de las compras fue mayor. En general, el crédito será de un 10% del exceso de las compras de productos elegibles.

5. Se atemperan las disposiciones de sociedades con las disposiciones del código federal, de forma que las sociedades no tributen como entidades separadas de sus socios. Un nuevo capítulo de sociedades (Capítulo 7 del Subtítulo A) contiene las nuevas reglas de tributación para sociedades en Puerto Rico.

Para eliminar abusos:

1. Cero deducción por botes, aviones o residencias fuera de Puerto Rico.

2. Las corporaciones de individuos- Los accionistas deberán declarar una cantidad razonable como salario en sus planillas.

3. Sociedades Especiales- Los negocios de alquiler cualifican solo si se alquila a terceros (no cualifica si la propiedad es para uso personal o de personas relacionadas)

4. Entidades sin fines de lucro - se reclasifican las categorías de entidades sin fines de lucro y se incluyen, entre otras, entidades dedicadas a la prevención de abuso de menores, personas de la tercera edad o discapacitados, de violencia doméstica y crímenes de odio. Las operaciones deberán ser regidas por una Junta de Directores compuesta por no menos de tres (3) miembros, de los cuales menos de la mitad podrán ser miembros del núcleo familiar de la persona que establezca la entidad sin fines de lucro.

Subtítulo B- Caudales Relictos y Donaciones

1. Se disminuye la tasa contributiva sustancialmente, tanto de herencia como de donaciones.

a. Anteriormente, la tasa contributiva era escalonada y fluctuaba entre 18% y 50%. Además, el cómputo incluía las transferencias hechas en vida anteriores. 

b. Bajo la reforma contributiva, la contribución será un 10% fijo, utilizando en el cómputo exclusivamente las propiedades transferidas en dicho evento (ignorando las transferencias hechas en vida anteriores). 
2. Se enmienda la definición de propiedad localizada en Puerto Rico para fines de Herencia y Donaciones: 

a. Reconocer que una corporación domestica será considerada propiedad localizada en Puerto Rico únicamente si:

i. En aquellos casos en que el causante posea menos del 10% de las acciones (ya sea por valor o por poder)

1. Está organizada en Puerto Rico.
ii. En aquellos casos en que el causante posea 10% o más de las acciones (ya sea por valor o por poder).

1. La corporación o sociedad doméstica deriva no menos del ochenta (80) por ciento de su ingreso bruto de la explotación de una industria o negocio (no requiere que sea de fuentes de Puerto Rico) para el período de tres (3) años terminado con el cierre de su año contributivo anterior a la muerte del causante, o el período que corresponda a partir de la fecha de existencia de tal corporación o sociedad.

2. El ingreso bruto de cualquier corporación o sociedad de la cual dicha corporación o sociedad doméstica posea, directa o indirectamente, más de cincuenta (50) por ciento de las acciones (por valor o poder de voto) se incluirá en el cómputo.

b. Reconocer que una corporación domestica será considerada propiedad localizada en Puerto Rico únicamente si la corporación o sociedad doméstica deriva no menos del ochenta (80) por ciento de su ingreso bruto de la explotación de una industria o negocio en Puerto Rico para el período de tres (3) años terminado con el cierre de su año contributivo anterior a la muerte del causante, o el período que corresponda a partir de la fecha de existencia de tal corporación o sociedad.

i. En aquellos casos en que el causante posea 10% o más de las acciones (ya sea por valor o por poder), el ingreso bruto de cualquier corporación o sociedad de la cual dicha corporación o sociedad doméstica posea, directa o indirectamente, más de cincuenta (50) por ciento de las acciones (por valor o poder de voto) se incluirá en el cómputo.

c. Aclarar que los bonos que se incluyen son los de los municipios "localizados dentro de la jurisdicción del Estado Libre Asociado de Puerto Rico" 

d. Incluye las anualidades y las IRAS cualificadas bajo el Subtítulo A. 

e. Aclarar que la definición incluye solo aquellos depósitos, certificados de depósito y cuentas de ahorro siempre que los fondos sean contabilizados por instituciones financieras en sucursales en Puerto Rico. 
3. Se aumentan las siguientes deducciones: 
a. Gastos funerales
i. Se aumenta de $4,000 a $6,000
b. Honorarios de abogados, contadores, tasadores, agrimensores, partidores y de albaceazgo.
i. Se permitía una deducción limitada al 3% del caudal relicto bruto, el cual se  iba reduciendo en la medida que aumenta el caudal, hasta un 1.5%. 
ii. Se aumenta el límite a un 5% fijo del caudal relicto bruto. 

c. Donaciones a hijos incapacitados.

i. Se aumenta de $1,000 a $5,000 
4. 
Se aumenta la exención fija de $400,000 a $1,000,000

a. Además, la exención no se reducirá por la deducción de propiedad localizada en P. R.

b. El propósito es determinar las bases de las propiedades heredadas para fines de contribución sobre ingresos. 
5.  Se crea el Crédito al Contribuyente Responsable

a. Se elimina la contribución impuesta por el Código sobre los caudales de residentes de Puerto Rico siempre que al momento de la muerte el causante no tenga deudas contributivas pendientes de pago y que el Administrador cumpla con los pagos, dentro de los términos establecidos en ley, de las obligaciones vencidas con posterioridad a la muerte del causante.

b. Obligaciones contributivas incluyen: 

i. Contribuciones impuestas por el Código;

ii. Contribución sobre la propiedad;

iii. Patentes Municipales; y

iv. Contribuciones impuestas a una corporación o sociedad cuando el causante posea más de un diez (10) por ciento de las acciones (por valor o poder de voto de dicha corporación o sociedad.

6. 
Se aclara:

a. Que los seguros de vidas incluidos en el caudal son únicamente aquellos que no tengan  beneficiarios.

b. Que la condonación de deuda se considerará una donación en la medida que la misma no constituya ingresos. 

c. Que la deducción especial por donaciones para fines educativos y gastos médicos no será admisible en aquellos casos donde el monto pagado es para cubrir los gastos de un individuo con quien el donante tiene una obligación de sustento. 

d. Que Hacienda tiene sólo 30 días para emitir el Relevo.
        7.  Planillas y Declaraciones 

a. Se enmienda el periodo para someter las planillas / declaraciones
i. Caudal Relicto (el pago está atado a la declaración) 
1. Actualmente son 270 días 
2. Se propone enmendarlo a 9 meses (similar a lo federal) 
ii. Donación (el pago está atado a la declaración) 
1. Se adelanta del 15 de abril al 31 de enero (y se requiere la notificación de la planilla al donatario - para fines de la determinación de base).
2. Si el donante no realiza dicha planilla dentro del término prescrito, el donatario tendrá hasta el 28 de febrero para radicar una declaración informativa. 
iii. Informativa preparado por el notario 
1. Se enmienda para disminuir el término de 30 días a 10 días.
b. Se faculta al Secretario a requerir que las planillas se sometan por medio electrónico. 
b. Se eliminan:
a.  las declaraciones que se suponen sometieran las corporaciones y sociedades, compañías de seguros y fondos mutuos, entre otros. 

b. el requisito de radicar en triplicado. 

c. la Lista de Causantes y Donantes que se publicaban en las Colecturías 

d. requerir evidencia del CRIM (lo buscaremos internamente - para agilizar procesos) 
c. Derechos a ser Cobrados 
a. El Secretario establecerá los derechos a ser cobrados, disponiéndose que podrán eximirse en aquellos casos en que se radique electrónicamente (Ver Ley 4 del 1994). 
b. Las planillas enmendadas para incluir propiedad dejada de reportar cancelaran derechos adicionales de un 10% de dicho valor, siempre que dicha inclusión excede el 25% del caudal relicto bruto. 

i. Este cargo no aplicará si el contribuyente muestra justa causa. 
d. Certificación de Relevo 

a. No expedirá el certificado de cancelación de gravamen en aquellos casos en que se reclame la deducción por propiedad localizada en Puerto Rico a menos que la corporación o sociedad, según aplique, esté al día en el pago de sus obligaciones contributivas con el Departamento. 

b. La "Autorización Condicionada" se emitirá SOLO para vender propiedades y pagar las contribuciones adeudadas.

Subtítulo C- Arbitrios
1. Ómnibus, propulsores y camiones 
a. Se establece por ley la determinación del precio contributivo en Puerto Rico para propósitos de ómnibus, propulsores y camiones 
2. Vehículos 

a. Para los automóviles nuevos se define el precio sugerido de venta al consumidor como el costo básico del modelo del automóvil incluyendo el equipo opcional instalado de fábrica, más el seguro y flete de importación, el margen de ganancia estimada para la venta y los costos asociados con la preparación y entrega del automóvil.

3. Embarcaciones 

a.  Las embarcaciones ahora pagan arbitrios en vez de IVU. 

b.  El arbitrio es de 7% del precio de venta al consumidor. 

i. El "precio de venta al consumidor" es el precio final de venta. 

c. La cantidad máxima de arbitrio que se puede pagar es de $10,000. 

d. En el caso de embarcaciones para la venta que tengan fianza. 

i. El impuesto se paga dentro de los 15 días después de la venta. 

ii. Al momento de la introducción, se estima el precio de venta de la embarcación y se declara por dicho precio, pero no paga hasta que se venda.

iii. Se establece la obligación de radicar una declaración de venta para que el Secretario tenga conocimiento de la venta de la embarcación. 

e. El pago del arbitrio es requisito para registrar la embarcación con el Registro de Embarcaciones. 

f. Disposición Transitoria. - Embarcaciones en Inventario a la Fecha de Efectividad.- Estas embarcaciones se entenderán introducidas a la fecha de efectividad del arbitrio. 

g. Se faculta al Secretario a establecer un Programa de Divulgación Voluntaria especial para embarcaciones. 

4.  Equipo Pesado 

a. El equipo pesado ahora paga arbitrios en vez de IVU. 
b. El arbitrio es de 7% del costo en Puerto Rico. 

c. La cantidad máxima de arbitrio que se puede pagar es de $25,000. 

d. En el caso de equipos pesados para la venta que tengan fianza. 

i. El impuesto se paga dentro de los 15 días después de la venta.

ii. El costo en Puerto Rico se declara, al momento de la introducción, pero no paga hasta que  se venda. 

iii. Se establece la obligación de radicar una declaración de venta para que el Secretario tenga conocimiento de la venta del equipo pesado. 

e. Disposición Transitoria - Equipo Pesado en Inventario a la Fecha de Efectividad. ​Estos equipos pesados se entenderán introducidos a la fecha de efectividad del arbitrio. 

f. Se faculta al Secretario a establecer un Programa de Divulgación Voluntaria especial para equipos pesados. 
5. Derechos de Licencias 
a. Con el propósito de simplificar, se eliminaron categorías de derechos a pagar correspondientes a las licencias, estableciéndose un derecho nuevo basado en el promedio de las clasificaciones anteriores. 

b. Esto incluye licencias de: cigarrillos, gasolina, bebidas alcohólicas, vehículos de motor, cemento, armeros, máquinas operadas con monedas, etc. 

c. Esta simplificación es en adición a lo ya logrado por el proyecto de licencias que yá se había convertido en ley. 

6. Se establece la obligación de radicar electrónicamente todas las Planillas y Declaraciones de Arbitrios, una vez dicha radicación sea requerida por el Secretario por medio de Carta Circular, Boletín, Reglamento, etc. 

Subtítulo D Impuesto sobre Ventas y Uso (IVU)

1. Definición de propiedad mueble tangible. 

a. Se aclara que el gas propano paga IVU. 

b. Se aclara en la definición, que los vehículos ATV, motocicletas y embarcaciones, equipos pesados no pagan IVU, sino arbitrios.

2. Embarcaciones y equipos pesados.

a. 
Se cambia su tributación de IVU a arbitrios. 
3. 
Refrendo.

a. Se establece por ley la obligación de refrendar los boletos sujetos a IVU. 

b. Esta obligación estaba antes en arbitrios y en el Reglamento del IVU pero no existía en la ley ni tampoco existían las penalidades asociadas a no realizar el refrendo. 

c. El refrendo es la obligación del promotor de un evento de antes de realizar el evento certificar dicho boletos por el Departamento como refrendados y condicionar el pago del IVU de dichos boletos a una fianza. 

d. Luego de la presentación del evento, se presentan los boletos refrendados no vendidos, se contabilizan, hace el correspondiente cobro del IVU. El refrendo es un mecanismo esencial de fiscalización del IVU en el área de los espectáculos. 

4. Fiscalización del IVU por Agentes.

a. Se establece la potestad de que los agentes de rentas internas hagan compras en establecimientos y paguen el IVU para fiscalizar el cobro del IVU y la entrega del correspondiente recibo. 

b. Luego de realizada la transacción, el agente puede rescindir la transacción y el comerciante está obligado a devolver al agente el dinero pagado. 

c. En caso de que el comerciante se niegue o rehúse devolver el dinero, dicho comerciante en adición a dicha obligación estará sujeto a una multa administrativa. 
5. Facultades del Secretario. 

a. Se establece en el Subtitulo F una sección de facultades similar a la que existe bajo Arbitrios, proveyéndole al Secretario más herramientas de fiscalización. 

b. La sección de 2501 (Código del 1994) se incluyó dentro de la nueva sección de facultades. 

 Este resumen no toma en consideración los cambios recientes de la primera fase de la reforma. Ley 171. 

Subtítulo E – Bebidas Alcohólicas

1.    Se eliminó toda referencia a los almacenes de adeudos ad hoc (bajo el control del gobierno). 
2.    Espíritus Destilados 

a. Se eliminó el cómputo de galones pruebas para espíritus destilados con un mínimo de 100 grados prueba.

b. Se crearon dos categorías de espíritus destilados que pagaran a una tasa inferior ($12.09 vs. $31.29): 

1. Espíritus destilados que se obtenga a través de la fermentación y destilación de cualesquiera productos derivados de la caña de azúcar y añejado por un tiempo igual  o mayor de doce (12) meses. 

2. Espíritus destilados artesanalmente (que se obtenga a través de la fermentación y destilación de cualesquiera productos derivados de la caña de azúcar). 
3.   Vinos 

a. Se aclaró la definición de Vino Subnormal para reconocer que en la fortificación tiene que  utilizarse exclusivamente espíritus destilados obtenidos de la fermentación y destilación de productos derivados de la caña de azúcar o cualesquiera sustitutos de los mismos. 

b.  Se redujo la contribución de los vinos de mostos concentrados ($2.00 vs. $4.48).

c. Se redujo la contribución de los vinos espumosos de mostos concentrados ($2.55 vs. $5.85). 
4.   Cervezas 

a. Se redujo la contribución de las cervezas que se vendan en envases conteniendo cinco o más galones medida ($4.35 vs. $4.42) 

5. Se aclaró que solo solicitarán reintegros aquellos contribuyentes que hayan sufrido el peso del pago del mismo. 
6. Se simplificaron las categorías de las licencias de rentas internas. 
a. Las únicas que mantienen clasificaciones son: 

i. Traficante al Por Mayor: El Secretario establecerá las bases mediante reglamento o carta circular. 

ii. Detallista de Bebidas Alcohólicas: La clasificación varía dependiendo si la venta será para ser consumida dentro o fuera del lugar, o para identificar aquellos que venden bebidas libre de impuestos.
7. Se requiere que toda bebida alcohólica que se venda en Puerto Rico incluya la frase "Impuesto Pagado", siempre que no se haya vendido libre de impuesto. 

a. Eliminándose el requisito de que las bebidas que se vendan libres de impuesto contengan la frase "Tax Free". 

b. Se le concedió un término de 180 días para someter las solicitudes de las nuevas etiquetas. 

Del análisis efectuado, se concluye que la Reforma Contributiva es una adecuada al estimarse los ahorros contributivos de la siguiente forma:

2011 2011
$300 millones


2012
$800 millones


2013
$1,000 millones


2014
$1,100 millones


2015
$1,200 millones


2016
$1,400 millones


2017
$1,600 millones

Para lograr los resultados esperados de la Reforma Contributiva, además se proponen varias medidas. Por primera, se fijará responsabilidad personal y criminal a oficiales principales de corporaciones o negocios por evasión contributiva. Las medidas contra la evasión contributiva serán una de las fuentes que generarán los ingresos necesarios para sufragar el costo de la reforma contributiva. Asimismo, como parte de la reforma se eliminarán o modificarán más de 25 leyes de incentivos y créditos que representan millones de dólares en subsidios pero que no dan los resultados esperados. Como mecanismo de recaudo adicional, se propone ampliar el programa existente de declaración voluntaria en Puerto Rico de capitales no declarados. En esencia, se establece una ventana durante el cual contribuyentes con capitales no declarados podrán acogerse a una tasa contributiva especial si declaran voluntariamente esos ingresos al Departamento de Hacienda (Ley 172 del 15 de noviembre de 2010).
Finalmente, la reforma requiere de disciplina presupuestaria para contrarrestar la reducción de los ingresos. Para esto, se propone implantar unos parámetros a partir del año fiscal 2014 cuyo cumplimiento será un requisito para que entren en vigor los beneficios contributivos a legislarse a partir de ese año.
Se resume que la Reforma Contributiva está enfocada en cumplir los compromisos programáticos: (1) reducir en las tasas contributivas de todos los puertorriqueños, reduciendo en promedio las contribuciones de los individuos en un 50% y las contribuciones de los negocios en un 30%; (2) diseñar un sistema contributivo justo y sencillo, con medidas agresivas para combatir la evasión; (3) proveer incentivos al trabajo y alivios para las personas de edad avanzada; y (4) fomentar el desarrollo económico y la creación de empleos. 
IMPACTO FISCAL ESTATAL
En cumplimiento con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 de 2006, según enmendada, recibimos y consideramos los comentarios emitidos el Departamento de Hacienda. Conforme a sus disposiciones, la implantación de esta resultará en una estrategia de ingresos positivos para el Gobierno. A continuación se ilustra el comportamiento de la misma con las medidas de fiscalización:
	Conceptos
	Año Fiscal

	
	2011
	2012
	2013

	Alivios
	(En millones)

	Alivios Reforma Contributiva
	(740)
	(974)
	(1,083)

	Eliminación sobretasa propiedad
	0
	(230)
	0

	Medidas de Ingresos
	
	
	

	Arbitrios especial temporero
	700
	1,357
	1,138

	Ventana para declarar ingreso no reportado
	50
	0
	0

	Arbitrio propiedad mueble a no exentas y otros
	25
	50
	50

	Impacto Reforma Contributiva
	35
	203
	105


Estas proyecciones no incluyen ingresos adicionales por el impacto dinámico de la economía.
Además, es necesario indicar que los alivios contributivos propuestos para los años fiscales 2014, 2015 y 2016 entrarán en vigor luego de que se cumplan con las siguientes tres pruebas:
	Pruebas
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Ingresos Netos al Fondo General

	Certificación: Departamento de Hacienda
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Economía (Crecimiento % Producto Nacional Bruto)

	Certificación: Junta de Planificación


IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, esta Comisión evaluó la presente medida y concluye que la misma no tiene impacto fiscal negativo sobre los gobiernos municipales. 
CONCLUSIÓN
Podemos resumir que se recomienda la aprobación del P. de la C. 3070 sin enmiendas. Reiteramos nuestra posición al considerar que la evaluación del Proyecto, como mencionamos anteriormente, se realizó en coordinación con la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes. Asimismo, hubo comunicación y acuerdos con el Comité de Reforma Contributiva que representa al Ejecutivo. Durante el proceso legislativo ambos Cuerpos analizaron y acogieron las enmiendas a realizarse a la medida, luego de considerar los comentarios y sugerencias de los deponentes en  las vistas públicas.

Por lo anteriormente expuesto y tomados en consideración todos los comentarios y recomendaciones de las instrumentalidades públicas y privadas consultadas, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del Proyecto de la Cámara 3070 sin enmiendas. 
Respetuosamente sometido,

Migdalia Padilla Alvelo


Presidenta 

Comisión de Hacienda
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�Bajo el Código actual, existen cinco estados civiles para propósitos de planillas contributivas, a saber: (1) soltero;(2) jefe de familia (no casado con 1 dependiente);(3) casado rindiendo planilla conjunta;(4) casado rindiendo planilla separada; y (5) casado que no vive con su cónyuge.  





En el código propuesto, estas opciones se reducirán a las siguientes tres, según se indica a continuación: (1) casados que rinden planilla conjunta (continúa la opción de casados que ambos trabajan y rinden planilla conjunta de modo que puedan computar su contribución bajo el método opcional utilizando el anejo CO de la planilla); (2) casado rindiendo planilla separada; y (3) contribuyente individual, la cual consolida las categorías de soltero, jefe de familia, y casado que no vive con su conyugue.





�En el 2012, se reducirá a $2,750 por contribuyente, en el 2013 se reducirá a $2,000, en el 2014 se reducirá $1,250 y en el 2015 se reducirá a $750.


�Se establece una regla especial en el caso de padres separados o divorciados con derecho a custodia compartida.  En estos casos, la deducción por dependiente será dividida a la mitad entre ambos padres.


�Capítulo 7 del Subtitulo A.





�Esto es, que no sea una persona cubierta por un decreto o concesión de exención contributiva bajo la Ley Núm. 73 de 28 de mayo de 2008, conocida como “Ley de Incentivos Económicos para el Desarrollo de Puerto Rico”, o la Ley Núm. 74 de 10 de julio de 2010, conocida como “Ley de Desarrollo Turístico de Puerto Rico de 2010”, o leyes análogas anteriores o subsiguientes.





�Excepto en el caso de negocios dedicados a la transportación o pesca siempre y cuando estos sean gastos realmente relacionados con la explotación de la industria o negocio de transportación o pesca y 80% o más del ingreso de dicho negocio proviene de actividades de transportación o pesca y excepto cuando los gastos sean realmente relacionados con la explotación del negocio de alquiler y 80% o más del ingreso de dicho negocio proviene de actividades de alquiler.  


� Art. 1.2 de la Ley Núm. 170, 3 L.P.R.A. 2101.


� Sec. 3.1 de la Ley Núm. 170, 3 L.P.R.A. § 2151.


� 3 L.P.R.A. Sec. 2171.


� Ley 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada (3L.P.R.A.761 et seq.)


� Ley 12 de 19 de octubre de 1954, según enmendada (4L.P.R.A233 et seq.)


� Ley 91 de 29 de marzo de 2004, según enmendada (18L.P.R.A.321 et seq.)


� Ley 166 de 29 de junio de 1968, según enmendada por la Ley 231 de 31 de octubre de 2006.


� Ley 296 de 15 de septiembre de 2004.


� Ramón J. Cao García, Distribución de la Carga Impositiva por Niveles de Ingreso en Puerto Rico. Estudio preparado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico, 11 de septiembre de 2010.





� Algunas personas también incluyen como impuestos sobre nóminas las primas al seguro de desempleo, a la Corporación del Fondo del Seguro del Estado y a los seguros de incapacidad no ocupacional. Para el análisis en este capítulo no se incluyen esas partidas por considerar que son primas de seguros y no impuestos. 





� Al respecto véase, entre otros a Bernard Salanié, The economics of taxation. Cambridge, Mass.: The MIT Press, 2003, págs.16 a 19. También puede referirse a Joseph E. Stiglitz, Economics of the public sector, 3ra. Ed.New York: W.W. Norton & Company, 2000, pág. 467; William J. Baumol y Alan S. Blinder, Economics: Principles and policies, 9na. Ed. Ohio: Thompson/South-Western, 2003, pags. 400 a 401; y a N. Gregory Mankiw, Principles of economics, 3ra. Ed. Mason, Ohio: Thompson/South-Western, 2004, págs. 166-167.





� La única excepción a la aseveración anterior es que se registra regresividad en la escala de ingresos entre $25,000 y$35,000. Posiblemente ello se deba a que ocurra una proporción mayor a la típica de empleados por cuenta propia en esta escala de ingresos, que resulte en que se evada o evite el pago del impuesto en mayor proporción a esos niveles de ingreso.





� Acerca de la incidencia del impuesto sobre las ventas y uso, puede verse, entre otros, a Joseph E. Stiglitz, Economics of the public sector, 3ra. Ed., New York: W.W. Norton & Company, 2000, capítulo 18.





� La tasa correspondiente al IVU estatal es 5.5%. Sin embargo, existe una tasa de 0.5% que se grava a nivel estatal y se distribuye entre tres fondos especiales que se destinan a propósitos municipales. Este componente de 0.5% en el IVU se grava sobre la misma base que el IVU estatal, por lo que se incluyen ambos componentes en el 6% que se adjudica al IVU estatal. El IVU municipal se tiene que calcular por separado ya que, como antes se indicó, la base del impuesto es diferente a la del estatal.





� Ramón J. Cao García, Juan Lara Fontánez y José J. Cao Alvira, Estudio para una Reforma Contributiva Integral en Puerto Rico. Estudio realizado para la Fundación del Colegio de Contadores Públicos Autorizados de Puerto Rico, 21 de septiembre de 2010, Apéndice al capítulo 5.





� Ramón J. Cao García, Juan Lara y Vicente Feliciano, Diseño de metodologías para evaluar beneficios y costos de las preferencias contributivas en Puerto Rico. Estudio efectuado para el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico. Advantage Business Consulting, septiembre de 2010.





� Situación de los Municipios con Planes de Área/Delimitación de Centro Urbano y Plan de Rehabilitación.


 �
Bayamón�
Caguas�
Coamo�
Guaynabo�
San Juan�
Ponce�
�
Plan de Área / Delimitación Centro Urbano�
No tiene Plan de Área�
16-Feb-07�
Zona Hist. por lo que no necesita Plan de Área�
No tiene Plan de Área�
4-Dec-51�
26-May-89�
�
Plan de Rehabilitación�
No tiene Plan de Área�
1-Feb-05�
25-Sep-06�
En Proceso�
6-Oct-06�
8-Jun-04�
�
Fuente: Departamento de Hacienda





� Ocurre una inconsistencia aparente en el monto de créditos otorgados por concepto de esta Ley. En el documento del Departamento de Hacienda, Oficina de Asuntos Económicos y Financieros, Resumen Estadístico de Créditos Concedidos por Ley 212 se presenta la información que aparece en la Tabla 1, la cual coincide con la de la oficina que otorga esos créditos en el Departamento de Hacienda. Sin embargo, en el documento Departamento de Hacienda, Oficina de Asuntos Económicos y Financieros, Resumen Preliminar Planilla Informativa sobre Tenencia de Créditos Contributivos – Ley en Moratoria 2012: Ley 212, que informa la tenencia de créditos contributivos por el público al 11 de febrero de 2010, se indica que se han otorgado $362,435,262 en créditos contributivos por concepto de la Ley 212, que se han reclamado $48,835,804, por lo que existe un total de $313,599,548 en créditos disponibles para años subsiguientes al 2008. Para el análisis en este informe se utiliza la información provista por la oficina que otorga esos créditos en el Departamento de Hacienda, la cual es consistente con lo informado en la Tabla 1.





� Hon. María Meléndez Altieri, Impacto Fiscal de la Ley Especial Declarando Estado de Emergencia Fiscal y Estableciendo Plan Integral de Estabilización Fiscal (Ley 7) sobre la Ley para la Rehabilitación de los Centros Urbanos (Ley 212 de agosto de 2002) y Proyectos en Centro Histórico de Ponce.





� Éste es un asunto bastante estudiado en el contexto de los Estados Unidos, donde la conclusión es que los tratos preferenciales a los dividendos reducen la inversión productiva de las corporaciones. Al respecto, véase entre otros a Jimmy Torrez, “The Effects of Dividend Tax Policy on Corporate Investment”, Forum Empresarial, Vol. 11, Núm. 1; mayo 2006, págs 2-15; James Poterba, “Taxation and Corporate Payout Policy”, National Bureau of Economics Working Paper 10321, Cambridge MA, febrero de 2004; Francisco Pérez-González, “Large Shareholders and Dividends: Evidence from U.S. Tax Reforms”, Working paper, Columbia University, 2003; Alan Auerbach y Kevin Hassett, “On the Marginal Source of Investment Funds.” Journal of Public Economics, Vol. 87, enero de 2003, págs. 205-232.





� Departamento de Hacienda de Puerto Rico, Formulario de Instrucciones para la Contribución sobre Ingresos de Corporaciones y Sociedades, año 2009, página 10. Énfasis en el original.





� La literatura económica en inglés reconoce esta realidad decisional con el nombre de “animal spirits” cuya traducción al español sería “la actitud del alma” (Keynen, Teoría General, pp. 160 y 161).


� Ver jurisprudencia del tribunal Supremo de Puerto Rico en International Harvester v. Secretario de Hacienda,114 DPR 281 (1983) y Gómez Hermanos v. Secretario de Hacienda, 114 DPR 367 (1983).


� 7 L.P.R.A. secciones 2001 et seq.


�  Paying Taxes The Global Picture, PriceWaterhouseCoopers, Foreword Pág. 2 (2006).


�  Id. Pág. 5.


�  Id. Pág. 5.


�  Id. Pág. 12.


� Una sociedad especial es una modalidad de la sociedad civil en nuestro ordenamiento, que le brinda incentivos contributivos a sus socios para el desarrollo de ciertas actividades económicas, mientras que a su vez le brinda responsabilidad limitada según la enmienda efectuada por la Ley Núm. 3 de 27 de septiembre de 1985 al Artículo 1589 del Código Civil, �HYPERLINK "http://web2.westlaw.com/find/default.wl?tf=-1&rs=WLW10.02&fn=_top&sv=Split&tc=-1&docname=PRSSTT31S4372&ordoc=2016144500&findtype=L&db=1015876&vr=2.0&rp=%2ffind%2fdefault.wl&pbc=E43459CE" \t "_top"�31 L.P.R.A. sec. 4372�. Este Artículo dispone que: “Los socios no quedan obligados solidariamente respecto a las deudas de la sociedad, y ninguno puede obligar a los otros por un acto personal si no le han conferido poder para ello.” 





� La lentitud o atraso en el pago de los servicios, la inflación, la limitada inversión en la construcción de obra pública, las restricciones en el financiamiento, entre otros factores, han llevado a muchos integrantes de la industria de la construcción a solicitar la protección de la Ley Federal de Quiebras. A manera ilustrativa, los contratistas de la construcción ocupan la segunda posición (con 38) entre los cinco negocios con más radicaciones o peticiones de quiebras hasta Septiembre 2010. Véase Boletín de Puerto Rico Estadísticas de Quiebras Para Septiembre 2010, DATOS ACUMULATIVOS.
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